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Prefacio 

Hace un poco mas de una década, cuando la segunda ola del feminismo 
había trasegado las décadas del setenta y del ochenta en la región, edité la com­
pilación Mujeres y participación política: Avanccs }' dcstifíos enAmérica Latina. I La 
publicación resaltó los diferentes temas que en el momento eran básicos para 
el movimiento de mujeres de la región! Entre ellos se destacan el cuestionamien­
to por parte de las mujeres organizadas de los vicios de formalidad y exclusión 
de los regímenes políticos, su participación en la recalificación de la democracia 
para extender su sentido a las prácticas de la vida cotidiana y el avance en defi­
nir que la autonomía no era un derecho exclusivo. 

El tema de mayor interés ya se planteaba en aquel momento -que reco­
gemos para esta nueva publicación- tenía que ver con dos interrogantes: 
"¿por qué lo público a nivel decisorio y la formulación de propuestas de 
políticas han permanecido básicamente inflexibles en manos masculinas? y 
¿por qué las mujeres no entran a los espacios de liderazgo y presentan un 
bajo ejercicio del poder en la esfera pública?". La controversia y la movili­
zación referentes a esta exclusión fueron las que abrieron paso al tema de las 
acciones afirmativas para las mujeres y con ello a la promoción de las leyes 
de cuotas en la arena de lo político público. 

Pasados diez años de esa publicación, hoy hay consenso a nivel regional, 
nacional y local acerca de que el movimiento de mujeres y en particular el 
movimiento feminista construyeron mediante diferentes canales la agenda de 
las mujeres y la pusieron en la arena pública durante el período conocido 
como preBejing. No sin dificultades, esta agenda fue construida con gran 
compromiso y esmerado esfuerzo. En este proceso, los temas de la organiza­
ción y participación de las mujeres en la esfera pública fueron considerados 
prioritarios. La necesidad de eliminar las condiciones de discriminación que 
afectaban a las mujeres fue enfatizada, al igual que la prioridad de buscar 
igualdad y equidad. Fue un período dinámico de construcción y organiza­
ción de redes de diferentes niveles. El resultado es una Plataforma de Acción 
para las Mujeres (EPAN), producto de la Conferencia de Bejing. En este 
marco o carta de navegación de política pública, la necesidad y urgencia de 

Magdalena León (comp.) Mujeres y participación política: Avances y desafíos en América Latina.
 
Bogora.Terccr Mundo Editores. 1994.
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la participacron política de las mujeres ha adquirido una importancia no 
alcanzada antes en la región. 

La EPAM establece medidas que han de adoptar los gobiernos, los partidos 
políticos y otras organizaciones e instancias institucionales para garantizar a las 
mujeres la igualdad de acceso y la plena participación en las estructuras de poder, 
con miras a lograr el ejercicio de la plena ciudadanía en términos de sus dere­
chos políticos. Para ello, se insta a promover acciones afirmativas para el logro del 
equilibro entre hombres y mujeres en las instancias gubernamentales, y a impul­
sar cambios en los sistemas electorales que alienten a los partidos políticos para 
que las mujeres ingresen en los cargos públicos -sean éstos de elección o no- en 
proporción igual que los varones. Las cuotas como mecanismo de acción afir­
mativa están encaminadas a la inclusión de las mujeres en las instancias de toma 
de decisiones (niveles ejecutivos, congresos, asambleas), a través del estableci­
miento de un porcentaje mínimo de cupos para ser ocupados por ellas. 

El concepto de acción afirmativa tiene su dinámica propia y su uso en la 
región. Corre en buena parte paralelo con el interés del movimiento de muje­
res de cuestionar la participación política discriminatoria y promover los pro­
yectos de ley de cuotas para las mujeres. El rastreo del origen del concepto lo 
sitúa en la década de los años cincuenta del siglo pasado, cuando en Estados 
Unidos se levanta el movimiento contra la discriminación racial que culminó 
con la Ley de Derechos Civiles. A partir de estas luchas se desprenden pro­
gramas de acciones afirmativas. Posteriormente, estas iniciativas no sólo van a 
tener referencia a lo étnico, sino que se amplían a diversos grupos de la socie­
dad que han sido hisrór-icamcnre discriminados, especialmente en lo laboral, en 

cuanto a la igualdad de oportunidades de empleo en Estados Unidos y Europa. 
A finales del milenio pasado y lo que va corrido del siglo XXI, las iniciativas de 
acción afirmativa promovidas en el primer mundo, especialmente en Estados 
Unidos, han sufrido el embate de las fuerzas fimdamcntalisras conservadoras, 
que pregonan el imperio del libre juego de las fuerzas del mercado y quieren 
sacar al Estado de programas encaminados a avanzar en la equidad social. En esta 
coyuntura, la oficina de la Fundación Ford en Santiago de Chile formuló el 
"Proyecto de Investigación sobre Acción Afirmativa en la Región Andina y el 
Cono Sur", con el objetivo de dar cuenta sobre qué había pasado y qué estaba 
pasando en cuanto al debate del concepto de la acción afirmativa y a su aplica­
ción en América Latina. Me cupo la responsabilidad de dirigir este proyecto 
para los casos de Colombia y Perú.' 

2 Lo, resultados para Colombia pueden consultarse en: León. Magdalena y Holguín, jimena, Acción 
Afirmativa: Hacia Democracia, Incíusivas. Colombia, En: Diaz Pamela (cd.), Santiago: Fundación 
Equiras, 2005. Para Perú consúltese León, Magdalena y Hurtado. Lourdes, Acción Afirmativa: Hacia 
Democracias Inclusiva•. Perú. En: Díaz Pamela (ed.). Santiago: Fundación Equiras, 2005. 
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En el curso de esta investigación, que rastreó el debate normativo sobre 
el tema y elaboró un catastro sobre las medidas afirmativas existentes y su 
cumplimiento en cada país, aprendí que en Colombia y Perú el concepto 
de acción afirmativa, tanto en su discusión normativa como en su aplicación, 
estaba estrechamente·ligado a la formulación y cumplimiento de las medidas 
de cuotas políticas para las mujeres. A partir de lo estudiado en esta prime­
ra aproximación al tema de las acciones afirmativas nació el interés de traba­
jar con mayor rigor y profundidad sobre las leyes de cuotas para las mujeres. 
Se me hizo evidente la falta de trabajos que dieran cuenta de los procesos de 
configuración, aprobación y aplicación de los proyectos de cuotas y su signi­
ficado para la participación política de las mujeres y para los sistemas de 
género. Vislumbré el interés estratégico del tema, y con esta inquietud entre 
pecho y espalda formulé la necesidad de conocer y divulgar el tema a Ana 
Falú, entonces directora del Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas 
(UNIFEM) para la Región Andina, quien se interesó en financiar la parte 
editorial de una publicación sobre el tema. Nona Kaidbey representante del 
Fondo de Población de Naciones Unidas (UNFPA) en Colombia también 
apoyo la iniciativa. A ellas y sus instituciones mis agradecimientos. 

En este texto presentamos artículos para Colombia, Perú, Ecuador y 
Bolivia:'. En Colombia la Ley de Cuotas fue aprobada en el año 2000 y en 
Perú, Ecuador y Bolivia la aprobación de la respectiva ley se dio en 1997. Los 
dos primeros artículos de esta publicación son una reelaboración de la infor­
mación y los análisis presentados en el trabajo de acción afirmativa antes 
mencionado. Quiero agradecer a jirnena Holguín y a Lourdes Hurtado, 
quienes me acompañaron en esta labor. El artículo de Ecuador quedó a cargo 
de Silvia Vega y el de Bolivia de Lisa Baldez y Patricia Brañez, Para las tres 
mis agradecimientos por su colaboración. 

Con el propósito de hacer más amplia la divulgación de esta publicación, 
con UNIFEM invitamos a participar como coeditores en cada uno de los paí­
ses comprometidos a una institución destacada en los estudios de mujer. En 
Colombia nos acompaña la Escuela de Estudios de Género de la Universidad 
Nacional de Colombia, en Perú el Instituto de Estudios Peruanos (IEP), en 
Ecuador la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) y en 
Bolivia el Centro de Información y Desarrollo de la Mujer (CIDEM). 

En este trabajo no se incluye el caso de Venczuela, En la Lcy Orgánica de Sugragio y Participación 
Política, del 26 de mayo de 1998. fueron aprobadas las cuotas políticas para las mujeres. Posteriormente 
las cuotas fueron revocadas. 
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Mala Htun y Maria Emma WiIls, politólogas que han hecho flexiones sus­
tantivas sobre el tema, aceptaron apoyar esta publicación como presentadora de 
su contenido la primera y como autora de las conclusiones en un artículo com­
parativo, la segunda. Sus trabajos permiten dimensionar la importancia del tema 
y de la labor realizada por las autoras, y preparan a las lectoras y lectores para 
dimensionar el sentido, avances y proyección de las cuotas políticas como acción 
afirmativa para las mujeres en la región. A ellas también mis agradecimientos, 

En especial para el movimiento de mujeres y en particular para el movi­
miento feminista, el material que entregamos es de suma importancia para 
apuntalar sus luchas y apuntar a objetivos cada vez mas estratégicos para el 
logro de la participación política de las mujeres. Sin lugar a dudas, es un 
camino para avanzar en procesos democráticos con justicia de género en la 
región Andina. Invito pues a las y los interesados en este texto a hacer una 
lectura cuidadosa y entusiasta. 

Magdalena León 
Bogotá, marzo de 2005. 
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Democracia e inclusión política:
 
La región andina en perspectiva comparada
 

Mala Htun l 

Durante la última década hemos sido testigos de la fragilidad de la demo­
cracia en América Latina, y en la región andina en particular. De hecho, 
Ecuador experimentó en el año 2000 un golpe militar, situación que no 
ocurría en la región desde la década de los años sesenta. Adicionalmente, en 
un lapso de siete años, este país cambió de presidente en seis ocasiones. En 
Perú, por su parte, el presidente Alberto Fujimori llegó en el año 2000 a su 
tercer periodo presidencial (considerado inconstitucional) y posteriormente 
huyó del país. Su sucesor, Alejandro Toledo, no ha tenido mejor suerte, pues­
to que sus índices de popularidad se han mantenido en el rango de un digi­
too En Bolivia, las protestas populares hicieron que el presidente Gonzalo 
Sánchez de Lozada, elegido democráticamente, tuviera que dimitir. Lo suce­
dió en el poder Carlos Mesa, quien ha luchado por mantener unido a un país 
que cada vez más está dividido por el separatismo regional y étnico. En el 
caso colombiano se presenta una mayor estabilidad en los niveles altos, pero 
la existencia continua de la guerra civil ha llevado a la devastación de áreas 
rurales, lo que ha generado, en consecuencia, que los habitantes de todos los 
rincones del país vivan bajo una amenaza constante de violencia. 

Los ciudadanos ~xpr~san continuamente en los sondeos de opmlon 

pública una creciente desconfianza hacia los partidos políticos, el congreso y 
el sistema democrático en general. Cada vez con más frecuencia, los latino­
americanos manifiestan su descontento a través de huelgas y protestas, situa­
ción que no es sorprendente ya que se ha hecho evidente la incapacidad de! 
Estado para hacer cumplir las leyes y para prestar los servicios sociales bási­
cos. Por otra parte, la economía se ha contraído: tanto Bolivia como Ecuador 
y Perú experimentaron un crecimiento negativo en el PIB per capita entre los 
años 1980 y 2000, lo cual se ha traducido en altos índices de pobreza. Los 
porcentajes de población pobre alcanzan en la actualidad e! 62% en Bolivia, 
e! 55% en Colombia, el 60% en Ecuador y e! 49% en Perú (Mainwaring, 
Bejarano, y Pizarro, próximo a publicarse). Estas tendencias presentan un 
panorama poco optimista para el futuro de la democracia en la región. 

I Traducción de jimcna Holgmn, revisada por Patricia Prieto. 
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Sin embargo, otros hechos apuntan en la dirección contraria. En efecto, 
hemos sido testigos de una ampliación de la democracia a través de la inclu­
sión en el poder de grupos que en el pasado se encontraban excluidos. 
Simultáneamente a las crisis experimentadas en distintas áreas, los cuatro paí­
ses analizados en este libro adoptaron el sistema de cuotas políticas para las 
mujeres con el fin de fomentar su mayor liderazgo. Bolivia, Ecuador y Perú 
introdujeron cuotas para las candidaturas de los partidos políticos; Colombia 
adoptó este sistema para ser aplicado en los cargos directivos de la adminis­
tración pública del poder ejecutivo. En este país también se crearon curules 
en el Congreso para las poblaciones indígenas y los representantes de las 
comunidades afro-colombianas, y algo similar ocurrió en Perú, en donde se 
estableció en las elecciones regionales una pequeña cuota en las candidatu­
ras de los partidos para los indígenas amazónicos. Por su parte, los cambios 
en las leyes electorales en Bolivia y Ecuador estimularon el crecimiento de 
los partidos políticos indígenas, los cuales han sido cada vez más exitosos. De 
hecho, en el año 2002, los dos partidos étnicos más importantes de Bolivia 
ganaron un tercio de las curules en el Congreso. Lo anterior demuestra que 
tras siglos de dominación impuesta por los blancos hispanohablantes, la cre­
ciente diversidad del liderazgo político marca un avance en la justicia social. 

En estos aspectos los países de América Latina y de la región andina están 
asumiendo el liderazgo en las tendencias mundiales. Con la llegada de! nuevo 
siglo, varios países en e! mundo han luchado por incorporar a rangos de lide­
razgo a diversos sectores de la población. El género, la raza, la etnia, la religión 
y otros atributos relacionados con la identidad social están condicionando las 
experiencias de los individuos así como sus oportunidades políticas y econó­
micas. Estos aspectos se han convertido en criterios relevantes para evaluar e! 
grado de representatividad de los gobernantes, a tal punto que si estos grupos 
no están presentes en e! poder y sus perspectivas no son escuchadas, la políti­
ca no es considerada como equitativa y sus decisiones carecen de legitimidad. 
Estas consideraciones han motivado a cerca de cincuenta países a promover el 
acceso al poder político a través de estrategias de inclusión que tienen como 
criterios e! género, la etnia, o ambas (Htun 2004). 

Este libro analiza la experiencia de cuatro países del área andina en lo refe­
rente a las cuotas políticas para las mujeres. En cada artículo se analiza la adop­
ción e implementación de las cuotas y se explora su significado en la lucha por 
la consolidación de la democracia en la región. En esta introducción, se sitúan 
estos hechos dentro de! contexto de las tendencias globales y regionales. 
Asimismo, se ofrece una guía inicial sobre aquellos factores que influyen en e! 
éxito de las cuotas políticas en un país en particular. Finalmente, presento 
algunas reflexiones con respecto a la paradoja planteada al inicio de esta intro­
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ducción ¿es simple coincidencia que las democracias en la región andina estén 
buscando una mayor inclusión de las mujeres y de otros grupos marginados, a 
la vez que sus sistemas de partidos y sus economías están en crisis? ¿o es que 
los dos fenómenos tienen una relación causal? En otras palabras, ¿se debe a la 
crisis que la política se este volviendo mas incluyente?, ¿ha contribuido a la cri­
sis esta tendencia incluyente? 

Las cuotas políticas para las mujeres: 
una tendencia global 

En un gran número de países se han adoptado las cuotas políticas para las 
mujeres en las candidaturas de los partidos políticos o en las curules en los con­
gresos. En 1991 Argentina inició la era actual de las cuotas, con excepción de 
Taiwán donde como único caso anterior al argentino, se reservaba un poco 
más del 10% de las curules para las mujeres en el Yuan legislativo. En los años 
siguientes a 1991, algunos países de América Latina, Europa, Asia y África, e 
incluso del Medio Oriente, comenzaron a adoptar esta política de inclusión de 
las mujeres hasta llegar a la situación actual en la cual al menos 35 países tie­
nen alguna medida para garantizar la presencia femenina en la arena politica". 

La adopción de las cuotas políticas suele explicarse como el resultado de 
la convergencia de varios factores, dentro de los cuales se destaca el surgi­
miento de las normas internacionales que relacionan la igualdad de género 
con la democracia. Los ejemplos más relevantes en este sentido han sido la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW) y la Plataforma de Acción aprobada en la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995). Dentro de este proce­
so, los gobernantes, tanto hombres como mujeres, buscaron la forma de cum­
plir con la norrnatividad internacional, buscando presentarse como políticos 
modernos y progresistas. La difusión transnacional del principio de paridad 
en los procesos de toma de decisiones, y la forma de obtener esta paridad (a 
través de las cuotas políticas), fue otro factor determinante para la adopción 
de dicho sistema, en especial a nivel regional (Htun y Jones 2002; Dahlerup 
2002; Towns 2003). 

Las mujeres en ejercicio de cargos de poder asociadas con las activistas 
de los movimientos feministas, se movilizaron para redactar proyectos de ley 

:2 Estasgarantías se obtienen a travé~ del cumplimiento de la~ leyes nacionales. No incluyen cuota, que 
hayan sido adoptadas voluntariamente por los partidos políticos. Para obtener una lista de los partidos 
políticos con cuotas políticas. ver la base de datos de cuotas políticas de IDEA Inrcrnacional en: 
wwwquoraprojecr.org 
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sobre las cuotas para las mujeres. Los argumentos presentados en esta movi­
lización se basaban en la norrnatividad internacional y en las experiencias de 
otros países. Dentro de este proceso, las promotoras de las cuotas políticas 
presentes en los ámbitos del poder, se dedicaron a plantear discursos y a hacer 
cabildeo con sus colegas, cuyo resultado fue la conformación de alianzas 
mulripartidistas extraordinariamente efectivas para asegurar un gran apoyo a 
las nuevas medidas que se estaban configurando. No puede desconocerse 
que algunos de los políticos que apoyaron estas nuevas medidas pudieron 
haber tenido motivaciones distintas para apoyar las cuotas. En efecto, Baldez 
(2004), señala que las élites de los partidos que se sienten amenazadas por 
las elecciones internas, pueden adoptar cuotas políticas para las mujeres 
como una forma de mostrarse como sectores más democráticos, y a la vez 
mantener el control sobre la nominación al interior de los partidos. 

CUADRO 1: CUOTAS PARA LAS MUJERES YCUPOS RESERVADOS EN EL MUNDO 

País 
Niveles nacional y local 
Argentina 
Armenia 

Bangladesh 

Bélgica 
Bolivia 

Bosnia-Herzegovina 
Brasil 
Colombia 
Costa Rica 
Djibouti 
República Dominicana 
Ecuador 
Francia 
Guyana 
lordania 
Kosovo 
Macedonia 
México 
Marruecos 
Nepal 

Norma 

30% cuota de candidatas en los partidos políticos 
5% cuota de candidatas en los partidos políticos en elecciones de represen 
tación proporcional 
45 de 345 curules reservadas para las mujeres en el parlamento unicame 
ral; algunas curules están reservadas en el nivel local 
33% cuota de candidatas en los partidos políticos 
30% cuota de candidatas en los partidos políticos para Cámara; 25% para 
Senado; ]0010 para los concejos municipales 

33% cuota de candidatas en los partidos políticos 
30% cuota de candidatas en los partidos políticos 
33% de los cargos directivos en la rama ejecutiva 
40% cuota de candidatas en los partidos políticos 
1 de 65 curules reservadas en el parlamento 
33% cuota de candidatas en los partidos políticos 
35% cuota de candidatas en los partidos políticos 
50% cuota de candidatas en los partidos políticos 
33% cuota de candidatas en los partidos políticos 
6 de 110 curules reservadas en la Cámara de Representantes 
33% cuota de candidatas en los partidos políticos 
30% cuota de candidatas en los partidos políticos 
30% cuota de candidatas en los partidos políticos 
30 de 325 curules reservadas en el parlamento 
5% cuota de candidatas en los partidos políticos para la cámara; 3 de 60 
curules reservadas la cámara alta; 20% de las curules locales reservadas 
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País 

Corea del Norte 
Pakistán 

Panamá 
Paraguay 
Perú 
Filipinas 

Ruanda 
Serbia y ttontenegro 
Sudán 
Taiwán 

Tanzania 

Uganda 
Sólo en el nivel local 
Grecia 
India 
Namibia 

Norma 

20% de 687 curules reservadas en el parlamento 
11% de las curules se reservan en la asamblea nacional (60 de 342) y en 
el Senado (11 de 100); B% en el nivel local 
30% cuota de candidatas en los partidos políticos 
20% cuota de candidatas en los partidos políticos 
30% cuota de candidatas en los partidos 
2 de 5 curules de listas de representación proporcional reservadas de un 
total de 220 en el parlamento, se reserva I curul en cada concejo local y 
provincial 
24 de 80 curules reservadas en la Cámara de Diputados 
30% cuota de candidatas en los partidos políticos en Serbia 
35 de 360 curules reservadas en la asamblea nacional 
Aproximadamente el 10% de las curules son reservadas en el Yuán Legislativo; 
25% en el nivel local 
48 de 295 (16%) de las curules parlamentarias reservadas; 25% los canee 
jos locales 
56 de 214 curules reservadas en el parlamento; 33% de los concejos locales 

B% cuota de candidatas en los partidos políticos 
B% de las curules reservadas 
B% cuota de candidatas en los partidos políticos 

Fuentes: IDEA Internacional 2003; Htun yJones 2002; Eleaionworld 2003; Replibliea de Rwanda 2003; BBC News 2004. 

Como se señaló anteriormente, las normas dirigidas a aumentar la presen­
cia femenina en los ámbitos del poder, incluyen cuotas en las candidaturas de 
los partidos políticos y cupos reservados en los congresos (cuadro \). A pesar 
de las diferencias entre estas medidas, generalmente no se les diferencia, lo cual 
es fundamental ya que estas dos formas de inclusión conducen a dos tipos de 
acción distintos. Por un lado, las cuotas en las candidaturas de los partidos 
implican que cierto porcentaje de los candidatos presentados en las listas elec­
torales, debe pertenecer a un determinado grupo de la población. Es el caso 
de las mujeres, es común que la cuota exija cerca de un tercio de los puestos 
en las listas de los partidos para las mujeres, y que éstas alternen con los hom­
bres en el orden de las listas. No obstante, una vez conformadas las listas con 
la cuota para las mujeres, éstas se presentan a las contiendas electorales en cir­
cunstancias "normales", lo cual no garantiza necesariamente su elección. Los 
cupos reservados, en contraste, crean un número fijo de curules para ser ocu­
pados por los miembros de cierto grupo poblacional. Estas curules pueden ser 
asignadas a través de elecciones en distritos especiales, a través de cambios en 
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las reglas de conteo, o por medio de designaciones hechas por los partidos 
políticos. Es importante tener en cuenta que en este caso para acceder a los 
cupos reservados, no es necesario que el grupo de la población, que se va a 
beneficiar de dichos cupos, pertenezca a un partido político (Htun, 2004). 

En la mayoría de las democracias electorales se utilizan las cuotas en las can­
didaturas de los partidos políticos como una forma de mejorar la representación 
de las mujeres. Las curules reservadas en los congresos son utilizadas, por su 
parte, como un mecanismo para promover la representación de los grupos étni­
cos ¿cómo se explica esta situación? El sistema de cuotas funciona básicamente 
a través de los partidos políticos con el objetivo de lograr que los miembros del 
grupo excluido, tradicionalmente ubicados en los últimos lugares de las listas 
electorales, pasen a ocupar los primeros puestos en estas listas.Así, el mecanis­
mo de las cuotas opera dentro de la dinámica interna de los partidos políticos, 
lo cual no ocurre con los cupos reservados, ya que las personas que acceden a 
estas curules no necesitan participar en las elecciones internas de los partidos 
para la conformación de las listas,sino que lo pueden hacer a través de su pro­
pio partido o simplemente a través de una nominación. Adicionalmente, se 
debe tener en cuenta que la presencia femenina atraviesa las divisiones partidis­
tas, es decir, las mujeres tienen presencia en todos los partidos políticos. La étnia, 
por el contrário, tiende a corresponder con un partido específico. De hecho,los 
grupos étnicos minoritarios con frecuencia pertenecen a un partido, o a un 
grupo de partidos, o simplemente no hacen parte de ninguna agrupación polí­
tica. Esto explica el hecho de que las mujeres, que están presentes en todos los 
partidos políticos, demanden y obtengan el mecanismo de las cuotas como 
forma de inclusión, mientras que los grupos étnicos prefieren las curules reser­
vadas (para mas detalles, veáse Htun 2004). 

La adopción del sistema de cuotas por Ley,así como los cupos reservados, 
deja entrever patrones regionales bien definidos. Después de que Argentina 
fuera pionera con la Ley de Cupos de 1991, Y especialmente después de la 
Conferencia de Beijing, celebrada en 1995, la medida de las cuotas políticas 
para las mujeres en los partidos políticos creó un efecto de bola de nieve en 
toda América Latina. Once países introdujeron leyes de cuotas nacionales, y 
l1l10 más, Colombia, adoptó las cuotas políticas en los cargos directivos del eje­
cutivo. A pesar de estos progresos, Venezuela revocó su Ley. 

Si bien los países escandinavos fueron los pioneros en materia de cuotas 
en los partidos políticos, las cuales fueron adoptadas voluntariamente, los paí­
ses europeos han tenido una menor inclinación a aprobar leyes nacionales 
sobre cuotas, lo que se refleja en el hecho de que tan sólo Bélgica y Francia 
tengan este tipo de legislación. 
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La mayoría de los nuevos estados que surgieron a partir de la antigua 
Yugoslavia tienen cuotas para las mujeres gracias a la influencia de las Naciones 
Unidas, la Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa y el 
Pacto de Estabilidad para Europa Central y del Sur. Estas organizaciones inter­
nacionales apoyaron las iniciativas existentes para aumentar la presencia de las 
mujeres en el ámbito político, y luego utilizaron sus propios criterios para 
introducir disposiciones relacionadas con las cuotas en las nuevas leyes electo­
rales de Bosnia-Herzegovina, Macedonia y Kosovo. 

De igual manera, el sur de Asia y África oriental son regiones muy acti­
vas en este tema. En estas regiones, los países no adoptaron el sistema de cuo­
tas en forma de candidaturas en los partidos políticos, sino que lo hicieron a 
través de cupos reservados para las mujeres en el Congreso. La norrnatividad 
vigente en la India establece que se debe reservar un tercio de las curules 
en los concejos locales para las mujeres, basándose en los mecanismos utili­
zados para garantizar la representación de las castas más bajas y las tribus 
indígenas. Bangladesh, Nepal y Pakistán siguieron su ejemplo con cupos 
reservados que operan de manera similar en el nivel local aunque se debe 
señalar que estos países tienen reservado un menor número de curules para 
las mujeres en los parlamentos nacionales. 

Los países de África Oriental, Ruanda; Uganda, Tanzania, Djibouti y Sudán 
utilizan de igual forma los cupos reservados para las mujeres. En los dos prime­
ros casos este sistema ha tenido éxito, ya que las mujeres no sólo han logrado lle­
gar al parlamento a través de los cupos reservados, sino que también lo han hecho 
a través de las elecciones regulares. De hecho, Ruanda tiene el porcentaje de pre­
sencia femenina en el Congreso más alto de todo el mundo, con un 49% de 
mujeres en esta instancia legislativa.En este país están reservadas 24 cundes para 
las mujeres, y éstas ocupan cerca de 39, de un total de 80, en la cámara baja del 
Congreso. De igual manera, Uganda reserva para las mujeres 56 curules del 
Congreso, de un total de 304, y 75 de ellas son ocupadas por mujeres. 

Las regiones, y particularmente las sub-regiones, se constituyen así en labo­
ratorios privilegiados para investigar las razones que existen detrás de las cuo­
tas políticas y los factores que influyen en una implementación exitosa. Esto 
gracias a la proximidad cultural y geográfica, la cual facilita la difusión de los 
modelos y de las estrategias políticas, así como el aprendizaje social (Weyland, 
2004; Mainwaring y Pérez-Liñan, n.d.). Estos elementos hacen que la adop­
ción de cuotas para las mujeres en la región andina comparta algunas caracte­
rísticas comunes. Sin embargo, como se mostrará en algunos de los artículos de 
este libro, también existen diferencias importantes, especialmente cuando se 
trata de su implementación. 
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La aprobación de las cuotas:
 
El papel de las coaliciones multipartidistas
 

Durante décadas, los estudiosos del género se han preguntado si las muje­
res tienen intereses y experiencias comunes. Por un lado, las estructuras socia­
les y los valores culturales en relación con el género crean condiciones simi­
lares que son compartidas por las mujeres. Es el caso de la división sexual del 
trabajo, en donde se relaciona a las mujeres con la labor de crianza y con el 
mantenimiento del hogar, lo cual alimenta a su vez los estereotipos y las 
expectativas hacia muchas mujeres quienes, ya sea por voluntad propia o por 
cuestiones del azar, no realizan ninguna de estas labores. Por otro lado, las 
mujeres, como individuos, están profundamente divididas por las diferencias 
de clase, raza, cultura, geografía, educación e ideología. Esto adicionalmente a 
la "conciencia de género" que tiene cada una de ellas y a la manera en que se 
relacionan con algún movimiento de mujeres socialmente organizado. Estas 
diferencias conllevan a que sea problemático asumir que las mujeres actúan 
como un "grupo", ya que esto significaría la existencia de una conciencia 
colectiva y de una identidad común. Algunos estudiosos del tema han reco­
mendado que utilicemos otras metáforas tales como "serialidad", "colectivi­
dad bivalente", "categoría", etc. (Young 1994,2001: Fraser 2003). 

No obstante, en ciertas circunstancias, las mujeres han actuado colectiva­
mente como un grupo, se han movilizado "como mujeres", basándose en su 
identidad de género, y han reclamado sus derechos en nombre de esta colec­
tividad. Algunos ejemplos que pueden ilustrar esta movilización colectiva son 
los movimientos feministas en favor del derecho al voto, la lucha contra las 

dictaduras militares, y, más recientemente, las movilizaciones en favor de la 
adopción de las cuotas políticas para las mujeres. ¿Qué tienen estas experien­
cias en común? Estas movilizaciones colectivas de las mujeres se caracterizan 
por compartir un factor que las incita: la exclusión basada en el sexo. En 
efecto, la negación de los derechos, o de las oportunidades, a raíz de la per­
tenencia a un determinado sexo, bien sea de manera explícita -como en el 
caso del voto- o de manera implícita -a través del sexismo en los partidos 
políticos-, lleva a que las mujeres se organicen y exijan colectivamente su 
inclusión en diversos ámbitos de la sociedad (Baldez, 2002). De esta forma, 
la exclusión categórica obliga a las mujeres a reconocer cuáles son sus inte­
reses comunes. 

Estos intereses comunes de las mujeres encaminados a superar la exclu­
sión política basada en el sexo, se encuentran presentes a lo largo del espec­
tro partidista De hecho, en los cuatro países analizados en este libro, las 
mujeres pertenecientes a diferentes partidos políticos, que fueron excluidas 
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de alguna manera, sufrieron de esta práctica discriminatoria no por sus ide­
ologías o prácticas partidistas específicas, sino debido a que eran mujeres. Esta 
experiencia compartida en el ámbito político, llevó a las mujeres a unirse en 
coaliciones en favor de las cuotas, a pesar de las diferencias sociales y, sobre 
todo, a pesar de las diferencias ideológicas y de las preferencias partidistas. Al 
mismo tiempo, la evolución de las normas internacionales les dio un argu­
mento adicional para plantear que este tipo de discriminación era incompa­
tible con las aspiraciones de sus países para convertirse en estados modernos 
y democráticos. Igualmente, la experiencia de otros países -particularmente 
Argentina- no sólo les ofreció a las mujeres una pauta a seguir para su orga­
nización, sino que les dio argumentos de persuasión en favor de las cuotas. 
Así, las mujeres de la región andina pudieron mirar más allá de sus fronteras 
nacionales para encontrar la solución a sus problemas de discriminación. 

Sin embrago, en gran parte de los casos, los objetivos de las coaliciones 
de las mujeres en el poder estaban encaminados exclusivamente a lograr la 
amplia participación política que prometían las cuotas. Este grupo de muje­
res en el poder no promovían una agenda adicional que tratara otros temas 
de importancia, tales como penas por acoso sexual, licencias de maternidad, 
igualdad en los salarios, o mayores derechos reproductivos. Así, tanto la exis­
tencia de prácticas discriminatorias basadas en el sexo para la selección de 
candidatos al interior de los partidos, como el deseo de obtener una cuota 
política, mantuvo la unión de la coalición de mujeres. Esto no sucedió con 
una plataforma más amplia de intereses compartidos sobre temas concer­
nientes al género. La explicación puede atribuirse a que los partidos polí­
ticos le han apostado a distintas posiciones en los temas referentes al gérie­

ro, y las mujeres en la política, como otras, tienden a amoldarse a la disci­
plina del partido. Por ende, para aquellas mujeres que aspiraban a asumir un 
cargo político, las coaliciones para la aprobación de las cuotas se constituye­
ron en un elemento fundamental para lograr su efectiva implementación, 
pero una vez, pero luego esta la tendencia empezó a disolverse. (Htun 
2004). 

Todo esto generó malestar entre muchas de las activistas feministas que se 
movilizaron en favor de las cuotas en la sociedad civil. Estas activistas argu­
mentaban que las mujeres compartían intereses no sólo en lo referente al 
acceso al poder político, sino también, y de una manera más amplia, en torno 
a la igualdad de género. Así, las activistas sentían que las mujeres en el poder 
tenían la responsabilidad de actuar en favor de distintas iniciativas encamina­
das a lograr la equidad de género. Como se discutirá más adelante en esta 
introducción, la brecha entre presencia y representación pone al movimiento 
feminista en una situación incierta. 
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Los cuatro artículos de este libro describen en detalle cómo se incluyó 
el proyecto de cuotas para las mujeres dentro de las agendas políticas nacio­
nales, los argumentos presentados por sus defensores, el cabildeo realizado 
por las redes de mujeres que se encontraban en el poder, y las acciones des­
arrolladas por las activistas y por las oficinas de las mujeres existentes en los 
gobiernos. Sin embargo, se debe tener en cuenta que cada uno de estos fac­
tores tuvo un peso relativo y varió en cada uno de los cuatro países. En 
Colombia y Perú, el elemento sorpresa, así como las decisiones del ejecuti­
vo.jugaron un papel determinante. Como lo señalan León y Holguín, el pro­
yecto de Ley para las cuotas en Colombia fue votado durante la última sesión 
del período legislativo del Congreso, donde se analizaron docenas de proyec­
tos de Ley, a los cuales se referían por su número y no por su nombre com­
pleto. Cuando se aprobó el proyecto de las cuotas políticas, las mujeres que 
estaban en el recinto del Congreso aplaudieron, lo que llevó a los hombres 
a mirarse entre sí y preguntarse: "¿qué hemos hecho?" En Perú, por su parte, 
la intervención del Presidente Fujimori favoreció a las cuotas políticas. El 
artículo de Hurtado plantea la hipótesis de que si Fujimori no hubiera dado 
instrucciones a su coalición mayoritaria para que votara en favor de las cuo­
tas para las mujeres, el proyecto de Ley se hubiera empantanado durante 
muchos periodos legislativos. Hurtado concluye que la aprobación de la ley 
fue más un caso de acción política que de voluntad democrática. 

En Bolivia, la disminución de la presencia de las mujeres en las asamble­
as municipales tras la implementación de la Ley de Participación Popular 
(LPP) en 1994, catalizó el activismo de este sector de la población. Como 
afirman Baldez y Brañez, la descentralización política y fiscal incrementó la 

importancia de los cargos municipales, y por ende la competencia para acce­
der a ellos. En las elecciones municipales de 1995, el porcentaje de curules 
locales obtenidas por las mujeres pasó de ser del 27% en 1993, al 8% en ese 
año, De esta forma, las mujeres redoblaron sus esfuerzos para hacer lobby en 
pro de las cuotas políticas con el objetivo de prevenir un retroceso similar en 
las elecciones de 1997. Por otra parte en el caso ecuatoriano, las cuotas para 
las mujeres en las listas de los partidos fueron introducidas de tal forma que 
pudieran ser aplicadas de manera gradual, a diferencia de la aplicación de las 
cuotas en otros países, ya que en Ecuador, las cuotas fueron proyectadas para 
lograr un aumento progresivo de las presencia femenina en los ámbitos del 
poder. En este caso, las cuotas tuvieron su origen en un paquete de leyes 
laborales aprobado en 1997 y se fijaron en un 20%. Como resultado, las 
reformas a la ley electoral hechas en el año 2000 elevaron la cuota a un 30% 
y se estableció que este porcentaje iría incrementándose en cinco puntos 
durante cada elección hasta alcanzar el 50%. 
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Sin embargo, lograr la aprobación de las cuotas en los congresos fue sola­
mente la primera contienda de una larga batalla. Como se verá a continuación, 
la siguiente lucha en el camino hacia la implementación de las cuotas tuvo 
lugar en las altas cortes de estos países. La Ley de cuotas en Colombia, por 
ejemplo, no estaría vigente si la Corte Constitucional no hubiera dado un fallo 
favorable. Por su lado, las cortes ecuatorianas se mostraron renuentes a modi­
ficar una parte de la Ley electoral en la que se debilitaba el impacto de las cuo­
tas políticas. En Bolivia, las listas de los partidos que no acataban las leyes fue­
ron cuestionadas legalmente. 

La lucha en las cortes 

El activismo en favor de las cuotas no se limitó a los congresos de los cuatro 
países ya que las cortes también jugaron un papel fundamental en el proceso de 
aprobación e implementación de la norrnatividad relacionada con este tema. En 
efecto, en el balance de poderes que caracteriza a cualquier sistema democrático, 
la rama judicial es la encargada de interpretar las leyes y de hacerlas cumplir. En los 
países acá analizados ambas funciones fueron relevantes para la lucha en pro de 
las cuotas para las mujeres, sobre todo porque allí se apeló a las cortes para inter­
pretar la constitucionalidad de las normas. En este proceso las cortes tuvieron una 
doble funcionalidad. Por un lado, se encargaron de escuchar los argumentos en 
favor y en contra de dichas leyes; y por el otro, fueron utilizadas en algunos casos 
para obligar a los partidos, a los gobernantes y funcionarios tradicionales a imple­
mentar las cuotas. Se debe señalar, sin embargo, que estos últimos no siempre res­
pondieron de la manera como las mujeres hubieran esperado. 

En el caso colombiano, las cortes ayudaron no sólo a delimitar el alcance 
de la Ley de cuotas, sino también a asegurar su cumplimiento. En la medida 
en que la Ley de cuotas colombiana tuvo su origen en uno de los artículos de 
la Constitución Política, esta Ley debía ser revisada y aprobada por la Corte 
Constitucional. León y Holguín describen el dramático fallo dictado por la 
Corte, el cual buscaba educar al público en estos temas y así legitimar los prin­
cipios de la acción afirmativa. La Corte defendió la mayoría de los artículos de 
la Ley de cuotas, incluyendo el que exige que las mujeres ocupen como míni­
mo el 30% de los cargos directivos en la rama ejecutiva. No obstante, la Corte 
Constitucional declaró inexequible uno de los artículos de la Ley en el que se 

establecía la cuota para las mujeres en las candidaturas de los partidos políticos, 
ya que el texto original de la Constitución Nacional prohibe que el Estado 
interfiera en la organización interna de los partidos. Este principio constitu­
cional se hubiera violado con la aprobación de las cuotas en las candidaturas 
de los partidos. 
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En los a110S siguientes a la aprobación de la Ley de cuotas en Colombia, 
las mujeres activistas entablaron demandas contra el Estado y contra los gobier­
nos locales que no estaban cumpliendo con lo establecido en la Ley. En la 
mayoría de los casos, la suma total de mujeres en la rama ejecutiva igualaba o 
excedía el 30%, pero al desagregar las cifras por cargo no se cumplía con la 
cuota en el nivel directivo. La Corte había dejado en claro que el porcentaje 
de mujeres debía calcularse, no globalmente, sino dentro de cada "no de los nive­
les. Esto quiere decir que la cuota debía aplicarse a cada instancia del poder eje­
cutivo (para ministros, viceministros, superintendentes, etc.) y no a la compo­
sición del ejecutivo como un todo. La Red Nacional de Mujeres perdió una 
demanda entablada contra el gobierno de Andrés Pastrana, pero ganó otra con­
tra el gobierno departamental de San Andrés y Providencia. 

L1 lucha en las cortes ha sido particularmente fuerte en Ecuador, en gran 
parte debido a que la redacción de la ley electoral no es muy favorable para las 
cuotas políticas. Apesar de ser un sistema en el cual se utiliza el voto preferente, 
la ley de cuotas requiere que las listas de los partidos alternen en su orden hom­
bres y mujeres, para evitar así que las mujeres ocupen lugares puramente "deco­
rativos". Pero la Ley electoral se muestra débil frente a este requerimiento ya que 
permite a los partidos que efectivamente agrupen a las mujeres en los últimos 
puestos de las listas. El Tribunal Superior Electoral se negó a responder la petición 
de las mujeres, pero la Corte Constitucional sí lo hizo. Sin embargo, más que obe­
decer a la autoridad, la Corte Electoral decidió dejar la aplicación de las cuotas a 
discreción de cada partido político, o como Vega Ugalde señala en su artículo, "a 
sus líderes masculinos". Con el tiempo, las mujeres activistas propusieron deman­
dar a los jueces debido a su constante negativa a aplicar las cuotas políticas. 

Las mujeres bolivianas también trataron de utilizar las cortes como aliadas 
para hacer cumplir las cuotas. Esto ocurrió en el momento en que estaba en 
disputa la nominación de las mujeres como candidatas en las listas partidistas 
provinciales (cómo se verá más adelante, la ley de cuotas se aplica a estas listas 
de representación proporcional que eligen a la mitad de la cámara baja del 
Congreso, pero no se aplica en las elecciones en los distritos uninominales que 
eligen a la otra mitad de la Cámara). Los partidos en Bolivia tendían a mini­
mamente cumplir con las cuotas: contando los escaños de arriba hacia abajo y 
colocando una mujer en cada tercer renglón. Por su parte, las organizaciones 
feministas proponían que los puestos en las listas se contaran horizontalmente 
(de lado a lado de las listas, desde el titular hasta el suplente) para que así el ter­
cer escaño correspondiera al segundo puesto titular (vér el artículo de Baldez 
y Brañez en este libro). Las mujeres lograron convencer a tres de los siete jue­
ces del Tribunal Supremo Electoral para que apoyaran su propuesta, pero la 
mayoría se aferró a la interpretación minimalista de la Ley. 
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La importancia de los Sistemas Electorales 

Incluso si las cortes obligan a los partidos a cumplir con las cuotas para las 
candidaturas de las mujeres, subsiste la pregunta de si estas acciones garantizan 
su elección. Las cuotas en los partidos políticos establecen un nivel mínimo 
para la participación de las mujeres en las elecciones, pero a diferencia de los 
cupos reservados, no garantizan su presencia en los parlamentos. La traducción 
de candidaturas en cargos obtenidos por elección depende de las reglas que 
rigen el sistema electoral de cada país. La manera en que los electores eligen a 
sus congresistas -ya sea en distritos pequeños o grandes, usando algún sistema 
de representación proporcional o reglas mayoritarias, votando por individuos 
o por bloques de los partidos- ejerce una profunda influencia en los resultados 
de las cuotas. Por ello, es necesario explorar los sistemas electorales con el fin 
de entender cómo funcionan las cuotas políticas. 

Todos los sistemas electorales de América Latina utilizan sistemas de repre­
sentación proporcional (RP). A diferencia de los sistemas mayoritarios de los 
Estados Unidos y del Reino Unido, en donde el partido que gane más votos es 
el que obtiene la curul, los sistemas de RP distribuyen las curules entre los par­
tidos de acuerdo con la proporción del total de votos que reciban. En general, 
las mujeres candidatas tienden a obtener mejores resultados en los sistemas de 
RP. Los datos de 182 países (del año 2000) muestran que las mujeres conforman 
un promedio del 15% de los miembros del Congreso en sistemas de RI~ 11% en 
sistemas mixtos (en los que parte de la legislatura es elegida usando RI~ y otra 
parte en distritos uninorninales), y 9% en sistemas mayoritarios (Norris 2004). 

CUADRO 2: SISTEMAS ELECTORALES EN AMÉRICA LATINA (PARA LA CÁMARA BAJA DEL CONGRESO 
O EL CONGRESO UNICAMERAL) 

Sistema electoral País 

Lista RP: Lista cerrada Argentina. Costa Rica, El Salvador. Guatemala, Honduras. 
Nicaragua, Paraguay 

Lista RP: Lista cerrada de facciones Uruguay 
Lista RP: Lista personal Colombia (hasta 2006) 
Lista RP: Lista abierta Brasil. Chile. República Dominicana, Ecuador*. Perú 
Sistema mixto (Lista RP más distritos uninominales) Bolivia, México, Panamá, Venezuela 
*Además. 15% de los diputados en Ecuador son elegidos por una única liSIa cerrada nacional. 
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No obstante, existen variaciones importantes dentro del sistema de RP 
que se hacen evidentes en América Latina y en la Región Andina (ver cua­
dro 2). Cuatro países poseen sistemas mixtos en los que se combinan listas 
cerradas de RP y distritos uninominales, uno de los cuales es Bolivia. Siete 
países utilizan las listas cerradas, y cinco, incluidos Ecuador y Perú, tienen lis­
tas abiertas. Colombia ha utilizado un sistema de "lista personalizada", en el 
que los partidos lanzan muchas listas y no tienen control sobre quién utiliza 
el aval del partido. Este sistema es considerado personalista puesto que, del 
gran número de listas, sólo un candidato sale electo y los votos no son incor­
porados en el nivel de los partidos. Sin embargo, la reciente reforma al siste­
ma político colombiano establece que para las elecciones del año 2006, los 
partidos deben presentar una única lista en donde los electores podrán emi­
tir su voto preferente por candidatos individuales. 

De esta forma, la evidencia comparativa sugiere que las cuotas políticas 
funcionan mejor en los sistemas con listas cerradas de RP en donde exista 
una ley que estipule la inclusión de las mujeres en dichas listas. (Htun y Jones 
2002). Estos mandatos deben exigir a los partidos que sitúen a las mujeres en 
los primeros renglones de las listas y que no sean colocadas en espacios deco­
rativos en los que no tienen oportunidad alguna de ser elegidas. Las cuotas 
políticas también suelen funcionar mejor en los distritos plurinominales 
amplios. En los distritos con pocos miembros, sólo los candidatos que ocu­
pan los primeros renglones de las listas -generalmente hombres- tienden a 
ser elegidos. Cuando la magnitud del distrito es mayor, más candidatos de un 
partido, incluidos aquellos de las posiciones más bajas en las listas, tienen la 
posibilidad de obtener curules. Estos factores cuentan para el extraordinario 
éxito de las cuotas políticas en Argentina y Costa Rica (ambos con sistemas 
de listas cerradas de RP con mandatos de posicionamiento). De hecho, en 
Argentina, la presencia de las mujeres en el Congreso aumentó del 6 al 34% 
con la Ley de cupos y en Costa Rica, el aumento fue del 14 al 35% (Htun 
2005). 

Por otra parte, las cuotas tienden a ser menos exitosas en los sistemas 
mixtos y en los sistemas de listas abiertas. En un sistema mixto como el boli­
viano, más de la mitad del Congreso es elegido por distritos uninominales 
en los que generalmente las cuotas políticas no aplican. Lo que explica esta 
situación es que en estos casos los partidos postulan sólo un candidato por 
distrito, haciendo imposible que se apliquen las cuotas políticas a ese nivel. 
La cuota en este caso sólo podría ser aplicada a la suma total de los distritos, 
lo cual en la práctica requeriría que algunos distritos se designaran como 
"solamente para hombres" o "solamente para mujeres," generando, de mane­
ra previsible, batallas intrapartidistas, así como problemas logísticos. 
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En los sistemas de listas abiertas, como los implantados en Ecuador, Perú y 
Colombia (:1 partir de las elecciones del año 2006), los electores tienden a emi­
tir su voto preferencial por candidatos individuales. Los votos son distribuidos 
entre los partidos y cada partido obtiene curules en relación proporcional con el 
total de votos recibidos. Los partidos reparten las cundes entre sus propios can­
didatos de acuerdo con las preferencias electorales de los votantes, generando así 
una competencia intrapartidista entre los candidatos con el fin de que los elec­
tores voten por ellos de manera preferencial. En este contexto, los candidatos que 
están recién llegados a la contienda electoral, y por tanto no poseen redes esta­
blecidas, ni acceso a apoyo financiero, tienden a no ser elegidos. En consecuen­
cia, aunque las cuotas políticas en los sistemas de listas abiertas ayudan a que las 
mujeres puedan postularse, no les ayudan realmente a que sean elegidas. 

La mayoría de las leyes de cuotas no sólo se aplican en el nivel nacional sino 
que también lo hacen en las elecciones locales y municipales, en donde las reglas 
electorales pueden ser diferentes. En un mismo país, podemos ver diferencias 
considerables en los efectos de las cuotas en los distintos niveles del gobierno. 
Tomemos el ejemplo de Francia, en donde la Ley de partidos exige que las 
mujeres conformen hasta el 50% de las candidaturas para los cargos legislativos. 
Por un lado, en el nivel nacional, donde los diputados son elegidos en distritos 
uninominales, la presencia de las mujeres apenas creció de 62 a 71, de un total 
de 576 (12%). Por su parte, la situación en los concejos municipales, en donde 
se eligen sobre una base semiproporcional con listas cerradas, file increíblemen­
te distinta: la presencia de las mujeres aumentó al 48% del total (Bird 2004). 
Como se observa a continuación, algo similar ocurrió en la región andina, espe­
cialmente en Perú. 

Las cuotas políticas y la elección de las mujeres 
en la región andina 

Como lo muestran en detalle los artículos de este libro, la presencia de las 
mujeres en el poder aumentó en estos países gracias a la aplicación de las cuotas 
en las candidaturas de los partidos aunque este aumento no file tan grande como 

el que se dio en Argentina o Costa Rica. De hecho, en Bolivia, las mujeres con­
formaban el 10% de la cámara de diputados antes de que la Ley fuera aprobada; 
después de las elecciones del año 2002, esa cifra se elevó al 19%. En Ecuador, por 

su parte, la presencia de las mujeres en el Congreso unicameral, pasó del 6, en 1996, 
al 17% después de las elecciones de 2002. En el caso peruano, las mujeres, antes de 
que fuera aprobada la Ley de cuotas, conformaban el 1 1% del Congreso. Después 
de las primeras elecciones, luego de su aprobación, esa cifra aumentó al 20% y en 
el año 2001 descendió al 18%. En ningún país la participación de la mujer alcanzó 
el nivel del 30% de las cuotas. ¿Cómo podemos explicar estos resultados? 
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CUADRO 3. SISTEMAS ELEaORALES NACIONALES y CUOTAS POLíTICAS PARA LAS MUJERES EN BOLIVIA, 
ECUADOR, YPERÚ 

No.de 

diputados 

Bolivia: no 
Sistema Mixto 

Ecuador: 121 
Lista Abierta 

Perú: 120 
Lista Abierta 

Forma en que son elegidos 

68 diputados 62 diputados 
elegidos son elegidos 
en distritos por listas 
uninominales. cerradas locales 

de los partidos; 
varían en 
tamaño de 
entre 2 y 15. 
Los votos para 
los diputados 
de la lista se 
fusionan con 
los votos de 
una lista del 
Senado y para 
Presidente. 

101 diputados son 20 diputados son 
elegidos a través elegidos a través 
de listas abiertas de una sola lista 
en distritos pluri- cerrada nacional 
nominales, los 
cuales conforman 
las diferentes pro­
vincias 

120 diputados 
son elegidos a 
través de listas 
partidistas abier­
tas en 25 disni­
tos electorales 
plurinominales: los 
electores pueden 
emitir dos votos 
preferencjales 

Cuotas para Observaciones 

las mujeres 

30% de las cuo- La cuota se 
tas para los can- aplica a la elec­
didatos se aplican ción de sólo la 
a la composición mitad de los 
de las listas loca- diputados 
les de los partidos 

30% de los can- El sistema de 
didatos de las lista abierta 
listas de los par- reduciri la efec­
tidos deben ser tividad de las 
mujeres cuotas políticas. 

30 por ciento de Igual que en 
los candidatos de Ecuador, pero 
las listas de los debido a la 
partidos deben posibilidad de 
ser mujeres que los electo­

res puedan 
emitir dos 
votos preferen­
cjales. podría 
ayudar a las 
mujeres 
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En el nivel nacional, los sistemas electorales de Bolivia, Ecuador y Perú 
no parecerían ser muy favorables para la implementación de las cuotas polí­
ticas (ver cuadro 3). Para comenzar, Bolivia elige a la mitad de sus legislado­
res en distritos uninorninales, en los que las cuotas no se aplican, y la otra 
mitad es elegida a través de las listas de los partidos en las que si aplican las 
cuotas. No es de sorprender que sea mayor el número de mujeres elegidas a 
través de las listas de los partidos en comparación con las que son elegidas a 
través de distritos uninorninales. Baldez y Brañez encontraron que en las 
elecciones de 1997 en este país, las mujeres conformaban el 18% de los 
representantes elegidos a través de listas partidistas, y sólo el 3% lo hicieron 
a través de los distritos uninominales (para un total de 10%). En las eleccio­
nes de 2002, el éxito de las mujeres aumentó en los dos sistemas ya que obtu­
vieron un 26% eurules a través de las listas de los partidos y un 13% en los 
distritos uninominales (para un total de 19%). 

Ecuador y Perú utilizan listas abiertas con voto preferente. Esto significa, entre 
otras cosas, que si bien las mujeres pueden participar en las elecciones, esto no 
garantiza que necesariamente vayan a ser elegidas ya que su elección depende del 
criterio de los electores'. Al respecto Hurtado ilustra en su artículo que en las 
elecciones nacionales de Perú del año 2001, las mujeres conformaban el 36% de 
las candidaturas, pero tan sólo el 18% de ellas fueron elegidas. En este caso se pre­
sentó una tendencia de concentración geográfica, en donde la mitad de las muje­
res elegidas provenían de la ciudad de Lima. Quince de un total de 25 distritos 
no lograron elegir a una mujer, 10 que demuestra que la fuerza de las mujeres can­
didatas varía enormemente de región en región. 

CUADRO 4. RESULTADOS DE lAS CUOTAS EN EL NIVEL MUNICIPAL 

Antes de la ley de cuotas Después de la ley de cuotas 

Bolivia 8% (1995) 32% (1999) 
Ecuador 8% (1996) 30% (2000) 22% (2002) 
Perú 8% (1995) 26% (1998) 26% (2002) 

Por otra parte, las cuotas presentan mejores resultados en el nivel muni­
cipal (ver cuadro 4). En Bolivia, las mujeres conformaban sólo el 8% de los 
concejos municipales en 1995, pero, tras las elecciones de 1999, este porcen­
taje se elevó al 32%, lo cual se considera un incremento espectacular. El artí­
culo de Vega Ugalde muestra que en Ecuador, la presencia de las mujeres en 

En Ecuador, sin embargo, 20 legisladores (de un total de 121) son elegidos por lista cerrada nacional 
del partido. En teoría. las cuotas deben funcionar mejor para este tipo de contienda. 

3 
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los concejos municipales se elevó notoriamente, de un 8%, en 1996, al 30% 
en el año 2000, y luego descendió al 22% en 2002. En estas dos últimas elec­
ciones las cuotas ya se estaban implementado, y el porcentaje candidaturas de 
las mujeres alcanzó el 40%. 

En Perú, las elecciones municipales se diferencian de las elecciones 
nacionales de manera significativa. En su artículo, Hurtado señala que los 
concejales en lugar de ser elegidos a través de listas abiertas, lo hacen por 
medio de listas cerradas encabezadas por el candidato a la alcaldía. La lista 
que obtenga la mayoría de votos obtiene la alcaldía y la mitad de las curules 
en el Concejo, la otra mitad se distribuye entre los partidos perdedores, de 
acuerdo con su porcentaje de votos. En este esquema, al igual que en cual­
quier sistema de listas cerradas, la posición en las listas es un factor que deter­
mina las posibilidades de ser elegido o no. En este país, la representación de 
las mujeres en los concejos locales creció de un 8%, antes de la implementa­
ción de la ley de cuotas, a un 26% en 1998, y un 26% en 2002. 

En resumen, las variaciones en las reglas electorales ayudan a explicar los 
diferentes resultados de las cuotas políticas, no sólo entre los distintos países, 
sino dentro de cada uno de ellos. 

Evaluando el éxito de las cuotas políticas 
para las mujeres 

El éxito de las cuotas para las mujeres puede ser analizado, al menos de 
dos maneras diferentes. La primera es a través del análisis de los resultados 
numéricos: ¿cuántas mujeres fueron elegidas bajo la nueva norma? Como se 
vio anteriormente, la respuesta está dada por la naturaleza del sistema elec­
toral y por la implementación y cumplimiento de las cuotas políticas. Sin 
embargo, existe una preocupación casi generalizada por el segundo tipo de 
resultado, el cual se refiere a la representación sustantiva de los intereses de 
las mujeres en los ámbitos del poder. En efecto, muchas de las mujeres acti­
vistas defendieron las cuotas porque consideraban que una mayor' presencia 
femenina mejoraría la representación de los asuntos de género e incremen­
taría las opciones de que se llevaran a cabo cambios en las políticas directa­
mente relacionadas con los intereses de las mujeres. 

¿Hacia qué tipo de resultados debe estar enfocada nuestra evaluación sobre 
las cuotas para las mujeres? ¿Es su éxito simplemente cuestión de que lleguen 
más mujeres al poder; o implica más apoyo a las iniciativas encaminadas hacia 
los intereses de las mujeres? En su artículo, León y Holguín diferencian los tér­
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minos inclusién y representación, entendiendo el primer concepto como el 
número de mujeres que ejercen la actividad política. La representación, por su 
parte se relaciona en este caso con las actividades legislativas -elaboración y 
promoción de proyectos de ley, reformas constitucionales, cabildeo, votación, 
generación de conciencia sobre la importancia del tema, entre otras, desarro­
lladas por las mujeres que se encuentra en el poder con el objetivo de promo­
ver la igualdad de género. Así las cosas, la presencia femenina es un signo de 
inclusión, pero la inclusión no garantiza el comportamiento sustantivo que 
implica la representación. 

Esta distinción corresponde a las dos dimensiones del concepto de repre­
sentación descrito por Hannah Pitkin en su estudio clásico, The Concept ¡if 
Rcprcsentation (1967). Por un lado, la representación puede ser entendida como 
"standing jor" (en aleman, "darste/hmg"), en donde la presencia es lo importan­
te desde un sentido descriptivo o simbólico. Los legisladores representan des­
criptivamente a sus electores cuando tienen rasgos físicos similares, comparten 
sus experiencias, y sirven como símbolos que evocan ciertas emociones y acti­
tudes. Por otro lado, la representación es actuar en favor de, o en términos de 
Pitkin "actingfor", que supone que los legisladores deben ejercer su función 
representativa al promover activamente los intereses de los ciudadanos que los 
eligieron. Según esta idea, las elecciones tienen la función de elegir represen­
tantes que actúen en nombre de los electores (autorización), y luego los ciu­
dadanos responsabilizan a los representantes por su buen o mal comportamien­
to (rendición de cuentas). 

Cuando las cuotas políticas generan un aumento en los resultados numé­
ricos, se está mejorando la representación de las mujeres en el sentido descrip­
tivo. Lo que no está muy claro es si las cuotas modifican la representación 
como una acción representativa en el sentido de actuar en favor de los inte­
reses de las mujeres. De hecho, muchos observadores se han visto contraria­
dos por el hecho de que las mujeres, una vez llegan al poder, no se dedican a 
defender los asuntos relacionados con la igualdad de género. Tal contrariedad 
es entendible si se tiene en cuenta la continua existencia de un sexismo esta­
tal a lo largo de la historia. Por otro lado, no es razonable esperar que un 
grupo de mujeres, que están recién incursionando en la arena política, pue­
dan modificar rápidamente la lógica del mercado en esta área, ya que una cosa 
es lograr que las mujeres lleguen al poder y otra muy distinta es transformar 
la forma en que se comportan los políticos. 

En cuanto a los legisladores, se debe tener en cuenta que éstos son actores 
racionales que buscan ser elegidos y reelegidos, lo que significa que centrarán 
sus campañas en los asuntos que son importantes para los electores, y, una vez 
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elegidos, orientarán las acciones de sus mandatos hacia dichos asuntos. En la 
región andina, los electores, tanto mujeres como hombres, se preocupan por 
sus ingresos, por la paz, el crimen, la educación, el precio del gas, la disponibi­
lidad de agua, las consecuencias perversas de la erradicación de los cultivos de 
coca y la calidad de los servicios públicos. A pesar de que las encuestas mues­
tran que la opinión pública considera que tanto hombres como mujeres deben 
ser tratados por igual, la igualdad de género raramente se posiciona como un 
tema importante en las campañas electorales. Adicionalmente, es más probable 
que los lazos que unen a los electores con los políticos surjan a partir de las 
redes clienrelistas, más que las opiniones compartidas sobre la política nacio­
nal, ya que muchos de los políticos se aprovechan de la pobreza de los electo­
res para intercambiar bienes y servicios a cambio de apoyo político. 

De esta forma, el abandono estatal y el clientelismo no permiten que la 
igualdad de género se convierta en un tema de importancia nacional al cual 
los políticos le apuesten en sus carreras políticas. Por otro lado, si los ciudada­
nos demostraran que la postura que asume un político frente a la igualdad de 
los derechos para las mujeres es lo que va a marcar la diferencia a la hora de 
emitir su voto, los políticos podrían responder a esta preferencia de los ciuda­
danos. Aún más, si las posturas progresistas sobre temas relacionados con el 
género comenzaran a ejercer influencia sobre las elecciones, los partidos podrí­
an comenzar a competir entre ellos por plataformas de igualdad de género. El 
punto es que los legisladores y los partidos responden a incentivos electorales, 
lo que implica que para que los partidos políticos presten atención a los dere­
chos de las mujeres, los electores deben demostrar que estos temas son electo­
ralmente rentables. 

Conclusión: la inclusión política y las crisis políticas 

A lo largo de su historia como naciones independientes, los países de la 
región andina se han caracterizado por excluir de la participación política a 
amplios sectores de la población. De hecho, las mujeres obtuvieron el dere­
cho al voto en 1929 en Ecuador (aunque el voto pleno se dio en 1946), en 
1952 en Bolivia, en 1954 en Colombia, y en 1955 en Perú (Deere y León 
2001: 47). Adicionalmente, el requisito de saber leer y escribir en español para 
poder votar hizo que muchos pueblos indígenas no pudieran ejercer este 
derecho. Tal situación se prolongó hasta el último tercio del Siglo XX cuan­
do estas normas fueron eliminadas en las reformas constitucionales. De esta 
manera, tan sólo a partir de las dos últimas décadas del siglo veinte, las demo­
cracias de América Latina comenzaron realmente a funcionar sobre la base del 
sufragio universal genuino. 
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Posteriormeure, las organizaciones internacionales y las redes nacionales de 
mujeres, los grupos de derechos humanos, y los activistas que representaban a las 
minorías étnicas y a los grupos raciales, comenzaron a reconceptualizar el signi­
ficado de la equidad política. Este derecho político fundamental implicaba no 
sólo la participación a través del voto y de la postulación, sino también el dere­
cho a estar presentes en igualdad de condiciones en los cargos de elección. La 
igualdad política dependía entonces de si todos los grupos sociales importantes 
estaban representados descriptivarnenre en el gobierno. Debido a las desventajas 
históricas, tales como el sexismo y el racismo institucionalizados, proveer para 
que los grupos excluidos compitieran con eficacia para lograr tal igualdad, 
requería, al menos temporalmente, de medidas afirmativas tales como las cuotas 
para las candidaturas partidistas y / o cupos reservados en los congresos. 

Ahora bien, al mismo tiempo que los países de la región andina adoptaban 
estas garantías para la representación de los diferentes grupos de la población, 
estas sociedades comenzaron a entrar en un período de crisis políticas y eco­
nómicas causadas por las insuficiencias del Estado, la guerra civil y las priva­
ciones económicas, factores que alimentaron las protestas populares y corroye­
ron la confianza del público en los partidos y en las instituciones. En el año 
2004, menos de la mitad de los ciudadanos estaba de acuerdo con la afirma­
ción: "es preferible la democracia a cualquier otra forma de gobierno" 
(Latinobarómerro 2004). El porcentaje de personas que estaba de acuerdo con 
la democracia había descendido significativamente en Bolivia, Perú y 
Colombia (entre 60 y 65% en 1996 a casi el 45% en el año 2004). 

De la simultaneidad de estas dos tendencias surge la siguiente pregunta: 
¿es simple coincidencia que la política en la región andina se vuelva más 
incluyente en medio de una crisis general que compromete la confianza que 
tienen los ciudadanos en la democracia? ¿o están los dos fenómenos causal­
mente relacionados? ¿Las crisis han hecho que los gobiernos se vuelvan más 
incluyentes? O por el contrario, ¿una mayor inclusión ha contribuido al 
ahondamiento de las crisis? 

Consideremos la primera hipótesis. Los gobiernos que atraviesan por un 
déficit democrático en algunos sectores, pueden buscar la forma de compen­
sar ese déficit en otros sectores. En otras palabras, el hecho de no proporcio­
nar servicios sociales decentes, no hacer frente a una tasa de criminalidad 
creciente, ni reducir los índices de pobreza, son factores que corroen la legi­
timidad del Estado; sin embargo, aceptar a los sectores sociales antes exclui­
dos es un acto que engrandece dicha legitimidad. En efecto, los gobiernos 
que no pueden tener avances en la solución de problemas tales como la 
pobreza, pueden sentirse motivados a producir progresos visibles en otras 
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agendas sociales. La introducción de las cuotas para las mujeres o las mino­
rías étnicas es menos costosa si se le compara con los gastos implica la lucha 
contra la pobreza o la guerrilla. 

La Constitución de Colombia, posiblemente el mayor experimento latino­
americano de democracia radical, adhiere a esta lógica. Hacia el final de la déca­
da de los ochenta este país se caracterizó por sufrir una escalada de violencia 
política, un declive económico, una notoria impunidad de los narcotraficantes, y 
crecientes protestas populares. El Estado, que era ampliamente percibido como 
ilegitimo, buscó la manera de reescribir el contrato social a través de la convo­
catoria a una asamblea constituyente (Van Cott 2000). La nueva Constitución 
creó un régimen mucho más incluyente: las leyes electorales fueron rediseñadas 
para facilitar la representación de las minorías étnicas y políticas, y muchas de las 
decisiones oficiales ahora requieren de una consulta popular. De la misma mane­
ra, se le exigió al Congreso asegurar la presencia efectiva de las mujeres en el ser­
vicio público. 

Por otra parte, también existe evidencia para la segunda hipótesis en la que 
se sostiene que la mayor inclusión social contribuyó a la crisis. En su estudio clá­
sico de desarrollo político, Samuel Huntington (1968) sostuvo que la inclusión 
sin institucionalización conlleva a la inestabilidad social. Si la participación exce­
de la habilidad de los partidos para canalizar y moderar esta participación, un país 
puede correr el riesgo de degenerar en una sociedad pretoriana regida no por 
las leyes,sino por un poder descarnado. Hasta cierto punto, esta situación descri­
be el caso de Bolivia, en donde las reformas de mediados de la década de los 
noventa, -eutre las que se incluía la Ley de Participación Popular y la introduc­
ción de un sistema electoral mixto- facilitaron una inclusión política sin prece­
dentes de los pueblos indígenas y los partidos étnicos. 

El problema es que las instituciones bolivianas son demasiado débiles para 
asumir este incremento en la participación. El sistema de partidos boliviano, que 
sufría de antemano un problema de legitimidad, se enfrenta ahora a los partidos 
étnicos que han expresado su hostilidad hacia los procedim.ientos de la demo­
cracia liberal representativa. De hecho, tras haber ganado un tercio de las curu­
les en el congreso en el año 2002, los líderes indígenas adoptaron una "estrate­
gia de estado de sitio" para desestabilizar y bloquear al gobierno, haciendo que 
finalmente el presidente huyera del país (Mayorga, próximo a publicarse). Sin 
embargo, es dificil atribuir la crisis de un país solamente a las movilizaciones 
indígenas, ya que los habitantes no indígenas de la provincia oriental de Santa 
Cruz también han organizado protestas y huelgas y, en mayor proporción que 
sus contrapartes indígenas, expresaron su deseo de una autonomía política e 
incluso de un Estado independiente. 
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Por otra parte, las mujeres no se concentran en una fuerza política inde­
pendiente, sino que militan en las organizaciones y partidos mayoritarios. Su 
inclusión, aunque no desestabiliza las políticas partidistas, no implica necesaria­
mente que sea democrática. Por ejemplo, en el artículo de Hurtado se señala 
que la inclusión de las mujeres era compatible con el régimen autoritario en 
Perú. Quizás más que ningún otro presidente de la historia reciente de 
América Latina.Alberto Fujimori introdujo a las mujeres en su círculo de con­
fidentes, y las designó en altos cargos durante su administración. Lejos de ser 
activistas femeninas o incluso demócratas, estas mujeres sirvieron en el frente 
para que Pujimori obtuviera su consolidación autoritaria y la centralización 
del poder. (Por supuesto, muchos hombres también participaron) 

L1 inclusión, la participación sustancial, y la calidad de la democracia son 
metas plausibles, pero las relaciones entre los tres objetivos son complejas. La evi­
dencia mostrada en los cuatro artículos de este libro sugiere que inclusión, repre­
sentación y democracia son procesos históricos diferentes y no secuenciales. El 
hecho de permitir que los grupos marginados pudieran acceder al poder, hace 
que la política parezca ser mucho más incluyente, pero esto no ofrece ninguna 
garantía para que se dé la representación sustancial de los intereses de estos gru­
pos tradicionalmente marginados. Para lograr la representación sustancial se 
requiere que los electores se movilicen para que articulen mandatos daros y ten­
gan procesos de rendición de cuentas, de otra manera la representación de los 
intereses no puede asegurar la supervivencia y el desempeño efectivo de una 
autoridad democrática. Como lo sugieren las experiencias de los gobiernos mili­
tares que liberalizaron las leyes relacionadas con el género y la familia en América 
Latina, el Sur de Asia y el Medio Oriente, no todas las políticas sensibles a la 

igualdad de género, son democráticas. Las cuotas políticas para las mujeres pro­
mueven la inclusión, pero no necesariamente promueven la representación sus­
tantiva ni la calidad de la autoridad democrática. 
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La cuota sola no basta: 
El caso de Colombia' 

Magdalena León y [irncna Holguíu' 

Introducción 

La Constitución Política de Colombia de 1991 se constituye en el marco 
normativo y la puerta de entrada para el desarrollo de medidas afirmativas, 
como la Ley de cuotas, en favor de una inclusión de las mujeres en las instan­
cias de decisión política. Específicamente es el último inciso del artículo 40 
de la Constitución el que abre paso para la promoción de la participación de 
las mujeres en las instancias de decisión política. En este inciso se señala que 
"las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer 
en los niveles decisorios de la Administración Pública" (Constitución Política 
de 1991). 

A partir del mandato constitucional de 1991 se configura en la década de 
los noventa el proyecto sobre la Ley de cuotas cuya sanción se dio en el año 

2000. La entrada en vigencia de la Ley 581, o "Ley de cuotas", se constituye 
sin lugar a dudas en uno de los logros más significativos para el avance en la 
inclusión de las mujeres en el ámbito político. Esta Ley señala que el 30% de 
los cargos de máximo nivel decisorio, y otros niveles decisorios dentro de la 
estructura de la administración pública, deben ser ocupados por mujeres. 
Dadas las características de la norma, se puede afirmar que la Ley de cuotas es 
una acción afirmativa en favor de las mujeres. 

Teniendo en cuenta el peso que los orígenes de la Ley han tenido en su 
aplicación, este artículo busca hacer una recopilación del proceso de discu­
sión, promulgación y aprobación de la Ley de cuotas, así como su cumpli­
miento durante los cuatro años de vigencia con el objetivo de responder a 
preguntas tales como ¿Por qué es la ley de cuotas una acción afirmativa? 
¿Cómo fue su proceso de configuración? ¿Cómo ha sido su desarrollo duran-

La idea inicial de este artículo surgió de nuestro trabajo de investigación más amplio"Acción Afirmativa 
en Colombia. Norrnatividad, catastro de medidas en el vector público y privado )' programas en la edu­
cación superior: avances y linriraciunec", elaborado en 2003 y auspiciado por el Fondo Internacional 
de Becas (FIU) de Santiago de Chile.Ver: León, Magdalena y Holguín.jimcna.Acción Afirmativa: Hacia 
Democracias lnclusivas. Colombia. En: Diaz Pamela (ed.). Santiago: Fundación Equitas.2005. 

2 Agradecemos I~ comentario, y sugerencias hechas por Cecilia Barrara. Maria Emma WiII, y Beatriz 
Quintero a lo, borradores de "te arrírulo. 
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te los cuatro años de vigencia? ¿Qué factores y qué actores han incidido en 
la formulación y cumplimento de la norma? 

Durante el proceso de configuración y aplicación de la norma ha sido 
fundamental la presencia e influencia de la sociedad civil. El cumplimiento 
también ha estado influido por la voluntad política de los gobernantes para su 
aplicación, lo que ha conducido a que en algunos casos, y algunas instancias, 
la Ley se cumpla a cabalidad y en otras no suceda lo mismo. De ahí que los 
factores fundamentales para el cumplimiento de la norma sean la presencia de 
la sociedad civil y la voluntad política. Estos factores están marcados por el 
proceso histórico que llevó a la configuración de la Ley puesto que fueron 
determinantes para su surgimiento. 

De esta forma, este artículo busca desarrollar un análisisdel proceso de con­
figuración, aprobación y aplicación de la Ley de cuotas a través de una síntesis 
teórica sobre las cuotas políticas y las acciones afirmativas. De la misma mane­
ra se hará una descripción de la norma desde su origen para comprender los 
factores y los actores que han estado presentes desde su configuración. Así 
mismo, se presentan algunos resultados de la Ley que se han dado durante su 
vigencia. Dado que en el año 2003 se dio un cambio en la estructura del siste­
ma electoral colombiano, en este artículo también se analiza la relación entre la 
reforma política del año 2003 y las cuotas para mujeres. 

Las cuotas políticas como acción afirmativa 

Siguiendo la propuesta de T.H. Marshall, el ejercicio de la ciudadanía 
puede dividirse en tres aspectos constitutivos de la misma: los derechos civi­
les, los derechos políticos y los derechos sociales. El elemento civil de la ciu­
dadanía contiene los derechos con los que cuentan los individuos para el ejer­
cicio de su libertad individual. Estos derechos corresponden, entre otros, a la 
libertad de expresión, ideología, fe religiosa y el derecho a la justicia. El ele­
mento político se refiere al derecho a participar en el ejercicio del poder 
como miembros de una instancia que cuenta con autoridad política (parla­
mentos, asambleas, concejos, etc.). De igual manera, el derecho a participar se 
refiere al derecho a elegir a los miembros que hacen parte de dichas instan­
cias con autoridad política. El tercer elemento de la ciudadanía es el social, 
que está compuesto por los derechos económicos y sociales necesarios para 
que los individuos cuenten con las condiciones de un ser civilizado de acuer­
do con los estándares prevalecientes de la sociedad (Marshall, 1992). 

42 



Los derechos políticos de las mujeres como ciudadanas implican, entre 
otros, el derecho a participar a través de la posibilidad de elegir y de ser ele­
gidas. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) de 1979 señala en el artículo 
cuarto que deben adoptarse las medidas necesarias para asegurar la igualdad 
entre hombres y mujeres sin discriminación alguna. Sobre el ejercicio de los 
derechos políticos, la Convención señala que para asegurar la igualdad las 
mujeres cuentan con: 

El derecho a votar en las elecciones y ser elegidas en todas las 
organizaciones públicas. 

•	 El derecho al voto en los referendos públicos. 
•	 El derecho a desempeñar puestos públicos y ejercer todas
 

las funciones públicas.
 

Esta búsqueda de la igualdad política entre hombres y mujeres en térmi­
nos formales está acorde con el principio fundamental de las democracias 
modernas: la igualdad entre los individuos sin distingo de raza, sexo, nacio­
nalidad, entre otros. No obstante, la obtención de la igualdad plena entre los 
individuos no es una realidad aun en las sociedades que se caracterizan por 
poseer los más altos ideales democráticos (CI PAF, 1997). 

Al hablar de la igualdad, judith Astelarra "hace la diferenciación cuando 
habla de igualdad de oportunidades por un lado y de tratamiento igual a 
ambos sexos, por el otro. Igualdad de oportunidades es para Astelarra crear 
condiciones iguales para ambos colectivos, hombres y mujeres, que les pcrrni­

ta un acceso igual a beneficios sociales, sin considerar que en realidad las con­
diciones iniciales específicas de cada quien son diferentes" (CIPAF, 1997: 19). 

Ante la ausencia de condiciones de igualdad en los diversos aspectos de la 
sociedad, incluido el terreno político, entre dos o más colectivos se hacen nece­
sarias medidas que logren igualar las condiciones de los colectivos dentro del 
terreno de juego. Es de esta necesidad que surge la noción de acción afirmativa. 

Se entiende por acciones afirmativas las medidas de carácter temporal 
que buscan asegurar la igualdad de oportunidades, a través de un trato pre­
ferencial, a los miembros de un grupo que ha experimentado situaciones de 
discriminación y/o marginalidad que pueden persistir en el futuro, y que los 
coloca en una situación de desventaja frente al resto de la sociedad. Tal y 
como lo señalan Deere y León, la búsqueda de igualdad de oportunidades a 
través de las acciones afirmativas tiene como objetivo no sólo lograr la igual­
dad en términos formales, es decir en la normatividad, sino en la práctica. 
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Esto significa que las acciones afirmativas buscan asegurar la igualdad real 
entre los individuos (Deere y León, 2002). 

El origen de las acciones afirmativas se puede ubicar en Estados Unidos 
dentro de la lucha que se inició en la década de los años cincuenta del siglo 
XX en contra de la discriminación racial. Pese a que la esclavitud finalizó en 
el año 1865, la discriminación en contra de las personas de origen africano 
no concluyó en ese momento. La segregación racial fue legitimada por una 
serie de leyes conocidas como "Jirn Crow", las cuales fueron refrendadas 
constitucionalmente por la Corte Suprema de Estados Unidos a finales del 
siglo XIX. Este reconocimiento constitucional configuró la doctrina de la 
Corte cuyo lema era "separados pero iguales", que tuvo vigencia hasta 1954, 
año en que la Corte la abandonó. No obstante, las prácticas discriminatorias 
por razones raciales no cesaron con la determinación de la Corte. Dentro de 
este contexto se organizó en 1954 el movimiento de los derechos civiles, 
liderado por Martin Luther King, el cual comenzó a tener un impacto en la 
política nacional diez años después de su inicio cuando aparecieron los pri­
meros decretos y leyes que prohibían expresamente la discriminación. 

En efecto, los presidentes Kennedy y Jhonson, en los años 1961 y 1965 
respectivamente, promulgaron los primeros decretos y en 1964 el congreso 
federal de Estados Unidos aprobó la Ley sobre Derechos Civiles. El título sép­
timo de esta Ley prohíbe la discriminación por razones de raza, color, sexo, 
religión o ascendencia nacional. Como señala Julio Faúndez "El título sép­
timo de la Ley de Derechos Civiles y el Decreto Supremo No. 11246 de 1965 
son los principales textos legales que han dado lugar en los Estados Unidos al 

desarrollo de un extenso programa de acciones afirmativas" (Faúndez, 2000). 

Fue así como el movimiento de los derechos civiles se constituyó en el 
punto de partida para la configuración de las acciones afirmativas como las 
conocemos hoy, no sólo en referencia a lo étnico sino a la protección de 
diversos grupos de la sociedad que históricamente han sido discriminados:'. 
Hoy en día las acciones afirmativas hacen parte de los derechos garantizados 
en la normatividad de varios países y dentro del derecho internacional, 
donde se reconoce la importancia y la necesidad de la acción afirmativa. Se 
debe así mismo señalar que las acciones afirmativas surgen principalmente 

3 Existen dos tipos de discrinrinación. La discriminación indirecta que e< aquella que tiene su origen 
en la "ignorancia, temor ° <implemente en perjuicios socialev generalizado,'. La discriminación 
directa surge cuando hay una inrencionalidad clara de excluir a un individuo de alguna dinámica 
social pnr razones de raza. color, sexo, etc. La relación existente entre las acciones afirmativas y la div­
criminación (directa ° indirecta) es que uno de lov objetivos principales de la< medidas de acción 
afirmativa es erradicar las prácticas discriminatoria, y la, consecuencias que é'stas traen consigo, Lo 
anterior cuma un medio para lograr la igualdad real entre lo, individuos (Faúndez, 2(00). 
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dentro del tema laboral, específicamente en la igualdad de oportunidades de 
empleo, en Estados Unidos y Europa, lo cual no ha ocurrido para los casos 
latinoamericanos. De esta forma, las acciones positivas a favor de ciertos 
grupos son necesarias dado que existe discriminación que conlleva a que 
ciertos grupos sean excluidos de la posibilidad de obtener empleo. Con el 
paso del tiempo la acción afirmativa se ha ido ampliando a otras áreas socia­
les, al punto que en la actualidad las acciones afirmativas se aplican para pro­
mover la igualdad social, política y económica. (Faúndez, 2000). 

De acuerdo con la definición de la Organización de las Naciones Unidas.Ias 
acciones afirmativas se pueden clasificar en tres grupos. En primer lugar se 
encuentran las medidas de movílización afirmativa cuyo objetivo es la difusión 
de los derechos de los cuales son titulares los ciudadanos. Estas medidas contri­
buyen al logro de la igualdad, tanto en la parte formal como en la práctica, y a 
la no discriminación puesto que por medio de ellas se dan a conocer las normas 
que estipulan la igualdad y prohíben la discriminación. En segundo lugar están 
las medidas de equidad afirmativa que son las que formalizan mayores garantí­
as en la distribución de bienes sociales con el objetivo de asegurar que los miem­
bros de un determinado grupo sean tratados en forma "equitativa". Por último 
se encuentran las medidas de preferencia afirmativa, las cuales implican que la 
sola adscripción a un cierto grupo de la población determina la concesión de 
bienes sociales. El objetivo de estas medidas es lograr la aplicación efectiva, en 
términos reales, de los derechos consignados en las normas", 

En cuanto al logro de la igualdad entre hombres y mujeres, y de las accio­
nes afirmativas como medio para su consecución, la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la mujer estable­
ce que es necesaria: "la adopción por los estados parte de medidas especiales 
de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el 
hombre y la mujer se considerará discriminación en la forma definida en la 
presente convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el 
mantenimiento de normas desiguales o separadas: estas medidas cesarán cuan­
do se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidades y trato'", 

Ahora bien, hablando específicamente del logro de la igualdad entre 
hombres y mujeres en el terreno de la política y de la toma de decisiones, se 
han desarrollado acciones afirmativas dirigidas a lograr un ejercicio pleno de 
la ciudadanía de las mujeres en términos de sus derechos políticos. En efecto, 

4 Informe final presentado por Man: Bossuyt a la Subcomisión de promoción y protección de los dere­
chos humanos en el 53· periodo de sesiones (E/CN.4/Sub.2/2002/21) de la Organización de 
Naciones Unidas. 

5 CEDA\V, artículo cuarto inciso 1. 
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dentro de la plataforma de acción de la cuarta conferencia mundial sobre la 
mujer celebrada en Beijing en el año 1995 se señala en el parágrafo 186 que 

El hecho de que haya una proporción tan baja de mujeres entre los encarga­

dos de adoptar decisiones económicas y políticas a los niveles local, nacional, 

regional e internacional obedece a la existencia de barreras tanto estructura­

Ics como ideológicas que deben superarse mediante la adopción de medidas 

positivas. Los gobiernos, lasempresas trausnacionales y nacionales, los medios 

de comunicación de masas,los bancos, las instituciones académicas y cicnrí­

ficas y las organizaciones regionales e internacionales, incluidas las del sistema 

de las Naciones Unidas, no aprovechan plenamente las aptitudes que tiene la 

mujer para la administración de alto nivel, la formulación de políticas, la 
diplomacia y la negociación (ONU, 1995). 

De esta manera, en los párrafos 190, 191 Y 192 se establecen las medidas 
que han de adoptar los gobiernos, los partidos políticos y otras organizacio­
nes e instancias institucionales con el objetivo de "garantizar a la mujer igual­
dad de acceso y la plena participación en las estructuras de poder y en la 
adopción de decisiones" (ONU, 1995). Allí se señala que se deben promover 
medidas de acción afirmativa para lograr el equilibrio entre hombres y muje­
res en las instancias gubernamentales "con miras a lograr una representación 
paritaria". De igual manera, "Adoptar medidas, incluso, cuando procedan en 
los sistemas electorales, que alienten a los partidos políticos a integrar a las 
mujeres en los cargos públicos electivos y no electivos en la misma propor­
ción y en las mismas categorías que los hombres" (ONU, 1995). Se debe 
aclarar que la Plataforma de 13eijing da una serie de recomendaciones para 
los estados, pero no tiene un carácter vinculante. Esto a diferencia de la 
CEDAW que sí tiene un carácter vinculante y por lo tanto obligatorio para 
los estados parte, como es el caso del Estado colombiano. 

En referencia a los partidos políticos, se señala, entre otras cosas, que éstos 
deben examinar la estructura y los procedimientos internos de los mismos para 
identificar y eliminar las barreras que de alguna manera marginen a la mujer 
de la participación política. Así mismo, se sugiere considerar la posibilidad de 
establecer iniciativas para promover la participación de las mujeres en las 
estructuras internas de los partidos en lo referente a la adopción de decisiones 
y en los procesos de nombramiento por designación o elección (ONU, 1995). 

Se pueden identificar cinco medidas básicas de acción afirmativa a través 
de las cuales se busca lograr el objetivo de garantizar la igualdad de oportuni­
dades entre hombres y mujeres en la inclusión y participación dentro de las 
estructuras de toma y ejecución de decisiones. Estas medidas son: 
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•	 La cuota: se entiende como un cierto número o proporcion de cargos, 
ascensos o vacantes para ser ocupados por mujeres (o grupos discriminados). 

•	 El establecimiento de preferencias de acuerdo con la pertenencia a un grupo 
determinado, sin establecer cuotas. 

•	 Asignación de metas y plazos para la inclusión de mujeres en ciertos cargos. 
•	 Capacitación o asistencia financiera que incentive a las mujeres a optar por 

cargos de decisión. 
•	 Programas de voluntarios de acción afirmativa en empresas e instituciones. 

(Camacho, 1997) 

Se pueden identificar algunos aspectos característicos de las cuotas polí ­
ticas para las mujeres: e! origen; la definición de la cuota como participación 
mínima; los tipos de cuotas y su campo de aplicación. 

Para comenzar, la aplicación de! sistema de cuotas es relativamente recien­
te ya que surge en la década de los setenta. Su origen se ubica en el Norte de 
Europa con e! fundamento de garantizar e! derecho de la mujer en los proce­
sos de toma de decisiones dentro del ámbito político. Desde entonces, "las 
cuotas han penetrado en el pensamiento político de casi todos los países y han 
sido adoptadas en nombre de la igualdad entre sexos y de no discriminación, 
e! cual, por los general, está consagrado en la Constitución" (CIPAF, 1997: 7). 

Este desarrollo reciente de las cuotas en los diferentes sistemas democrá­
ticos de! mundo se puede explicar por la conjunción de varias dinámicas 
sociales. En primer lugar, y fundamentalmente, las cuotas se desarrollan gra­
cias al surgimiento y difusión de la segunda ola delmovim.iento feminista en 
donde se hizo énfasis en los problemas e inequidades creadas por el dominio 
de los hombres en la política. De esta forma, el activismo del movimiento 
feminista ayudó a forjar nuevos instrumentos internacionales a favor de la 
equidad de género entre las que se destacan las ya mencionadas: CEDAW y 
e! Plan de Acción de la Conferencia de Beijing. En segundo lugar se encuen­
tra el desarrollo de argumentos normativos que señalan que la presencia de 
mujeres en los parlamentos es un indicador de justicia y calidad de la demo­
cracia. Por último, también hizo eco a favor de las cuotas e! argumento de 
las feministas con respecto a que la presencia de las mujeres en e! poder es 
un factor favorable puesto que es una manera de introducir perspectivas adi­
cionales en e! proceso de toma de decisiones (Htun, 2004). 

Ahora bien, dado el rasgo básico de las cuotas políticas: asignación de cupos, 
escaños o vacantes para ser ocupados en los partidos políticos por miembros de 
un colectivo históricamente marginado, es importante señalar que las cuotas 
como acción afirmativa tienen un carácter temporal cuyo límite estaría dado 
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por el cumplimiento del objetivo de la inclusión del grupo marginado, en este 
caso las mujeres, en los procesos de toma de decisiones políticas. 

Así mismo, se debe tener en cuenta que la aplicación de las cuotas en las 
instancias públicas y privadas debe ser concebida como un límite mínimo 
para ser cumplido y no como un límite máximo. Rosalia Camacho señala al 
respecto que "las cuotas de participación son un piso y no un techo para las 
mujeres. Representan un mínimo para su inclusión" (Camacho, 1997). 

Las cuotas como mecanismo de acción afirmativa pueden ser aplicadas en 
diversos ámbitos: el educativo, laboral y de participación política, entre otros 
(Villanueva, 199912000). Dentro de la esfera política su aplicación está enca­
minada a la inclusión de las mujeres en las instancias de toma de decisiones: 
niveles ejecutivos, parlamentos, congresos, asambleas, entre otras. Lo anterior 
supone que los partidos políticos, como instancias de representación y como 
actores de los procesos electorales, son espacios indispensables para la aplica­
ción del sistema de cuotas, tanto en el interior de ellos como para la promo­
ción de las mismas en las diversas instancias de toma de decisiones políticas. 

La adopción de una norrnatividad que reglamente mecanismos de inclu­
sión en el sistema político de diversos grupos de la sociedad surge por circuns­
tancias históricas diferentes que llevan a los estados a desarrollar dichas medi­
das. En algunos casos son desarrollados estos mecanismos en reconocimiento 
de que la presencia de los diferentes colectivos de la sociedad es indispensable 
para asegurar la viabilidad de la democracia y de una sociedad plural. En la 
mayor parte de los casos esta situación surge cuando la democracia de un país 
se ha visto amenazada por fenómenos como una guerra civil. En otros casos 
los mecanismos de inclusión de diversos sectores son creados por los gobier­
nos en respuesta al crecimiento de movimientos étnicos y culturales y sus 
demandas por el reconocimiento de la diversidad cultural (Htun, 2004). 

Por otra parte, las cuotas pueden ser introducidas por un partido políti­
co en sus estructuras internas. En cualquiera de los dos casos los partidos 
políticos son actores fundamentales. Adicionalmente, se debe señalar que esta 
búsqueda de inclusión no es exclusiva para las mujeres aunque la cuota polí­
tica sí se ha constituido en el mecanismo tradicional a través del cual se busca 
garantizar la presencia de las mujeres en el sistema político. 

Para entender por qué la cuota es utilizada en el caso de las mujeres, así 
como otros sistemas de inclusión utilizados para otros grupos de la sociedad, 
resulta valioso el trabajo desarrollado por Mala Htun (2004) sobre la represen­
tación política de las mujeres y de los grupos étnicos, en donde se señala que 
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la búsqueda de mecanismos que garanticen la presencia representativa en las 
instancias políticas de diferentes sectores de la sociedad ha llevado a que se opte 
por dos figuras concretas, que difieren sustancialmente la una de la otra. 

Se debe aclarar que en el trabajo de Htun cuando se habla de representa­
ción, ésta se puede entender como la presencia de los diversos sectores de la 
sociedad en los cuerpos políticos de toma de decisiones, que en la teoría demo­
crática son denominados como instancias de representación. De esta manera, se 
entiende la representación en el sentido de una presencia de todos los grupos 
de la sociedad, que no implica necesariamente un comportamiento representa­
tivo de estos miembros. La diferencia entre estas dos miradas que se le puede 
dar a la representación es retomada más adelante cuando se presenta el debate 
teórico entre inclusión y representación. 

Ahora bien, el primer mecanismo de inclusión que señala Htun es precisa­
mente la cuota política que es el mecanismo que puede ser denominado como 
tradicional para garantizar la presencia de las mujeres en los ámbitos políticos. 
Este mecanismo es comúnmente utilizado para las mujeres y no para los gru­
pos étnicos. Htun define la cuota como el mecanismo en el que los partidos 
políticos ya existentes abren espacio para que los miembros de un determina­
do grupo de la sociedad entren en la competencia política a través de un por­
centaje de cupos en las listas que son presentadas a elecciones. 

La particularidad de las cuotas, de acuerdo con lo propuesto por Htun, es 
que este mecanismo aplica para grupos sociales que están presentes en los diver­
sos partidos políticos, es decir, que su presencia atraviesa a las ideologías parti­

distas existentes en un determinado sistema, como en el caso de las mujeres. En 
este caso no surgen cambios estructurales en el sistema electoral ni de partidos. 
Las normas o políticas que crean las cuotas sólo pueden modificar la forma en 
que se nominan los candidatos en el interior de los partidos, cómo se confor­
man las listas o la distribución de los candidatos en distritos electorales. En este 
caso no se estimula la creación de nuevos partidos o movimientos políticos. 

La segunda figura es la de los cupos reservados en donde se determina un 
número o porcentaje de cupos en los parlamentos para que sean ocupados por 
los miembros de un grupo social.En este sistema, los miembros del grupo espe­
cífico compiten entre ellos electoralmente para ocupar los cupos ya estableci­
dos. Htun señala que en el sistema de cupos reservados existen incentivos para 
que surjan modificaciones en el sistema electoral y de partidos ya que para que 
se dé la competencia por los cupos, se pueden crear circunscripciones o distri­
tos electorales especiales, formas de conteo de votos particulares, entre otras, y 
sobre todo para que se creen partidos o movimientos políticos. 
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Htun centra su análisis en el hecho de que los dos mecanismos son dife­
rentes en su configuración y funcionamiento. Para el caso de las mujeres, el 
mecanismo utilizado es la cuota política, y para el caso de los grupos étnicos 
el mecanismo es el de los cupos reservados en los parlamentos. Esta diferen­
ciación se da entre otras cosas por la manera en que estos grupos se relacionan 
con los partidos políticos. Las mujeres se relacionan a través de la ideología par­
tidista lo que hace que los miembros del colectivo de mujeres pertenezcan a 
diferentes partidos. Por su parte, los grupos étnicos tienden a relacionarse polí­
ticamente a partir de su identidad étnica lo que los hace coincidir en un par­
tido o movimiento político específico. 

De esta manera, la cuota política adquiere, según lo señalado por Htun, 
dos características constitutivas. Por un lado, las cuotas se aplican en los par­
tidos políticos, específicamente en la manera en que estos configuran las lis­
tas que son presentadas a elecciones. Y sobre todo las cuotas son tradicional­
mente aplicadas para el caso de las mujeres. 

Inclusión versus representación 

La idea de la cuota política, como mecanismo a través del cual se espera 
aumentar la presencia de las mujeres en los espacios políticos, no garantiza 
por sí misma que la presencia femenina redunde en un comportamiento 
representativo de las mujeres que llegan al poder ni en un cambio en las 
estructuras políticas tradicionalmente masculinas. Tal y como lo señala 
Rosalía Camacho no sólo 

Se trata de ampliar y consolidar espacios de participación de las mujeres en la 
cultura política masculina y adecuarlos almundo político de los hombres pre­
parándonos para ser más competitivas según sus normas y costumbres. Para 
ocupar dichos espacios con poder, liderazgo y verdadera capacidad de 
influencia, debemos transformar dicha cultura con nuevos enfoques desde la 
perspectiva de nuestra realidad como mujeres (Camacho, 1997). 

Así, la transformación estaría encaminada a lograr que la presencia de 
las mujeres en Jos ámbitos políticos conduzca a un mejoramiento de su 
situación como individuos y como colectivo. Esta idea nos remite al con­
cepto de masa crítica propuesto por Drude Dahlerup el cual surge a partir 
del incremento en la representación política de las mujeres en los ámbitos 
de decisión política en los países escandinavos. Dahlerup propone, en pri­
mer lugar, que el incremento de la representación de las mujeres en los 
ámbitos políticos se debe entre otras cosas a los cambios en la posición 
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educacional y social de las mujeres y otros cambios estructurales de la socie­
dad y del sistema político. 

El problema que plantea la autora es que una vez las mujeres están pre­
sentes en los ámbitos de representación, pueden desempeñarse como una 
pequeña minoría o pasar a ser una gran mayoría. La idea es que existe una 
gran diferencia en que las mujeres constituyan una minoría grande, aunque 
se trate aún de una minoría numérica, en lugar de constituir una pequeña 
minoría. Es en este punto en el que entra a operar la definición de masa crí ­
tica es entendida como un incremento no sólo de la cantidad de mujeres en 
los espacios de decisión política sino como 

cambio cualitativo en las relaciones de poder que permite a la minoría uti­

lizar los recursosde la organización o de la institución para mejorar su pro­

pia situación y la del grupo al que pertenece. La minoría es capaz, y lo
 
desea, de acelerar el desarrol1o y contrarrestar los reveses (Dahlerup,
 

1993:176). 

De este modo, la masa crítica no se refiere únicamente a la cantidad de 
mujeres presentes en un espacio de decisión política. Se refiere al aspecto 
cualitativo de la presencia de las mujeres y su incidencia en las estructuras de 
poder para mejorar la situación de su grupo. Dahlerup señala en este senti ­
do que "no cualquier minoría grande constituye por sí misma una masa crí ­
tica" (Dahlerup, 1993: 176). 

A través de diversos mecanismos, como la cuota política, se puede lograr 
una inclusión de las mujeres, pero es necesario de acciones adicionales más allá 
de las cuotas para que las mujeres en el poder conformen una masa crítica y 
actúen conforme a los intereses y necesidades del colectivo de mujeres. Esta 
discusión nos lleva a los conceptos de inclusión política y de representación. 
Se parte de la base de que la inclusión política no sólo se logra a través de las 
cuotas.También existen mecanismos fundamentales de inclusión como el voto. 
María Emma Wi11s señala al respecto que 

El grado de inclusión de un régimen es relativamente facil de medir porque
 
dependede quiénestienen el derechoa participar en política, esdecir eldere­

cho a la mernbresía a lacomunidadde ciudadanos plenos. En términos de las
 
mujeres, el grado de inclusividad de un égimen aumenta cuando ellas obtie­

nen el derecho a sufragar y a ser elegidas, y hacen uso de él, no sólo eligien­

do sino también haciéndose elegir. Esdecir cuando sufragan y logran ingre­

sar a las elites políticas, y hacen presencia en cargos públicos tanto de desig­

nación como de elección (Willis, 2004:24).
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Ahora bien, como se señaló anteriormente, la presencia de las mujeres en 
los ámbitos de toma de decisiones no garantiza la representación del colectivo 
de mujeres. María Emma Wills señala que la representación política puede ser 
entendida de una manera simple y descriptiva, en donde el objetivo básico de 
la misma sea reunir en un cuerpo colegiado a un grupo de ciudadanos (los 
representantes) que cumplan con el requisito mínimo de contar con las carac­
terísticas típicas más sobresalientes de la totalidad de ciudadanos que hacen 
parte de la sociedad. En este caso "El o la representante es simplemente un 
espejo de quienes sufragan y la similitud entre el objeto y su reflejo basta para 
garantizar la representación" (Wills, 2004: 24). 

En caso de que la representación política fuera entendida de esta manera, 
señala WilIs, el sólo hecho de que haya una mujer en un cuerpo colegiado, 
como el Congreso, supondría la representación de las mujeres en el terreno 
político. La autora hace énfasis en que esto en la práctica no es así y que la pre­
sencia de una mujer en una instancia de toma de decisiones no es garantía de 
la representación del colectivo de mujeres: 

Pero hoy sabemos que un cuerpo de mujer no garantiza ni una sensibilidad 

de género, ni una posición feminista, ni necesariamente el compromiso de 

representar políticamente la diferencia femenina. Ni siquiera la experiencia 

vital de ser mujer en el mundo, por ejemplo de la maternidad, garantiza que 

una representante elegida quiera llevaral ámbito público esa misma experien­

cia para traducirla a un discurso que reconozca los intereses y necesidades que 

de ella se derivan (Wills, 2004: 24). 

De esta manera, se hace necesario diferenciar los conceptos de presencial 
inclusión con el de representación. La inclusión lleva a que se dé una repre­
sentación descriptiva como la mencionada anteriormente. La representación 
por su parte requiere de aspectos más complejos en los que elementos bási­
cos de la democracia entren en juego: que los ciudadanos puedan expresar y 
significar sus preferencias e intereses. 

Así, la inclusión remite a la idea del ejercicio pleno de los derechos polí­
ticos. En este caso la inclusión se refiere al derecho a participar en la política, 
lo que significa que se cuenta con el derecho a elegir (derecho al sufragio) y 
a ser elegidas. En este último aspecto se incluye el derecho a ser elegidas con 
el fin de garantizar la presencia femenina en los cargos de elección, por un 
lado, y de designación por el otro (WilIs, 2004). Es en estos niveles donde 
opera el mecanismo de las cuotas, puesto que puede haber cuotas políticas 
para los cargos de elección o cuotas para los cargos por designación, como 
ocurre en el caso colombiano. 
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Por otra parte se encuentra la representación política, la cual dentro de las 
democracias liberales implica al menos tres dimensiones fundamentales. Por un 
lado, la representación entendida como un mandato que tiene lugar durante el 
momento de la elección propiamente dicho. En este punto el elector le otorga, 
a través del voto, un poder de decisión a la persona con la cual encuentra mayor 
correspondencia en cuanto a sus intereses. La segunda dimensión se refiere a la 
responsabilidad que implica la representación. Acá los ciudadanos pueden utili­
zar el voto como un medio para obligar a los gobernantes a hacerse responsa­
bles de sus acciones realizadas dentro del gobierno (Przeworski, Stokes y Manin, 
"1999: 29-30).Por último, y no menos importante, se encuentra la dimensión de 
la actuación representativa por parte de la persona "elegida" como representan­
te. Esta dimensión se refiere al comportamiento representativo que tienen los 
individuos que son elegidos como miembros de una instancia de representación 
y toma de decisiones tanto en el momento de la elección, es decir durante las 
campañas electorales, como en su desempeño una vez son elegidos. Es en esta 
última dimensión donde es fundamental la actuación de las mujeres que son ele­
gidas a través del voto para pasar de ser una minoria pequeña a ser una masa crí­
tica en las instancias de decisión política. 

No obstante, como se señaló anteriormente, el logro de un comportamien­
to representativo requiere de medidas más allá de los mecanismos de inclusión. 
Para que se dé un comportamiento representativo por parte de los miembros de 
un grupo determinado de la sociedad son requeridas como condiciones básicas 
la organización interna del colectivo o grupo de la sociedad y sobre todo la ela­
boración de un discurso propio en donde se reivindique la identidad del grupo 
y donde estén consignados sus intereses, valores y expectativas (Wills, 2004: 28). 

En este sentido el discurso cobra un valor inmenso en la construcción de 
una identidad que conduzca a un comportamiento representativo. Wills traba­
ja el tema del discurso como elemento constitutivo de la representación polí­
tica desde una óptica post - estructuralista. La propuesta apunta a que 

La representación politica se juega no en un terreno }':I constituido por lo 

social sino en el campo de construcción de identidades -allí donde los dis­

cursosse disputan definiciones y significados de las diferencias, representacio­

nes del mundo y la naturaleza, distinciones entre lo femenino y lo masculi­

no, fronteras que constituyen identidades colectivas (WiIls: 2004:29). 

Los discursos específicos y contextualizados son los que construyen las 
identidades y sitúan a los individuos frente a otras identidades. De esta mane­
ra, la construcción de discursos en el caso de las mujeres es fundamental para 
que aquellas que han llegado al poder a través de los mecanismos de inclu­
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sión, desarrollen un comportamiento representativo que refleje las necesidades, 
realidades e intereses del colectivo de mujeres. WilJs señala al respecto que existe 
una relación entre los discursos y el poder ya que "sitúan al individuo o a una 
colectividad frente a otras identidades y definen su posición en un mapa imagi­
nario en términos de relaciones de simetría/subordinación, exclusión/inclusión o 
cooperación/antagonismo" (Wills, 2004: 30). 

En este sentido es fundamental para el desarrol1o de una representación polí­
tica que los ciudadanos puedan expresar y significar sus preferencias e intereses, lo 
que supone una articulación entre los partidos políticos, las esferas públicas oficia­
les y los contrapúblicos. En términos muy generales esto implica la existencia de 
un Estado fuerte que permita la expresión de los discursos provenientes de los 
diferentes públicos y contrapúblicos, así como la existencia de una sociedad civil 
fuerte. Esta dinámica en la que interactúan los electores, los elegidos, los represen­
tantes y los representados debe materializarse en la creación de "repertorios, pro­
gramas y agencias en los que se condensan los intereses, las nociones de justicia y 
las expectativas de los representados/as" (WiUs, 2004: 18). En el caso concreto de 
las mujeres, los feminismos se entienden como contrapúblicos ya que cuentan 
con discursos contestatarios con el potencial de expandir los horizontes demo­
cráticos de una sociedad (Wills, 2004). 

En este sentido se puede concluir que las cuotas políticas garantizan que de 
alguna manera se aumente el número de mujeres presentes en las instancias de 
toma de decisiones. No obstante, la inclusión política no sólo se logra a través de 
las cuotas también se requiere el derecho al voto. Así, se estaría garantizando la 
presencia bien sea por elección o por designación. Lo anterior no garantiza por 
su parte un comportamiento representativo de las mujeres elegidas, o designadas, 
a través del mecanismo de la cuota que redunde en un cambio a favor de las 
mujeres en las estructuras políticas tradicionalmente masculinas. Para el10 se 
requiere de una transformación estructural que comience por la conformación 
de una masa crítica y de una articulación, siguiendo a WilIs, entre los partidos 
políticos, las esferas públicas y los contrapúblicos. De ahí que la cuota política 
requiera de medidas adicionales para el logro de la representación de las mujeres. 

Las acciones afirmativas en Colombia 

En este aparte se presenta el contexto normativo colombiano que da 
paso al desarrol1o de acciones afirmativas y dentro del cual surge la Ley de 
cuotas en Colombia. El marco normativo general es como se mencionó la 
Constitución Política de 1991, la cual trajo consigo la ampliación de los 
espacios de participación política, la introducción de la democracia represen­
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tativa, el reconocimiento de la diversidad étnica y la multiculturalidad pre­
sente en el territorio nacional, la noción de igualdad entre los individuos y 
la definición de una serie de derechos que tienen como base los principios 
liberales de la igualdad, la justicia, la libertad y la paz. La introducción de 
estos puntos y nociones, entre muchos otros, se constituyó en un quiebre 
frente al régimen que prevaleció hasta 1991 bajo la Constitución Política de 
1886. En este sentido, una de las rupturas más significativas que hace la Carta 
Magna de 1991 es la consagración de la de la idea de la igualdad formal y 
real como marco para la protección de los derechos de los individuos. El 
principio de igualdad es entendido así como el pilar del Estado Social de 
Derecho en la medida en que éste busca una justicia social fundada en la 
igualdad en términos de los derechos sociales y económicos que este tipo de 
Estado implica. De la misma manera, la democracia participativa supone, y 
requiere, la existencia de ciudadanos iguales. (Constitución Política 1991, 
artículo segundo: 11-12). 

En términos generales, la diferencia existente entre la Constitución de 
1886 y la de 1991 se encuentra en el espíritu mismo de cada una. La 
Constitución de 1886 estaba centrada en el Estado, su estructura, su diseño 
y sus funciones. La Constitución de 1991 se centra en los derechos de los 
ciudadanos más allá del diseño institucional, el cual está dado en función de 
dichos derechos. 

Dentro de este contexto constitucional se configura el espacio normativo 
en el que se establece la protección a los individuos en general. y a aquellos 
que se encuentran en una situación de marginalidad, discriminación y vulne­
rabilidad expresa. Esta protección especial está consignada en el artículo 13 de 
la Constitución Política en donde se señala que: 

Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma pro­
tección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, liber­
tades y oportunidadessin ningunadiscriminación por razones de sexo,raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efecti­
va y adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica. física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad 
manifiesta y sancionará los abusos y maltratos que contra ellas se cometan. 
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La prohibición de la discriminación por las razones señaladas y el estable­
cimiento de una protección especial por parte del Estado hacia los grupos 
marginados y discriminados, consignada ery el inciso segundo, son implícita­
mente la base para el desarrollo de acciones afirmativas. 

Ahora bien, la norrnatividad constitucional colombiana define algunos 
grupos, que dadas sus características de marginalidad, discriminación y vulne­
rabilidad, son sujetos de acciones afirmativas. Estos sujetos se encuentran pro­
tegidos formalmente no sólo por lo contenido en la Constitución Política de 
1991, sino en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la legislación 
(León y Holguín, 2005). De acuerdo con 10 señalado por algunos expertos 
constitucionalistas, el mayor avance que se ha dado en materia de acciones 
afirmativas ha surgido en la jurisprudencia de la Corte Constitucional en 
donde se habla expresamente del concepto y en donde se ha discutido amplia­
mente su significado, en términos jurisprudenciales, y su campo de aplicación. 
Dentro de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido fundamental, 
en lo referente a acciones afirmativas, la figura de la acción de tutela en la 
medida en que ésta se constituye en una herramienta para la protección y el 
cumplimiento de los derechos fundamentales de todos los individuos", 

De esta forma, tal y como lo señala el Ex Magistrado de la Corte 
Constitucional y Ex Defensor del pueblo, Eduardo Cifuentes, las medidas de 
acción afirmativa en Colombia han tenido su desarrollo gracias a la 
Constitución Política de 1991 y al desarrollo jurisprudencial que se ha dado 
sobre ella? 

Dentro de la legislación también se han desarrollado normas que protegen 
los derechos de los miembros de grupos tradicionalmente discriminados. Para 
los grupos étnicos se deben resaltar la Ley 70 de 1993 y la Ley 649 de 2001; 
los discapacitados cuentan con la Ley 361 de 1997, al igual que los desplaza­
dos que cuentan con la Ley 387 de 1997. Para la protección de los derechos 
de las mujeres se cuenta con algunas leyes entre las que se destacan la Ley 731 
de 2002, o Ley de la mujer rural, la Ley 82 de 1993 para la mujer cabeza de 
familia y la Ley de cuotas (León y Holguín, 2005). 

Sin embargo se debe señalar que pese a los avances normativos que se 
han presentado en materia de acciones afirmativas, tanto en la legislación 

6 La acción de tutela es una herramienta creada con el objeto de que los ciudadanos puedan reclamar 
ante el juez la protección de sus derechos fimdamentales. La acción de tutela. reglamentada por el artí­
culo 86 de la Constitución Política de Colombia. se caracteriza por ser un procedimiento ágil y senci­
110 que conduce a la inmediatez en el resultado. 

7 Entrevista con Eduardo Cifucnres. Bogotá. junio 17 de 2003. 
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como en la jurisprudencia, en la práctica no se ha llevado a cabo la imple­
mentación de la mayor parte de las normas. Las razones para que esto ocu­
rra se remiten principalmente a la voluntad política de los mandatarios. En 
este caso la voluntad política se puede constituir en una variable determi­
nante para poner en marcha o dar continuidad a los programas y medidas 
diseñadas dentro de la normatividad. La ausencia de voluntad política va 
acompañada del tema presupuesta] ya que el Estado en la actualidad tiene 
limitaciones económicas producidas por la crisis fiscal y por el hecho de que 
se le ha dado prioridad a otros gastos, como el de la seguridad democrática, 
lo que ha conllevado un menor desarrollo de programas y medidas dirigi­
das a ciertos sectores de la población. Al respecto se debe señalar que si bien 
el tema presupuestal es fundamental para el cumplimiento de las medidas, 
éste no es indispensable para el desarrollo y cumplimiento de ciertas normas, 
como es el caso de la Ley de cuotas que no requiere de un presupuesto 
determinado para que se dé su cumplimiento. En el caso de las cuotas es fun­
damental, más allá de la financiación, la voluntad política de los gobernantes 
para el cumplimiento de la Ley. 

Ahora bien, una de las medidas que se presentan como caso excepcional 
por estar regulada por la legislación y haber sido implementada desde el 
momento en el cual entró a regir la norma, es la Ley 581 de 2000 o Ley de 
Cuotas, que puede considerarse como una de las medidas de mayor relevancia 
dentro de todo el espectro legal en materia de acciones afirmativas ya que 
dadas sus características, y de acuerdo con la clasificación presentada, puede ser 
caracterizada como una medida de preferencia afirmativa. 

Significado de la Ley de cuotas en la normatividad 
colombiana 

La ley de cuotas es sin duda la norma más significativa en cuanto a las 
acciones afirmativas dentro de la legislación colombiana ya que a través de una 
norma de obligatorio cumplimiento se está buscando asegurar una participa­
ción real de las mujeres en el ámbito público que de otra manera no se logra­
ría, dada la dinámica misma del sistema. Al mirar la historia de lo que ha ocu­
rrido dentro de la norrnatividad colombiana en materia de género, encontra­
mos que se ha dado un avance en el reconocimiento de los derechos de las 
mujeres, siendo la Ley de cuotas el logro más reciente. 

De acuerdo con lo señalado por el Magistrado Cepeda, hacia mediados 
del siglo XX las mujeres tenían restringida la ciudadanía, "se les equiparaba 
a los menores y dementes en la administración de sus bienes, no podían ejer­
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cer la patria potestad, se les obligaba a adoptar el apellido del marido, agre­
gándole al suyo la partícula "de" como símbolo de pertenencia, entre otras limi­
taciones" (Sentencia 371/00). 

Tal y como lo señala Norma Villareal, la lucha por el reconocimiento de los 
derechos y por una inclusión social en términos de igualdad jurídica fue un pro­
ceso lento y gradual que iniciaron las pioneras del movimiento de mujeres en las 
primeras décadas del siglo :xx y que continuó con el empuje del movimiento 
feminista hasta llegar al reconocimiento de la igualdad entre hombres y mujeres 
en la Constitución de 1991 (Villareal, 1994). 

En efecto, durante la década de los años setenta la organización feminista de 
Colombia planteó fuertes cuestionamientos al patriarcado y a las diferentes for­
mas del ejercicio del poder. Estos cuestionamientos, acompañados de criticas al 
Estado y a la academia, surgieron como forma de búsqueda de espacios propios 
para las mujeres. De estos cuestionamientos surgieron diversos grupos en el inte­
rior del movimiento feminista, algunos dedicados a la reflexión teórica, otros al 
trabajo social con las mujeres pertenecientes a las clasesmenos favorecidas y otros 
a la militancia política por el reconocimiento de los derechos de las mujeres 
como ciudadanas. 

Fueron varios los movimientos de mujeres que se dedicaron a la lucha por 
el reconocimiento político. La unión de algunos de estos grupos tuvo inciden­
cia en procesos trascendentales de la historia política de Colombia como en el 
caso del proceso de paz llevado a cabo en el año de 1984 bajo la administración 
de Belisario Betancourr donde las mujeres se comprometieron con el gobierno 

a colaborar en dicho proceso emprendido con el Movimiento 19 de abril, M­
19. Posteriormente, en 1988, las feministas convocadas por la Unión de 
Ciudadanas de Colombia, las feministas independientes y el Colectivo de 
Mujeres de Bogotá respondieron al llamado hecho por el Presidente de la época, 
Virgilio Barco Vargas, para presentar un propuesta de reforma constitucional. 
Sobre esta propuesta de reforma Villareal señala que "su presentación en la 
Comisión de Reforma Constitucional del Congreso inició la movilización por 
la inclusión política liderada por el feminismo, la cual fue asumida y ampliada 
por las mujeres de todo el país en los siguientes años" (Villareal, 1994:192). La 
reforma constitucional no fue llevada a cabo durante la administración Barco; no 
obstante, la reflexión de las mujeres por la inclusión política continuó y en 1990, 
cuando inició el proceso constituyente que culminaría con la promulgación de 
la Carta Magna de 1991, el movimiento de mujeres hizo parte, en principio, del 
movimiento constituyente y después hizo parte de las mesas de trabajo "que 
constituyeron una especie de cabildos populares para formular propuestas de 
cambio constitucional" (Villareal, 1994: 193). 
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De esta manera, el movimiento de mujeres estuvo presente en el proceso cons­
tituyente de 1990 y 199 I. Su participación fue fundamental ya que se dio la con­
sagración en la Constitución de derechos específicos de la mujer, tal y como lo 
señala Villareal: 

La Constitución consagra la igualdad de derechos entre hombresy mujeres, 
señalando a las autoridades la función de garantizar participación decisoria en 
la administración pública. Consigna como objeto de posterior desarrollo 
medidas contra la violencia intrafamiliar; expresa la necesidad de proteger a 
las mujeres embarazadas y apoyar a las mujeres cabeza de familia (Villareal, 
1994:194). 

Así, la igualdad formal entre hombres y mujeres se ha ido incluyendo poco a 

poco dentro de la norrnatividad colombiana. No obstante, aún es necesario 
implementar medidas para lograr la igualdad sustancial. De ahí que surja la 
necesidad de adoptar medidas como la Ley de cuotas para alcanzar dicha meta. 

Ley 581 de 2000 o "Ley de cuotas" 

Como se mencionó anteriormente, el sistema de cuotas para las mujeres en 
Colombia es particular frente a otros casos ya que no está diseñado para los par­
tidos políticos sino para la administración pública. Lo anterior se explica por el 
hecho de que la Constitución Política de 1991 establece que los partidos polí­
ticos son autónomos, que los ciudadanos pueden constituirlos sin limitación 
alguna y, sobre todo, que el Estado en ningún caso podrá establecer exigencias 
en relación con la organización interna de los partidos y los movimientos poli­
ricos". Esto significa que en la Lcy de cuotas aprobada en el año 2000 existe un 
impedimento constitucional para obligar a los partidos políticos a incluir den­
tro de su organización interna el sistema de cuotas para las mujeres. Es enton­
ces discrecional y voluntario de los partidos políticos que adopten el sistema de 
cuotas en su estructura interna. 

De esta manera y siguiendo los planteamientos de Mala Htun, en el caso 

colombiano no opera el sistema tradicional de cuotas para las mujeres. No obs­
tante, es interesante llamar la atención en este punto sobre el hecho dc que si 
bien no existen las cuotas en los partidos para las mujeres, sí existen los cupos 

El Artículo -tode la Constitución Política de Colombia de JI)!)J I"'Llbleceljue:"Todo ciudadano tiene dere­
cho a participar en la contormación, Ijl'R'ido y control del poder polírico, Para hacer efectivo "'te derecho 
puede: (...) 3. Constituir partidos.movimiento, y agrupacione-, políOI·,"sin limitación alguna: formar parte de 
ello- libremente y difimdir "" idea., y pmgrama, (...)". Por 'u l'.1I'tl·. el ",!-.'Undo inciso del articulo 1011 de la 
Constitución establece que "En ningún caso podrá la k'y "'Llhk'cer exih...·nl·la' en relación con la organización 
interna de 1m partidos y movimientos políticoc, ni obligar laafiliación a dIO'> para participar en elecciones", 

11 
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reservados para los grupos étnicos de los que habla Htun y su funcionamien­
to coincide con las características señaladas por la autora. 

En efecto, la Constitución Política de 1991 le asegura a las comunidades 
indígenas dos cupos en el Senado a través del artículo 171 que señala en los 
dos primeros incisos que "El Senado de la República estará integrado por cien 
miembros elegidos en circunscripción nacional. Habrá un número adicional 
de dos senadores elegidos en circunscripción nacional especial por comunida­
des indígenas". De la misma manera los indígenas cuentan con un escaúo reser­
vado en la Cámara de Representantes. Son varias las explicaciones que se le 
pueden dar al logro de los indígenas con la consecución de lo de los escaños 
especiales en el Senado. El senador de la República Antonio Navarro Wol() 
señala que esto se puede explicar por el hecho de que los indígenas han sido 
un grupo muy organizado política y socialmente, 10 que les ha permitido lograr 
el desarrollo de acciones afirmativas de acuerdo con sus realidades y necesida­
des. De igual, manera señala el Senador, los indígenas lograron sus escaños gra­
cias a la participación activa en el proceso de la Asamblea Constituyente10. 

La población afro colombiana cuenta de igual manera con dos escaños en 
la Cámara de Representantes. Esta asignación está dada por mandato de la Ley 
649 del 27 de marzo de 2001 en cumplimiento del artículo 176 de la 
Constitución Política que establece que "la Ley podrá establecer una circuns­
cripción especial para asegurar la participación en la Cámara de 
Representantes de los grupos étnicos y de las minorías políticas y de los 
colombianos residentes en el exterior. Mediante esta circunscripción se podrá 
elegir hasta cinco representantes" (Constitución Política, 1991). 

De esta manera, se hace referencia a la diferencia que existe en los cupos 
asignados a los grupos étnicos y al funcionamiento de las cuotas para las muje­
res. En el primer caso, las características de funcionamiento y configuración del 
mecanismo coinciden con los descritos por Htun para los grupos étnicos. No 
obstante, para el caso de las cuotas, la situación colombiana es particular. 

Ahora bien, la Ley 581 de 2000, adicionalmente a establecer el porcenta­
je de mujeres que deben ocupar cargos decisorios de la administración públi­
ca, establece que en los sistemas de nombramiento por ternas y listas se debe 

9 Antonio Navarro Wolf es en la actualidad Senador de la República con la tercera lista más votada en la.' 
elecciones de 2002. Navarro fue comandante del M-19 Yal desmovilizarse entró activamente a la política 
colombiana. De hecho. hizo parle del proceso constituyente de 1991 como miembro de la Asnnbiea 
Nacional Constituyente. Se desempeñó como Alcalde de la ciudad de Pasto. Ministro de salud. represen­
lame a la Cámara y actualmente Senador. 

10 Entrevista con el Senador Amonio Navarro Wolf. Bogotá, mayo 21 de 2003. Para mayor ampliación ver 
León y Holguin, 2005. 
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incluir por lo menos a un hombre y a una mujer. La Ley también determina 
la creación de programas para la promoción de la participación femenina en 
el sector privado a través de la educación en términos de igualdad de géne­
ro; acciones afirmativas orientadas a la comprensión y superación de los obs­
táculos que dificultan la participación de la mujer en los niveles de decisión 
del sector privado; empoderamicnro; disposición de canales efectivos de asis­
tencia técnica; y divulgación permanente de los derechos de la mujer, meca­
nismos de protección e instrumentos adecuados para hacerlos efectivos. Por 
último, la Ley establece que el gobierno nacional y las autoridades locales 
deben velar por el cumplimiento de lo establecido y sobre todo vigilar la exis­
tencia de igualdad entre hombres y mujeres en las condiciones laborales y en 
la remuneración, en el caso en que haya labores iguales (Moreno, 2004) 

En este sentido, y dado el contenido del texto legal, la Leyes una medi­
da de preferencia afirmativa ya que a través de ella no sólo se busca remediar 
una situación de exclusión dentro del sistema (en este caso la burocracia esta­
tal) y alcanzar así una situación de igualdad real entre hombres y mujeres en 
el ámbito laboral, sino que la adscripción a un grupo determinado, en este 
caso el de las mujeres, determina la concesión de bienes sociales, que para el 
caso específico de esta Ley se refiere a un porcentaje de los cargos públicos 
en los niveles decisorios de las ramas del poder público. 

Origen y configuración de la Ley de Cuotas11 

El 15 de junio de 1999 el Congreso de la República aprobó cl proyecto 
dc la Ley de cuotas. En marzo del año 2000 la Corte Constitucional de 
Colombia expidió la sentencia C-371 en la cual declaró constitucional la Ley 
aprobada por el Congreso de la R.epública. La Ley fue sancionada el 31 de 
mayo por el Presidente de la República como la Ley 58] de 2000. 

Como se señaló anteriormente, la voluntad política y la influencia de la 
sociedad civil han sido fundamentales para el surgimiento y posterior des­
arrollo de la Ley de cuotas en Colombia. Esta presencia, sobre todo en el 
caso de la sociedad civil en cabeza del movimiento de mujeres, se da desde 

I I Se debe destacar el desarrollo de trabajo, ljUC ve han realizado recientemente sobre el rema de las cuo­
ta' en Colombia como l"S el caso del trabaje de María Emma WiII. (2002 y 20(3) e lsabel Cristina 
jaramillo (2003). Estos estudios sirvieron como fuente para la elaboración de los antecedentes del prc­
scnte articulo. Igualmente se debe resaltar el trabajo realizado por Zully Moreno (2004).lJuicn desarro­
lió un estudio sobre 1.\ Ley de cuota, en Colombia como cc,i. de grado de la Maestria en Estudios de 
Género de la Escuela de Estudios de Género de la Universidad Nacional de Colombia. Moreno traba­
jó datos provenientes de fuenrcs prunaria« dentro del Observarorio Mujcr y Política. Parte de los apor­
res presentadm por Moreno en su resi••on retomados en este articulo, 

61 



la propuesta inicial para la creación del sistema de cuotas para las mujeres en 
nuestro país y en el acompaúarniento al proceso legislativo que tardó ocho 
años para la aprobación de la Ley. 

En efecto, pese a ser una Ley relativamente reciente en cuanto a su apro­
bación y aplicación, el proceso de configuración de la misma tardó ocho 
alias en concretarse 12. El primer intento de creación de una Ley de cuotas 
surgió en 1992 con la radicación de tres proyectos de ley en el Congreso de 
la República 13. Los dos primeros fueron presentados respectivamente por los 
senadores Regina Betancourt de Liska y Samuel Moreno Rojas. Estos pro­
yectos de ley tenían como objetivo principal 

Establecer una distribución jerárquica escalonada que pcrrmnera la 
efectiva participación política de la mujer en la administración públi­
ca, y establecer un estímulo a la participación política de la mujer 
mediante el reconocimiento económico de un 25% adicional en la 
financiación estatal a Jos partidos políticos que incluyeran mujeres en 
sus listas (Fuentes, (994: 17). 

En primera instancia fue presentado el proyecto de la senadora Betancourt 
y posteriormente fue presentado el proyecto del senador Samuel Moreno 
Rojas quien retomó la propuesta Berancourr y 10 presentó en nombre de la 
Alianza Democrática M_19 14 y la ANAPO ' 5• Dentro del proyecto se proponía 
que por cada cargo jerárquico ocupado por un hombre, el siguiente cargo 
debía ser ocupado por una mujer, exceptuando los cargos que tuvieran como 
requerimiento una especialización técnica o que fueran de carrera administra­
tiva1(,. De la misma manera, contemplaba la creación de estímulos para que en 
la elección de cuerpos colegiados se incluyeran mujeres en los dos primeros 
renglones de las listas a estas corporaciones. Luego de una presentación adicio­
nal del proyecto por parte del entonces senador 13ernardo Guriérrez, el pro­
yecto fue archivado por no cumplir con los plazos establecidos por la ley para 
su aprobación. (Moreno, 2004: 20) 

12 El proyecto de cuotas fue prescnrando anre el Congrelo de la República siete veces durante ocho legis­
laturas ante de su aprobación.Véase Quintero, 1l)9H. 

13 Los proyeetO\ prescnrado, en I')l)2 en su orden fueron: Proyecto l!L' ley No. 7l) de 1l)<)2. pro-entado por 
l. senadora Rcgina Bcrancourr de Liska el 20 de julio de 1l)<)2; Proyecto de k'Y No. H6 de (l)l)2. pre­
sentado por el senador Samuel Moreno Rojas; Proyecto de ley No. (0) de 1l)<)2 pre...entado por el 
Senador Bernardo Guriérrcz (Quintero. I<)l)H). 

14 Partido polirico del grupo insurgente desmovilizado M-I <).
 
15 LaANAI'O e, el movimiento político AlianZd Nacional Popular,
 
16 Para c,to, c.'o' el proyecto proponia establecer la paridad en la disrrihucion de evtov cargos 50% para
 

mejeres y 50% para hombre" 
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El ponente de los proyectos presentados por la senadora Betancourt y el 
senador Moreno fue el senador Bernardo Gutiérrez Zuluaga, quien posterior­
mente presentaría un tercer proyecro". El texto del senador Gutiérrez retomó 
algunos de los planteamientos de los dos primeros proyectos y las propuestas 
presentadas por las organizaciones de mujeres, en cabeza de la Red Nacional 
de Mujeres. El fundamento del proyecto fue, al igual que los dos anteriores, la 
participación equitativa de la mujer en los niveles gubernamentales de deci­
sión. La propuesta incluía en su artículo 2 la adopción del: 

"Plan Nacional de Participación de la Mujer' orientado al logro de los
 

siguientes objetivos: a) Promover y garantizar el acceso de la mujer en la con­


formación, ejercicio y control del Poder Público; b) Alcanzar en tres años, (...)
 

un porcentaje de participación dc la mujer mínirno de la tercera parte en
 

los cargos de decisión (...) y, para el año 2.000, su participación igualitaria
 

(fuentes, 1994: 17-18).
 

En el mismo año el senador Ómar Yepes Alzare hizo una ponencia con­
junta de los tres proyectos anteriormente mencionados para el primer debate 
en Comisión del Congreso (Quintero, 1998). A pesar de que la presentación 
del senador Yepes recogió los planteamientos de las tres iniciativas anteriores, 
se aclaró que la ponencia acogía el espíritu de la iniciativa presentada por el 
senador Bernardo Gutiérrez (Fuentes, 1994). Al igual que las anteriores pro­
puestas, el proyecto de Yepes tenía como objetivo principal promover las con­
diciones requeridas para lograr una participación efectiva de las mujeres en los 
cargos de decisión de la administración pública. No obstante, la diferencia radi­
cal del proyecto, con respecto a las anteriores iniciativas, se centró en el hecho 
de que el senador cuestionó "el establecimiento de un límite porcentual de 
cargos a ser desempeñados por las mujeres, argumentando que no se puede 
"reducir a números y fórmulas matemáticas los actos humanos" (fuentes, 
1994: 18). El argumento presentado por el senador se basó en que, desde su 
perspectiva, una medida que establezca un porcentaje mínimo de cargos para 
las mujeres iba en contra de los artículos 13 y 43 de la Constitución Política 
de 1991 en donde se establece la igualdad entre todos los ciudadanos ante la 
ley y la igualdad de derechos y oportunidades. 

J7	 De acuerdo con lo señalado por Fuentes, "el senador Guriérrez cuestionó el proyecto de Rcgina 
Betaucourt, ya que consagraba solamente: la participación de la mujer en aquellas instancias decisorias 
de la Rama Ejecutiva del Poder Público y por consiguiente. est••blecería limitaciones sustancialev a la 
participación de la mujer en las ramas legislativa y judicial. CII contra del mandato constitucional esta­
blecido en el inciso 3 del artículo -lOdc la Carta Política (...) El senador Gutiérrcz también cuestionó 
la propuesta del senador Rojas' (Fuentes. 1')<)-1). 
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La iniciativa fue retomada en 1993 por las congresistas Claudia Castellanos 
yViviane Morales". El proyecto fue presentado por las representantes en cinco 
legislaturas continuas sin obtener un resultado satisfactorio". Debido a la 
ausencia de un resultado favorable, la senadora Morales presentó nuevamente 
el proyecto en 1997, ocasión en la que contó con la colaboración de la Red 
Nacional de Mujeres, que ya había prestado asesorías de orden académico y 
bibliográfico desde 1994. En 1997 la Red participó tanto en la revisión del 
articulado del proyecto como en la preparación de los debates?', El proyecto 
corrió la misma suerte que en las legislaturas anteriores. 

No obstante lo anterior, en 1998 la senadora Morales presentó nuevamen­
te el proyecto de cuotas, y contó con el apoyo y asesoría de las organizaciones 
feministas. En esa oportunidad el trámite fue exitoso. La revisión por parte de 
la Corte Constitucional se llevó a cabo en los primeros meses de 2000 y la Ley 
fue sancionada el 31 de mayo de ese año, 

Dentro del proceso se debe resaltar que hubo una demora de dos meses 
entre el momento en que la Corte Constitucional profirió la sentencia y el 
Presidente de la República, Andrés Pastrana, sancionó la Ley. Esta demora fue 
causada porque el documento de la sanción de la Ley se extravió entre la Corte 
Constitucional y la Presidencia de la República. En esta confusión, la Secretaría 
de la Presidencia alegó que no había recibido el documento por parte de la 
Corte. La confusión generada por la "desaparición" del documento ha sido 
interpretada de muchas maneras. Incluso algunos afirman que el Presidente en 
ese entonces quiso retrasar la sanción de la Ley ya que en el momento en que 
la Corte la declaró como constitucional se iba a dar un cambio de gabinete 
ministerial y si era sancionada en ese instante (marzo de 2000), esto lo hubiera 
obligado a aplicar inmediatamente la cuota del 30% dentro de su gabinete. 

Son varias las hipótesis que se pueden presentar para explicar los factores que 
condujeron a que la Ley de cuotas fuera aprobada por el Congreso en 1998. La 
primera hipótesis es que la aprobación se dio gracias a que la senadora ponente, 

18 Viviane Morales fuc senadora en el periodo 1998-2002 por el Movimiento Independiente Frente de 
Esperanza. de origen cristiano. 

19 Fue presentado por las congresistas Castellanos y Morales en las legislaturas de 1993.1994, 1995. 1996 
Y 1997. La no aprobación del proyecto surgió por problemas en su trámite puesto quc en algunas oca­
siones se vencieron los términos. como en el caso de lo ocurrido en la> legislaturas de 1993, 1994 Y 
1996. En 1995 el proyecto no fue aprobado debido a que el texto no fue discutido en la comisión 
Primera del Congreso, encargada de los asuntos constitucionales. 

20 Al respecto Zully Moreno señala que: "las organizaciones femenina>..grupadas en la Red Nacional de 
Mujeres realizaron también un gran trabajo por el proyecto. puesto que le hicieron las correcciones al 
texto de 1997 aclarando que era una Ley estatutaria que tenía un tratamiento específico. Beatriz 
Quintero y Cecilia Barraza trabajaron igualmente el contexto de la Ley de cuotas en otros países". 
(Moreno. 2004: 21) 
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Margarita Londoño, preparó una ponencia ágil para que el trámite no se viera 
truncado como en las anteriores ocasiones. De igual manera, la participación de 
la Dirección Nacional para la Equidad de la Mujer puede ser vista como un f:1C­

tor fundamental en la aprobación de la Ley.De acuerdo con lo señalado por Elsa 
Gladys Cifuentes, entonces encargada de la Dirección de la Mujer, en 1998 la 
dirección se interesó mucho en impulsar el proyecto de cuotas. En especial un 
grupo de funcionarias feministas se encargaron de elaborar un documento para 
documentar los antecedentes de la Ley de cuotas y para recopilar argumentos a 
favor de las mismas. Con ese documento la dirección pudo realizar lobby ante 
los congresistas", Esta situación pudo haber tenido incidencia en la manera en 
que los congresistas votaron por la aprobación de la Ley. 

La participación del movimiento feminista en el proceso de configuración 
y aprobación de la Ley también puede ser entendida como un elemento fun­
damental para su aprobación. Isabel Cristina Jaramillo desarrolla, desde la pers­
pectiva jurídica, su trabajo sobre la Ley de cuotas y el proceso de aprobación. 
En este trabajo se señala que para el caso específico de las cuotas el papel des­
empeñado por las feministas es similar al que desempeñaron en el proceso cons­
tituyente.Jaramillo señala que la Casa de la Mujer tuvo un trabajo directo con 
las personas que asesoraban a los senadores ponentes del proyecto de cuotas y a 
través de ese contacto directo se presentaron argumentos a favor de las cuotas 
y su relevancia para un sistema como el colombiano Oaramillo, 2003). 

De igual forma se puede plantear que la aprobación de la Ley se dio gra­
cias a la perseverancia en la presentación del mismo ya que era la octava vez 
que se presentaba ante el Congreso. Por último, una de las hipótesis es que 

los congresistas aprobaron el proyecto contra el tiempo en el último 
momento del cierre del período de sesiones ordinarias y no se dieron cuen­
ta de lo que estaban aprobando ni tuvieron en consideración las implicacio­
nes de la Ley. Sobre este último punto, Natalia Ángel, asesora de la Corte 
Constitucional del momento señaló que: 

La Leyde cuotas en el Congreso se aprobó al finalcontra reloj y por eso pasó.
 

Me he dado cuenta de que file una aprobación ligera la que se dio en el
 
Congreso porque en discusiones posteriores a su aprobación muchos de los
 

que participaron en este debate no se acordaban de lo que habían dicho en
 

el debate de aprobación"
 

21 Entrevista con Elsa Galdys Cifuenres, Ex Directora de la Dirección de la Mujer. Bogotá, diciembre 15 
de 2004. 

22 Entrevista con Natalia Ángel. Bogotá, septiembre 2 de 2004. 
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Luego de su aprobación en el Congreso, la Ley fue enviada a la Corte 
Constitucional para su revisión23. Dentro del proceso de revisión del texto de 
la Ley llevado a cabo por la Corte Constitucional se hizo una modificación 
sustancial al texto aprobado por el Congreso de la República. El texto de la 
Ley originalmente establecía en el artículo 6, inciso segundo, que: 

Para l:t designación en los cargos que deban proveerse por el sistema de listas, 

quien las elabore incluirá hombres y mujeres en igual proporción, y quien 

haga la elección preferirá obligatoriamente en el nombramiento a las muje­

res, hasta alcanzar los porcentajes establecidos en el artículo cuarto de CSt.1 ley 

(3()'X.). 

La Corte determinó inexequible la frase "y quien haga la elección pre­
ferirá obligatoriamente en el nombramiento a las mujeres, hasta alcanzar los 
porcentajes establecidos en el artículo cuarto de esta ley", de tal suerte que 
el artículo 6 aprobado dentro de la Ley vigente no contiene la idea de pre­
ferencia en el nombramiento a las mujeres hasta que se cumpliera con el 
porcentaje establecido del 30% de los cargos. 

La no aprobación en la Corte del segundo inciso del artículo seis de la 
Ley puede tener varias explicaciones. Una de ellas es que al establecerse que 
para proveer cargos dentro de un sistema de listas se deben incluir mujeres y 
hombres en igual proporción y que en la elección se deben preferir las muje­
res hasta completar el 30%, se estaría afectando sobre todo la composición de 
la rama judicial del poder público, de la cual hace parte la Corte 
Constirucional, en donde gran parte de los cargos se designan por sistemas 

de listas y ternas. Lo anterior significa que de haberse aprobado el segundo 
inciso del artículo seis, se hubiera obligado a las Cortes a tener muchas más 
magistradas de las que tienen en la actualidad. 

Por su parte, en la Sentencia C-371 /00 se presentan argumentos que sus­
tentan la decisión de declarar inexequiblc la frase señalada, El primer y prin­
cipal argumento presentado por la Corte Constitucional se refiere a la idea de 
que al establecer un trato preferencial para las mujeres en la asignación de car­
gos por el sistema de listas,se estaba dando una situación de exclusión de hom­
bres en situación de igualdad de condiciones para acceder al (los) cargo(s) a 
proveer. La sentencia lo estipula así: 

23	 En Colombia. el trámite de aprobación de una l.ey que modifica el mandaro consrirucional exige qu~ 

sea ~'ta Corte la que revise el contenido )' el procedimiento de aprobación en el Congreso. En el caso 
de llUlO 1.\ Corte Constitucional encuentre vicios de ¡¡,rm.1 o contenido puede devolver el texto apro­
bado al Congreso para su modificación. En caso de que la Corte encuentre que la Le)' puede se san­
cioruda, é,ta e' enviada al Presidente de la República para '1Ul' proceda con el trámite de sanción, 
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El aparte que se analiza del artículo 6° anticipa que determinados hombres, 

es decir, los que están incluidos en la lista,no obstante tener iguales califica­

ciones para acceder a los cargos en cuestión, quedan automáticamente exclui­

dos, hasta tanto sean elegidas mujeres en una proporción mínima del 30%. 

(Sentencia C-37 1/00) 

Adicionalmente en la sentencia se señala 

que los periodos de los cargos que se proveen mediante el sistema de listason 

de ocho años,por lo cual no es eventual que durante un tiempo bastante pro­

longado una persona del sexo masculino no tenga posibilidad alguna para 

acceder a dichos empleos. (Sentencia C-37 I /00) 

Los miembros de la Corte Constitucional consideraron por las razones 

expuestas que el inciso segundo del artículo 6 era discriminatorio y violatorio 
del principio de igualdad (Sentencia C-371/00). 

Se puede considerar que la declaración de inexequibilidad del inciso 
segundo del artículo seis de la Leyes la más fuerte que hizo la Corte 
Constitucional dentro de 10 que se puede observar en la Sentencia de esta ins­
tancia. No obstante, en el interior de la Corte se dieron otras discusiones sobre 
el contenido y la forma de la Ley que pusieron sobre la mesa varios temas rela­
cionados con la igualdad de las mujeres en el ámbito político. 

De acuerdo con lo señalado por Ángel, el primer gran debate en la Corte 
fue sobre el tipo de prueba, o test, que iba a aplicar la Corte para la revisión cons­

titucional de la Ley. Para CSt.1 revisión de una norma de carácter afirmativo se 
puede recurrir a una prueba estricta o a una prueba intermedia. La considera­
ción que se tuvo en la Corte para la selección del tipo de test fue que por lo 
general los test estrictos tienden a declarar la medida que se está revisando como 
inexequible, es decir que la medida no pasa el test y no es aprobada. En el caso 
de las pruebas intermedias, existe una mayor posibilidad de que se apruebe. De 
ahí que se haya seleccionado la prueba intermedia. Este debate y el tipo de test 
utilizado no se encuentran consignados en la Sentencia de la Corte. 

Dentro de la misma línea, cuando comenzó el proceso de debate interno 
de la Ley en la Corte, uno de los puntos de discusión fue el concepto de 
acción afirmativa. Al respecto Ángel señala que: 

La Constitución en su artículo 13 permite las acciones afirmativas sin que 

hable directamente de lasacciones afirmativas. Un aspecto que llama la aten­

ción es que al mismo interior de la Corte no había mucho conocimiento de 
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qué era una acción afirmativa y menos sobre el término. Ellos sí se daban 

cuenta de que había ciertas alusiones, pero no se entendían como acciones 

afirmativas. Las acciones afirmativas surgieron en Estados Unidos y ese deba­

te gringo file un poco ajeno a algunos de los magistrados. La existencia del 

artículo 13 facilitó la discusión" 

Así, la discusión de la Ley de cuotas le dio relieve al concepto de acción 
afirmativa y al artículo 13 de la Constitución Política en esta instancia del 
poder público en donde es fundamental este concepto para la revisión y ela­
boración de fallos sobre innumerables medidas relacionadas con sectores de la 
población que se encuentran en situación de discriminación y marginalidad25. 

Adicionalmente a las discusiones sobre el método de revisión de la 
norma y el debate conceptual que surgió en la Corte Constitucional, se die­
ron algunos debates sobre el contenido de algunos de los artículos de la Ley, 
diferentes al artículo seis anteriormente reseñado. Uno de estos artículos fue el 
número cuatro que se transcribe a continuación: 

Artículo 4°. Participación efectiva de la mujer. La participación adecuada de 

la mujer en los niveles del poder público definidos cn los artículos 2 y 3 de 

la presente ley, se hará efectiva aplicando por parte de las autoridades nomi­

nadoras las siguientes reglas: 

a) A partir del primero (10) de septiembre de 1999, mínimo el treinta por 

ciento (30%) de los cargos de máximo nivel decisorio, de que trata el artícu­

lo 2°. serán desempeñados por mujeres; 

b) A partir del primero (10) de septiembre de 1999, mínimo el treinta por 

ciento (30%) de los cargos de otros niveles decisorios, de que trata el artícu­

lo 3°, serán desempeñados por mujeres. 

Parágrafo. El incumplimiento de lo ordenado en este artículo constituye cau­

sal de mala conducta, que será sancionada con suspensión hasta de treinta (30) 

días en el ejercicio del cargo, y con la destitución del mismo en caso de per­

sistir en la conducta, de conformidad con el régimen disciplinario vigente. 

24	 Entrevista con Natalia Ángel. 130gOLí, septiembre 2 de 200·4­
25	 La Corte Constitucional ha promulgado varios fallos en favor de la protección de los derechos y del 

desarrollo de acciones afirmativas para sectores dc la población colombiana como indígenas, afro 
colombianos, mujeres cabeza de familia. desplazados, personas cn situación de indigencia. entre otros. 
Algunos ejemplos de estos pronunciamientos en relación con estos sectores de la población se encuen­
tran recopilados cn León, Magdalcna y Holguin.jimena (2004). 
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El debate en torno a este artículo fue fundamental en el interior de la 
Corte puesto que de la declaración de exequibilidad o inexequibilidad del 
mismo dependía la aprobación de otros artículos de la Ley. Ángel señala que 
en principio se había pensado declarar este artículo de entrada como cons­
titucional. Sin embargo, en la discusión se presentaron algunos argumentos 
provenientes de diferentes magistrados que se tuvieron en cuenta para estu­
diar y revisar más a fondo el artículo. 

El primer argumento giró en torno a una imprecisión presente en el texto 
de la Ley aprobada en el Congreso en donde no quedaba claro si la cuota del 
30% se aplicaría de manera global, es decir sumando todos los cargos de las ins­
tancias de decisión del poder ejecutivo, o por el contrario si era específica, es 
decir si el porcentaje se iba a aplicar para cada una de las instancias del ejecu­
tivo (gabinete ministerial, gabinetes locales, secretarías municipales, erc.). Ángel 
enfatizó en este debate sobre el artículo cuatro: 

En ese tema de la CUOe.1 global y la cuota específica se insistió. Muchos de los
 

argumentos que se presentaban iban precisamente encaminados a: "bueno
 

que se apruebe la cuota pero que sea global", 10 que significa que se sumarí­


an todos los cargos nacionales y a partir de eso se sacaría el 30%. Eso era lo
 

más facj]. La cuota específica significa que haya 30% de ministras, 30010 de
 

superintendentes, etc. Entonces el papel de la Corte ahí fue decir que era una
 

cuota específica. El problema estaba en que la Ley como tal no era clara a este
 

respecto. Lo que entendió la Corte, tal y como estaba planeado en la Ley, es
 

que es una cuota específica y no global26
 

De esta manera, la Corte definió que la cuota sería una cuota específica, 
es decir para cada una de las instancias y no una cuota global yeso quedó 
consignado en la Sentencia. 

Otro de los puntos que se tuvo en cuenta en la Corte con respecto al artí­
culo cuatro es el referente al nivel decisorio. Más específicamente a qué se enten­
día por nivel decisorio. En la Corte, lo que se supuso en su momento era que 
los estatutos de las entidades eran suficientemente precisos en señalar cuáles eran 
los niveles decisorios de cada una de las instancias; de ahí que la Corte no viera 
la necesidad de especificar estos niveles. Hoy en día este es uno de los puntos 
problemáticos de la Ley, puesto que no hay claridad sobre a qué niveles en cada 
una de las entidades se debe aplicar la cuota política para las mujeres. Al respec­
to, Cecilia Barraza, de SISMA Mujer, señala que efectivamente no existe un 
acuerdo en las entidades públicas sobre cuáles son los niveles decisorios, lo que 

26 Entrevista con Natalia Ángel. Bogotá, septiembre 2 de 2004. 
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conduce a que en las evaluaciones que se desarrollan sobre el cumplimiento de 
la Ley no se obtenga la información requerida puesto que la mayor parte de las 
personas encargadas de esta información responde que la Ley sí se cumple ya que 
la entienden de forma global, es decir calculando el número de mujeres que 
están presentes en la entidad, mas no el número de mujeres que se encuentran 
en los niveles decisorios.". 

De la misma manera se dio la discusión, que remite de alguna manera al 
concepto mismo de acción afirmativa, acerca de si las cuotas deben ser con­
sideradas como un punto de partida para la inclusión y mayor participación 
de las mujeres en el ámbito de la toma de decisiones políticas, o si por el 
contrario son el punto de llegada. La Sentencia en mención comienza con 
este debate y la conclusión a la que se llega es que las cuotas, en el caso 
colombiano, son entendidas como un punto de partida y como un punto de 
llegada. Al respecto Ángel señala: 

Es típico para quienes estánen contra de lascuotas decir que lo que se debe 

haceres poner lasmismas condicionesen el punto de partida y dejar que cada 

uno llegue al punto de llegada. El argumento simplista es"eduque", Eso file 

muy bueno porque nos dio la oportunidad de decir "¿Cómo así que edu­

que? Si es que hoy en día las mujeres están incluso más educadas que los 

hombres". Nosotros contábamos con estadísticas muy simples en las que se 

demostraba que lasmujerescn el aspectoeducativoyacstánen un punto bas­

tante competitivo con respecto a los hombres. Las cuotas como csein, y era 
precisamente lo que nos gustaba, son para el punto de llegada y no para el 
punto de partida". 

Del proceso de revisión de la Ley en la Corte se pueden resaltar varias 
ganancias para el debate de la participación de las mujeres y de la acción afir­
mativa. La primera de ellas es precisamente el debate, acercamiento y apropia­
ción del concepto de acción afirmativa que se dio en la Corte, el cual muy 
seguramente tuvo incidencia en el tratamiento posterior de temas relacionados 
con discriminación y marginación. De igual manera, el proceso de revisión en 
la Corte se caracterizó por ser un proceso participativo, con miras a ser lo más 
democrático posible. Prueba de ello es que la Corte convocó a una audiencia 
pública en el que diversos sectores (académicos, políticos, sociedad civil) tuvie­
ron la oportunidad de exponer sus puntos de vista al respecto. Este tipo de con­
vocatorias no son comunes en esa Institución. Ángel señala que este proceso fue 
muy valioso ya que eso hizo que la Corte se enriqueciera con argumentos. 

27 Emrevisra con Cecilia Barraza. Bogotá. scpcíembre 211 de 21104. 
2K Entrevista COI1 Naralia Ángel. Bogotá, septiembre 2 de 2004. 
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Por último. cabe señalar que en la aprobación de la Ley de cuotas se da la 
aplicación de la metáfora del triángulo del empoderamiento propuesto por 
Nijeholt.Vargas y Wieringa (1996). En este caso se da una conjunción de fuer­
zas entre tres grupos de actores que fueron definitivos en la aprobación de la 
Ley: el movimiento de mujeres (en este caso liderado por la Red Nacional de 
Mujeres), las/Jos políticas/os interesados en el tema (los diferentes senadores y 
senadoras involucrados en la elaboración y ponencia del proyecto de ley) y las 
burócratas feministas (las funcionarias del Estado involucradas en el proceso). 

¿Qué ha pasado durante los años de vigencia de la Ley? 

El aumento de la participación femenina en cargos de designación y de 
elección ha aumentado gradualmente durante los últimos años (Wills, 20(2). 
En cuanto al aumento del número de mujeres que ocupan cargos de designa­
ción, que son los cargos que nos atañen para el caso de las cuotas en Colombia, 
y de acuerdo con el estudio de Wills, ha habido un crecimiento rápido y cons­
tante. Las autoras señalan al respecto que: 

En 1987, no había ninguna ministra y el porcentaje en el nivel de subminis­

terios (sic) alcanzaba apenas el 3,8%, situando a Colombia en un décimo ter­

cer renglón entre 18 países latinoamericanos. Para 1994 la situación se modi­

ficó y el porcentaje de mujeres en el nivel ministerial subió al 13'Y" aunque 

en los subministerios no hubo ninguna mujer designada (...) Sin embargo, 

según cifras de la Consejería para la Equidad de las Mujeres, aún en 1999, 

aunque el 42.9'Y., del [0[:\) de los servidores públicos er.1I1 mujeres, su presen­

cia en las máximas instancias de decisión alcanzaba apenas a representar el 

15%,Yen la Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia no había en 

ese ario ni una sola magistrada (Wills, 2002: 269. .270). 

A partir de la entrada en vigencia de la Ley 581 el 31 de mayo de 2000, 
las cifras sobre los cargos de designación ocupados por mujeres han cambiado 
favorablernente. Para el año 200 I Colombia contaba con cuatro mujeres que 
ocupaban cargos ministeriales (Ministras de salud, cultura, comercio exterior y 
comunicaciones) y el 25% de los vicerninisterios (Wills, 2002). 

No obstante, el cumplimiento de la norma no se desarrolla por igual en 
todos los niveles de la administración pública. Existe una tendencia hacia su 
cumplimiento en los niveles de decisión centrales de la rama ejecutiva en donde 
se hace más visible la presencia de las mujeres, como en el caso de los ministe­
rios. No obstante, en los niveles locales y descentralizados el cumplimiento varía 
de municipio en municipio y de departamento en departamento. De acuerdo 
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con datos provenientes del Departamento Administrativo de la Función 
Pública", que hace el reporte oficial de provisión de cargos del nivel directivo 
en entidades del orden territorial, cinco de dieciocho gobernaciones no cum­
plen con el 30% de cargos ocupados por mujeres establecido por la Ley. De las 
13 gobernaciones que cumplen con este porcentaje, siete lo hacen estrictamen­
te con el 30% Y las seis restantes 10 hacen con un porcentaje superior. 

En cuanto al cumplimiento en las alcaldías de las capitales de departamen­
to, el informe del Departamento Administrativo de la Función Pública señala 
que cinco de las dieciocho alcaldías evaluadas incumplen la Ley de cuotas. En 
los casos de incumplimiento se encuentra que en dos ciudades no se cumple 
ni siquiera la mitad del porcentaje establecido: en San José del Guaviare tan 
sólo el [4,29% de los cargos decisorios de la Alcaldía son ocupados por muje­
res y en Yopal el 12,50%. 

Para el caso específico del Distrito Capital, Bogotá, se encuentra que según 
los datos del Departamento Administrativo de la Función Pública, ha habido 
una disminución de la participación de las mujeres en los cargos decisorios de 
la Alcaldía. En el año 2003, durante la administración de Antanas Mockus, 
había 395 cargos de nivel directivo de los cuales 191 eran ocupados por muje­
res, es decir un 48,35% de los cargos. Para el año 2004, durante la administra­
ción de Luis Eduardo Garzón, esta cifra descendió aunque se debe aclarar que 
no está por debajo del 30%, es decir que en la Alcaldía de Bogotá continúa 
cumpliéndose la Ley. En este mio, de los 434 cargos de nivel directivo existen­
tes, 191 fueron ocupados por mujeres es decir el 44,01 %. Esta situación de 
cambio en Bogotá se hace aún más evidente cuando se pone de rnarrificsto que 

ninguna de [as siete secretarías del distrito al finalizar el año 2004 fue ocupa­
da por una mujer'". 

Estos datos oficiales en cuanto al cumplimiento de la ley de cuotas en los 
entes nacionales y territoriales son complementados con la información reco­
pilada por SISMA Mujer en donde se señala, entre otras cosas, que varias ciu­
dades y departamentos de los estudiados incumplen la ley de cuotas en nive­
les decisorios como 10 son las Secretarías. Es el caso de las ciudades de Bogotá, 
como se señaló anteriormente, Providencia, Cartagena, Cali, Mariquita y 
Bello; y de los departamentos de Bolívar, Tolima y Antioquia'". 

29 Los datos presentados por el Departamento Administrativo de la Función Pública tienen como fecha 
de corte JO de marzo de 2004. 

JO Datos suministrados por SISMA Mujer. septiembre de 2004. 
JI ídem. 
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De la misma manera en que hay variaciones en el cumplimiento de la 
norma según el nivel observado (nacional, territorial o descentralizado), exis­
ten variaciones en la rama del poder público en cuanto a la participación de 
las mujeres en los cargos decisorios. Tal y como se puede observar en el cua­
dro 1, la rama judicial es la que presenta un mayor número de mujeres en car­
gos directivos y ejecutivos. Le sigue la rama ejecutiva, que es donde se debe 
aplicar la cuota, y luego la rama legislativa en donde se presenta el menor por­
centaje en el número de cargos directivos ocupados por mujeres. 

De igual manera, se puede observar en el cuadro 1 que en el caso de las 
tres ramas del poder público existe un mayor porcentaje de mujeres en car­
gos ejecutivos que en cargos directivos, que es el nivel donde se debe apli­
car la Ley de cuotas. 

CUADRO 1: PARTICIPACiÓN DE u MUJER EN El DESEMPEÑO DE CARGOS PÚBLICOS POR RAMAS DEl 
PODER PÚBLICO 

Nivel jel3rquim Rama legillatiya Rama ejeaniva Rama judicial 

Total Tolal %mujerel Tolal Total %mujerel Total Tolal %mujerel 
mujerel empleol mujerel empleol mujere! empleol 

Directivo 6 38 15.79 303 1030 29.42 185 509 36.35 
Ejecutivo 12 28 42.86 391 1150 34.00 1184 2667 44.39 

Fuente: Departamento Administrativo de la Función Pública, marzo de 2DD4. 

De esta manera se puede observar que existen variaciones en el cumpli­
miento de la norma dependiendo de los niveles de aplicación. A continuación 
se presenta brevemente un balance de lo ocurrido con las cuotas a nivel nacio­
nal desde el momento de su aprobación hasta inicios del gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez. La información que se presenta a continuación será ordenada en 
dos períodos concretos: de '1999 a 2002 y durante el 2002, los cuales correspon­
den respectivamente a los gobiernos de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe Vélez. 
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El inicio de la aplicación de la Ley de cuotas: 
periodo 1999-200232 

El Observatorio Mujeres y participación política" desarrolló un seguimien­
to al cumplimiento de la Ley de cuotas durante la administración de Andrés 
Pastrana (1998-2002). Allí se miró la distribución de los altos cargos decisorios, 
y otros cargos con poder de decisión de los ministerios, departamentos adminis­
trativos, superintendencias y sociedades de economía mixta". Los datos señalan 
que el 38% de los 570 cargos decisorios de la Administración Pastrana fueron 
ocupados por mujeres y el 62% por hombres", De forma agregada las entidades 
de la rama ejecutiva cumplen con el mínimo del 30% de cargos ocupados por 
mujeres establecido por la Ley. Las entidades que cumplen con un mayor por­
centaje de cargos ocupados por mujeres son los departamentos administrativos y 
los ministerios, como se puede observar en el cuadro número 2. 

CUADRO 2. ALTOS CARGOS DECISORIOS EN LA ADMINISTRACiÓN DE ANDRÉS PASTRANA POR SEXO (1998-2002) 

Entidad	 Hujeres Hombres Total 
No. % No. % No. % 

Hinisterios 83 42 116 58 199 100 
Departamentos administrativos 31 36 54 64 85 100 
Superintendencias 37 35 69 65 106 100 
Sociedades economía mixta 66 37 114 63 180 100 
Total 217 38 m 62 570 100 

Fuente: Observatorio mujeres y participación política 

32	 Si bien la Ley de cuotas entró en vigencia en el año :WOO. el Observatorio Mluere~ y participación 
política desarrolló una evaluación de la prewncia de la, mujere, en cargos de decisión, tomando como 
referencia todo el período de gobierno de André, Pasrrana. 

33	 El Observatorio Mluerc, )' participación polírica se inició formalmente en septiembre de :!OOO. La ini­
ciativa fue liderada por la Fundación Friedrich Ebert Stifcung en Colombia (FESCOL) y a ella se han 
unido d Instituto de Escudio, Política. y Rel .•cione-, lnrcmacionale-, IEPRI, la Escuela de Liderazgo 
Femenino de la Central Unitaria de Trabajadores- CUT, el Grupo Mujer y Sociedad. la Asociación de 
Concejal.. y ex concejalas de Cundinamarca, el programa de Estudios de Género. Mluer y Desarrollo 
de la Universidad Nacional de Colombia. la Red de Mlucn'~ y Participación Política, la Red Nacional 
de Mujeres y el Movimienw Político Mlueres 2000.Véase www. fescol.org.co 

34	 El informe del Observatorio también prescnm los resultados de la evaluación que se realizó a otras ins­
riruciones de la rama ejecutiva como lo~ establecimientos públicos, la~ empresas industriales o comer­
ciales del Estado, las unidadev adminisrrarivas cspecialev y otras de carácter especial como las financieras 
de naturaleza única, organismos de control y organismos de organización especial. Para efectos del pre­
scnte artículo sólo SI.' tomarán los datos de los ministerios, departamentov administmrivos, superinten­
dencias y sociedades de economía mixta por ser los organismov principales de la rama ejecutiva. 

35	 La información de la base de data. del Observatorio puede presentar un problema metodológico para 
el análí~i, dd cumplimiento de la Ley al no hacer una distinción temporal de la Administración 
Pastrana. La Ley de cuota, entró cn vigencia a mediados del aúo 200(). por lo tanto se debería pre~en­
13runa diferenciación del estado de la distribución de los cargm decisorios ames de la entrada en vigen­
cia de la norma (l99l!-2000) )' la distribución posterior a la norma (a partir de 2(00). La información 
de la base agrega los cuatro años sin distinción )' presenta daros rotales. 
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Sin embargo, al mirar los datos desagregados (Cuadro 3), se encuentran 
instancias dentro de las cuales no se cumple con el 30% establecido. Para el 
caso de los ministerios, éstos se deben mirar en dos dimensiones. Por un lado, 
en la conformación del gabinete ministerial de la administración Pastrana no 
se cumplió con el mínimo de las cuotas. Por otro lado, al ver cada uno de los 
catorce ministerios, se encuentra que si bien en cinco de ellos el 50% de los 
altos cargos decisorios fueron ocupados por mujeres, cuatro no cumplen con 
el mínimo del 30% establecido por la Ley. 

CUADRO 3. ALTOS CARGOS DECISORIOS EN LOS MINISTERIOS DE LA ADMINISTRACiÓN DE ANDRÉS PASTRANA 
POR SEXO (1998-2002) 

Ministerio Cargos Mujeres Cargos Hombres Total Cargos 
No. % No .% No. % 

Minas y energía 6 40 9 60 15 100 
Defensa O O 10 100 10 100 
Trabajo 3 25 9 75 12 100 
Salud 5 45.5 6 54.6 11 100 
Relaciones exteriores 5 35 11 65 16 100 
Agriarhura 5 25 15 75 20 100 
ÚJllUra 8 73 3 27 11 100 
Comercio exterior 6 67 3 33 9 100 
Hacienda y mdito públim 4 50 4 50 8 100 
Interior 11 42 15 58 26 100 
Educación nacional 7 54 6 46 13 100 
Desarrono emnómim 3 33 6 67 9 100 
Comunicaciones 10 56 8 44 18 100 
Justicia 4 20 16 80 20 100 
Medio ambiente 6 55 5 45 11 100 
Total 83 39.71 126 .60.29 209 100 

Fuente: Observatorio mujeres y participación política 

Ley de cuotas entró en vigencia a mediados del ano 2000, por lo tanto 
se debería presentar una diferenciacion del estado de la distribucion de los 
cargos decisorios antes de la entrada en vigencia de l;a norma (199812000). 
La informacion de la base agrega a los cuatro anos sin distincion y presenta 
datos totales. 

Llama la atención en los datos de los ministerios el hecho de que durante 
la administración Pastrana se observa una situación en donde los ministerios 
típicamente relacionados con "campos de acción" masculinos son ocupados 
por mujeres en porcentajes mucho más altos que lo establecido por la Ley de 
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cuotas. Es el caso concreto de los ministerios de Minas y Energía, Hacienda y 
Crédito Público, Comercio Exterior, Interior y Desarrollo Económico. Una 
situación similar ocurre en el caso de los departamentos administrativos. En 
dos de los seis departamentos administrativos más del 50% de los cargos fue­
ron ocupados por mujeres, siendo el Departamento Administrativo Nacional 
de Cooperativas la instancia con mayor porcentaje de cargos ocupados por 
mujeres. No obstante, tres de los seis departamentos están por debajo del míni­
mo establecido por la Ley. 

Para el caso de las superintendencias la evaluación es más negativa que en 
los casos anteriores puesto que tan sólo una de ellas presenta un porcentaje de 
cargos ocupados por mujeres mayor al 50%, y cinco de las JOsuperintenden­
cias están por debajo del 30% con porcentajes pequeños, 

Por último se encuentran las empresas de economía mixta. Ocho de las 
22 empresas de economía mixta, es decir el 36%, están por debajo del míni­
mo establecido por la Ley, incluso con porcentajes del 0%, como en el caso 
de Bancafé, aunque en cinco de ellas más del 50% de los cargos fueron ocu­
pados por mujeres. 

De esta manera, se puede concluir que en el gobierno de Andrés Pastrana 
no hubo un cumplimiento de la Ley de cuotas en todas las instancias de la 
rama ejecutiva del poder público. El caso que más llamó la atención en cuan­
to al incumplimiento de la Ley de cuotas durante dicha administración ocu­
rrió precisamente en el gabinete ministerial. Como se señaló anteriormen­
te, la aprobación de la Ley por parte del Congreso de la República y el fallo 

aprobatorio de la Corte Constitucional de la misma coincidieron con un 
período coyuntural en el que se dio un cambio en el gabinete ministerial de 
la administración Pastrana. En ese cambio de gabinete no se cumplió con el 
30% de cargos ocupados por mujeres establecido por la Ley. Por esta razón, 
el Observatorio Mujeres y participación política y la corporación SISMA 
mujer, interpusieron en marzo de 2001 una acción de cumplimiento contra 
el entonces Presidente de la República, Andrés Pastrana, debido a que en el 
nombramiento de su gabinete ministerial no se cumplió con la cuota esta­
blecida por la Ley36 . 

El Consejo de Estado fue la instancia competente para recibir la deman­
da. Su fallo tuvo dos puntos fundamentales que fueron objeto de debate. Por 
un lado, el Consejo de Estado señaló que el presidente Pastrana tuvo la inten­
ción de cumplir con la Ley de cuotas al nombrar el 25% de ministras en su 

36 En el gabinete ministerial el 25% eran mujeres. 
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gabinete ministerial. En segundo lugar, se consideró la Ley como un mandato 
de cumplimiento progresivo (Roya, 2001: 3). De esta forma, en el fallo se 
determinó que no había un incumplimiento de la norma ya que, aunque no 
se nombró el 30% de las mujeres establecido por la Ley, sí hubo la intención 
de cumplir con la misma al ampliar la participación de las mujeres en un 25%. 
El debate jurídico generado alrededor del (.1110 del Consejo de Estado se cen­
tró, como lo señala Sandra Liliana Roya, en que "el 30% establecido por la Ley 
de cuotas dejó de ser un mínimo y se convirtió en un máximo que nunca se 
va a lograr y la Ley ya no es un mandato progresivo ni mucho menos impe­
rativo, sino una simple recomendación que queda a discrecionalidad de! nomi­
nador cumplir o no". (Roya, 2001: 5) 

De esta manera, quedó un primer sinsabor sobre e! cumplimiento de las 
cuotas en las instancias de decisión 10 que deja ver de entrada que el cum­
plimiento de la norma depende en gran medida de la voluntad política de 
los gobernantes. 

La continuación de la aplicación de la Ley: 
periodo 2002-2004 

En concordancia con lo anterior, el cumplimiento de la Ley durante el 
inicio de la administración Uribe presentó un panorama diferente en e! que 
se pudo observar la voluntad del Presidente por cumplir con lo establecido 
en la norma. La información suministrada por la Corporación SISMA Mujer 
muestra que durante el período señalado hay un cumplimiento gradual y sig­
nificativo de lo establecido en la Ley. Para el caso de los ministerios, el 50% 
son ocupados por mujeres, lo cual se puede considerar como un avance. De 
igual forma sucede con las consejerías presidenciales, las cuales son ocupadas 
en un 66% por mujeres. 

De acuerdo con los datos del Departamento Administrativo de la Función 
Pública de! año 2004 (Cuadro 4), la mayor parte de los ministerios cumplie­
ron con la cuota del 30% en sus cargos directivos con excepción de los minis­
terios de Transporte, Agricultura y Comercio. En este último caso se marca 
una clara diferencia con la anterior administración en donde no sólo se cum­
plió con la cuota sino que se dobló en su porcentaje. Se debe resaltar que dos 
ministerios que se ocupan de campos típicamente femeninos tienen puntajes 
muy altos en relación con los demás en cuanto al porcentaje de mujeres en 
cargos directivos: e! de Educación y e! de Cultura, que supera e! 90%. 
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CUADRO 4. CARGOS DIRECTIVOS EN lOS MINISTERIOS DE LA ADMINISTRACiÓN DE ÁlVARO lIRIBE VÉlEl (2004) 

Ministerio % Cargos directivos mujeres 
Ministerio de Ambiente 61,5 
Ministerio de Cultura 91,1 
Ministerio de Interior y Justicia 16,1 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 42,4 
Ministerio de defensa Nacional 30,8 
Ministerio de Minas y Energía 44,4 
Ministerio de Transporte 22,6 
Ministerio de Comunicaciones 60,0 
Ministerio de Agricultura 21,3 
Ministerio de Relaciones Exteriores 30,3 
Ministerio de Comercio 11,9 
Ministerio de Educación 84,6 
Ministerio de Protección Social 43,1 

Fuente: Departamento Administrativo de la Función Pública, 2004. 

Pese a este buen balance del cumplimiento de las cuotas en el nivel ejecu­
tivo nacional durante el primer año de gobierno de Álvaro Uribe, a nivel local, 
como se vio anteriormente, el cumplimiento de la norma ha variado en 
muchos casos. Uno de ellos es el de la Gobernación de San Andrés y 
Providencia, donde en el año 2002 se presentó un incumplimiento de la Ley 
por parte del Gobernador de este Departamento. 

En efecto, en el mes de junio de 2002 la presidenta de la Red 
Departamental de Mujeres de San Andrés, Providencia y Santa Catalina inter­
puso una acción de cumplimiento al Gobernador por considerar que se esta­
ba incumpliendo lo establecido en el artículo 4 de la Ley de Cuotas dentro del 
gabinete de la gobernación". En agosto del mismo año no se había presenta­
do respuesta alguna por parte del gobernador a la demanda, de tal suerte que 
la Red Departamental de organizaciones Sociales de Mujeres Comunales y 
Comunitarias presentó nuevamente una demanda reclamando el cumplimien­
to de la Ley. En enero de 2003 la demanda fue admitida, por lo cual el tribu­
nal correspondiente procedió a ordenarle al Gobernador que en un plazo 
máximo de 5 días nombrara como mínimo 3 mujeres dentro de su gabinete 
para así dar cumplimiento a lo establecido en la Ley3M. 

37 La demanda ,u~ió a partir de la modificación quc hizo el gobernador en la composición de 'u gabi­
nete. Tal)' como quedó conformado el gabinete de la gohemación 'c c,t.lb.\ incumpliendo el manda­
to de la Ley,"UC, no había un 30%. 

3K Fallo del Tribunal contencioso administrativo de San André«, Providencia )' Santa Catalina, .¡ de marzo 
de 2003. 
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¿Qué se puede decir del cumplimiento de la Ley de cuotas 
durante sus cuatro años de vigencia? 

Como se puede observar, el cumplimiento de las cuotas es variable y en 
muchos de los casos es inexistente. Esto nos revela ciertos problemas en cuan­
to al cumplimiento de la norma y nos plantea nuevos retos para superarlos. 

En primer lugar, la norma es cumplida en aquellos niveles en los que se 
hace más visible la participación de las mujeres, como en el caso de los minis­
terios, pero a medida que se desciende en los diferentes niveles y se llega a 
lugares más locales y menos visibles, la Ley tiende a ser incumplida. Esta situa­
ción se puede explicar en gran medida por la existencia de un desconocimien­
to de la Ley en los niveles territoriales. Sobre este problema, Cecilia Barraza 
de SISMA Mujer afirma que es necesario que la Ley se difunda porque los 
funcionarios en muchos de los niveles la desconocen. De la misma manera, es 
necesario que se desarrolle una campaña en la que se le haga conocer a todos 
los ciudadanos que la Ley existe y es de obligatorio cumplimiento". 

De la misma manera, es necesario que se haga claridad en cuanto a qué 
niveles y a qué cargos específicamente en cada entidad se aplica la Ley de cuo­
tas. Como se señaló anteriormente, uno de los inconvenientes que se han pre­
sentado a la hora de evaluar el cumplimiento de la norma es que los funcio­
narios reportan un cumplimiento de la misma a partir de un cálculo global de 
la presencia de las mujeres en determinada institución, pero no de la presencia 
de las mujeres en cargos decisorios. Así, este problema del diseño de la norma 
debe tratar de ser suplido a través de capacitación a los funcionarios de cada 

entidad pública. 

Ahora bien, retomando la idea de que es en los niveles ministeriales y simi­
lares en donde existe una mayor tendencia al cumplimiento de las cuotas, entre 
otras cosas por ser estos espacios en los que se hace más visible la presencia de 
las mujeres, se pueden identificar dos puntos de reflexión. En primer lugar, a 
partir de la información anteriormente presentada, y tal y como lo apuntan 
Wills, existe una particularidad en la forma en que se ha dado el cumplimien­
to de la Ley en los niveles ministeriales ya que 

Las carteras ministeriales en manos femeninas cn muchas ocasiones corres­

ponden a los imaginarios tradicionales dc distribución de roles que le atribu­

yen una esencia a las mujeres (maternales, solidarias, sensibles) y le asignan 

ciertas tareasespecificas(elcuidado dc otros, por ejemplo). Por eso,a las muje­

res, cn Colombia, siguiendo un patrón más general, se les ha asignado cargos----_..~.._-_. 
39 Entrevista con Cecilia Barraza, BogoL1, septiembre 20 de 200~ 
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directivos en salud,educación y cultura, pero sólo en ocasiones excepciona­

les en hacienda o desarrollo (Wills, 2002:27W'. 

Adicionalmente a esta situación, la presencia de mujeres en altos cargos 
decisorios en la rama ejecutiva, como los ministerios, nos lleva nuevamente al 
tema de la representación y nos plantea la pregunta sobre si la presencia de las 
mujeres en los cargos de aquellos niveles en donde se cumple la Ley de cuo­
tas se traduce en un trabajo a favor de los intereses y necesidades de las muje­
res, es decir en una labor representativa. Es claro que la cuota política en sí 
misma se constituye en un mecanismo a través del cual se pretende lograr la 
inclusión de las mujeres en el ámbito político. Esta medida por sí sola logra la 
inclusión, mas no la representación política. 

Una evaluación de la dimensión representativa a partir del cumplimiento 
de la Ley de cuotas durante los últimos cuatro años podría ser muy incipien­
te en este momento por ser aún muy reciente su aplicación. No obstante, es 
importante tener en mente el desarrollo de esa dimensión representativa que 
nos interesa para el caso de las mujeres en la que se evidencia la existencia de 
una sensibilidad de género entre las"representantes". Para ello se debe evaluar, 
tal y como lo señalan Wills, si 

Sc han diseñadoe implementado políticas públicas dirigidas específicamente 

hacia las mujeres, si se han diseñado instituciones que pretenden contribuir a 

crear las condiciones necesarias paraalcanzar una equidad de género y sc han 

promovido leyes que favorecen específicamente a las mujeres (WiHs, 2002: 
267). 

De esta manera, queda pendiente el desarrollo de un trabajo de evaluación 
de los resultados arrojados por la Ley de cuotas en cuanto a la dimensión 
representativa que implica el ejercicio de la política, así como sus resultados en 
otros ámbitos como el electoral. 

La representación política femenina y la reforma política 

El 3 de julio de 2003 fue aprobado en plenaria el Acto Legislativo 01 
de 2003 por medio del cual se modificaron algunos contenidos de la 
Constitución Política de 1991 referentes a la administración pública, funcio­
namiento del Congreso de la República y ordenamiento territorial que, de 

40	 Se dcbc dejar claro que durante la administración Uribc esta situación constante cambió cuando fue 
designada por primera vez una mujer en el cargo dc Ministra de Defensa. 
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igual manera, introduce modificaciones al sistema electoral y de partidos. En 
términos de la participación y representación política, que es el tema que nos 
ocupa, las principales modificaciones hechas en la reforma política de 2003 
fueron las siguientes. 

En cuanto a los partidos políticos, la reforma estableció la prohibición de 
la doble militancia política, hizo la inclusión de un umbral electoral del 2% de 
los votos válidos emitidos en el territorio nacional como requisito para que los 
movimientos y partidos políticos puedan obtener y mantener su personería 
jurídica, modificando así la exigencia de 50.000 firmas o votos contenida en la 
Constitución Política. El 2% de los votos válidos emitidos se constituye en una 
fuerte exigencia para la conformación de partidos y movimientos políticos. 
Adicionalmente a estos dos requisitos, en el texto de la reforma política se esta­
blece que los partidos y movimientos con personería jurídica contarán con 
estatutos internos para regular lo ateniente a su régimen disciplinario interno. 
Esto significa la reafirmación de la autonomía interna de los partidos ya con­
tenida en la Constitución Política. 

En cuanto a las modificaciones al sistema electoral, se establece en primer 
lugar que 

Los partidos y movimientos políticos presentarán listas y candidatos únicos,
 

cuyo número de integrantes no podrá exceder el de curules o cargos a pro­


veer en las respectivas selecciones ... las curulcs a las corporaciones públicas
 

se distribuirán mediante el sistema de cifra repartidora entre las listas de can­


didatos que superen un mínimo dc votos que no podrá ser inferior al dos por
 

ciento (2%) de los sufragados para el Senado de la Re C01\10 están pública o
 

al cincuenta por cielito (50%) del cuociente electoral en c1 caso de las demás
 

corporaciones, conforme lo establezca la Constitución y J:¡ Ley (...)".
 

Estas dos modificaciones se entienden como estímulos para promover la 
agrupación de los partidos y así combatir la fragmentación y dispersión de 
listas para la elección de los cuerpos colegiados. A estas disposiciones se le 
añadió la introducción del voto preferente opcional dentro de las listas úni­
cas. Lo anterior significa que los partidos y movimientos políticos deben pre­
sentar listas únicas y tienen la opción de determinar si la lista es abierta", con 

41	 Acto Legislativo 01 dc 2003. Diario oficial No. 45.237 del 3 de julio dc 2003. 
-l2	 En este caso el elector puede escoger por cuál de 105 candidatos de la lista vota específicamente de tal 

manera que el orden en que se presenta la lista no es el que va a determinar el orden de los candida­
tos elegidos de esa lista sino el número de votos que tenga cada candidato. Así. si el candidato que se 
encuentra cn el renglón 10 de la lista (por cjcmplo) es el quc obtiene un mayor número de Votosocupa 
la primera curul 'Iue obtenga su partido y así en orden descendente. 
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inclusión del voto preferente, o si la lista es cerrada", lo que significa que no 
se aplicaría este. 

Estas modificaciones al sistema de partidos y al sistema electoral afectan 
directamente la. posibilidad de representación política de las mujeres en 
Colombia. En primer lugar, dadas las dinámicas del sistema, se prevé que para 
las próximas elecciones para Congreso de la República (2006), se va a optar 
por el sistema de listas únicas abiertas, es decir con voto preferente. De esta 
manera, las mujeres van a entrar a competir directa e individualmente (aunque 
hagan parte del mismo partido) con los hombres que tradicionalmente se han 
desempeñado en la arena política. Este sistema hará que la tendencia del voto 
sea más personalista que partidista ya que los electores votarán por la persona 
más que por el partido, lo que pone en desventaja a las mujeres que no cuen­
tan con la tradición política de los hombres. 

De igual forma, con la inclusión de las listas únicas, la competencia inter­
na por la obtención de un renglón en las listas será muy fuerte. Esto afectará a 
las mujeres ya que 

si los partidos no planifican en época no electoral los procedimientos de 
selección de las candidaturas por mérito,competencia y voluntad política para 
superar la sub representación, entre otros factores, muchas mujeres de todos 
lospartidos puedenserexcluidas de la competencia política (Sisma, 2004). 

De esta manera, la participación política de las mujeres se puede ver afec­
tada por la dinámica que adquiera el sistema a partir de las modificaciones 
hechas a los partidos y al sistema electoral. El único campo posible de acción 
es el de los partidos en su interior, ya que la autonomía interna que les con­
fiere la Constitución y la reforma es la única vía para que se configuren prác­
ticas de inclusión que garanticen la presencia de las mujeres en las listas de 
los diferentes partidos y movimientos. 

A este respecto se debe señalar que el Partido Liberal de Colombia adop­
tó voluntariamente la cuota política para las mujeres dentro de las listas que 
se presenten a elecciones. En efecto, los estatutos del Partido Liberal que 
rigen en el año 2005 establecen que en todas las elecciones, cuerpos de 
dirección y listas las mujeres deben contar con un mínimo del 30%. 
Adicionalmente se señala que esta cuota se debe cumplir de la misma mane­

43	 En la lista cerrada, el elector VOL' por la lista y la asignación de curules se da en el orden en que fue 
presentada en la lista. Este sistema ha sido el tradicional en el sistema electoral colombiano. 
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ra en las direcciones regionales o nacionales. En las listas para elección popu­
lar se debe incluir un 30% de mujeres en puestos elegibles?'. 

No obstante el panorama descrito anteriormente, se debe señalar que en 
el proceso de configuración y aprobación del proyecto de reforma política en 
el Congreso de la República, la inclusión de las cuotas dentro de las listas de 
los partidos políticos colombianos fue uno de los temas presentes en las pro­
puestas de reforma. Específicamente, el proyecto de reforma presentado por el 
movimiento político Polo Democrático Independiente contemplaba la inclu­
sión del sistema de cuotas en los partidos y movimientos políticos así: 

Elordenamiento interno de los partidosy movimientos políticos, la adopción
 

de postulados ideológicos y de sus programas, así como la escogencia de sus
 

dignatarios y candidatos a cargosde elección popular,se regirán por princi­

pios democráticos, garantías al derecho de lasminoríasy de equidad de géne­


ro que asegure como mínimo el treinta por ciento (30%) de participación de
 

lasmujeres",
 

La elaboración de esta propuesta estuvo guiada y asesorada principal­
mente por la Red Nacional del Mujeres, el Observatorio de mujeres y par­
ticipación política e iniciativa de Mujeres colombianas por la paz. Este punto 
fue incluido dentro de la redacción del texto final del proyecto de reforma 
política que unificó las propuestas del partido liberal y del Polo Democrático 
y fue aprobado durante los cuatro primeros debates. No obstante, durante el 
primer debate del segundo periodo de sesiones del Congreso, este punto fue 
eliminado del proyccro'". 

A	 modo de conclusión 

El punto de partida para la creación de un espacio propicio para las accio­
nes afirmativas en Colombia ha sido sin duda la Constitución de 1991 con el 
principio de igualdad formal y con lo contenido en el artículo 13. A partir de 
la promulgación de la Constitución, la participación y organización de la 
sociedad civil ha sido fundamental en la configuración, reglamentación y des­
arrollo de las medidas de acción afirmativa. La Ley de cuotas es un claro ejem­

0101	 La inrplcmcntación de ~'la medida en el ámbito electoral 'c dará por primera vez en las elecciones 
nacionales del año 2006. Por '''1.1 razón, en la actualidad no se CU"Ill.1 con la información requerida para 
evaluar 1,1 aplicación de la mi-ma. 

015 Tomado del proyecto de referendo presentado por el 1'010 Democrático, (ArlÍculo 1) 
016 Para 1,1 aprobación de una reforma constirucioual se requiere la aprobación de la misma durante 8 deba­

tev, El punto dc IJ~ CUOla, en lo, par lidm politicov fire eliminado durante el quinto debate. 
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plo en donde se evidencia la importancia de la participación de la sociedad 
civil organizada para la promulgación de una ley a favor de UII grupo deter­
minado de la sociedad, en este caso las mujeres. 

La configuración y aprobación de la Ley de cuotas en Colombia se consti­
tuye en el logro más reciente de inclusión de las mujeres dentro de la esfera polí­
tica. Como se vio a lo largo del artículo, las cuotas políticas se constituyen en uno 
de los mecanismos más efectivos y tradicionalmente usados en las democracias 
contemporáneas para lograr la inclusión de las mujeres en el terreno político. 

De esta manera, se considera que la Ley de cuotas es una acción de pre­
ferencia afirmativa ya que a través de este mecanismo se busca remediar una 
situación de marginalidad del colectivo de mujeres que se ha dado históri­
camente en el sistema burocrático estatal, especialmente en las instancias de 
toma de decisiones, para así lograr la equidad de género en el ámbito deci­
sorio del sistemas estatal. 

De acuerdo con el planteamiento de Mala Htun, el reciente desarrollo del 
sistema de cuotas en las democracias contemporáneas surge gracias a la com­
binación de una serie de factores que han actuado conjuntamente. 
Específicamente Htun señala que ha sido fundamental el papel desempeñado 
por el movimiento feminista, la creación instrumentos internacionales a favor 
de la equidad de género (CEDAW y el Plan de acción de la Conferencia de 
Beijing) y el surgimiento de argumentos normativos y del movimiento ferni­
nista a favor de los mecanismos de inclusión como las cuotas. 

Es importante señalar que a pesar de que es reconocido el valor de las cuo­
tas para el colectivo de mujeres, existen argumentos a favor y en contra de ellas 
que pueden ser tenidos en cuenta a la hora de generar recomendaciones bien 
sea para la implementación de este sistema o para el mejoramiento de su fun­
cionamiento, como podría ser el caso colombiano. 

En términos generales, los argumentos a favor de las cuotas reconocen las 
bondades de este mecanismo para que, como se señaló anteriormente, se dé la 
inclusión de las mujeres en la política. Dentro de estos argumentos se resalta el 
hecho de que las cuotas contribuyen a hacer visible la diferencia sexual. De esta 
manera, las cuotas contribuyen a construir un universo simbólico en el que se 
deja claro que las mujeres tradicionalmente han estado excluidas del ámbito polí­
tico y que se requiere que esta situación cambie ya que la presencia de las muje­
res es necesaria en dichos espacios. Adicionalmente al carácter simbólico de las 
cuotas, también es importante garantizar no sólo la presencia de un número de 
mujeres en los distintos espacios, sino la constitución de la masa crítica de la que 
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habla Dahlerup que permita a su vez el desarroJIo e implementación de un com­
portamiento representativo de las mujeres que se encuentran en el poder. 

Por su parte, los argumentos que se presentan en contra de las cuotas se 
centran en el hecho de que algunos entienden este mecanismo como una 
forma que fomenta el desinterés masculino por los problemas que atañen a las 
mujeres "pues los hombres tienden a considerar que éstos se resolvieron con 
la entrada de determinada cantidad de mujeres en las instancias de decisión" 
(Dahlerup, 1993). Esta afirmación se puede contra argumentar haciendo alu­
sión precisamente al concepto de masa crítica puesto que si se garantiza la 
construcción de una masa crítica a través de los cupos para las mujeres obte­
nidos a través de las cuotas, no debería haber preocupación para que otros sec­
tores de la sociedad se ocupen de los asuntos que les atañen a las mujeres. 

Ahora bien, retomando los argumentos presentados por Htun, para el caso 
colombiano se dio una serie de factores cuya conjunción conllevó a la pro­
mulgación de la Ley 581 de 2000. El recorrido hecho a lo largo de este artí­
culo nos permite identificar los principales elementos y dinámicas que con­
tribuyeron para la creación de la Ley de cuotas. En primer lugar, está el papel 
desempeñado por la sociedad civil, concretamente el papel desempeñado por 
el movimiento de mujeres, no sólo a través de su actividad pública sino en su 
labor de apoyo en las diferentes instancias en las que se presentó el proyecto. 
Su papel se destacó desde el origen mismo de la Ley y su colaboración duran­
te el proceso de formulación del proyecto y de acompañamiento al trámite 
legislativo estuvo centrada en la elaboración de antecedentes y de argumen­
tos en los que se mostraba la importancia de la Ley de cuotas para el sistema 
democrático y la necesidad de la misma para el colectivo de mujeres en 
Colombia, tradicionalmente marginado de ámbito político. Este apoyo se 
prestó principalmente en el Congreso de la República a los senadores y 
representantes que se encargaron de la elaboración y presentación de los dife­
rentes proyectos de ley realizados durante las siete legislaturas en las que se 
intentó la aprobación de las cuotas. De igual manera, se dio un apoyo para el 
debate interno que se presentó en la Corte Constitucional, a la par con la par­
ticipación de algunas integrantes del movimiento de mujeres en la audiencia 
pública que se realizó en esta instancia. 

Este apoyo de igual manera se dio en el nivel ejecutivo puesto que el 
movimiento de mujeres trabajó junto con las funcionarias de la Dirección 
Nacional para la Equidad de la Mujer para apoyar el Proyecto de Ley de 
Cuotas. Esta participación de las funcionarias del ejecutivo fue de igual 
manera fundamental para su aprobación en el Congreso de la República. De 
esta manera, hubo una conjunción de fuerzas en las que se configuró el 
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triángulo del empoderamienro en donde los actores principales fueron el 
movimiento de mujeres, los congresistas que elaboraron y presentaron los 
diversos proyectos de ley y las funcionarias de la rama ejecutiva. 

La aprobación y promulgación de la Ley de cuotas se dio entonces por 
la vía legislativa a través de una reforma constitucional en donde intervinie­
ron tanto la rama legislativa (elaboración y aprobación), la judicial (revisión 
de la norma constitucional) y la rama ejecutiva, quien promulgó la Ley. 
Siguiendo los planteamientos de Htun, la configuración y aprobación de la 
Ley de cuotas surge dentro del contexto histórico y político del país en el 
que se da un reconocimiento a la diversidad de la sociedad, la variedad de 
grupos étnicos, religiosos y culturales que la componen, y la presencia de 
demandas de estos grupos por su reconocimiento e inclusión en las diferen­
tes dinámicas sociales. Este fue el caso específico de las cuotas para las muje­
res en Colombia. 

Ahora bien, los datos presentados acerca del cumplimiento de la Ley de 
Cuotas en Colombia entre mediados del año 2000 y el año 2004 dejan como 
conclusión que el cumplimiento de la norma ha sido variable y en gran 
medida ha dependido de las diferentes instancias de aplicación (en unas ins­
tancias se cumple sistemáticamente y en otras no), siendo las instancias loca­
les y descentralizadas las de menor cumplimiento. Esto revela que la aplica­
ción juiciosa de la Ley depende en gran medida de la voluntad política de 
los gobernantes para su cumplimiento. 

Pero más a1J:í del cumplimiento en cifras de la Ley de Cuotas durante los 
últimos años, este artículo deja planteado un debate fundamental que propo­
ne retos a futuro a favor de los intereses de las mujeres en el ámbito políti­
co en Colombia. El debate que se plantea es retomado a partir de la propues­
ta de María Emma WiIls, que apunta a diferenciar el significado de la inclu­
sión de las mujeres y la representación política de las mismas. 

Como se vio anteriormente, la cuota política es un mecanismo que 
busca asegurar la igualdad entre hombres y mujeres a través de la inclusión 
del grupo tradicionalmente marginado, en este caso las mujeres, en el ámbi­
to político. Así, siguiendo a Wills, la cuota se relaciona directamente con la 
inclusión, pero no garantiza la representación de los intereses y necesidades 
del colectivo de mujeres. La conclusión de este debate es que en Colombia 
se ha desarrollado un mecanismo incluyente, como lo son las cuotas políti­
cas, y se requiere de estrategias adicionales para el desarrollo de la dimensión 
representativa del colectivo de mujeres, de la conformación de una masa crí­
tica que actúe a favor de este colectivo. 
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Quedan así varias lecciones para el caso colombiano, con miras a superar los 
inconvenientes que se han presentado en la aplicación de la Ley y, sobre todo, 
del desarrollo de un comportamiento representativo de las mujeres que lle­
guen a los cargos de designación en los niveles decisorios. Para ello se propo­
nen tres acciones concretas. 

En primer lugar, se requiere de un trabajo de mayor difusión de la Ley de 
cuotas entre los funcionarios públicos y los ciudadanos en general para que se 
conozca su existencia y su campo de aplicación. Esta información es funda­
mental para que la sociedad civil esté al tanto de su cumplimiento. 

Segundo, se requiere del desarrollo de futuras investigaciones que inda­
guen por la incidencia de la Ley de cuotas en otros ámbitos de la sociedad, 
como una posible aplicación del mismo sistema en el sector privado, o la inci­
dencia en el aumento o disminución del número de mujeres elegidas por voto 
popular, entre otras. El desarrollo de estas investigaciones será igualmente fun­
damental para determinar si se ha dado un comportamiento representativo por 
parte de las mujeres que han llegado al poder por designación a través de la 
Ley de cuotas. En suma, está en el orden del día poder determinar las fortale­
zas y debilidades de la ley y su aplicación. 

De la misma manera, dado que las cuotas políticas para las mujeres en 
Colombia se logran por designación, y no por elección, es necesario adelantar 
un trabajo conjunto con los partidos y movimientos políticos para que éstos 
voluntariamente adopten el sistema de cuotas en el interior de sus organizacio­
nes. Como se señaló, las cuotas originalmente, y tradicionalmente, fueron disc­
liadas para los partidos políticos para garantizar la presencia de las mujeres en los 
cargos de elección. Las cuotas son exitosas, siguiendo a Htun, en aquellos casos 
en que los partidos políticos deciden adoptar este sistema en su organización 
interna para las elecciones. De ahí que sea imperativo que se desarrolle un tra­
bajo con los partidos colombianos para que se adopte este sistema. La necesidad 
aumenta en la medida en que la reforma al sistema electoral amenaza la presen­
cia de las mujeres en los cargos por elección. 

Así, la cuota política como forma de inclusión de las mujeres en Colombia 
requiere de acciones adicionales que van desde el trabajo conjunto con los par­
tidos y movimientos políticos hasta el desarrollo de medidas que estimulen un 
comportamiento representativo de las mujeres que llegan al poder, buscando 
lograr la conjunción armónica entre inclusión y representación. 
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Abriendo puertas: Cuotas y partici'p'ación política
 
de mujeres en el Perú'
 

Laureles Hurtado Meza 

Claudia Riera es una mujer dc estatura pequeña y cabello lacio largo que le
 

llega hasta la cintura:su lengua materna es elquechua, una de las muchas len­


guas nativas que se hablan en el Perú. Natural de una pequeña comunidad
 

alto andina ubicada a más de 3,500 metros sobre el nivel del mar, en
 

Ayacucho, una de las zonas más pobres e indígenas del país, ella fue regidora
 

distrital en el periodo comprendido entre 1998 y el 2002.
 

Por su condición doblemente marginal: ser mujer y ser indígena, Claudia no
 

habríasido elegida como parte del gobierno local si no se hubiera estableci­


do una ley de cuotas que obligaba a todas lasagrupacionespolíticas a incluir
 

un mínimo de 25% de mujeresen laslistas electorales. A pesarde lasdificul­


tadesque encontró en el municipio,espacio masculino por excelenciaen las
 

zonas rurales del país, la experiencia como regidora fuc gratificante y aleccio­


nadora para ella,así como paramuchas otras mujeresen el Perú.
 

En los últimos años se ha hecho notoria en el Perú una mayor participa­

ción de las mujeres en asuntos públicos y en espacios de poder, tradicional­
mente monopolizados por los varones. Es interesante comprobar que el incre­
mento de mujeres en la cosa pública se ha producido, por un lado, en un con­

texto en el que los partidos políticos han debido enfrentar una severa crisis ins­

titucional y de representación, y por otro, en un contexto de autoritarismo, 

pues la presencia de mujeres en las esferas cercanas al poder alcanzó uno de sus 
puntos máximos durante los gobiernos de Alberto Fujimori. 

En efecto, Fujimori encabezó un régimen autoritario que alentó la 

corrupción y limitó los derechos de muchos ciudadanos. Paradójicamente, el 
régimen fujimorista gozó de un gran respaldo popular, especialmente en los 

sectores más pobres y excluidos del país. Es así que uno de los principales 

pilares de la base social del régimen estuvo conformado por las organizacio­

nes de mujeres, a quienes iban dirigidos los programas de alivio de la pobre-

El prevente articulo se oa\,1 en una investigación mayor sobre Acción Afirmativa y Educación Superior
 
en el Perú llevada a rabo en el marco del ProYCCIO Acción Afirmativa en 1.1 Región Andina y el Cono
 
Sur. auspiciado por la Fundación Fonl. Vcr: l.cón, Magdalena y Hurtado, l.ourdes: Acción Afirmativa:
 
Hacia Democracias lncluvivas, Perú, En: Díaz, Pamela (ed.). ~.\lIllolg0: Fundación ElJuius.2005.
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za. Además de ellas, Fujimori también gozó de la simpatía de mujeres de los 
sectores altos y medios altos en los que se encontraban tecnócratas y políti­
cas de carrera. Lo cierto es que a pesar del autoritarismo, en el decenio de 
1990-2000, el asunto de la mujer fue un tema de agenda del gobierno. No 
sólo se creó una institución especializada como el PROMUDEH 
(Ministerio de la Mujer y Promoción Social), que después ha cambiado su 
denominación a MIMDES (Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social), sino 
que también se establecieron las cuotas, hecho en el que, como veremos más 
adelante, la intervención de Alberto Fujimori fue decisiva. 

La consecución de las cuotas ha sido uno de los principales hitos en la 
demanda de las mujeres por lograr una sociedad más justa y equitativa en el 
Perú. En ese sentido, el objetivo del presente artículo es dar a conocer la 
experiencia de las cuotas para mujeres en el país. Para ello, primero partire­
mos de una conceptualización sobre el tema de las cuotas y la acción afir­
mativa, para luego señalar la relevancia de la introducción de las mismas en 
el Perú. En la tercera parte damos cuenta de la aplicación de las cuotas en los 
procesos electorales llevados a cabo en los últimos seis años. Concluimos el 
artículo con una reflexión final sobre este tema. 

La cuota como medida de acción afirmativa 

En nuestras sociedades existen entre los sujetos diferencias que tienen que 
ver con la raza, la clase, el género, la etnia, la educación, la generación, entre 
otras variables. Aunque ellas no deberían ser la justificación para el surgimien­
to de situaciones de injusticia y desventaja entre unos sujetos y otros, lo cier­
to es que con base en ellas se han construido situaciones de desigualdad que 
se traducen en prácticas discriminatorias y excluyentes hacia aquellos que son 
diferentes o se encuentran en una situación de vulnerabilidad. De esta mane­
ra, aún cuando desde la norrnatividad legal que rige una sociedad estos sujetos 
cuentan con igualdad ante la ley, con frecuencia, en la práctica, no se encuen­
tran en igualdad de condiciones y no poseen las mismas oportunidades que la 
mayoría. Este desencuentro entre realidad y norma es uno de los hechos que 
la Acción Afirmativa pretende revertir. Como lo señala Cecilia Olea, la Acción 
Afirmativa se sustenta en el hecho de que "la igualdad ante la ley y la igualdad 
de derecho no es suficiente para hacer accesibles a los que socialmente están 
en desventaja, las oportunidades de que disponen las personas socialmente pri­
vilegiadas. La necesidad de un trato desigual que tome en cuenta las diferen­
cias, en contraposición al postulado de "partes iguales para todos", es una estra­
tegia que intenta reparar las inequidades y hacer efectiva la demanda de 
igualdad real y efectiva" (Olea, 2002: 179). 
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Entonces, las acciones afirmativas son aquellas medidas orientadas a lograr 
la corrección de un hecho desigual de la sociedad. Si bien es cierto no existe 
una definición única sobre la naturaleza de la acción afirmativa, diversos auto­
res y entidades coinciden en señalar algunas características generales que hacen 
que una medida sea considerada como acción afirmativa. En primer lugar, la 
acción afirmativa busca corregir una desigualdad de hecho. Así, el "Comité 
para la igualdad entre hombres y mujeres" del Concejo de Europa considera 
que la acción afirmativa es "una estrategia destinada a establecer la igualdad de 
oportunidades por medio de unas medidas (temporales) que permitan contras­
tar o corregir aquellas discriminaciones que son el resultado de prácticas o sis­
temas sociales" (citado por Osborne, 1995:328). Con el propósito de corregir 
tal desigualdad, la acción afirmativa incentiva la aplicación de medidas favora­
bles o discriminatorias a favor de aquellos grupos que se encuentran en una 
situación de vulnerabilidad. Como lo señala Osborne, la acción afirmativa es 
una medida especial de protección que intenta "invertir la tendencia hacia la 
desigualdad que los principios de igualdad de oportunidades sin actuaciones 
correctoras generan" (Osborne:329 ). 

Sin embargo, este trato diferenciado o "discriminatorio" hacia ciertos suje­
tos colectivos que propicia la acción afirmativa no vulnera el principio de la no 
discriminación. Como se parte de la premisa de que en la sociedad existen dife­
rencias que se tornan en desigualdades "se consideran como lícitas y necesarias 
ciertas medidas destinadas, preferentemente, a grupos especiales, a fin de reme­
diar las desigualdades que de hecho afectan a sus oportunidades en distintos 
campos" (E. Vogel-Polky,1989, citado por Osborne, 1995: 328). Asimismo, el 
Convenio 111 de la OIT relativo a la discriminación en materia de empleo y 
ocupación (artículo 5, numeral 2) reafirma lo anterior pues sostiene que "todo 
miembro puede, previa consulta con las organizaciones de empleadores y de tra­
bajadores, cuando dichas organizaciones existan, definir como no discriminato­
rias cualesquiera otras medidas especiales destinadas a satisfacer las necesidades 
particulares de las personas a las que, por razones tales como el sexo, la edad, la 
invalidez, las cargas de familia o el nivel social o cultural, generalmente se les 
reconozca la necesidad de protección o asistencia especial". 

La segunda característica de la acción afirmativa es que debe ser una medi­
da temporal, es decir, tiene que contar con un periodo de vigencia limitado. 
El tiempo durante el cual una acción afirmativa tenga vigencia permitirá 
socializar a las personas o corregir aquellas situaciones que son el resultado de 
prácticas o de sistemas sociales discriminatorios (Osborne,1995). En ese senti­
do, la "Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer" (1981) señala que "la adopción por los Estados miembros de 
medidas temporales especiales con el fin de acelerar la instauración de una 
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igualdad de hecho entre los hombres y las mujeres no es considerada como un 
acto de discriminación tal y como queda definido en la presente conven­
ción...estas medidas deben ser suprimidas en cuanto hayan sido conseguidos 
los objetivos en materia de igualdad de oportunidades y de tratamiento". Fidel 
Tubino, académico peruano, afirma también que las "leyes basadas en la discri­
minación positiva son necesarias como medidas transitorias, a corto plazo, que 
no se justifican por sí mismas sino en tanto son capaces de promover la auto­
nomía pública de los grupos menos preciados y, de esta manera, generar las 
condiciones necesarias para la promoción democrática de las transformaciones 
estructurales a largo plazo" (Tubino,2002:65). 

En síntesis, la acción afirmativa es una medida correctiva y de carácter tem­
poral y, como lo señalan Deere y León (2000), es un paso para el logro de la 
igualdad real puesto que la igualdad formal ante la ley y el principio liberal de 
igualdad de oportunidades no bastan para que los grupos en desventaja alcan­
cen niveles de igualdad suficiente en diferentes esferas. Por otro lado, en vista de 
que la acción afirmativa busca corregir una situación desigual, las variables 
empleadas en la decisión de hacia quiénes deben orientarse estas medidas han 
estado condicionadas por hechos como el género, la etnia, la situación de 
pobreza o de discapacidad. De todos estos grupos, el de las mujeres constituye 
en nuestros países uno de los más vulnerables. Los mayores indicadores de anal­
fabetismo, pobreza y casos de violencia doméstica se concentran en ellas.A ello 
hay que añadir que su situación se agudiza mucho más cuando a la variable de 
género se le suma la condición étnica pues las mujeres son doblemente discri­
minadas: por ser mujeres y por el hecho de ser indígenas. 

La situación de desigualdad que afecta a las mujeres como sujeto colecti­
vo se hace especialmente evidente en la esfera de la política. La participación 
política de las mujeres es aún muy limitada, primero, porque tradicionalmente 
no ha sido un asunto de mujeres. Cultural y socialmente el ámbito de lo polí­
tico ha estado relacionado con una esfera masculina y las mujeres no han con­
tado con el estímulo suficiente para participar en esos ámbitos. A ello hay que 
agregarle que los partidos políticos también han sido tradicionalmente patriar­
cales -por lo general los líderes son hombres- y a las mujeres no se les ha con­
cedido dentro de las organizaciones la importancia que se merecen. Esto cons­
tituye un techo de cristal muchas veces inexpugnable. 

Ante este panorama, es necesario que existan medidas y procedimientos 
orientados a revertir tal situación. Dentro del corpus de medidas que conforman 
las acciones afirmativas, las cuotas son las medidas que mayor impacto han teni­
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do al establecer porcentajes mínimos orientados a asegurar la participación de 
mujeres en diferentes ámbitos tales como educación y política, áreas en los cua­
les no han podido destacar tanto como los varones debido a una situación de 
falta de oportunidades. Las cuotas tratan de corregir el desbalance existente entre 
el nivel de participación real de los sujetos vulnerables brindándoles una situa­
ción de igualdad en cuanto al punto de partida. Pero las cuotas no sólo ayudan 
a corregir sino que también son, como señala Marta Lamas (1993), una medida 
para generar una masa crítica en la medida en que permite la introducción de 
ciertos temas soslayados en el debate político y conducen a un debate sobre la 
participación. Lamas agrega que tienen el mérito de introducir una perspectiva 
que reconoce una problemática que se está soslayando todo el tiempo. 

¿Por qué aplicar cuotas para mujeres en el Perú? 

En el Perú, al igual que en los otros países andinos, todos los ciudadanos 
gozan de igualdad ante la ley. Este derecho se encuentra reconocido en el artí­
culo 2, numeral 2 de la Constitución que señala que "toda persona tiene dere­
cho a la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de ori­
gen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquie­
ra otra índole". Sin embargo, esta condición de igualdad se ve contrastada por 
las profundas inequidades y situaciones de discriminación que muchos perua­
nos padecen por cuestiones de raza, clase, género, generación, etc., que son 
producto de situaciones estructurales y del devenir histórico de la sociedad 
peruana. Esto es particularmente dramático en el caso de las mujeres, Así, por 
ejemplo, la tasa de analfabetismo femenino es de 18%, mientras que en los 
varones baja al 6%; esto significa que en el país por cada 100 mujeres, 18 no 
saben leer ni escribir. El analfabetismo es sobre todo un problema rural pues 
al considerar el área de residencia, se observa que mientras de cada 100 muje­
res del área rural 34 son analfabetas en el área urbana ésta proporción descien­
de a 7 mujeres.' 

Esto también se refleja en la posibilidad de las mujeres de ejercer el derecho 
ciudadano al sufragio. A nivel nacional, la población electoral está compuesta en 
su mayoría por mujeres (50.14%), siendo la diferencia entre ambos géneros de 
41 ,904 electores'. Sin embargo, en la mayoría de las provincias los electores hom­
bres tienen predominancia. Esto se debe a que muchas mujeres de las zonas rura­
les carecen del Documento de Identidad (DNI); al no contar con este documen­
to, no pueden ejercer su ciudadanía ni los derechos civiles y políticos que de ella 

2 Fuente: INEI wwwinci.gob.pe 
3 Puente: ONPE wwwonpe.gob.pc 
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se derivan, es decir que no pueden elegir ni ser elegidas." En contraste, las elec­
toras se concentran en las principales ciudades del país. Así, en la provincia de 
Lima el 51.64% de la población electoral esta compuesto por mujeres." 

Como vemos, en el Perú existe una situación de discriminación de hecho 
que se da con base en el género. Por ello.Violeta Berrnúdez afirma que "la rea­
lidad se ha encargado de demostrarnos que ni las normas constitucionales, ni 
los documentos internacionales sobre derechos humanos que consagran el 
derecho a la igualdad de las mujeres han conseguido desterrar las desigualda­
des, ni las situaciones de discriminación de este sector de la población. Por el 
contrario, bajo e! velo del "reconocimiento constitucional" de este derecho, se 
pretende -en muchos casos- desconocer esta situación y dejar de lado la situa­
ción real y la respuesta a las necesidades e intereses de este importante grupo 
humano" (Bermúdez,1995:32). 

Sin embargo, esta discriminación por género no afecta a todas las mujeres 
por igual, pues existen diferencias profundas entres las mujeres letradas, citadi­
nas y académicas de aquellas que viven en las zonas rurales y más alejadas de! 
país. Si bien las mujeres urbanas de sectores medios tienen algunas posibilida­
des para incursionar en la arena política, en e! caso de las mujeres rurales de 
procedencia indígena o campesina la situación es muy distinta pues, como 
señala Marisol de la Cadena (1996), en el Perú "las mujeres son más indias" y 
en un país profundamente atravesado por e! racismo y la discriminación, la 
"indianidad" de los sujetos es un hecho que los ubica en una condición de 
inferioridad. Los hallazgos de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación" 
confirman esto pues durante el periodo del Conflicto Armado Interno (1980­

2000), el "episodio de violencia más intenso, extenso y prolongado de toda 
nuestra historia Republicana'", de los 69,000 peruanos que perdieron la vida, 
el 75% tenía como lengua materna una lengua nativa. Como suele ocurrir en 
este tipo de situaciones, fueron las mujeres quienes llevaron la peor parte. Es 

4 El 10% de la población femenina de entre III y 19 años de edad - es decir 547.()!l3 mujeres - no 
cuenta con DNI. El 53% de población femenina indocumentada reside en el área rural, específica­
meme en los deparramenros de Lima (19.7%). Cajamarra (13.7%), Piura, Lorero y Huánuco (5.9%). 
Fuente: Manuela Ramos Imp://ww-v.manuela.org.pe/derechos/idemidad.lmn 

5	 Fuente: Padrón Electoral del 200 I 
6	 El Perú vivió entre 1980 y el año 2()()() una situación de Conflicto Armado Imemo. Sendero 

Luminoso y d Movimiento Rcvolucíonario TúpJC Amaru rrararon de destruir al Estado Peruano; 
por ello. las Fuerzas del Orden Estatales (Fuerza, Armadas y Policía Nacional) fueron las encargadas 
de luchar contra los grupos alzados en armas. En el año 2001, durante el gobierno de Transición del 
Dr. Paniagua, se creó la Comisión de la Verdad y Reconciliación. Esta ha sido la instancia encargada 
de esclarecer el proceso, los hechos ocurridos y las responsabilidades correspondientes del conflicto 
armado interno que azoró al país durante esos 20 alias. Los hallazgos de la CVR se encuentran en 9 
tomos y más de 4,500 páginas del informe final que fueron entregados al país el 28 de agosto de 
2003. Puente: hrrp:/ /w-v-v.cverdad.org.pe/lacomision/nlabor/amecedenres.php 

7 Fuente: op.cit. 
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así que miles de mujeres indígenas sufrieron toda forma de violación a sus 
derechos humanos: torturas, asesinatos, desapariciones forzadas y de forma par­
ticular violencia sexual", no sólo por parte de los grupos alzados en armas sino 
también de las Fuerzas del Orden. 

Esta realidad contradictoria y poco incluyente que afecta particularmente 
a las mujeres obliga al Estado a ejercer algún tipo de intervención en aras de 
lograr una situación de igualdad real entre todos sus ciudadanos; situación que 
no se va a dar por sí sola mientras los puntos de partida entre unos y otros sean 
desiguales. Es por esta razón que se justifica la aplicación de medidas de discri­
minación positiva a favor de las mujeres en el Perú. Sin embargo, a pesar de la 
relevancia de la aplicación de estas medidas en un país tan desigual, la discu­
sión sobre el tema apenas ha sido iniciada. El concepto en sí es poco conoci­
do y manejado por los funcionarios que tienen la responsabilidad de elaborar 
políticas públicas. Quienes sí manejan el tema de la acción afirmativa como un 
punto de agenda son principalmente los colectivos de mujeres (abogadas y 
científicas sociales) provenientes de las organizaciones feministas, y las organi­
zaciones de discapacitados. Cuando las mujeres se refieren a políticas de acción 
afirmativa se remiten concretamente a una medida específica, la Ley de Cuotas 
para la participación de mujeres en proceso electorales. 

La discusión acerca de la participación política de las mujeres a través del 
establecimiento de cuotas en las listas de candidatos para elecciones municipa­
les y parlamentarias es el punto nodal que da inicio al debate sobre la acción 
afirmativa, y el que permite establecer la diferencia entre estas medidas, vale 
decir aquellas especialmente orientadas a lograr una situación de igualdad de 
oportunidades, de aquellas medidas de protección hacia grupos vulnerables 
tales como indígenas, niños o discapacitados que el Estado peruano ya venía 
tomando desde hace algún tiempo atrás. Es el caso de, por ejemplo, la Ley 
26260 que establecía procesos legales eficaces para las mujeres que habían sido 
víctimas de violencia, les brindaba medidas cautelares y otorgaba resarcimien­
to por los daños y perjuicios causados, o de la Resolución Ministerial N°1379­
78-VC3500 que establecía la adecuación urbanística y arquitectónica para 
facilitar el libre tránsito de las personas con discapacidad. 

Violeta Bermúdez, abogada y ex viceministra del Ministerio de 
Promoción de la mujer y el desarrollo humano (PROMUDEH)9 sostiene que 

8 Fuente: Imp://www.demus.org.pe/Menus/Articulos/CVIChtm
 
9 Recientemente este Ministerio ha cambiado de nombre. Su actual denominación es MIMDES.
 

Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social. 
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"En realidad aquí no ha habido debate sobre la acción afirmativa, aquí el gran 

debate que se produjo fue a partir de la ley de CUOt.1S. Las normas sobre cuo­

tas son las que han marcado el debate sobre la acción afirmativa en términos 

conceptuales [...1quienes más difusión le dan a la acción afirmativa son las 

organizaciones de mujeres desde fines de los 80, en que empiezan a darse 

medidas en contra de la violencia contra la mujer,Desde ese momento ya se 

están planteando acciones afirmativas,porque había medidas contra la violen­

cia hacia niños, niñas, crc., pero cuando se plantea ese enfoque de medidas 

específicas para un grupo en particular, desde mi punto de vista ya se está 

hablando de una medida de acción afirmativa...antes leste tipo de medidas] 

eran vistas como medidas protcctivas más que de acción afirmativa para 

poblaciones que se encontraba en situación de desventaja o que eran entre 

comillas, los "más pobres", eran poblaciones marcadas. Ese era un enfoque de 

protección. Creo que la discusión de la Ley de Cuotas marca un hito en tanto 

que ésta es una mirada que se da más por la igualdad de oportunidades. En 

Perú se rechazaba cl término de discriminación positiva porque decíamos que 

la discriminación siempre tiene una connotación negativa, entonces hay que 

recuperar el concepto de acción afirmativa porque lo que queremos es orien­

tar hacia la igualdad de oportunidades, es decir la igualdad real y no solamen­

te la igualdad ante la ley que era lo que ya teníamos las mujeres." 1" 

Por otro lado, Cecilia Blondet, historiadora, ex Ministra de la Mujer dice 

"Hay que disringuir entre las medidas que 1:'1 Estado ha dado a favor de gru­

pos específicos desde mucho tiempo atrás y cuando se empieza a considerar 

la concepción de discriminación positiva o acción afirmativa, que es justa­

mente a partir de la discusión de la Icy de cuotas. cuando se convierte en un 

tema de discusión pública. Hasta antes había sido una acción del Estado a 

favor de grupos en riesgo o de determinadas poblaciones pero el tema 

adquiere una relevancia política a partir de la cuestión de las cuotas hacia las 

mujeres, la discusión de la discriminación positiva como un mecanismo de 

favorecer a un sector de la nación u otro". 11 

En síntesis, la cuota es un tipo de acción afirmativa que tiene como obje­
tivo acercar a las mujeres a los mismos puntos de partida que los varones. 

10 Ibid.
 
11 Entreviera, L1MA.junio 11.2003. Cecilia blonder es historiadora y directora de investigacionev de IEI~
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Aplicación de las cuotas en el Perú 

El Perú cuenta con dos tipos de cuotas para mujeres: en primer lugar están 
las cuotas para procesos electorales generales, regionales y municipales, y más 
recientemente se ha aprobado la ley de cuotas para partidos políticos. Estas 
últimas buscan incentivar la participación de un mayor número de mujeres en 
las agrupaciones políticas del país. 

Breve historia de las cuotas 

En 1994, Foro Mujer, un consorcio de organizaciones feministas, propu­
so en el Día Internacional de la Mujcr una cuota femenina del 30% de los 
candidatos en las elecciones nacionales, regionales y municipales, así como 
para las contiendas internas de los partidos (Yánez, 199H:J8). Esta propuesta 
cobró más impulso a raíz del la Plataforma de Acción adoptada durante la 
conferencia de Beijing de 1995; así como de un encuentro interparlamenta­
rio sobre equidad de género celebrado en Nueva Delhi en febrero de 1997, 
al que asistieron Marcha Hildebrandt y Luz Salgado, congresistas del partido 
de Alberto Fujimori (Schmidt:2004:46). Ese mismo año, la congresista 
Lourdes Flores Nano':' presentó un proyecto de ley sobre una cuota de géne­
ro del 30% ante la Comisión de Constitución del Congreso Peruano, que se 
encontraba en las deliberaciones sobre una nueva ley electoral. Sin embargo, 
la propuesta no fue tomada en cuenta por el Congreso, que contaba con 
mayoría fujimorista. 

Posteriormente, la Comisión de la Mujer!', encabezada por las congre­
sista Hildebrandt y Salgado, trabajaron de nuevo la propuesta original de la 
congresista Flores Nano y presentaron ante el Congreso una propuesta de 
cuotas del 25 1X',. Una vez en el pleno se produjo un intenso debate jurídico 
en torno a la naturaleza del principio de igualdad consagrado en la 
Constitución Peruana y se abrió un debate político centrado en si las muje­
res debían estar en la política por derecho propio o si tenían que hacer méri­
tos para ello (Yánez, 2001: 19). El debate se vio enriquecido con el aporte de 
las abogadas feministas, quienes contribuyeron con la discusión sobre la natu­
raleza de las cuotas. Así, por ejemplo, Violeta Berrnúdez señaló: 

12 En la, cleccionc-, generales del 200 1 LOImk... Flore, firecandidata .1 1.1 I're,id~nci.1 de tI República por 
la agrupación Unidad Nacional y '111~dÍl tercera en el cómputo general, 

13 La Comisrén de la Mujer se creó en octubre d~ 1')lI5 a iniciativa de I1 de la, 13 congr~,i'r.l~ mujcre« 
representante... de diferenre, agrupaciones polinras, En un inicio. fue una comivión especial y por ello 
no podía presenmr proyectos al pleno. ))", a.i", d~'pUl",. en 1\)')7. qbtuvo faculrad diciamiu.rdora, e... 
decir la capacidad de presentar proyectos ¡II pleno. [Manuela, 2001 :36)' 
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"La cuota es un mecanismo de acción afirmativa orientado a establecer la 

igualdad de oportunidades por medio de determinada fórmula utilizada para 

definir el número mínimo de mujeres que deben ser postuladas y/o designa­

das a cargos públicos...Por ello, las medidas de acción positiva o acción afir­

mativas se conocen hoy también como medidas correctivas, su objetivo 

entonces es corregir una situación que de facto existe...Lo que se pretende es 

promover la mayor participación política de la mujer en las organizaciones 

políticas y garantizarnos a hombres y mujeres, al electorado en general una 

mayor oferta de diversidad, es decir una mayor oferta de mujeres como pos­

tulantes a cargos públicos."! 

Mujeres de distintas canteras se manifestaron en ese entonces con respec­

to a las cuotas. Así, por ejemplo, Beatriz Merino, ex Primera Ministra del 

gobierno de Alejandro Toledo, y en ese momento congresista de la República 

y presidenta de la Comisión de la Mujer del Congreso, sostuvo: 

"Es importante que las mujeres participen en política porque... pueden con­

cretar avances reales para las mujeres en el terreno jurídico, económico y 

social. Es decir que la participación de más mujeres en la política permite 

poner en la agenda pública los temas ligados a la mujer, como la violencia 

doméstica, el acoso sexual o los techos de cristal. Del mismo modo, permite, 

cuando la mujer opina sobre ternas de importancia para la opinión pública 

-como la conducción de la economía nacional- que la sociedad civil perci­

ba que las mujeres son capaces de asumir el reto de liderar el país,y más aún, 

afirma su condición de ciudadanas plenas". 15 

Esbozando un balance sobre lo acontecido durante el debate de las cuo­

tas, Rocío VilJanueva afirmó que dicho proceso "puso de manifiesto el desco­

nocimiento en nuestro medio del concepto de acción positiva, como estrate­

gia para corregir y superar la discriminación histórica de las mujeres y la 
cuota como un mecanismo transitorio que se utiliza frente a situaciones de 

discriminación y que busca mejorar la participación de las mujeres, cuando la 

legislación que prohíbe la discriminación se muestra insuficiente para asegu­

rar a las mujeres una presencia y participación efectiva" (ViJlanueva,1998:30). 

A pesar del interesante debate surgido alrededor de las cuotas, lo cierto es 

que la mayoría de la agrupación gobiernista Cambio 90 Nueva Mayoría estaba 

en contra de la aprobación del proyecto de ley. Fue entonces cuando la partici ­

14	 Presentación de Violeta Bermúdez en laV audiencia pública ante la Comisión de la Mujcr del Congreso 
de la República. 9 de abril de 1997. Citado en: Poder político con perfume dc mujer. p.14-l. Lima. 
Manuela Ramos, 1998. 

15	 Citado en Poder político con perfumc de mujer pA3. 
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pacton del presidente Alberto Fujimori fue determinante. Fujimori tenía un 

control total sobre los congresistas del partido de gobierno. Al enterarse de que 
la mayoría oficialista estaba en contra del proyecto, el entonces Presidente de la 

República declaró ante los medios de comunicación que enviaría al Congreso 

su propio proyecto de ley de cuotas.Tales declaraciones propiciaron que los con­

gresistas oficialistas cambiaran su parecer y apoyaran la iniciativa presidencial 

(Yánez, 1998:20). 

Cecilia Blondet resume lo acontecido en 1997 de la siguiente manera: 

"Milagrosamentelasdiferencias se habían esfumadoy lascongresistas opues­


tas a las cuotas,de pronto, suscribieron la ley, que file aprobada sin reservas.
 

Pudieron haber cambiado dc opinión después del debate, cn efecto,y quizá
 

hubiera sido deseable que eso explicara el cambio dc posición: que luego de
 

la discusión hubieran quedado convencidas de lasbondades de la discrimina­


ción positiva, y que el voto a favor mostrara una inusitada flexibilidad para
 

modificarsusopiniones.Sin embargo,lasrazonesestaban por otro lado.Eljefe
 

máximo,un varón,el Presidente Fujimori, las había llamadoal orden y en un
 

clarogesto de autoridad. obligó a toda su bancadaa vOL1r a favorde la ley. Su
 
interés y la estrategia diseñada estaban claras. En el mercado político contem­


poráneo lasmujeres constituyen un apetecible botín para captar y controlar.
 

Este tipo dc medidas, sumadas a otrasde corte clientelista dirigidasa lasrnuje­


res de sectores pobres permitirla al jefe de gobierno consolidar e incremcn­


tar su basesocial de apoyo" (l3\ondet, 2002:50).
 

Por todo ello, si bien es cierto existía desde tiempo atrás interés de los 

colectivos de mujeres y de algunas congresistas del oficialismo y de la oposi­

ción por sacar adelante La Ley de Cuotas, si no hubiera sido por la decisión 

política del entonces Presidente de la República, para que la mayoría en el 

Congreso votara a favor de la Ley, es probable que hubieran tenido que pasar 
varias legislaturas hasta que esta hubiera logrado ser aprobada 1". Finalmente, la 

ley de cuotas fue aprobada el 1 de octubre de 1997. Durante el debate sobre 

esta acción discriminatoria de carácter positivo se pusieron en evidencia una 

serie de resistencias y prejuicios por parte de ciertos sectores de la sociedad 

peruana. Así por ejemplo, Arturo Salazar Larraín, entonces congresista de la 

república, defendió con vehemencia su posición en contra de las cuotas duran­

te el debate del proyecto de ley en el Congreso. El sostenía que: 

"El sistema de cuotas colisiona asimismo con otro principio fundamental en
 

toda democracia electiva, el derecho de cada elector o ciudadano a elegir
 

libremente la opción que se le presente. El concepto de discriminaciónposi­

16 Como fue el caro de la Ley de las Perronas con Discapacidad. 
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tiva a favor de la mujer no es conciliable con el principio de libertad de la 
elección y de la igualdad formal ame la ley entre hombres y mujeres...Los 
argumentos estadísticos que revelan simplemente una situación de hecho no 
pueden ser invocados parajustificar la trasgresión de los principios, tampoco 

la pueden justificar el hecho de que ese sistema haya sido adoptado en 
España, Noruega, Alemania, Francia, Suecia, Chile, Paraguay, Venezuela o 
Argentina..." 17 

Opiniones similares en contra de las cuotas también fueron expresadas por 
algunas mujeres durante el debate de la ley. La congresista Edit Mellado, de la 
agrupación gobiernista Cambio 90 Nueva Mayoría señaló: 

"Soymujer y como tal pienso que ladiscriminación positiva essiempre discri­
minación...y mi posición lOS que cualquier discriminación seapositiva o nega­
tiva esdiscriminación y que el hacernos objetos de una discriminación signifi­
ca tenernos como una especie de minusválidas sexuales, que no lo somos"." 

El gran interés que mostró Pujimori porque se aprobaran las cuotas debe 
entenderse en dos sentidos. Por un lado, el contexto internacional, que ejercía 
una suerte de presión para que se incorporara el tema de las mujeres en la 
agenda nacional; después de todo Fujimori fue el único presidente varón que 
asistió a la conferencia de Beijing y se comprometió públicamente a llevar a 
cabo una serie de medidas a favor de las mujeres. Pero tan o más importante 
que ésto es el panorama político por el que atravesaba el Perú en ese momen­
to, Hacia 1997 él ya había sido reelegido como presidente de la República y 
empezaba a preparar el terreno que le permitiría ir por una segunda reelección 
en el año 20001

'1. Como parte de su estrategia reeleccionista Alberto Fujimori 
había empezado a manipular programas de compensación social como el 
Foncodes (Fondo de Compensación para el Desarrollo) y el Pronaa (Programa 
de Apoyo Alimentario). Por ello, quienes conformaban la gran base social de 
Pujimori eran, sobre todo, mujeres de escasos recursos económicos de las zonas 
urbanas y rurales que se beneficiaban de esos prograrnas", A ellas se les otor­
gó asistencia directa en nutrición, planificación familiar y crédito; infraestruc­
tura social como agua, desagüe, postas médicas, centros de salud, aulas, colegios, 

17 Citado en: Poder Político con perfume de mujer, Lascuotas en el Penl. PROMUJER/Manuela Ramos, 
l.ima.p.l-l. 

18 O" cir, 148. 
19	 Alberto Fujimori había sido elegido en 1990. fue nuevamente elegido en 11)95, pero dos años antes, en 

J9<J3 ,e había aprobado un nuevo texto constiturional que señalaba ljue el prcvidente de la República 
sólo podía reelegirse una vez. Por ello, el intento de l-ujimori de ser candidato a la presidencia en el 
año 2000 era ilegal. 

20	 El Estado Peruano destinó parte del dinero de la, privariznciouev de las el1lpre~a~ públicas), de la mayor 
recaudación tributaria. adem:h de un crecimiento importante del presupuesto nacional. a una masiva 
ayuda alimentaria por la cual eran J,i,tido~ el 42% de hOIl.ue, peruanos (Grompone,2000: 124). 
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locales comunales; e infraestructura económica tales como electrificación, 
caminos y pequeñas obras de irrigación. Estas mujeres estuvieron dispuestas a 
continuar apoyando al Presidente en tanto les asegurara cuestiones tan concre­
tas como asistencia alimentaria, ropa o escuelas, o bienes tan difusos como 
autoridad, orden y estabilidad para el Perú (Blondet,2002: 32-13). 

Pero Fujimori no sólo contaba con el apoyo de mujeres de sectores popu­
lares. Durante sus años en el poder dio cabida en el partido de gobierno y en 
altos cargos de la administración pública a mujeres profesionales y empodera­
das provenientes de sectores altos y medios altos." De esta forma, mujeres 
como las congresistas Luz Salgado, Martha Chávez, Martha Hildcbrandt o la 
ministra de la Mujer, María Luisa Cuculiza, se convirtieron en defensoras acé­
rrimas del régimen. La participación de este grupo de mujeres en las esferas 
más altas del poder se dio dentro de una forma de patriarcalismo negociado en 
la que Fujimori, la figura masculina y autoritaria, regulaba el tipo de partici­
pación que ellas podían desempeñar, 

Carlos Iván Degregori sostiene que la incorporación en términos auto­
ritarios de las mujeres en política durante el régimen de Fujimori sólo es 
comparable a aquella llevada a cabo por Sendero Luminoso durante el con­
flicto armado interno. 

"En el Perú, donde el acceso de la mujer al mercado de trabajo y a la vida
 

política ha sido notorio en las últimas décadas, los dos ejemplos más impac­


tantes de incorporación negociada de la mujer a la política y de reformula­


ción del imaginario social sobre lo femenino se encuentran en Sendero
 

Luminoso y el fujimorismo. Estos dos proyectos, por cierto muy distintos
 

aunque emparentados por el autoritarismo, han incorporado sorprendente­


mente mujeres en sus filas y las han catapultado a lugares prominentes. mien­


tras que grupos politicos con un discurso democrático no han logrado tradu­


cir estos discursos en una práctica que promueva la equidad de género. Es que
 

tal vez sea más f:icilla incorporación de mujeres a proyectos autoritarios, pues
 

implica compromisos negociados con el patriarcalismo tradicional y no una
 

ruptura fimdamcntal con él" (Degrcgori.2()()1:192).
 

21	 Hlonder ha elaborado una ripología sobre el tipo de mujcrc-, 'Iue acompañaron a Fltiimori. En primer 
lugar e'lán la' "regia,'. es decir aquellas mujcrev provenientes de e'lr.llO' alrov que se educaron fuera 
del p.lí. )' 'Iue vieron en Fltiimori a una suerte de salvador de la Patria: ~r.lciJ' ellas el ex previdenre 
pudo vincula ...e con muchos organi-mov inrcrnacionalcs y con algunov sectores feminisla,: después vie­
nen las"poliricav", aquella. incondicionales del presidente debido .1 afinidades étnicas. relaciones (.1I11i­
liare. o amisradc; de largo tiempo surgidas durante 'lI\ año- de docente universitario: ellJ' formaron 
parle del partido de gobierno y se manruvieron lealev 1'.11'.1 con él incluso después de vu huida del país: 
finahnenrc e'ljn 1.ls "orieurales", mujere, de procedencia ':nnih.,r .I"álica qu" e-raban ubicadas en pue,­
1m clave- del gobierno pero sólo en IJ ,egund.1 linea y era 1m "njO\ y oído,' del ex mandatario 
(Blonder, 2002:+1). 
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El problema que plantea la participación de las mujeres durante el régi­
men de Fujimori es que se dio en términos autoritarios. Las mujeres que 
rodearon al mandatario se desempeñaron en un contexto de instituciones 
débiles y dejaron de lado valores fundamentales como la democracia, la 
honestidad y la transparencia de la función pública. Asimismo, este compor­
tamiento puso sobre el tapete el tema de la representación de las mujeres que 
logran abrirse un espacio en la arena política. 

Como lo señalaVirginia Vargas: 

"¿A quién representan las mujeres del oficialismo? La política de gobierno 

de Fujimori hacia las mujeres ha producido lo que yo llamarla una esquizo­

frenia ciudadana: Dentro del modelo de modernización sin democracia, el 

gobierno de Fujimori ha sido el que históricamente más ha avanzado en ins­

tirucionalidad hacia la mujer y en leyes de reconocimiento ciudadano, en ubi­

cación visible de mujeres en el poder, mujeres autoritarias y de lealtad incon­

dicional al presidente. Y una política manipuladora y clienrelar especialmen­

te hacia las mujeres pobres. Lo que nos enfrenta a un ambivalente panorama: 

Si bien, desde derechos otorgados desde arriba, la ciudadanía femenina for­

malmente se expande, especialmente en su dimensión política, esta expansión 

no guarda relación con la ampliación de sus derechos económicos ni menos 

con la ampliación de los procesos democráticos sino más bien con su crecien­

te reducción. Es decir, reconocimiento sin redistribución, y encima autorita­

rio. Lo que constituye una base social para todo tipo de autoritarismos 

(Vargas, 1999). 

Este desencuentro entre democracia/estado de derecho y ampliación de la 
participación femenina también ha puesto en cuestión la legitimidad de las cuo­
tas y de otras medidas a favor de las mujeres logradas durante un régimen auto­
ritario. El tema ha sido motivo de reflexión entre las feministas.Así por ejemplo, 
Ana María Yáñez sostiene: 

La pregunta inevitable es: ¿han sido inútiles los avances logrados, en un con­

texto autoritario, sin participación ciudadana, aprovechando relaciones verti­

cales dicntelares y muchas veces sometiendo a las organizaciones sociales? 

Aparentemente no. Aún con todas las contradicciones y debilidades, cualquier 

reforma democratizadora sí tiene un valor en sí misma, que va más allá de 

quien la motivó. El autoritarismo pasó y las normas y las instituciones per­

manecen. Es responsabilidad de todos, en particular de la clase política, dotar­

lasde democracia. Las normas, al margen de cómo y quién lasdio, en la medi­

da que incrementen y mejoren la "ciudadanía" estarán contribuyendo a la 

democracia. (Yáñez,2004: 127) 
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En resumidas cuentas, la aprobación de las cuotas es un ejemplo de cómo 
a pesar del interés de los colectivos de mujeres por sacar adelante una medida 
de acción afirmativa a favor de las mujeres, la aprobación de la ley fue más un 
caso de coyuntura política que de voluntad democrática. Aquí es importante 
señalar que en menor medida se ha producido igual presión por parte de otros 
colectivos de la sociedad civil como indígenas o afro peruanos para la conse­
cución de medidas similares. 

En el Perú es factible establecer medidas de acción afirmativa de acuerdo 
con las variables de edad, sexo o situación de discapacidad de una persona, pero 
el asunto se torna complicado cuando entra en juego la variable étnica/racial 
y se intenta aplicar cuotas por el hecho de ser indígena o afro peruano porque 
los límites respecto a la raza y a la etnia en este país son muy difusos. La socie­
dad peruana es profundamente racista y discriminadora y el término "indíge­
na", a diferencia de lo que ocurre en Bolivia y Ecuador, tiene una connota­
ción peyorativa. Por elJo, clasificar racial o étnicamente a alguien en el país 
implica ir en contra del valor de igualdad pues al existir una conocida "jerar­
quía racial". clasificar significa ubicar(se) en una posición definida: "arriba" o 
"abajo" (Callirgos,1991 : 212-213). A pesar de elJo, en el año 2001 se ha esta­
blecido una cuota para la participación de indígenas en la conformación de los 
gobiernos regionales/'': esta cuota sólo es aplicable a los departamentos del país 
en los que existe un alto número de comunidades amazónicas. 

Normatividad legal que sustenta las cuotas 

Constitución 

Las cuotas en el Perú están sustentadas en el derecho a la igualdad y no dis­
criminación. Este derecho está considerado en la Constitución Política del 
Perú, en el inciso dos del artículo dos. El texto de dicho artículo señala que 
toda persona tiene derecho a la igualdad ante la ley y que nadie debe ser dis­
criminado por motivo de origen raza, sexo, idioma, religión, opinión, condi­
ción económica o de cualquiera otra índole. En el texto constitucional de 
1993 se omitió la referencia a las iguales oportunidades de las mujeres con res­
pecto a los varones que sí se encontraba en la Constitución de 1Y792J 

. 

22 Ley NU 271163. Ley de elecciones regionales (14.03.02) 
23 El texto constitucional de 1979.ljue reemplazó :11 antiguo texto consrirucional de 1')33. fue un docu­

mento basranre incluyente en el «ue se reconocía la ciudadanía p.lr.1 rodov los peruanos y ~e otorgaba 
el derecho .1 voto a lo> analfabeto-; Dicho texto fue elaborado por la A,amblea Constituyente durante 
la ,egulllla f.1'e del régimen militar. 
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Violeta Berrnúdez señala que con este hecho: 

"La Carta de 1993 recorta explicitarnente los alcances del derecho a la igual­

dad consagrados en c1 texto del 79. De esta manera regresa a la fórmula que 

plasma la igualdad formal en términos restrictivos, eliminando incluso el dis­

positivo que establecía la igualdad de trato contenido en el artículo 43° de la 

Constitución anterior. No obstante lo dispuesto, la fórmula adoptada en la 

nueva Constitución no debe ser entendida como un obstáculo para el logro 

de la igualdad sustancial vía la adopción de medidas de acción positiva, o 

medidas afirmativas destinadas a crear las condiciones para una igualdad real 

de las mujeres. Ello, porque las nuevas tendencias en materia de derechos 

humanos afirman que el derecho a la igualdad no debe ser más entendido en 

términos restrictivos que impidan tratos diversos ante situaciones distintas. E 

igualmente, teniendo en cuenta que un derecho fundamental puede ser 

incrementado, pero no mutilado". (l3ermúdez, 1995:44) 

En estos momentos se está llevando a cabo un proceso de Reforma 
Constitucional. En el marco de dicha Reforma se ha aprobado una modifica­
ción al artículo 2 en la que se elimina la especificidad de la discriminación. 
Esta modificación al segundo artículo ha sido aprobada por el Congreso pero 
aún no ha entrado en vigencia pues no ha sido promulgada. La promulgación 
de la modificación a este artículo implicarla un retroceso en la búsqueda de la 
igualdad de oportunidades y la no discriminación, pues en la medida en que 
el texto constitucional sea más específico brinda un marco legal mayor para la 
generación de acciones afirmativas. 

CUADRO 1: COMPARACiÓN DEL TEXTO DEL SEGUNDO ARTICULO DE LA CONSlITUCIÓN DE 1993 

Constitución de 1993 
Articulo 2 

Proyecto de Refonna Constitudonal en aiRO 

Articulo 2 

2. Toda penona tiene derecho a la igualdad ante la 
ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de 
origen raza. sexo, idioma, reli~óll, opinión, condi­
ción económica o de Q1alquiera otra índole. 

2. Toda penona tiene derecho a la igualdad ante la 
ley. Nadie debe ser discriminado por ningún motivo. 

El principio de igualdad de oportunidades a nivel laboral también está sus­
tentado en el artículo 26 del texto constitucional donde se señala que en la 
relación laboral debe respetarse el principio de igualdad de oportunidades sin 
discriminación. Asimismo, la igualdad de oportunidades para la participación 
política se sustenta en el artículo 30 donde establece que todos los ciudadanos 
tienen derecho a participar en los asuntos públicos y que tienen el derecho de 
ser elegidos y de elegir libremente a sus representantes. 
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Jurisprudencia 

El principio de igualdad y no discriminación también ha sido sustenta­
do por la Jurisprudencia peruana. En el Perú la máxima instancia en materia 
constitucional es el Tribunal Constitucional, a quien le corresponde dar los 
fallos sobre las Acciones de Inconstitucionalidad, es decir, aquellas normas de 
rango de ley que sean contrarias a la Constitución por el fondo o la forma. 
Además, y sólo excepcionalmente, el Tribunal también puede revisar los 
fallos de las Acciones de Amparo a través de un "recurso extraordinario". De 
esta manera, si un ciudadano siente que sus derechos han sido vulnerados 
puede presentar una Acción de Amparo ante un juzgado de primera instan­
cia; si por el fallo de este juzgado considera que su reclamo no ha sido aten­
dido puede apelar ante un juzgado de segunda instancia y luego a la Corte 
Suprema. Sólo al haber cubierto todas estas instancias y asumir que no le han 
concedido un fallo satisfactorio, puede presentar la Acción de Amparo al 
Tribunal Constitucional para que éste revise el fallo. 

En diferentes sentencias, el Tribunal ha reconocido que la igualdad es un 
derecho fundamental de la persona y un principio rector del Estado 
Democrático. Asimismo considera que la igualdad tiene un carácter relacional, 
es decir que para que una persona sea considerada como igual a otra tiene que 
estar en una situación de idéntica condición o equivalencia. Así señala que: 

"La noción de igualdad debe ser percibida en dos planos convergentes. En el
 
primero aparece como un principio rector de la organización y actuación del
 

Estado Democrático de Derecho. En el segundo. se presenta como un dere­


cho fundamental de la persona [... ] Como principio implica un postulado o
 

proposición con sentido y proyección normativa o deontológico, que, por tal,
 

constituye parte del núcleo del sistema constitucional de fundamento demo­


crático. Como derecho fimdamenral comporta el reconocimiento de la exis­


teucia de una facultad o atribución conformante del patrimonio jurídico de
 

una persona, derivada de su naturaleza, que consiste en ser tratada igual que
 

los demás en relación a hechos, situaciones o acontecimientos coincidentes;
 

por ende, como tal deviene en el derecho subjetivo de obtener un trato igual
 

y de evitar los privilegios y las desigualdades arbitrarias...En ese sentido, la
 

igualdad es un -principio- derecho que instalaa las personas simadas en idén­


tica condición, en un plano de equivalencia 1...1La igualdad garantiza el ejer­


cicio de un derecho relacional. Es decir, fimciona en la medida que se
 

encuentra conectado con los restantes derechos, facultades y atribuciones
 

constitucionales y legales" (EXP N.O 0261-2003-AAlTC).
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Es justamente este carácter relacional lo que posibilita la aplicación de un 

trato diferenciado entre los ciudadanos bajo ciertas circunstancias. 

"La diferenciación debe perseguir una intcncionalidad legítima,determinada, 

concreta y especifica, cuyo fin sea laconsecución o aseguramiento de un bien 

o valor constitucional, o de un bien o valor constitucionalmente aceptable. Es 

decir, deber:í asentarse en una justificación objetiva y razonable, de acuerdo 

con certeros juicios de valor generalmente aceptados [...JLa existencia de una 

diferente regulación normativa o de un trato distinto, derivado de la interpre­

tación-aplicación de la ley, deben ser apreciadasen relación con la finalidad y 

los efectos de la medida legal adoptada sobre la materia" (EXP N.o 0261­

2003-AA/TC). 

El Tribunal sostiene que se debe tratar igual a los que son iguales y dis­

tinto a los que son distintos pues reconoce que en la realidad existen dife­

rencias y desigualdades entre los sujetos por lo cual es necesario que las leyes 

traten de remediar esos hechos. Los instrumentos que el Tribunal toma en 

cuenta para determinar si se requiere una medida especial son la diferencia­

ción y la regla de proporcionalidad. La diferenciación implica una relación 

efectiva entre el trato desigual que se establece, el supuesto de hecho y la 

finalidad que se persigue alcanzar. La proporcionalidad se refiere a la armo­

nía y correspondencia que debe existir entre la situación de hecho y la fina­

lidad perseguida. En consecuencia, la diferenciación será válida si demuestra 

ser proporcional a la situación de hecho y a la finalidad perseguida. 

Asimismo, el Tribunal reconoce que es labor del Estado generar acciones 

afirmativas para que se logre igualdad de los individuos cuando las situacio­

nes reales ubican a unos en situación de desventaja con respecto a los otros. 

"Cuando el artículo 103° de la Constitución prevé la imposibilidad de 

dictar leyes especiales 'en razón de las diferencias de las personas', abunda en la 

necesaria igualdad formal prevista en el inciso 2 de su artículo 2°, según la cual 

el legislador no puede ser generador de diferencias sociales; pero en modo 

alguno puede ser interpretado de forma que se limite el derecho y el deber del 

Estado de, mediante "acciones positivas" o "de discriminación inversa", ser 

promotor de la igualdad sustancial entre los individuos" (EXPS.ACUMS. Nos. 

0001/0003-2003-Al/TC). 

En síntesis el Tribunal Constitucional sustenta que: 

" ...la noción de igualdad ante la Icy no se riñe con la existencia de normas 

diferenciadoras,a condición de que se acredite: a) la existencia de una norma 

diferenciadora; b) la existencia de distintas situaciones de hecho y,por ende, 

la relevanciade la diferenciación; e) una finalidad específica; d) razonabilidad, 
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es decir, su admisibilidad desde la perspectiva de lospreceptos, valores y prin­


cipios constitucionales: e) racionalidad, es decir,coherenciaentre los supues­

tos de hecho y la finalidad que se persigue: y Qproporcionalidad; es decir,que
 

la consecuencia jurídica diferenciadora sea armónica y correspondiente con
 
lossupuestos de hecho y la finalidad" (EXP N.O 0261-2003-AAlTC).
 

Las sentencias del Tribunal Constitucional respecto al trato diferenciado 
bajo ciertas circunstancias conforman, por un lado, un reconocimiento al des­
arrollo de prácticas orientadas a cerrar las brechas que separan a ciertos suje­
tos colectivos que se encuentran en una situación de vulnerabilidad, y por otro, 
una base legal que en el futuro puede favorecer el desarrollo de nuevas accio­
nes afirmativas que contarán con un precedente apoyado por el máximo 
Tribunal del Estado. Esto sirve de sustento para el establecimiento de otras 
medidas que abogan por la igualdad de oportunidades tales como la ley de 
cuotas para mujeres. 

Leyes 

Además del texto constitucional y los fallos del Tribunal Constitucional 
existen las leyes siguientes que tienen como propósito incentivar la participa­
ción de mujeres en política: 

Ley de Elecciones Municipales (Ley 26864) 

El mecanismo de las cuotas para los gobiernos locales se sustenta en la ley 
de elecciones munícípales.Jey 26864 (14.JO.97); qm: en el inciso 2 del artícu­
lo 10 señala que "el número correlativo que indique la posición de los candi­
datos a regidores en la lista, debe estar conformada por no menos de un 25% 
de hombres o mujeres'v". 

Ley orgánica de elecciones que incorpora el mecanismo de cuotas 
para mujeres o varones en las listas de candidatos al Congreso 
(Ley 26859) 

Esta ley, aprobada el primero de octubre de 1997, fue elaborada por la 
Comisión de la Mujer del Congreso de la República'". La ley incorpora el 

2-1	 En la~ elecciones de 1995 el número de mujeres en los municipios file de 9-10.esta cifra se incremen­
tó en la, elecciones de 1998 a 22511 (U1ondet:20U2:-II). 

25	 La Comisión de la Mujer se creó en octubre de 1995 a iniciativa de I1 de las 13 congresistav mujere, 
representantes de diferentes agrupaciones políticas. En un inicio. fue una comisión especial y por dio 
no podía presentar proyectos al pleno. DO\ años después, en 1997. obtuvo facultad dictaminadora, es 
decir la capacidad de pre-cntar proyectos al pleno (Manuela. 2001 :3/i). 
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mecanismo de cuotas para mujeres o varones en las listas de candidatos al 
Congreso: en el artículo 116 se estipula que "las listas de candidatas al Congreso 
deben incluir un número no menor del 25% de mujeres o de varones". Con la 
finalidad de neutralizar cualquier efecto negativo que pudiera tener en las muje­
res la aplicación del Distrito Electoral Múltiple, el Congreso elevó la cuota de 
participación de candidatas mujeres de 25% a 30% a través de la ley 27387 
(29.12.2000). El incremento de la cuota del 25% al 30% se hizo por sugerencia 
de la Defensoría del Pueblo, a través del oficio N° DP 2000,1080 del 15 de 
noviembre de 2000. En dicho documento el Defensor del Pueblo recomendó al 
Congreso de la República que se incrementara la cuota y se estableciera el dis­
trito electoral múltiple. La ley 27387 incorporó ambas cosas. 

Ley de Elecciones Regionales (Ley N° 27683) 

En el artículo 12° de la ley de elecciones regionales, promulgada el 14 de 
marzo de 2002, se señala que "la lista de candidatos al Consejo Regional debe 
estar conformada por un candidato de cada provincia en el orden en el que el 
partido político o movimiento lo decida, incluyendo un accesitario en cada 
caso; también por no menos de un treinta por ciento (30%) de hombres o 
mujeres". Asimismo, en esta ley se introduce la cuota por etnicidad pues se 
establece que la lista también debe estar conformada por "un mínimo de quin­
ce por ciento (15%) de representantes de comunidades nativas y pueblos ori­
ginarios de cada región donde existan, conforme lo determine el Jurado 
Nacional de Elecciones". Las cuotas regionales fueron aplicadas en las eleccio­
nes de noviembre del 2002. 

Ley de partidos políticos (Ley N° 28094) 

Esta ley,aprobada el 31 de octubre de 2003, es un dispositivo que estable­
ce una nueva normatividad sobre las agrupaciones políticas. En vista de que el 
Estado reconoce como necesario abrir mayores espacios para las mujeres, en la 
ley de partidos se ha logrado el establecimiento de una cuota de género del 
30%. El artículo 26 señala que "en las listas de candidatos para cargos de direc­
ción del partido político así como para los candidatos a cargos de elección 
popular, el número de mujeres u hombres no puede ser inferior al treinta por 
ciento del total de candidatos". Aquí habría que señalar que aunque la ley esta­
blece sanciones para el rubro de los fondos económicos recibidos por un par­
tido político, ésta no establece sanciones ante el incumplimiento de la cuota. 
Desarrollaremos más a fondo las implicaciones de estas leyes en el punto 3.3. 
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Proyectos de ley que sugieren cuotas para mujeres 

Además de las leyes antes mencionadas, existen algunos proyectos de ley 
que buscan mejorar la participación de mujeres en la vida política y en los 
puestos de decisión del país. 

Ley de alternancia de los candidatos en las listas electorales 
(Proyecto de ley N° 8639) 

Este proyecto fue presentado el 16 de octubre de 2003 por las congresis­
tas Martha Hildebrandt, Marta Moyano (Cambio 90/Nueva Mayoría) y 
Mercedes Cabanillas (APRA). El propósito de esta leyes solucionar un hecho 
que se ha venido produciendo en las elecciones desde el establecimiento de las 
cuotas: la mala ubicación de las mujeres en las listas. Es muy frecuente, espe­
cialmente en las listas presentadas para las elecciones municipales, que las muje­
res sean ubicadas al filial, sólo como "relleno" de la lista. 

En un testimonio recogido por Alicia del Águila (2004), la congresista 
Cabanillas, una de las impulsoras del proyecto, señala: 

"Se estáplanteando un proyectode Icy que profundiceel acceso de la mujer
 
a los cargos públicos elegidos por votación popular vía el mecanismo de la
 

alternancia, lo que significa que en la lista de candidatos para la plancha pre­

sidencial, consejos regionales y concejosmunicipales, éstese integre alternan­


do varones y mujeresa partir de quien ocupe el primer lugar... Sin duda,ini­

ciativas legislativas como la presentada, tienen todavía resistencia en alb'111l0S
 
sectores tradicionales del Congreso de la República,que pretenden neb':lr la
 
existencia de factores culturales y estructurales que determinan prácticas dis­

criminatorias contra la mujer quejustifican este tipo de planteamientos como
 
medidas temporales"Y
 

La relevancia de una propuesta de esta naturaleza está expresada en la 
exposición de motivos del proyecto: 

..Para que exista una verdadera representación femenina en los cargospolíti­


cos,se requiere de que se establezca la ubicación precisa y obligatoria de las
 

mujeres en las listas, Para ello se sugiere que, en la fórmula de candidatos a la
 

Presidencia de la República,yVicepresidencias. así como en laslistas de can­


didatos para cargosde elección popular,el orden se fije alternando los nom­


bresde varones y mujeres desdeel primer lugar hasta el lugar correspondien­

27	 Entrevista recogida por Alicia Del Águila. "Mujeres en los partidos políticos del Perú, Situación y rueca­
nismos para su promoción," 
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te... Sin duda alguna, lapresente iniciativa contribuiráa incrementarla repre­
sentación de la mujer en la vida política del país mediante un equilibrio en 
la participación por géneros". 

Incremento de las cuotas de un 30% a un 40% para los procesos 
electorales (Proyecto de Ley N° 5832) 

El propósito de este proyecto es elevar la cuota de género para lograr una 
mayor posibilidad de igualdad real de las mujeres con respecto a los varones en 
la arena política. Dicho proyecto de ley tiene un carácter multipartidario pues 
ha sido presentado por congresistas de diferentes agrupaciones políticas. Entre 
los congresistas que han elaborado el proyecto se encuentran Antera Flores 
Araoz (ppC)2H, Mercedes Cabanillas (APRA), Judith de la Mata (APRA), 
Gloria Helfer (Perú Posible), Celina Palomino (Perú Posible), Martha 
Hildebrandt y Emma Vargas (Cambio 90 Nueva Mayoría), entre otros congre­
sistas de otras bancadas. El proyecto fue presentado el 3 de marzo de 2003. 

En la exposición de motivos del proyecto se fundamenta la necesidad de 
este incremento de las cuotas para mujeres: 

"Las cuotas constituyen un mecanismo para lograr una mayor participación 
de las mujeres en política l...1Peroa pesardel avance alcanzado hasta la fecha 
en la regulación legislativa de las cuotas para aumentar la representación de 
las mujeres, es necesario seguircaminando para eliminartodo tipo de distin­
go para garantizar derechos equitativos. En ese sentido la propuesta es elevar 
la participación tanto de la mujer o del varón de un 30% que han fijado las 
leyes, a un 4lYYo. De modo que los siguientes pasos sólo se encaminen a for­
talecer a las organizaciones de mujeres, para que la equidad sea un hecho 
tanto en lospartidos políticos, en las demás organizaciones civiles y profesio­
nales, en las demás esferas del gobierno,en la cobertura de puestos públicos 
de importancia, etc.Y sobre todo reforzar la preparación y formación de la 
mujer para que cumpla con responsabilidad y capacidad los cargos a los que 
acceda loo.] Por lo tanto, el 40%que se propone por lo menos asegura que la 
mujer tenga una participación mínima de ese porcentaje en las listas de can­
didatos en elecciones municipales, regionales o generales políticas". 

Sistema de cuotas y cupos del 30% para los cargos de confianza 
y de alto nivel decisorio (Proyecto de Ley N° 9835) 

Este proyecto ha sido presentado por el congresista Javier Diez Canseco 
(UDP), uno de los principales propulsores de la Ley para las Personas con 

28 El Dr. Aurero Flores Arnoz es actualmente el Presidente del Congreso. 
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Discapacidad. El propósito de esta leyes hacerle frente a la subrepresentación 
de las mujeres en los cargos públicos, pues si bien es cierto hoy en día cerca 
del 44.4% de los trabajadores activos del Estado son mujeres, la representación 
de éstas en los altos cargos del Estado como los ministerios, organismos públi­
cos y gobiernos locales o regionales aún sigue siendo muy pequeña. En el caso 
de los ministerios la mayor parte de mujeres se han hecho cargo del Ministerio 
de la Mujer, del de Educación o de Salud, es decir entidades que representan 
una extensión de las actividades que tradicionalmente han realizado las muje­
res en relación con el cuidado de los otros. No ha habido en el Perú una minis­
tra de Economía, mucho menos una ministra de Defensa. 

Este punto de vista respecto a la necesidad de la promoción de las muje­
res en la carrera pública está más desarrollado en la exposición de motivos del 
proyecto de ley: 

..Resulta sumamente importante fijar cuotas de participación política, quc 

promuevan el acceso de las mujeres a cargos de elección popular, así como a 

cargos públicos, de manera que éstas pueden participar en condiciones de 

mayor equidad en las decisiones orientadas dc la política nacional l...] pro­

mover la participación política de las mujeres en la vida política nacional 

supone no sólo dar garantía a los mecanismos existentes estableciendo, por 

ejemplo, la alternancia para la conformación de las listas de candidatos (pro­

puesta para la quc existen diversos proyectos de ley presentados):sino además, 

reforzar mediante acciones afirmativas la participación de las mujeres en el 

proceso de toma de decisiones que orientan la política nacional, a través del 

ejercicio de fill1ciones y cargos públicos [...1Con el objetivo de garantizar una 

adecuada participación de las mujeres en el sector público y particularmente 

en sus instancias de decisión, resulta viable que el Perú adopte mecanismos de 

acción positiva.como las cuotas y los cupos que garanticen una participación 

por género mínima del 30% para todos aquellos funcionarios públicos y 
empleados de confianza en los diversos sectores del Estado... La determina­

ción del 30% mínimo es acorde con lo recomendado cn la Conferencia 

Mundial para el examen y la evaluación de los logros del Decenio de las 

Naciones Unidas para la mujer y debe entenderse como un mínimo, no 

como máximo". 

La propuesta del congresista Diez Canseco sería aplicable a instituciones 
públicas tales como Ministerios, Organismos Públicos Descentralizados, 
Organismos Reguladores (lNDECOPI, OSINERG, erc.), Empresas del 
Estado, organismos autónomos (Defensoría del Pueblo, ON PE, Universidades, 
etc.), el Congreso de la República, Jos Gobiernos Regionales y Municipales. 
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Cuotas, procesos electorales y partidos políticos 

La Constitución de 1993 establece que tienen derecho a voto los perua­
nos de nacimiento y naturalizados mayores de 18 años y que tienen documen­
to de identidad. Actualmente están exceptuados de votar los miembros de las 
fuerzas armadas y policiales en actividad'". El voto es obligatorio y para los 
mayores de 70 años, facultativo. Desde el establecimiento de las cuotas en 1997 
hasta la fecha se han producido 5 procesos electorales: dos elecciones munici­
pales (1998 y 2002), dos elecciones generales (2000 y 2001) y una elección 
regional (2002). 

Elecciones municipales 

En el Perú se eligen simultáneamente alcaldes y concejales provinciales y 
distritales en todo el país, cada 5 años a partir del 2002311

• Cada una de estas cir­
cunscripciones elige un alcalde y un número de concejales de acuerdo a la 
población. Las listas, encabezadas por el alcalde, son cerradas y bloqueadas y 
gana la lista que obtiene la mayoría relativa de los votos. A elJa se le entrega la 
mitad de los concejales, mientras quc la otra mitad se distribuye entre las demás 
listas, bajo el método de la cifra repartidora o método de D'hondt. Las listas 
deben estar conformadas por no menos de un 30% de hombres o mujeres." 

Las cuotas se aplicaron por primera vez en las elecciones municipales de 
1998. Uno de los aspectos más sobresalientes de ese proceso electoral fue la 
intensa búsqueda de candidatas mujeres para cumplir con los porcentajes esta­
blecidos por la ley, especialmente de aquellas provenientes de agrupaciones de 

base tales como clubes de madres y organizaciones del vaso de leche, que ya 
tenían cierta experiencia en el ámbito público pues para satisfacer las necesi­
dades alimenticias de sus niños habían tenido que aprender a dialogar y nego­
ciar con las autoridades de sus gobiernos locales. En dichas elecciones, algunas 
listas llegaron a contar hasta con un 40% de mujeres del total de candidatos'". 

Sin embargo, la aplicación de las cuotas no estuvo exenta de dificultades. 
La difusión de la norma fue muy limitada, se concentró principalmente en 
espacios urbanos en desmedro de los ámbitos rurales y la difusión de la 

29 Sin embargo.Ios miembro, de las Fuerzas del Orden tendrán derecho al voto a partir del año 20()6.E~tc 

c, un paso quc permitirá acortar las brecha, entre sociedad civil y militare, y policías. 
30 Anteriormente la elección de autoridades municipales era cada cuatro años. 
31 Fuente: Sistema y Derecho Electoral en el Perú,Oficina Nacional de Procesos Electorales. 
32 El porcentaje del 25'10. estipulado por la Icy al ser convertido en números no siempre dio como resul­

rado una cifra exacta por lo que debió ,cr redondeada hasta el número superior ~it...miente. De esta 
manera, si el 25% de la lista era uno y una fracción, el número de candidatas mujeres tenía que ser 
redondeado a dos para quc \C cumpliera con la cuota que exige Id ley. 
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norma se hizo a través de medios escritos a los cuales las mujeres del campo 
acceden con poca frecuencia, ya sea porque el castellano no es su primera 
lengua o porque no saben leer ni escribir". En estos lugares no sólo las muje­
res sino también los varones desconocían la existencia de esta medida de 
acción afirmativa. Uno de los vicios que se percibió en esta primera expe­
riencia de aplicación de las cuotas y que luego se ha ido repitiendo en los 
procesos electorales posteriores, es el de usar a las mujeres como "rellenos" 
y ubicarlas en los últimos puestos. Esto disminuye sus posibilidades de ser 
elegidas pues como hemos señalado antes, el partido ganador obtiene por lo 
menos el 50% de regidurías en un municipio y el resto se divide entre los 
partidos restantes. Si las mujeres son ubicadas al final sus posibilidades de 
resultar elegidas para una regiduría son mínimas. 

A pesar de estos problemas, la aplicación de las cuotas en esos cormcios 
electorales dio resultados muy positivos, especialmente en los espacios más 
rurales pues permitió el ingreso al gobierno local de mujeres que de otra 
manera no habrían llegado a acceder al municipio. Tal fue el caso de las muje­
res indígenas y de sectores populares, especialmente en las zonas que fueron 
afectadas por la violencia política durante los años del conflicto armado inter­
no. Diana Miloslávich sostiene que hacer política en Lima, en el Congreso o 
en un municipio local es dificil, pero hacer política en un municipio rural 
apartado es como remecer la tradición cultural, pues en esos lugares lejanos el 
poder es más cerrado y conforma un espacio reducido ya que el poder estatal 
es totalmente masculino:jueces, policías, directores de educación son en gene­
ral hombres. La urbe modifica la forma de actuar del poder (Miloslavich, 
2002:36) pero en el campo los gobiernos locales son la ampliación del espacio 
público y un terreno fértil para construir ciudadanía para las mujeres. 

Esto lo apreciamos en el contundente el testimonio de Rosa Tejada, regi­
dora del Cusco: 

"En el Perú profundo el trabajo de las regidoras se ve como una amenaza. se
 
ve con mucho celo. Somos parte de la gestión municipal, porque tanto el
 

alcalde como sus regidores y regidoras han sido elegidos por voto popular
 
pero las mujeres somos discriminadas, las regidoras violentadas y víctimas de
 
la prepotencia y el autoritarismo en la mayor parte de las municipalidades,
 
salvo honrosas excepciones... lamentablemente la ley de municipalidades es
 
eminentemente alcaldista; todo el poder lo tiene el alcalde." (Tejada, 2002:90)
 

33 Sólo el 17.(,% de la población femenina en la sierra, y el 5.8% en la selva.se informa a través de los 
periódicos. Fuente: Encuesta Nacional de Hogares, INEI:lmp://www.inei.gob.pe/biblioineipub/ban­
copub/Est/LibU042/C0203.HTM 
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Pero el panorama se complica aún más cuando las regidoras además de ser 
mujeres son indígenas. En este caso la trasgresión es mayor al punto de que son 
criticadas y descalificadas no sólo por sus pares varones sino también por las 

mismas mujeres. Esto lo vemos en el siguiente testimonio de una regidora 
indígena de la zona alto andina de la provincia de Huanta (Ayacucho), recogi­

do por Hurtado en el 2001: 

"Aquí mismo hay esa marginación, porque nosotros somos gente campesina 
de la alta altura siempre nos dicen "ay esas cholas, son indias. que son así de 
la altura, han entrado a la regiduría y ya están aquí". La gente de aquí de la 

población se creen de repente que ellos son mejores que nosotros ¿no? 

Porque no tienen dónde criar su ganado, dónde sembrar mejor. Nosotros al 

pasar nos dicen que somos chutas, indias, pero nosotras tenemos donde sem­

brar cantidad de producciones y donde tener ganados l... 1¿Qué se creen 
ellossi no tienen ni estudio superior?Si de otros países vienen y nos valoran 

a nosotros, ¿por qué elloshablan de nosotros? [... ] Ahora que ya somosauto­

ridad 10 que pensamos lo proponemosen reunión o cualquiercharla que hay. 
Todo en estesitio hemos cambiado. Nosotrossiendoautoridad másfacil pue­
des conversar con la gente que viene de las instituciones, con la gente del 

pueblo y de todo sitio" (Hurtado,2003:193-203). 

Un hecho interesante en este proceso electoral fue que la agrupación 
gobiernista Vamos Vecino captó un gran número de mujeres que pertenecían 

a organizaciones populares. Como hemos señalado anteriormente, durante el 

tiempo en el que Alberto Fujimori se mantuvo en el poder desarrolló un dis­
curso bastante inclusivo para con las mujeres, especialmente aquellas de meno­

res ingresos económicos. Este discurso y la manipulación de los programas 
sociales de lucha contra la pobreza le permitieron granjearse las simpatías de 
las mujeres dirigentes. Ellas provenían de organizaciones de base como clubes 
de madre y vaso de leche, espacios en los que se formó una generación de líde­
res locales que luego ha pasado a formar parte de los espacios locales de poder. 
Blondet señala que "les dio facilidades, las convocó con un discurso populista, 
no exigió claridad en las propuestas políticas, antes bien,les dio un libreto sen­

cillo que rápidamente hicieron suyo y se enrolaron en sus filas.. .la noción de 

seguridad, orden y estabilidad que el gobierno fujimorista manipuló a lo largo 

de toda la campaña sería la clave para conseguir la disponibilidad de esta mayo­

ría femenina" (Blondet, 2002:41-42). 

A nivel de resultados, en esas elecciones se produjo un notable incremen­

to en el número de regidoras en comparación con las anteriores elecciones 

municipales, llevadas a cabo en 1995. Como se puede apreciar en el gráfico 1, 
el porcentaje de mujeres en regidurías municipales pasó de un 8.48% en 1995 
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a un 26.24% en 1998. El porcentaje de mujeres en las alcaldías también se 
incrementó aunque de manera más discreta, pues de un 2.92% se pasó a un 
3.30%. Este porcentaje de mujeres en los gobiernos locales se ha mantenido 
pues, en las elecciones del año 2002, el porcentaje de regidoras fue de 26.27% 
en tanto que el de alcaldesas fue de 3.41 %. 

GRÁFICO 1. PORCENTAJE DE REGIDORES YREGIDORAS ELEGIDOS EN LAS TRES ÚLTIMAS ELECCIONES 
MUNICIPALES 
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Fuente: Desde las regiones y municipios, tlanuela Ramos, 2003.
 

Gracias a las cuotas, el incremento de mujeres en los gobiernos locales, 
principalmente en el papel de regidoras, es un hecho bastante saludable. 
Diana Miloslavich señala que el sostenimiento y permanencia de las estruc­
turas estatales tiene que ver con el fortalecimiento de las estructuras locales 
y regionales. En ese sentido, ella observa que los gobiernos locales son un 
importante factor en el sostenimiento de la arquitectura nacional de género 
pues son los espacios donde se va tejiendo el sostén para mayores cambios en 
la estructura misma del Estado (2002:29). Sin embargo, el bajo porcentaje de 
mujeres que se desempeñan como alcaldesas (ver cuadro siguiente) eviden­
cia que la cuota tiene un límite y no resuelve el asunto de que generalmen­
te sean varones quienes encabezan las listas electorales. 
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GRÁFICO 2. PORCENTAJE DE ALCALDES YALCALDESAS ELEGIDOS EN LAS TRES ÚLTIMAS ELECCIONES 
MUNICIPALES 
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Elecciones generales 

Las elecciones generales se realizan en Perú cada 5 años, En dicho proce­
so electoral se llevan a cabo dos elecciones pues se elige al presidente de la 
república y a los representantes al Parlamento. Los candidatos a la presidencia 
y 1ra. y 2da. vicepresidencia de la república postulan en una lista cerrada, de 
tal manera que el elector vota en bloque por los tres. La elección se realiza a 
través de un distrito único nacional. Si ningún candidato supera el 50% de los 
votos válidos, los dos candidatos con mayor votación pasan a una segunda 
vuelta electoral, a los 30 días de entregados los resultados oficiales. El ganador 
por mayoría relativa sale elegido Presidente de la República. A diferencia de la 
elección presidencial, la elección parlamentaria se realiza con listas bloqueadas 
pero no cerradas. La elección de los representantes al Congreso se hace a tra­
vés de circunscripciones a nivel departamental y el Callao en 25 distritos elec­
torales (distrito electoral múltiple), en donde compiten los 120 candidatos, sin 
barrera mínima o umbral de representación. El método de distribución de 
escaños es el de la cifra repartidora (D'hondt)." Sin embargo, el elector tiene 
la posibilidad de votar opcionalmente por dos candidatos al Congreso (voto 

34 Fuenre: Sistema y Derecho Electoral en el Perú, Oficina Nacional de Procesos Electorales, 
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preferencial); por tal razón las candidaturas femeninas quedan en manos de los 
electores, pues ellos son quienes determinan de acuerdo con sus preferencias a 
los candidatos ganadores de un escalla. Las listas al parlamento deben incorpo­
rar, por lo menos, un 30% de mujeres en sus listas. 

Las cuotas para el Congreso fueron aplicadas por primera vez en las elec­
ciones generales del año 2000; en ese momento la cuota era de 25%. Ese pro­
ceso electoral fue muy accidentado porque Alberto Fujimori intentaba reele­
girse por segunda vez y con el apoyo de Vladimiro Montesinos había dado 
inicio a una "guerra sucia" contra la oposición (Cotler, 2001:53), que se 
expresó en un hostigamiento constante a políticos y medios de comunicación 
que cuestionaban al régimen. Así, Fujimori puso en marcha un fraude elec­
toral del que salió victorioso. 

A raíz de la aplicación de las cuotas en esos comicios se produjo un incre­
mento en el porcentaje de candidatas al Congreso, que de 11% en 1995 se 
elevó a 26% en el año 2000 (Yáñez, 2001). En aquella ocasión, al igual que en 
las elecciones municipales de 1998, las mujeres tampoco negociaron bien su 
ubicación en las listas del Congreso, fueron convocadas a última hora y un gran 
número de ellas participaron en condición de invitadas, es decir que fueron 
convocadas sólo para completar el mínimo exigido por ley. Sin embargo, a 
diferencia de las elecciones de 1998, en estas elecciones la situación fue mucho 
más disputada debido a las diferencias de prestigio que otorga ser parte del 
Congreso de la República. Si bien los municipios son los espacios más asequi­
bles de poder para una sociedad diversa y heterogénea como la peruana 
(Miloslavich,1998: 11), llegar a ser congresista es un hecho mucho más presti­
gioso pues un padre o una madre de la patria tiene un mayor espectro de 
poder, cuenta con inmunidad parlamentaria y goza de un salario muy elevado 
para el promedio de ingreso salarial de los peruanos". Lo cierto es que en esas 
elecciones se notó un incremento en el porcentaje de mujeres elegidas para el 
parlamento con respecto al periodo anterior. Así, de un 11% en el periodo 95­
2000, se pasó a un 20% (ver gráfico 3). 

Alberto Fujimori no concluyó su tercer gobierno. Debido a la presión 
popular y al destape de un sinnúmero de hechos de corrupción en los que 
estaba implicado, abandonó el país en noviembre del año 2000 y el Congreso 
de la República declaró la vacancia de la presidencia por incapacidad moral. 
La presidencia entonces fue asumida por el presidente del Congreso, el Dr. 
Valentín Paniagua, quien a la cabeza de un Gobierno de Transición, convo­
có a un nuevo proceso electoral para el año 2001. El ganador de esas elec­

35 El sueldo promedio de un parlameurano peruallo asciende 3 un equivalente de 12,000 dólares. 
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GRAFICO 3. PORCENTAJE DE PARlAMENTARIOS ELEGIDOS EN lAS TRES ÚLTIMAS ELECCIONES CONGRESALES 
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ciones fue el Dr. Alejandro Toledo, de la agrupación política Perú Posible. En 
ese proceso electoral se produjo un cambio en el sistema electoral peruano, 
que pasó de contar con un distrito electoral único a un distrito electoral 
múltiple". Asimismo, se produjo el incremento de la cuota del 25% al 30%. 
Como señalamos antes, el incremento dc la cuota se hizo a solicitud del 
Defensor del Pueblo, Walter Albán, quien también sugirió el establecimien­
to de cuotas para indígenas. 

En las elecciones del año 2001, de los 120 congresistas elegidos, 22 son 
mujeres que resultaron elegidas en 10 distritos electorales, es decir en sólo el 
40% del país.Asimismo, el 50% del total de mujeres electas pertenece al distri­
to electoral de Lima. Esto evidencia el predominio que tiene la capital con res­
pecto a las provincias en cuanto a liderazgo femenino se refiere. 
lnteresantemente, fueron tres mujeres de Lima las que obtuvieron la votación 
más alta de sus respectivos partidos: Ana Elena Townsend (Perú Posible) fue 

36	 EII el distrito electoral único los electores votaban por '11< candidatov l'1I toda la circunscripción nacio­
nal: l'1I el distrito electoral múltiple lov elecrore eligen a '11' reprewncantcs para el Congreso COII base 
<'11 <11 circunscripción geográfica departamental. EII teoría l',tJ nueva forma de elegir a lov representan­
te al Congreso permite una Illayor reprewntatividad de 10< elegido, y permite lllayorl'S nivele de 
accountabiliry 
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ubicada en el quinto lugar de la lista, Mercedes Cabanillas (APRA) ocupó el 
primer lugar de la lista, y Luz Salgado Rubianes (Cambio 90 Nueva Mayoría), 
quien también ocupó el primer lugar de su lista". 

Si bien se produjo un incremento en el porcentaje de mujeres postulantes 
con respecto al proceso electoral del año anterior -en el año 2000 postularon 
26% del total de candidatos y en el año 2001 ese porcentaje fue de 36%-, la 
representación parlamentaria descendió ligeramente en promedio general. Alicia 
Del Águila señala que este fenómeno tendría que ver con una serie de factores. 
Uno de los cuales podría ser, auque parezca paradójico, la reanimación del juego 
político democrático al quebrarse el gobierno autoritario del presidente 
Fujimori. Hecho que habría generado entre los varones de los partidos un rebro­
te de expectativas por participar y"candidarear" (Del Águila, 2004: 12). 

Lo cierto es que el perfil que presenta el congreso elegido en el 2001 es 
eminentemente masculino. Las mismas congresistas tienen un discurso crítico 
con respecto al poco peso que se ha otorgado a las mujeres dentro de las corre­
laciones de poder en el interior del Congreso. 

Así, por ejemplo, la congresista Anel Townsend afirma: 

..Ante la discriminación negativa que ejercían las agrupaciones políticas se
 
optó por la discriminación positiva. Estopermitió que accedieran más muje­

res a ocuparpuestos en elCongresode la República y en losmunicipios, pero
 
nos preguntamos: ¿son suficientes estos puestos? A la luz de los resultados
 
tenemos que respondernos que no. Las organizaciones políticas cumplieron
 
con dar una cuota a las mujeres en sus listas. pero no les dieron puestos tan
 
expectantes como los quc se reservaron los candidatos hombres. Una agru­

pación puede ubicar25 mujeres en su lista pero darles los25 últimos puestos
 
de esa lista. De ese modo,siempre habrá menos mujeres que hombres elec­

tos". (Townsend, 2002: 1·1-3)
 

Durante ese proceso electoral del 200 I también se suscitó un hecho que 
perjudicó la aplicación de la ley de cuotas en determinadas circunscripciones 

electorales. El responsable de esto fue el mismo Jurado Nacional de Elecciones. 
Como se ha visto en el caso de las elecciones municipales de 1998, al aplicarse 
la cuota la fracción siempre era redondeada hacia arriba en favor de las mujeres; 
sin embargo, en esa ocasión el Jurado, por medio de la Resolución 068-2001 
para el caso de los departamentos de lea, La Libertad y la provincia constitucio­

37	 Posteriormente. la congresista Salgado fue desaforada del Congreso debido a la aparición de un video 
que mostraba a la congresista en una visita .\ Vladimiro Monresinos en el Servicio de lnreligcncia 
Nacional (SIN). 
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nal del Callao, redondeó la fracción hacia el número entero inferior, causando 
así la disminución del número mínimo de mujeres postulantes en esas jurisdic­
ciones. Ante esta situación la Defensoría del Pueblo, la agrupación feminista 
Manuela Ramos y la Comisión de la Mujer del Congreso solicitaron al Jurado 
una corrección del error, pero este declaró la solicitud como improcedente y 
continuó con el proceso electoral. En vista de que las resoluciones del Jurado 
Nacional de Elecciones no pueden ser revisadas por ningún otro organismo del 
Estado, la Defensoría del Pueblo y Manuela Ramos decidieron presentar una 
queja ante la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. 

Algunas de las conclusiones de la petición presentada por la Defensoría a 
la CIDH son las siguientes: 

•	 Declarar que el Estado peruano ha violado el derecho a la igualdad y no 
discriminación reconocido en los artículos 10 inciso 1 y 2..J de la 
Convención Americana, en perjuicio de las mujeres de lea, La Libertad 
y Callao con posibilidad de haber sido candidatas al Congreso de la 
República en las elecciones del 8 de abril de 200 \. 

•	 Declarar que el Estado peruano ha violado el derecho a la participación 
política reconocido en el artículo 23 de la Convención Americana, en 
perjuicio de las ciudadanas antes referidas. 

•	 Recomendar al Estado peruano que tome las medidas necesarias para 
garantizar el cumplimiento del artículo I 16 de la ley orgánica electo­
ral, mientras no sea superada la situación de discriminación de las 
mujeres peruanas.:" 

En estos momentos se está a la espera del dictamen de la CIDH. 

Elecciones regionales 

La regionalización, tema bastante importante en un país profundamente 
centralista como el Perú, fue uno de los ejes del discurso político de Alejandro 
Toledo durante el primer año de su gobierno (Meléndez,2003). Así, a inicios del 
año 2002 convocó a elecciones de gobiernos regionales para noviembre de ese 
mismo año y el Congreso aprobó la Ley 27683, Ley General de Elecciones 
Regionales. Esta medida ha sido uno de los principales pasos en el proceso de 
descentralización del país. 
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La ley sobre regionalización toma en cuenta el terna de las cuotas para 
mujeres, que asciende al 30%, y también incorpora la cuota por etnicidad en 
las circunscripciones electorales con alta densidad poblacional indígena. 
Durante el debate de la ley, los congresistas manifestaron sus puntos de vista 
respecto a estas cuotas. Así por ejemplo, el congresista Javier Diez Canseco, 
de la Unidad Democrática Popular (UDP) se mostró favorable a la reafirma­
ción de la cuota de mujeres como instrumento de discriminación positiva, 
pero no se refirió a las cuotas para indígenas: 

"respecto al rol de las mujeres en estas elecciones, quisiera respaldar la noción
 

de que se considere un mecanismo de discriminación positiva para su parti­


cipación, es decir, que se alienten sus derechos a tener una presencia efectiva
 

en los Órb'3nOS de dirección regional, lo cual corresponde a los tiempos actua­


les donde la equidad de género es fimdamental". j"
 

De la misma manera, la congresista Anel Townsend, de Perú Posible, se refi­
rió a lo beneficioso que era ampliar la cuota de participación de las mujeres 
del 25 al 30 por ciento, pero sólo tangencial mente se refirió a la importancia 
de las cuotas por condición étnica: 

"Señalar el 30% como cuota de participación mínima de mujeres y de 
hombres en las listas de candidatos para indicar que no se beneficia sólo a algu­
no de los géneros constituye una proyección que tiende a un mayor equili­
brio...Asimismo, celebro que se haya fijado un mínimo de 15% para la repre­
sentación de las comunidades nativas y pueblos originarios en cada lista.Ambas 
propuestas son novedosas y modernas". 

Aunque no hubo mayores opiniones respecto a las cuotas por etnicidad, 
una de las pocas voces discordantes con la propuesta de las cuotas fue la del 
congresista Daniel Estrada, de la UDI~ quien sustentó su disconformidad por 
el sistema de cuotas basado en cualquier tipo de diferencias pues con ello se 
atentaba contra el principio de igualdad: 

"Nos regocijamos de que esta ley pueda inscribir en uno de sus textos algo
 

que es trascendental para el futuro del Perú: el reconocimiento de los parti­


dos políticos regionales. Aspiro a que el Perú, que es diverso, múltiple y plu­


ral, no ponga cupos para que se reconozca dicha diversidad, porque todos
 

debemos ser iguales ante la ley...Yo recuso abiertamente los cupos, sea cual
 

fuere el sector o el segmento que quiera imponerse, porque denota bien un
 

complejo de inferioridad o bien un complejo de superioridad. Si en el Perú
 

39 Diario de Debates. 1.J.03.2(J02. Congreso de la Rcpúbhca, 
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todos somos iguales ante la ley,todos tenemos entonces el mismo derecho a 

postular, a dirigir, a mandar -y a obedecer si es que no llegamos a ocupar 

cargos de dirección-; sin embargo, como decía antes, en esta iniciativa están 

consagrados los partidos políticos regionales". 

En las elecciones regionales se elige en un solo proceso electoral a los pre­
sidentes, vicepresidentes y consejeros regionales de cada una de las 25 regio­
nes que conforman el territorio nacional. Cada circunscripción electoral 
regional elige a sus autoridades por períodos de 4 años. El presidente y vice­
presidente de la Región son elegidos conjuntamente, para lo cual se requiere 
que la lista respectiva obtenga la votación más alta. En el caso de los conseje­
ros regionales, su número está determinado por el número de provincias que 
conforman la región a excepción de los casos en que el número de provincias 
sea menor a siete, puesto que este es el número mínimo de representantes a 
elegir para conformar el Consejo Regional. Para la elección de los consejeros 
regionales se vota por una lista cerrada y bloqueada. A la lista vencedora se le 
asigna la cifra repartidora o la mitad más uno de los cargos de miembros de 
Consejo Regional, lo que más le favorezca, según el orden de candidatos y 
provincias propuestos por los partidos o movimientos políticos." 

El 5 de noviembre del año 2002 se llevaron a cabo las elecciones regio­
nales y la cuota del 30% fue aplicada en las 25 regiones. En estas primeras 
elecciones regionales el Partido Aprista Peruano, una de las principales y más 
antiguas fuerzas políticas del país, ganó la mayor parte de gobiernos regiona­
les; en segundo lugar quedó Perú Posible, el partido de gobierno. Con las 
elecciones regionales se ha producido el retorno a la escena política de una 
clase política intermedia formada en los años SO que estuvo ausente duran­
te los años del fujimorismo. 

Los concejos regionales están conformados por un presidente, un vice­
presidente y el número de consejeros regionales que determine el Jurado 
Nacional de Elecciones. En las elecciones regionales del 2002 se eligió a tres 
mujeres como presidentas de región: Cristala Constantinides (Moquegua), 
Luzmila Templo Condeso (Huanuco) y Rosa Medina Feijoo (Tumbes). 
Como se observa en el gráfico siguiente, el 12% de presidentes regionales 
son mujeres, en tanto que las vicepresidentas conforman el 16% y el porcen­
taje de consejeras es de 22%. Es evidente que el mayor porcentaje de muje­
res se encuentra en los estratos de menor rango del gobierno regional. 

40 Fuente: ONPE, Derecho Electoral. 
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GRÁFICO 4. PORCENTAJE DE AUTORIDADES REGIONALES ELEGIDAS EN LAS ELECCIONES DEL 2002
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Fuente: Desde las regiones y municipios, Manuela Ramos, 2001 

En suma, como hemos visto en este acápite la aplicación de las cuotas en 
los diferentes procesos electorales ha sido un hecho muy positivo porque un 
mayor número de mujeres ha logrado ser elegida como autoridad en su muni­
cipio, gobierno regional o el Congreso. Sin embargo, los resultados en estas 
circunscripciones también evidencian una limitación de las cuotas y es que, si 
bien son válidas para incentivar la llegada de mujeres a puestos intermedios, 
esto no necesariamente se traduce en las esferas más altas del poder. Como se 
aprecia en el cuadro siguiente, los mayores porcentajes de mujeres que se des­
empeñan como autoridades se concentran en los gobiernos locales, específica­
mente en las regidurías. 

CUADRO 2. PAR'I'ICIPACIÓN POLi'l'lCA FEMENINA A NIVEL NACIONAL, PERIODO 2003-2006 

Cargos mujeres hombres Total % mujeres 
Presidencias 
gobiernos regionales 22 25 12.0 
Consejerías gobiernos 
regionales 50 178 228 21.9 
Alcaldías provinciales 5 189 194 2.6 
Regidurias provinciales 400 1299 1699 23.5 
Alcaldías distrilales 48 1574 1622 3.0 
Regidurias distritales 2313 6240 8552 27.0 

Fuente: Presencia de género en los gobiernos locales y regionales. Datos elladíllicos de las regiones del Perú, Flora Trislán. 
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Cuotas y partidos políticos 

Los partidos no siempre han fomentado la participación de mujeres en la 
formación de cuadros y partidarios. Por el contrario, Del Águila (2004:9), sos­
tiene que en la distribución de cargos internos, los porcentajes de mujeres que 
participan en las instancias de poder son siempre más bajos (ver cuadro 3). 
Además de la subrepresentación de las mujeres en los partidos formalmente 
inscritos y que cuentan con representación parlamentaria se mantiene una ten­
dencia a la división sexual del trabajo en la repartición de los cargos. Esto sig­
nifica que se les asigna la Secretaría de la Mujer y aquellas vinculadas con la 
asistencia, el bienestar y la educación. 

CUADRO 3. PORCENTAJE DE MUJERES QUE OCUPAN CARGOS INTERNOS EN LOS PARTIDOS pOLíTICOS 

Nombre del Partido	 Porcentaje de Mujeres 

APRA	 21.7% 
AP	 20% 
PPC	 16.6% 
Perú Posible	 15% 
Somos Perú	 12.5% 
FIM	 11.1% 
Ahora Perú	 0% 

Fuente: Hujeres en los partidos políticos del Perú, situación y mecanismos para su promoción. Transparencia 2004. 

Del Águila destaca que son los partidos políticos más tradicionales: la 
Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA), Acción Popular (AP) y 
el Partido Popular Cristiano (PPC), quienes concentran los porcentajes más 
altos de mujeres en posiciones de responsabilidad. El ppe tiene a una mujer 
como líder, Lourdes Flores Nan04 1 

. Un comentario aparte merece el Partido 
Democracia Social (PDS), un partido de reciente formación de centro izquier­
da, que es liderado por la Ex ministra de la Mujer Susana Villarán y que cuen­
ta con el 57'JI¡) de mujeres en su máximo órgano de dirigencia partidaria.f 

-tI	 Lourdes Flore, l" ahogada de profesión ~ inició su carrera política .1 lo, IH año- al ingresar al Parlido 
Popular Cristiano, donde llegó a ver Secretaría General. AI1I~' d~ postular a la presidencia se de-empc­
lió COIIIO regidora del Municipio de Lima entre 19117 y 1990; diputada en el Congreso de 1990 a 1992: 
miembro Jd Congre-o Constituyente de 1<)')) a 1<)<)5 y reelecta para el periodo 1l)<)5-2000. FU~IlI~: 

Carlos E.Var¡:." León Perú: La, elecciones presidenciales y parlamenrariav del 200 1 (ll de abril y 3 de 
junio). 

-t2	 Comunicadora. educadora y jurista. Smana Villar:in ,~ desempeñó como Ministra de la Mujer durante 
el gobierno de Transición de] Dr. Val~l1Iin Paniagua (21100-20111). Actuahncntc ~, representante de la 
Comisión lntcramcricana de Derechos Humanos y miembro directivo del "milUlO de D~f~n,.1 Legal 
Jd Perú, 
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Con la aplicación de la Ley de Partidos Políticos se produce un avance sig­
nificativo en la búsqueda de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hom­
bres, dentro de la vida partidaria, y es un recurso que, combinado con otros 
mecanismos, puede estimular la inserción de más mujeres en la vida partidaria." 

Refiriéndose a la relevancia de la aprobación de la Ley de Partidos, Aída 
García Naranjo señala: 

"Pese a que la gran mayoría de los anteproyectos de ley de las diferentes
 
fuerzas políticas no incorporaron la cuota de género.el artículo fue apro­

bado por consenso y es el asunto principal que queremos destacar, ya que
 
la norma resulta de mayor importancia -política y estratégica- que la
 
cuota de género establecida para la listas clectorales.Il<)<)7-2002). Las
 
cuotas de género en las competencias electorales buscaron remontar la
 
subrepresentación femenina. Muchos partidos cumplen con la formali­

dad de colocar mujeres 1... 1 pero debemos señalar que la mayoría no
 
apostó por esas candidaturas femeninas. Esta norma permite reflexionar
 
en la eficacia de la cuota, la que hoy no puede seguir al margen de la ins­

titucionalidad partidaria. Hoy día la mayoría de candidatas de listas no
 
militan en los partidos yeso debe ser un motivo de reflexión dcl femi­

nismo y, sobre todo de la búsqueda de nuevos instrumentos y mecanis­

mos para la democratización interna de los partidos -incluida la demo­

cracia de género- ya que los partidos políticos son los que controlan el
 
acceso y el avance de las mujeres en las estructuras del poder político".44
 

La cuota mínima del 30% se ha aplicado recientemente en las elecciones 
del Partido Popular Cristiano y el APRA. Peschard (2004) señala que mien­
tras la democratización no pcrrncc la organización interna de los partidos 
políticos, la demanda de equidad de género en las representaciones políticas 
se enfrentará a obstáculos difíciles de remontar por más que aquella esté 
socialmente legitimada. 

Cuotas, fragilidad institucional y decisión política de 
turno: algunas reflexiones 

Como se ha visto a lo largo de este artículo, la acción afirmativa es un tema 
relativamente nuevo en el Perú en tanto concepto y experiencia de compen­
sación y justicia en beneficio de los sectores más marginados y excluidos de la 

43 Fuente: Mujer )' partidos político>. M:lIlucl:1 Ramos: Imp:llww",.manucl.l.org.pc/dcrcchm/nntier­
part.htm 

44 "lo" mujerev )' la le)' de partido,' en El cuarto femenino. Manuda Ramos pp. lt), enero 2004. Lima. 
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sociedad. El debate sobre la acción afirmativa es todavía bastante limitado, y fue 
la discusión acerca de la participación política de las mujeres a través de las 
cuotas el hecho que introdujo tal concepto en el Perú. 

La acción afirmativa se sustenta en el principio de igualdad y no discri­
minación, establecido en la Constitución de 1993. Sin embargo, el contenido 
de los artículos que pueden sentar las bases para este tipo de medidas se orien­
ta más hacia la consecución de una igualdad formal que a una igualdad de 
hecho. Por otro lado, la Jurisprudencia también constituye una herramienta 
importante en la búsqueda de una situación de equidad en el país pues cuan­
do el principio de igualdad establecido por la Constitución ha sido violenta­
do, el Tribunal Constitucional ha sentado jurisprudencia sobre la naturaleza 
de la acción afirmativa, la ha respaldado y le ha otorgado reconocimiento. 
Todo ello en conjunto puede servir de sustento para que en el futuro se lle­
ven a cabo otras experiencias que aboguen por la inclusión y la igualdad de 
oportunidades para todos los ciudadanos peruanos, especialmente de aquellos 
en situación de vulnerabilidad como mujeres, discapacitados, indígenas, etc. 

Las mujeres, especialmente aquellas que provienen de las zonas más rura­
les e indígenas del país, son sujetos vulnerables porque debido a situaciones 
estructurales de la sociedad peruana cuentan con mayores índices de pobre­
za, menores niveles educativos que sus pares varones y han tenido una muy 
reducida presencia en los espacios de poder local. Si bien los estándares de 
vida de las mujeres que viven en las urbes son mejores y tienen mayores posi­
bilidades de participar en la vida política del país, lo cierto es que aún existe 
una profunda subrepresentación de las mujeres en las principales esferas de 
poder. Esto es un hecho injusto pues ellas conforman el 50% de la población 
nacional y también deberían tener el derecho de participar de la conducción 
del país en ese mismo porcentaje. Lograr cambios dramáticos en escenarios 
como éste es un proceso de largo aliento y tomaría muchos años si se espera 
que tales cambios lleguen "naturalmente" siguiendo las dinámicas de nuestras 
sociedades. Por ello se hacen necesarias medidas correctivas como las cuotas, 
porque fuerzan un cambio en los escenarios sociales en aras de conseguir una 
igualdad de hecho. Ello pasa por reconocer que el establecimiento de medi­
das de acción afirmativa como las cuotas no violentan el principio de igual­
dad, porque parten de la premisa de que se debe tratar diferente a los que son 
diferentes en vista de que el trato igual entre dos sujetos que son diferentes 
da origen a que la desigualdad persista. 

Un segundo aspecto de las cuotas es que son medidas de carácter transito­
rio cuya aplicación se irá dejando de lado en tanto se logre remediar las des­
igualdades existentes. Sin embargo, la aplicación de acciones afirmativas como 
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las cuotas no resuelve totalmente el problema de la subrepresentación de las 
mujeres. Especialmente en nuestros países,las cuotas no atacan las causas direc­
tas del problema que es mucho más complejo y tiene que ver con imaginarios 
sociales, estructuras económicas, identidades, cuestiones étnicas, etc.; por ello, 
estas medidas deben ir acompañadas de otro tipo de acciones llevadas a cabo 
desde el Estado y la sociedad civil que ayuden a atacar las razones estructura­
les que dan origen al problema. 

Por otro lado, está el tema de cómo se han conseguido las cuotas en el 
Perú. Tanto la cuota por género como la de etnicidad no han sido únicamen­
te consecuencia de la presión organizada e interesada de los colectivos de 
mujeres o de las organizaciones de indígenas, sino principalmente de la deci­
sión de personajes del gobierno de turno que han estado interesados en el 
tema y que lo han tenido en sus propias agendas políticas. Tal fue el caso de 
Alberto Fujimori en la década de los 90, y es el caso de la Dra. Eliane Karp, 
esposa de Alejandro Toledo, hoy. Este hecho nos lleva a reflexionar sobre la 
importancia que ejerce la coyuntura política y la agenda pública en el éxito o 
fracaso de las medidas de acción afirmativa en el Perú. 

El clima político tiene importancia sustantiva porque existe una estrecha 
relación entre el interés de la autoridad de turno, vale decir ministros, vice­
ministros o altos funcionarios, y las políticas sectoriales implementadas. Esto 
se debe a que las instituciones estatales son precarias y muy poco sólidas. En 
vista de esa falta de institucionalidad, cada cambio de gobierno implica un 
giro en la conducción de las políticas públicas y una falta de continuidad en 
lo ya avanzado. Por ello, con frecuencia la burocracia estatal es percibida 
como una suerte de botín para ser repartido entre los militantes del partido 
político de turno en el gobierno." 

Como lo señala Cecilia Blondet: 

"hay una vinculación muy estrecha entre gobierno de turno y Estado. Hay
 

un Estado muy débil que es colonizado por elgobierno de turno, por lo tanto
 

no tiene Políticas de Estado de mediano y largo plazo que se hayan discuti­


do y consensuado y no existe tampoco una burocracia calificada que sea
 

capaz de seguir adelante con planes pactados previamente al gobierno que
 

entra. Partido de gobierno es sinónimo de Estado durante el tiempo que está
 
en el poder"..•.
 

45 Esto es notorio en la actual coyumur:I en que el partido de gobierno Perú Posible ha tratado de copar 
la mayoría de puestos públicos sin contar con la geme idónea para ello. 

46 Entrevista. LIMA.Junio !l, 2003. 
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El ejemplo más evidente en donde decisión política y coyuntura se con­
jugaron para sacar adelante medidas conducentes a la igualdad de oportuni­
dades se dio durante el régimen de Fujimori. Paradójicamente, en medio de 
un gobierno autoritario y antidemocrático los derechos de las mujeres fue­
ron parte de la agenda pública de los sectores del Estado involucrados en su 
atención (Manuela Ramos/Consorcio Promujer, 2001 :73). Así, en el quin­
quenio 1996-2000 no sólo se dio una profusa producción de dispositivos que 
ampliaron los derechos de las mujeres, sino que también se brindó una espe­
cial atención a la violencia familiar y sexual contra la mujer. Este interés de 
Fujimori en el tema de la mujer no fue, sin embargo, gratuito pues estuvo 
orientado a conseguir una base social manipulable. 

La atención al tema de los derechos de las mujeres observada durante el 
gobierno de Fujimori ha desaparecido en los gobiernos posteriores. Ni duran­
te el Gobierno de Transición del presidente Valentín Paniagua (2000-2001), ni 
en la administración actual del presidente Alejandro Toledo se ha promovido 
de manera particular la participación política de las mujeres ni se han dado 
mayores medidas en beneficio de ellas; tampoco se han cumplido las ya exis­
tentes. Solamente una ministra, Susana Villarán, participó en el gabinete de 
Paniagua, y Perú Posible, el actual partido de gobierno, no ha continuado con 
la tradición de otorgar la presidencia del Congreso al candidato más votado en 
las elecciones: Anel Townsend en el caso del año 2001 (Schmidt,2003:33). A 
excepción del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, no hubo mujeres en 
los dos primeros gabinetes de Toledo. Sólo a mediados del 2003 y en una 
coyuntura particularmente dificil caracterizada por la cada vez menor aproba­
ción de la gestión presidencial y de la gestión del partido de gobierno, que 
apenas llegaba al 11%47, una mujer, la Dra. Beatriz Merino, asumió el premie­
rato. Sin embargo, pocos meses después la Ministra tuvo que abandonar el 
cargo debido a la falta de apoyo y confianza del presidente. 

Por otro lado, está el caso del Congreso. Las figuras autoritarias femeninas 
del oficialismo de Pujimori han sido reemplazadas por figuras masculinas que 
demuestran una actitud complaciente y servil con el presidente Toledo. Es el 
caso de los congresistas Luis Solari, Gustavo Pacheco, Carlos Ferrero, etc. Si 
bien hay congresistas mujeres como Doris Sánchez o Enith Chuquival que 
han salido a defender al presidente en reiteradas ocasiones, ellas se encuentran 
desprestigiadas ante la opinión pública de una forma que no lo estuvieron las 
mujeres del fujimorismo en su momento", pues ambas han estado involucra­

47 Resultados de la encuesta de opinión realizada por APOYO, difundidos el 22 de setiembre del año en 
curso. 

.¡~ Recordemos que Luz Salgado fue la congresista que obtuvo la l11a)'or votación de su partido en las elec­
ciones del 2001. 
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das en acusaciones de corrupción y nepotismo. Esta situación de desprestigio 
va más allá de la bancada oficialista y se ha hecho extensiva a todo el Congreso. 
Por ello es realmente preocupante el comportamiento de muchos congresis­
tas, que evidencia un claro matiz en contra de las mujeres." 

Lo que percibe la sociedad civil durante el actual gobierno de Alejandro 
Toledo es que la influencia de algunos miembros ultra conservadores del par­
tido vinculados al Opus Dei ha hecho dar marcha atrás a lo avanzado en la 
protección de los derechos reproductivos de las mujeres. Así por ejemplo, 
durante la gestión del doctor Luis Solari, se vetó el tratamiento e inclusive 
redujo el financiamiento para la atención de temas relacionados con la salud 
reproductiva. Más tarde, como Presidente del Concejo de Ministros promo­
vió un clima de aversión a conceptos y términos como equidad de género, 
derechos reproductivos, etc., y más recientemente ha iniciado una campaña 
de hostigamiento contra la actual ministra de salud, Pilar Mazzetti, por haber 
aprobado el uso de la píldora del día siguiente (AOE) en los programas de 
salud reproductiva del Estado. 

Como bien lo señala Ana María Yáñez: 

"El gobierno actual se caracteriza por una política "anti-género", Quienes
 

han estado o están cerca de los centros de toma de decisión política han sido
 

y son testigos de que los términos "género", "derechos sexuales", "derechos
 

reproductivos", entro otros como "sociedad civil", no son bien vistos ni acep­


tados por quienes hoy detentan el poder. La libertad sexual es percibida como
 

una amenaza. No tenernos más mujeres cn el Poder Ejecutivo que las que
 

teníamos en el régimen pasado, la política dc planificación familiar ha frena­


do la implementación de nuevos servicios aprobados anteriormente: el
 
cnfrcnramicnro entre las autoridades públicas de salud y las mujeres organi­


zadas cada día sube más de tono. Vemos entonces, que un régimen democrá­


tico tampoco asegura mayores derechos a las mujeres r... 1 En el curso de 12
 

años, el Perú ha vivido la paradoja de pasar por un régimen de más derechos
 

para las mujeres/menos democracia/menos derechos humanos a uno de más
 

democracia/menos derechos para las mujeres/menos espacios para el poder"
 

(Yáñez, 2004:128).
 

49	 Tal es el e••'O de, por ejemplo, las desafortunadas declaracionev del Dr. Carlos Perrero, ex presidenrc del 
Congreso en el periodo 2011 1-2002. Y congresista del partido de gobierno, quien al referirse al futuro 
político de l•• Dra. Lourdes Flores Nano señaló que ésta debía irse a 'u casa y poner una peluquería o 
una "bodeguira' (tienda de abarrote') (Diario La República 4.12.20(14). El machismo de algunos de 
e'to, padres de la patria h•• llegado a ,\1\ peore, demo-rracionc-, con la confesión del congresista Torres 
Calla de haber abusado sexualmenre de una menor de edad que se desempeñaba como su asistenre en 
el Congreso de la República (Diario El Comercio (,.12.211114). 
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Como vemos, la existencia de un clima político adverso no sólo no per­
mite implementar nuevas medidas de acción afirmativa sino que pone en 
peligro las medidas ya alcanzadas. Lo cierto es que la debilidad institucional 
del Estado peruano se expresa en la pobre cultura de cumplimiento de los 
marcos legales vigentes, pues es frecuente que las leyes no sean honradas una 
vez promulgadas. De esta manera aunque existan leyes, decretos u otros dis­
positivos legales orientados a brindar un trato preferencial y afirmativo hacia 
ciertos sectores de la población, esto sirve de poco para remediar problemas 
de exclusión o discriminación si es que no existe la voluntad política de las 
autoridades para hacer cumplir tales medidas. 

Ante este panorama tan poco esperanzador que presenta el gobierno de 
Alejandro Toledo, es interesante la observación que hace Maruja Barrig: 

"Hace algunos meses una persona muy cercana me comentó que la pre­

sencia tan visible de las mujeres en las instancias públicas del régimen ante­

rior (de Fujimori) por ejemplo, en el Congreso, había terminado envile­

ciendo el papel de las mujeres en la política, por decirlo de alguna mane­

ra. Se habia reclamado la presencia de las mujeres en la escena política y 

quienes estaban eran ellas, las militantes fujimoristas, lo cual podría haber 

neutralizado de alguna forma nuestras demandas actuales de visibilidad 

pública. Este punto de vista se puede discutir, pero no deja de sorprender 

que, con el cambio de gobierno, las mujeres estamos como desvanecidas 

de la política oficial. Lo cual abre la puerta a cuestionamientos a la demo­

cracia misma. Salvo la Primera Dama, cuya visibilidad es comprensible, y 

la Ministra en el Ministerio de la Mujer, no hay mucho más, nos parece 

raro que ningún asesor o consejero sea mujer, y que las comisiones nacio­

nales que se están creando no estén integradas por mujeres" (Barrig, 

2002:163). 

Por otro lado, el desarrollo e implementación de medidas de acción afir­
mativa conforman una dinámica que no sólo involucra al Estado sino tam­
bién a la sociedad civil en su conjunto. Entonces, es necesario el compro­
miso y una cierta presión de parte de los colectivos organizados interesados 
en este tema para que el Estado se aboque a la implementación de medidas 
y políticas de este tipo. Distintos autores resaltan el peso que tiene la socie­
dad civil en este proceso. Así, por ejemplo, Fidel Tubino sostiene que "las 
cuotas se justifican si, y solo si, los representantes de los grupos socialmen­
te menospreciados generan debates públicos, argumentan, sustentan y obtie­
nen consensos en torno de propuestas legislativas a su vez discutidas con los 
sectores que representan y legitimadas por ellos" (Tubino:2üü2:6S). 
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Otros autores como López Montaño resaltan el papel que las organizacio­
nes de mujeres tienen al momento de garantizar la permanencia y desarrollo 
de estas políticas. Así como son imprescindibles las políticas públicas, también 
el apoyo de la sociedad civil, hombres y mujeres, es fundamental para el éxito 
o fracaso de las mismas (2002:14). Un ejemplo de esto se ve en la protesta esta­
blecida por la ONG feminista Manuela Ramos y la Defensoría del Pueblo ante 
la CIDH por lo acontecido con las cuotas para mujeres en las últimas eleccio­
nes regionales y municipales del 2002. Es un hecho importante que la 
Defensoría cuente con una sección especializada en la mujer, y que ésta se 
encuentre bajo la responsabilidad de una reconocida abogada feminista, la Dra. 
Rocío ViIlanueva. Sin embargo, reacciones como esta no son tan frecuentes y, 
a pesar de la saludable voz de protesta de una entidad gubernamental y una 
organización feminista, es necesario reconocer que en el Perú no existen 
movimientos sociales que propongan medidas de acción afirmativa. Salvo el 
movimiento de mujeres abogadas vinculadas al movimiento feminista, que ha 
tenido un rol preponderante en la formulación de leyes que favorecen la eli ­
minación de diversos tipos de discriminación contra la mujer, los otros movi­
mientos sociales tienen reclamos de justicia o de reconocimiento de derechos, 
pero no de promoción activa de la equidad a través de prácticas concretas que 
modifiquen situaciones corrientes de discriminación. 

A consecuencia de ello, vemos que existe una sociedad civil débil que no 
presiona lo suficiente por la igualdad de oportunidades y que incluso no pro­
testa cuando es objeto de prácticas discriminatorias o hechos que vulneran 
sus derechos. La aprobación de la modificación del artículo dos de la 
Constitución con respecto a la eliminación de la enumeración de las formas 
de discriminación es un ejemplo de esta situación. A pesar del retroceso que 
esto implica, no se han alzado voces de protesta. Refiriéndose a este hecho 
Rocío Villanueva, señala: 

"Los cambios también dependen mucho de las personas y que haya alguien
 
que quiera impulsar la convocatoria. El tema de la Constitución, por ejem­

plo, debió haber tenido más impacto; que hubiera tal cambio de un texto a
 
otro parece que hubiera pasado casi desapercibido [... ] probablemente hafal­

tado esealguien que quisiera tener alguna acción mucho más reactiva frente
 
al temade [a Constitución. Muchas veces losesfuerzos son individuales y no
 
colecrivos"."
 

En síntesis, las medidas de acción afirmativa tienen que estar sustentadas 
por una base social relevante, medianamente organizada y con planteamientos 

50 Entrevista, LIMA, junio 8,2003. Rocío Villanueva cs abogada defensora dc la mujer. 

133 



concretos; de lo contrario, su implementación y existencia puede ser cuestio­
nada o, en el peor de los casos, dejada de lado. Esta falta de organización y pre­
sión de la sociedad civil se evidencia en el papel tan pasivo que existe entre la 
sociedad civil con respecto a otros graves problemas que enfrentan los perua­
nos, tal es el caso de, por ejemplo, la discriminación racial y étnica. En gene­
ral, los peruanos no asumen que exista este tipo de discriminación porque es 
un fenómeno que se da de manera muy particular en la sociedad peruana. Las 
jerarquías étnicas no son inmutables pues más allá del color de la piel, el nivel 
educativo, la experiencia urbana y los ingresos económicos de una persona 
pueden determinar que sea más o menos indígena que otra. 

Entonces vemos que, aunque en la normatividad peruana se ha plasma­
do una situación de igualdad en términos formales, tal situación no se ha 
reflejado en la práctica cotidiana pues no existe una igualdad real entre los 
diferentes sectores que componen la sociedad peruana; por el contrario, han 
persistido inequidades y situaciones de discriminación por cuestiones de 
raza, clase, género, etc. que tuvieron su corolario más trágico durante los años 
del conflicto armado interno. Ante las dimensiones de esa realidad desigual, 
es que se hace necesario el desarrollo de acciones afirmativas para poder 
alcanzar una situación de la igualdad real entre los ciudadanos de este país. 

En ese sentido, los resultados de la aplicación de cuotas para mujeres en 
el Perú en las diferentes elecciones generales, regionales y municipales que 
se han llevado a cabo desde 1998 han sido sumamente positivos pues se ha 
incrementado el número de mujeres en las instancias de gobierno a nivel 
local, regional y nacional. En definitiva, la participación de un mayor núme­
ro de mujeres como candidatas en un proceso electoral permite la elección 
de un mayor número de mujeres en las diferentes instancias de gobierno. En 
tal sentido Ana María Yánez señala: 

"La oferta y demanda de candidatas femeninas es un hecho politico, el elec­
torado escoge a las mujeres en la misma proporción que se oferta, a eso le 
hemos denominado"el fenómeno del espejo". Si las listas llegan a 10% de 
mujeres, entonces elegirán a un 10% de mujeres, si llegan hasta el 25%la ten­
dencia es que se elija a poco más de un 22%".51 

Al contar con un mayor número de mujeres en estos espacios se genera un 
impacto en el imaginario colectivo y se cuenta con mayores referentes femeni­
nos y un mayor número de sujetos con iniciativa que a la larga podrían luchar 
por los temas relevantes de las agendas de las mujeres. Aparte de la visibilidad que 

51 Entrevista. LIMA. junio 8. 2003. Ana Maria Yáñez es abogada y directora de Manuela Ramos. 
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otorga a las mujeres, la aparición de esta "masa crítica" también ha puesto en la 
agenda de discusión el tema de la situación de desigualdad por la que atraviesan 
las mujeres yeso es positivo para el debate sobre esta problemática. 

El hecho de que el número de mujeres en espacios de poder local, regional 
o congresual se haya incrementado a raíz del establecimiento de las cuotas, evi­
dencia que las medidas de esta naturaleza sí pueden ayudar a revertir la situación 
de exclusión con respecto al poder político que han experimentado muchas 
mujeres en el Perú. Esto último es mucho más evidente en el caso de los muni­
cipios donde el número de mujeres elegidas como regidoras es realmente alto. 
Este hecho es particularmente importante para las zonas con un alto número de 
población indígena y amazónica pues mujeres que antes no habrían podido Ile­
gal' a ser autoridades en sus municipios ahora sí pueden acceder a esa posibili­
dad y esa es otra forma de ejercer ciudadanía. 

Por otro lado, las elecciones para autoridades locales y luego para la con­
formación de las dirigencias de los partidos políticos abren la posibilidad de 
que en el futuro se establezcan medidas similares en otras áreas de la adminis­
tración pública. Sin embargo, uno de los temas que la cuota no ha podido solu­
cionar es el de la ubicación en la lista pues a pesar de que establece porcenta­
jes mínimos, no establece en qué lugares deberían ser ocupadas las mujeres; 
esto se debe a la naturaleza de nuestro sistema electoral. Esta discrecionalidad 
que brinda la cuota a los líderes de partidos políticos y agrupaciones ha hecho 
que con frecuencia se ubique a las mujeres en los últimos lugares de las listas 
y que tengan pocas posibilidades de ser elegidas. Esto podría remediarse con 
dispositivos que regulen además de la cuota mínima, la ubicación de (as muje­
res en las listas. En ese sentido es alentador que se haya preparado un proyec­
to de ley sobre la alternancia de los candidatos en las listas electorales. 

Las cuotas tampoco constituyen una panacea para todos los problemas 
estructurales que afectan a las mujeres. Por un lado, no hace desaparecer de la 
noche a la mañana los estereotipos que existen con respecto a las mujeres que 
incursionan en la política. Esto es una realidad, no sólo en los ámbitos rurales 
sino también en la urbe.52 Por otro lado, está el hecho de que la llegada de muje­
res al poder no necesariamente implica una mejor manera de hacer política. Por 
ello, un desafio que implica la cuota tiene que ver con el accountability, es decir 
con la posibilidad de rendir cuentas. Gina Vargas señala que se pueden pedir 
cuentas a un programa pero no a mujeres que están allí solo por el hecho de 
serlo, y esto es justamente lo que ocurrió durante el régimen de Fujimori. Ella 

52	 El comentario del congresista Carlos Ferrcro respecto a que Lonrdes Flore. Nano debería poner una 
peluquería y olvidarse dc 1:. política es un ejemplo de ello, 
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sostiene que en ese periodo, el aislar la construcción de las ciudadanías femeni­
nas del resto de la construcción democrática en el país dio como resultado efec­
tos muy negativos para las mujeres, la política y la democracia, pues se legitimó 
a un gobierno autoritario, con mujeres autoritarias que fueron su mejor vehícu­
lo de expresión (Vargas, 1999:8). 

La experiencia de la participación de mujeres en la esfera política durante 
ese régimen autoritario en democracia es un hecho que debe estar presente en 
el momento de definir hacia dónde deben ir las mujeres como colectivo en el 
Perú, las herramientas que emplean para ello y los límites que deben evitar 
traspasar. Sin embargo, ese hecho nefasto no debe ensombrecer la lucha del 
movimiento de mujeres en el Perú por conseguir una sociedad más justa e 
inclusiva. Por el contrario, debe servir como referente de una experiencia que 
no se debe repetir. 
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¿Cuánto hemos avanzado las mujeres con las cuotas? 
El caso boliviano I 

Lisa Baldez }' Patricia Brañez Cortez 

Introducción 

La participación de las mujeres bolivianas en la política se ha dado a lo 
largo de la historia republicana del país y su aporte ha sido muy importante 
para la conquista de sus derechos políticos y civiles. No obstante, su participa­
ción electoral es reciente. A mediados del siglo XX, en el marco de la 
Revolución Nacional de 1952, surgió el proceso en el que se reconoció el 
voto universal como una medida incluyente para la población femenina como 
masa electoral. Lo anterior significa que las mujeres contaban con el derecho 
ciudadano de elegir pero no podían ser elegidas, constituyéndose este último 
aspecto en una restricción de su ejercicio ciudadano'. 

A pesar de lo anterior, entre los años 1979 y 1980, Bolivia contó con una 
mujer, Lydia Gueiler TejadaJ 

, como Presidenta de la República. Este hecho 
ha sido una excepción ya que la ausencia femenina en el poder ha caracte­
rizado a la esfera política boliviana. La exclusión de las mujeres en el acceso 
a espacios de decisión política y su escasa representación han sido una cons­
tante a lo largo de la historia del país. De esta manera, el ingreso de las muje­
res a la representación política ha sido un proceso lento. 

Si bien la construcción y ampliación de los derechos políticos de las muje­
res se da en Bolivia a partir de 1946 con la posibilidad del voto calificado urba­
no de la clase media, apenas en 1997 se logra sancionar el mecanismo de las 
cuotas de participación política para las mujeres, mecanismo en el que se esta­
blece un mínimo del 30%4. Esta medida de acción positiva fue aplicada por 
primera vez en las elecciones nacionales del mismo año (1997), como respues­
ta a las demandas de las mujeres para ejercer la ciudadanía política, participar 

1 Documento editado por Magdalena León y jimena Holguín.
 
2 María LOUrdl'S Zabala. en 'u libro Mujeres, cuotas y ciudadanía en Bolivia, señala que "en IdConstitución
 

Política del Estado de 1945 se reconoce el derecho de l... nl\ti~re' de elegir y ser elegidas ...pero única­
menee para la conformación de Gobierno, Municipales", 

3 Quien Ik·g.1 a esta posición por una coyuntura política especifica, '1 bien no se puede desconocer su gran 
aporte .11 país; sin embargo. ,i no se hubiera dado ésta cri,i, política y vacío ele poder en Bolivia. no habría 
llegado a ocupar este algo cargo público. 

4 La Ley de Cuotas (11! de marzo de 1997) l~ incorporada ,1 1.1 Ll'Y 17U4de Reforma a la Ley Electoral en 
aplicación del Aróculo (,() de la Constitución Política del Estado, debatida en Bolivia entre 19% y 1997. 
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y representar. El objetivo central de esta medida ha sido el de alcanzar el acce­
so efectivo de las mujeres a los niveles de toma de decisiones políticas. 

El presente artículo aborda el tema de las cuotas políticas para las mujeres 
en Bolivia, teniendo en cuenta las condiciones en que fueron adoptadas, las 
reformas al sistema electoral y de partidos que les dieron vida, el grado en que 
los partidos políticos han cumplido con las obligaciones estipuladas en la Ley 
Electoral, la Ley de Cuotas y las regulaciones de la Corte Nacional Electoral 
para las elecciones tanto a nivel nacional como a nivel local, y el impacto que 
la Ley ha tenido en la situación de las mujeres y el fortalecimiento de su par­
ticipación en la democracia boliviana. En este orden de ideas, se analizarán las 
reformas que permitieron la configuración de las cuotas políticas, su marco 
legal, su aplicación en las elecciones nacionales y municipales más recientes y 
la incidencia de las organizaciones de mujeres tanto en el proceso de configu­
ración como en el de aplicación y apropiación de las normas. 

En Bolivia, las cuotas políticas para las mujeres se aplican en elecciones a 
nivel nacional y a nivel local. Las normas referidas a las cuotas fueron adoptadas 
en diferentes contextos y su impacto debe ser evaluado de acuerdo con esta lógi­
ca distintiva. Las cuotas fueron incluidas en la norrnatividad boliviana en 1997 y 
son un reflejo de los esfuerzos hechos por las mujeres pertenecientes a un amplio 
grupo de organizaciones feministas, de ONG y de partidos políticos. Las muje­
res pertenecientes a organizaciones y a partidos políticos realizaron acciones de 
incidencia política y de movilización en favor de las cuotas dentro del contexto 
de reformas al sistema político con el objetivo de incrementar el grado de repre­
sentación de las mujeres tradicionalmente marginadas del sistema político y de 
partidos. El objetivo del movimiento de mujeres se cumplió en la medida en que 
se logró poner en la agenda legislativa el tema de las cuotas políticas. No obstan­
te, con anterioridad a su aprobación se reconocía que era una medida limitada y 
poco efectiva. Las cuotas políticas para las mujeres no han sido suficientes para 
garantizar que ellas ocupen espacios (frartias de seguridad) en las listas de candi­
datos de los partidos políticos con opción a ser elegidas. 

La modificación de la ley de cuotas para el nivel municipal es el resultado 
de una amplia movilización de mujeres, organizaciones y partidos políticos; sin 
embargo, su adopción se dio dentro de un contexto de transformación del 
propio Estado con la aplicación de políticas sociales en el marco del paquete 
estructural de segunda generación. En 1994, en Bolivia se inició un proceso de 
descentralización administrativa en el cual el control político sobre los muni­
cipios pasó del nivel nacional al nivel local. Como resultado de este cambio, el 
interés por los cargos elegibles en los municipios se incrementó.Y como resul­
tado el número de mujeres que ocupaban cargos electivos en los concejos 
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municipales disminuyó dramáticamente. En efecto, se pasó de una presencia 
femenina en los Concejos de 26,7% en 1993 a un 8% en 1995. 

Posteriormente, se visibilizó que en varios municipios de Bolivia se utili­
zaron prácticas y actitudes de presión e intimidación de los concejales hombres 
y dirigentes de partidos políticos y organizaciones sindicales hacia las mujeres 
elegidas por voto, e incluso el ejercicio de violencia con el objetivo de obligar­
las a renunciar, de tal forma que el suplente (hombre) pudiera asumir el cargo. 
Fenómeno al que, por su magnitud, se denominó "acoso político". 

Establecimiento y adopción de las cuotas políticas para 
las mujeres 

En Bolivia, las cuotas políticas para las mujeres se establecieron en la déca­
da de los años noventa a través de la introducción de cuatro instrumentos nor­
mativos en el sistema electoral y de partidos. El primero de ellos fue la refor­
ma a la Ley Electoral de 1997, para las elecciones nacionales, en la que se intro­
dujeron importantes cambios en el sistema electoral incluida la incorporación 
de las cuotas de participación femenina del 30% como mínimo en las listas 
electorales para senadores/as y diputados/as plurinominales. En segundo lugar 
se encuentran las modificaciones hechas al Código Electoral de 19995 donde 
se consolida el 30% y se incorpora el principio de alternancia en la elabora­
ción de listas de candidatos a los concejos en el nivel municipal. El mismo año 
se introduce en la Ley de Partidos Políticos la obligatoriedad de promover la 
igualdad de oportunidades entre militantes, hombres y mujeres, así como la 
efectiva participación de la mujer en los órganos de dirección de los partidos". 
Por último, en la Ley de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas de 

5	 la ley N° 1911'¡. (Código Electoral) en su Artículo 112, incisos 1 y 2. establece las cuotas políticas para 
mujeres en los cargos de elección popular. 1) Para 105 cargos elegibles a nivel nacional: se ratifica que 
para la elección de senadorev/as titulare, y suplentes al menos una de cada .¡ candidato' ~cd mujer, y 
para diputados/as plurinominales "en esrricro orden de prelación de titulares y suplentes. Estas listas 
serán formuladas de modo que. de cada :\ candidatos. al menos una sea mujer". 2) Y para candidatos a 
alcaldes y concejalev el código seriala a) las li~ta' de candidatos a concejales municipales serán presenta­
das de modo tal que al primer concejal hombre-mujer le corresponda una suplencia mujer-hombre. b) 
la segunda y tercera concejalías titulare, serán asignadas de forma alternada, es decir, hombre-mujer, 
mujer-hombre. c) la, listas, en su conjunto. deberán incorporar al menos un 30% de mujeres". Gaceta 
oficial de Bolivia.junio 20ll2, la Paz. Bolivia. 

6	 la ley de Partidos Políticos N° 19R3 promulgada en junio de 1999 establece en su artículo 15, inciso 
IV.que los partidos políticos deberán adoptar en 'lIS Estatutos Orgánicos "mecanismos y acciones que 
garanticen la plena participación de la mujer' y.en el Capítulo IV,artículo 19, inciso IV.wñala que se 
debe "promover la igualdad de oportunidades de sus militantes. hombres y mujeres, con el fin de redu­
cir las desigualdades de hecho, 105 partidos establecerán una cuota no menor al 30% para la, mujere-, en 
todos los niveles de dirección partidaria y en las candidaturas para cargm de represcuración ciudadana". 
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2004 7 se introduce, como resultado de las acciones de incidencia política de las 
diferentes expresiones del movimiento de mujeres, en su Artículo 8° que "las 
agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas establecerán una cuota no menor 
al 50% para las mujeres, en todas las candidaturas para los cargos de represen­
tación popular, con la debida alternancia". 

A continuación se presentan los antecedentes de la inclusión de las cuotas 
en el sistema político boliviano antes de la reforma a la Ley Electoral en 1997. 
Posteriormente, se expone la manera en que se incluyó el tema de las cuotas 
en cada una de las reformas señaladas, 

La lucha de las mujeres por la inclusión de las cuotas políticas 

El primer avance para el establecimiento de las cuotas políticas para las 
mujeres en Bolivia surgió con la reforma a la Ley Electoral en el año 1997. Sin 
embargo, los esfuerzos para lograr un aumento en el número de mujeres en el 
poder se dieron a inicios de la década de los noventa, siendo fundamental en 
este proceso el papel desempeñado por las organizaciones de mujeres. 

En efecto, la incorporación dentro del marco normativo boliviano de las 
cuotas para las mujeres, como una medida de acción positiva, surgió gracias a 
la incidencia política que realizaron los movimientos de mujeres y feminista 
del país, las ONG que han trabajado por los derechos ciudadanos, políticos y 
civiles de las mujeres y por mujeres ubicadas en diversas instancias del Estado. 

El contexto de la lucha de las mujeres por la inclusión 

Las acciones y movilizaciones de las mujeres" se dieron en un contexto 
internacional favorable que permitió colocar en la agenda global desafíos, 
propuestas y exigencias a los gobiernos nacionales para la incorporación de 

7 Lcy N° 2771 de Agrupaciones ciudadanas y Pueblos Indigenas. Gaceta Oficial de Bolivia. La Paz, 
Bolivia. 2004. 

8 El movimiento de mujeres boliviano comenzó a configurarse durante el régimen dictatorial de Banzer 
en los años setenta, dentro del contexto de lucha por el retorno a la democracia. En principio. el terna 
del acceso a posiciones de poder político no tuvo mayor importancia en la agenda del movimiento de 
mujeres ya quc veían al Estado como una esfera inevitablemente patriarcal, de la cual no valía la pena 
ser parte. El movimiento de mujeres apoyaba el sistema democrático, entendiendo a la democracia 
como "solo ... desde la base, como demandas (IUC trascienden las fronteras de la esfera pública c inva­
den todos los lugares donde 'c esconde la subordinación de mujeres y otros grupos" (Zabala. 19'Jll: l5). 
En los años noventa. después de la transición formal hacia la democracia en 1982. algunas de las orga­
nizaciones de mujeres comienzan a relacionarse con el ESL1do, considerando que la participación polí­
tica de las mujeres era fundamcnral. Se definen estrategia« de negociación e interpelación cn el c'pa­
cio público bajo las regla, del sistema democrático, No sólo se constata la deficitaria representación de 
las mujeres en los organismos de poder, "vino el desafio de estrechar las brechas de aquel desequilibrio 
con mecanismo- y c.tratcgia. quc ensanchen la participación política de las mujcres"(Zabala. 19911: 16}. 
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las demandas de las mujeres en políticas públicas y la ampliación de sus dere­
chos civiles y políticos. Los eventos organizados como parte de la preparación 
para la IV Conferencia Mundial de Mujeres en Beijing les permitieron tener 
un primer acercamiento y constatar la magnitud real de la exclusión y discri­
minación que sufrían las mujeres en diferentes ámbitos, y sirvieron como base 
para la creación y/o fortalecimiento de redes nacionales e internacionales. 
Posteriormente, el gobierno boliviano, al firmar y comprometerse con la 
Plataforma de Acción de Beijing, le dio legitimidad a las demandas de las 
mujeres y demostró el apoyo oficial para el establecimiento de políticas que 
promuevan la igualdad entre hombres y mujeres. "La Agenda Política de las 
Mujeres de Bolivia establecida en 1997 e inspirada en las recomendaciones 
del Plan de Acción Mundial (PAM), de la IV Conferencia Mundial de la 
Mujer de Naciones Unidas realizada en 1995, plantea entre sus acciones 
impulsar la cuota mínima del 30% de representación de mujeres en los pode­
res ejecutivo, legislativo y judicial y otras instancias jerárquicas del aparato 
estatal" (Ardaya, 2001: 33). 

En el contexto nacional, a partir del retorno a la democracia en 1982, el 
sistema político sufrió una serie de cambios que permitieron la consolida­
ción de un modelo democrático más participativo. Las movilizaciones de las 
mujeres y sus demandas por ampliar la participación política tuvieron inicial­
mente lugar en un contexto de crisis política y de falta de representación en 
el sistema político boliviano. En efecto, el retorno a la democracia después 
de la dictadura militar trajo consigo un sistema estable pero sin representa­
ción, como señala Jorge Lazarte: 

Desde 1982 se vota regularmente en Bolivia. El voto ahora define a los titu­

lares del poder elegidos en elecciones competitivas, cuyos resultados son fia­

bles y garantizados por instituciones electorales COII credibilidad y autonomía. 

Estas elecciones se realizan ... [con] reglas básicasde funcionamiento del sis­

tema político. Este funcionamiento continuo es la prueba de su estabilidad, 

proceso en el que los partidos políticos se ven obligados a cambiar su visión 

sobre cómo hacer política inclusiva, tomar decisiones pactadas y concertadas, 

definiendo y acatando estas reglasbásicas de funcionamiento del sistema polí­

tico (Lazarte J., 2001 :31 ). 

Tal y como lo afirma la politóloga Donna LeeVan Cott: "Desde el retorno 
a la democracia en 1982 hasta las elecciones en 1997... los cinco partidos más 
importantes recibieron una mayoría de los votos" y dominaron el sistema polí­
tico (Van Cott, 2003: 757). 
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A principios de los años noventa, la insatisfacción popular con los partidos 
políticos tradicionales creció considerablemente (Grindle, 2000: 126). El aumen­
to de este sentimiento antipartidista amenazó al sistema de partidos y los obligó 
a contemplar nuevas reformas. Como observa el politólogo René Mayorga: 
"Listas cerradas, insatisfacción con los partidos y con las políticas de ajuste pro­
vocaron un divorcio fuerte entre los partidos, miembros del parlamento y los 
votantes" (Mayorga 2001: 196). Las encuestas revelaban como una constante el 
descontento de la ciudadanía con los partidos políticos y su apoyo bajaba cada 
vez más. Las demandas por una reforma se intensificaron dados los resultados 
fraudulentos de la elección de 1989 (Mayorga 2001). De esta manera, los parti­
dos enfrentaron una aguda crisis de legitimidad. 

Los partidos respondieron a esta crisis con una serie de diálogos públicos, 
patrocinados por la Iglesia Católica, cuyo eje fundamental ha sido realizar refor­
mas al sistema político. Alfonso ferrufino señala al respecto que pese a la crisis 
de los partidos políticos, éstos han sido capaces de propiciar, durante los últimos 
diez años, algunas reformas orientadas a elevar la calidad y consistencia del siste­
ma democrático en Bolivia (Ferrufino, 2003). Este proceso ha significado cam­
bios sustanciales para promover la participación de las mujeres en la política en 
los diferentes niveles partidarios y al interior de las organizaciones. 

Así, el proceso de implementación de las cuotas para las mujeres surgió den­
tro de un contexto político particular donde, por un lado, se estaba dando una 
adaptación al nuevo sistema político que había surgido luego de la transición a 
la democracia en la década de los años ochenta, y por otro, la coyuntura políti­
ca de inicios de los noventa que se caracterizó por un permanente descontento 
con los partidos políticos tradicionales. 

Las demandas y los logros de las mujeres 

Las demandas a favor de la participación política de las mujeres dieron sus 
primeros frutos en otros campos. Las mujeres activistas y políticas se moviliza­
ron para exigir la incorporación de la equidad de género en la Constitución 
Política del Estado, reformar las leyes existentes e incorporar un lenguaje de 
equidad de género. En la Reforma a la Constitución Política del Estado de 
1994, promulgada como Ley de la República" en 1995, se logró desde diferen­
tes frentes del movimiento de mujeres explicitar en el texto un enfoque de 

') Ley N° 1615, de febrero de 1995. que promulga la Ley de Reforma N° 1585 de 12 de agosto de 1994. 
apruébese como texto completo de la Constitución Política del Estado. Gaceta Oficial de Bolivia. La 
Paz. Bolivia. 1995. 
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equidad de género, estableciéndose por primera vez la igualdad jurídica de 
hombres y mujeres al otorgarle los mismos derechos para elegir y ser elegi­
dos/as para cargos de decisión en los poderes públicos a nivel nacional y 
local/municipal. 

De igual manera, se logró la creación de entidades gubernamentales para 
la mujer. En el mes de diciembre de 1992, el gobierno de Paz Zamora creó 
el Organismo Nacional del Menor, Mujer y Familia (ONAFAMA) y el 
Programa Nacional de la Mujer, dirigidos por Sonia Montaño. Se realizó un 
primer diagnóstico sobre la situación y condición de las mujeres desde un 
enfoque de género y se identificaron las demandas de las mujeres y los vací­
os jurídicos de protección. Este trabajo sirvió de insumo para el diseño de las 
políticas públicas de género desarrol1adas a lo largo de la década del noven­
ta 10. Posteriormente, dichas políticas fueron implementadas por la 
Subsecretaría de Asuntos de Género (SAG), instancia que fue creada en 1993 
como dependiente de la Secretaría Nacional de Asuntos Étnicos, de Género 
y Generacionales (SNAGG), instancia que a su vez dependía del Ministerio 
de Desarrollo Humano. 

Para la Subsecretaría de Asuntos de Género, la ratificación por el Estado, y 
la elevación a rango de Ley de la Convención para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación hacia la Mujer, así como la Convención para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra la mujer de las Naciones 
Unidas11, se han convertido en plataformas de lucha para incorporar el enfoque 
de género en la normativa nacional, planes, proyectos y estrategias sectoriales e 
intersectoriales. Asimismo, se recuperaron las experiencias y propuestas de 
ONG feministas y movimiento de mujeres sobre la violencia doméstica. Así se 
realizaron acciones de incidencia política en diferentes niveles del poder públi­
co, lográndose en 1995 la promulgación de la Ley 1674 contra la Violencia en 
la Familia o Doméstica. Las acciones directas y campañas de sensibilización se 
constituyeron para el movimiento de mujeres en una primera experiencia den­
tro de la esfera política, como parte de una coalición multipartidaria. 

De esta manera, las organizaciones de mujeres trabajaron con el objetivo 
de lograr una equidad de género en la esfera política boliviana. Los esfuerzos 
iniciales para incluir el tema de la discriminación de las mujeres en la agenda 
política de los partidos políticos resultaron fallidos, pero estos fracasos fueron 
una oport.unidad para aprender. En octubre de 1993, la directora de la 

10 Informe dc Desarrollo Humano de Género en Bolivia 2003. PNUD, L. P.z, 1J0livi., 2004. 
11 Ley N° 1100 promulgada por el Gobierno de Paz Zamora en 1989.Y Ley N° 1599 promulgada el año 

94 por el gobierno de S:ínchez de Lozada (1° periodo). 
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Subsecretaría de Asuntos de Género, junto con un grupo de mujeres parla­
mentarias, propuso y discutió el Anteproyecto de Reforma a la Ley de 
Partidos Políticos con el objetivo de incorporar cuotas de participación para 
las mujeres. Se alcanzaron cambios nominales porque los dirigentes de los 
partidos políticos no apoyaron una cuota formal para las mujeres. En efecto, 
el comité respondió a las demandas de las mujeres con un compromiso nomi­
nal incluyendo una cláusula para "promover la igualdad de oportunidades de 
sus militantes, hombres y mujeres; así como la efectiva participación efectiva 
de la mujer en los órganos de dirección partidaria y en la nominación de can­
didaturas para cargos de representación popular" (Zabala, 1998: 39). La dipu­
tada Zabala, una de las mujeres que asistió a la reunión del Comité, dijo que 
esta experiencia les había ayudado a entender mejor las fuerzas machistas y 
excluyentes, lo cual les servía para desarrollar estrategias más adecuadas para 
persuadir y negociar con sus colegas varones la necesidad de adoptar meca­
nismos de participación política para las mujeres (cuotas). 

Si bien el trabajo conjunto entre la Subsecretaría de Asuntos de Género 
con las diferentes expresiones del movimiento, ONG de mujeres y feminis­
tas, ha alcanzado éxitos importantes en este período, también han tenido que 
enfrentar limitaciones y obstáculos del sistema de partidos. Por un lado, la 
falta de compromiso político del propio gobierno en la asignación de recur­
SOSl2 ha llevado a que la Subsecretaría de Asuntos de Género haya estado en 
una constante lógica de aislamiento del funcionamiento del Ejecutivo y 
fuera de los círculos de poder. Sin embargo, esta relativa debilidad le dio, de 
alguna manera, autonomía de gestión, lo que fue favorable para que se crea­
ran y fortalecieran los vínculos con las organizaciones de mujeres (Zabala, 
1998: 30). La coordinación entre la Subsecretaría y el movimiento de muje­
res y las militantes de partidos políticos permitió, posteriormente, crear el 
Foro Político de Mujeres" con el objetivo de impulsar medidas de acción 
positiva en el interior de los partidos políticos y para realizar acciones de 
incidencia política en el interior del Parlamento y articular acciones conjun­
tas para lograr la equidad en la participación política. (Zabala, 1998: 31). El 
Foro trabajó con ONG de mujeres y la coalición de mujeres parlamentarias, 
Unión de Mujeres Parlamentarias de Bolivia (UMPABOL), para facilitar "el 
encuentro y la convergencia de mujeres de la oposición y el oficialismo para 
impulsar iniciativas legislativas con contenidos de equidad de género" 
(Zabala, 1998: 31), donde para dar legitimidad y asegurar el éxito [del Foro] 

12 Esto ha sido una constante desde la creación de laSubsecretaría de Asuntos de Género hasta la actuali­
dad: se ha dependido desde un inicio de la cooperación internacional en casi un 9(1'1.. de presupuesto. 

13 El Foro Político de Mltiere~ surge en 1996. conformado por una alianza entre la~ mujeres militantes de 
partidos políticos y mujeres de la sociedad civil. para articular estrategias y acciones conjuntas para el 
logro de equidad en la participación política. 

148 



se desarrollaron diversas habilidades para mantener las alianzas entre las 
mujeres de los distintos partidos políticos. 

El primer gran obstáculo de las mujeres en su lucha: 
las elecciones municipales en 1995 

Otra de las limitaciones con la que se encontraron las mujeres en el proce­
so de incorporación y adopción del sistema de cuotas fue el cambio en el siste­
ma electoral a nivel local en el año 1995 14 

• Los bajos resultados de las mujeres 
electas en las elecciones municipales de 1995 sirvieron como catalizadores para 
desarrollar nuevas acciones encaminadas a adoptar una Ley de cuotas para las 
mujeres. Según Gloria Ardaya, la disminución en el porcentaje de representación 
femenina en las elecciones municipales del 1995 está ligada a "la Ley de 
Participación Popular que rediseña los municipios y se les transfiere sus recursos 
financieros" (Ardaya 2001: 37) Esto ha significado en los hechos la existencia de 
poder económico local que debía ser administrado por Jos hombres. 

Desde la perspectiva de las mujeres políticas comprometidas con las 
cuotas, esta experiencia ha sido un "desencanto," como afirmó la senadora 
Erika Brockmann. Con un año de anticipación a las elecciones generales 
de junio de 1997, 

las mujeres no han olvidado el retroceso que se registró (en) la configuración
 

de poder en los municipios. Se había agotado el tiempo de los discursos
 

declarativos que postulaban la igualdad, era el tiempo de romper el círculo
 

que cerraba el paso a una verdadera política de igualdad de oportunidades"
 

(Brockmann, 2002: s.p.).
 

Las cuotas y la reforma a la Ley Electoral de 1997 

El trabajo conjunto y coordinado entre la Subsecretaría de Asuntos de 
Género y el Foro Político de Mujeres permitió elaborar una propuesta de Ley 
Especial electoral con un Artículo Único en la que se formulaban las cuotas 
basadas en el modelo argentino y se introducía el orden de prelación para ase­
gurar espacios para las mujeres en las franjas de seguridad de las listas de can­

14	 Bolivia cambió su sistema electoral con la reforma a la CO<ttitlll:ion Politice del Estado en 1994, Ley 
de la República en 1995. En esta reforma se configuró un sistema electoral mixto en el cual se definen 
dos tipos de candidaturas: por un lado. la circunscripción única por mayoría (candidatos/as uninomina­
les)y. por otro lado la) candidaturas plurinominalev con repre~entaci(R)on proporcional. Las candidaturas 
plurinominalcs son propuesta) por 10< partidos poliiicos. Lo> candidatos uninominales son propuesto) 
desde las "bases" pero mediatizado) por un partido político reconocido legalmente por la Corte 
Nacional Electoral. 
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didaturas (Zabala, 1998: 42). El documento estuvo acompañado por una fun­
damentación teórica dirigida a los parlamentarios, líderes de partidos políticos 
y tomadores de decisiones". Sin embargo, después de una serie de acciones de 
lobby de las mujeres aglutinadas en torno al Foro Político se logró que se tra­
tara el tema en sesión parlamentaria en el marco de las reformas al Artículo 60 
de la Constitución Política del Estado referido a la reglamentación de la dis­
tribución de escaños parlamentarios. Las experiencias sobre negociación de la 
propuesta de cuotas de participación política para las mujeres se realizaron 
desde el ámbito familiar doméstico hasta conseguir el apoyo de mujeres pro­
fesionales en el ámbito público". 

Posteriormente, las mujeres pertenecientes al Foro Político organizaron 
una serie de eventos para dar a conocer el tema de las cuotas políticas para 
las mujeres y así construir el apoyo público requerido para una nueva ini­
ciativa legislativa. De esta forma, las mujeres organizaron una campaña de 
recolección de firmas para crear conciencia entre la ciudadanía. Al mismo 
tiempo, las mujeres llevaron a cabo reuniones de lobby y en algunas ocasio­
nes ejercieron presión a los congresistas hasta lograr la aprobación de la Ley. 
Las personas a favor de las cuotas desarrollaban argumentos sobre los bene­
ficios que daría al país el incremento que se daría con la Ley de cuotas del 
número de mujeres en el Congreso. 

Uno de los argumentos utilizados por las mujeres para cabildear ha estado 
centrado en la falta de proporcionalidad entre la población femenina, casi un 
51%, que no correspondía con su representación en el poder político. 
Elizabeth de Salinas, ex directora de Reformas Legales en la Subsecretaría de 
Asuntos de Género, señaló que: 

15	 La propuesta claramente melló los intereses dc los diputados del momento, lo que provocó un alboro­
to al punto de que un grupo de diputados amenazó con entrar en huelga de hambre ,i pasaban la ini­
ciativa (Zabala, 1991l: -1-1). 

16	 En primer lugar, la presión ejercida sobre políticos masculinos por sus esposas, hijas u otros familiares 
femeninos fue fundamental para lograr el apoyo a las cuotas para la. mujeres, En muchos casos, las 
mujeres en cuestión son profesionales educadas. En Francia. por ejemplo, una de las lideres quc inrer­
cede por la paridad política, Sylvia Agacinski, es esposa del Primer Ministro Lionel Jospin; su influcn­
cia y el puesto sobresaliente de Jospin fueron importantes en el esfuerzo realizado para adoptar el sis­
tema de cuotas en Francia. El Presidente Gonzalo Sánchez Lozada cambió la posición de su partido 
en favor de la Ley de cuotas. como respuesta a la presión ejercida por su hija. Alexandra Sáuchez de 
Lozada, quien públicamente criticó lo que ella consideró como IIn elevado nivel de discriminación de 
género en la administración de su padre. El periódico Presencia reportó: "dentro de la casa, su padre 
nunca limitó sus aspiraciones, pero ella lamentó que en cavi cuatro años de gobierno él nunca incor­
poró a una sola mujer, por ejemplo. en su gabinete' (Presencia, 1997). El día después de que aparecie­
ra esta declaración, el Partido anunció quc nominaría a las mujeres al -10% dc las candidaturas, 10% más 
de lo que requería la Icy. 
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Mis argumentos están basados en el hecho inevitable de que nosotras las 
mujeres somos 50% de la población adulta mundial, efectuamos 1/3 de la 
fuerza de trabajo oficial y 2/3 de las horasde trabajo. Sin embargo,recibimos 
únicamente una décima del ingresomundial,poseemos únicamente 1% de la 
propiedad, asumimos casi el 100% de las obligaciones de nuestra familia y 
somos discriminadas en cada área de la actividad humana (Presencia, marzo 

19, 1997). 

Por otro lado, se argumentó que las cuotas parlamentarias eran un meca­
nismo de fortalecimiento a la democracia. La diputada María Lourdes Zabala, 
cuando defendió las cuotas públicamente, declaró que lo que se intentaba era 
la creación de mecanismos que permitieran una equidad real. Los resultados 
del proceso de negociación y sensibilización se vieron cuando el Congreso 
aprobó la reforma al Código Electoral en la que se establecía que el 30% de 
los candidatos para las elecciones plurinominales debían ser mujeres. 

En 1999 el movimiento de mujeres y el Foro Político de Mujeres propu­
sieron el fortalecimiento de la Ley de cuotas e incorporaron, para las eleccio­
nes municipales, el principio de la alternancia, ya que se vio anteriormente y 
como lo ilustra el Cuadro 1, que con la implementación de la Ley de 
Participación Popular en 1995 se había disminuido la participación política de 
las mujeres en los cargos municipales. 

CUADRO 1: MUJERES ELEGIDAS EN CONCEJOS MUNICIPALES, 1991-1999 

Año de elección municipal Mujeres concejalas % mujeres 
1991 m 18.5 
1993 231 26.7 
1995 135 8.3 
1999 542 32.0 

Fuente: Asociación de Concejalas de Bolivia. 2004. 

La Ley de Participación Popular tenía como objetivo central el mejora­
miento de la participación de grupos marginales a nivel municipal pero, iró­
nicamente, esta ley complicó la elección de mujeres en este nivel. Con la 
redistribución tributaria y la administración de los recursos económicos por 
los municipios, se generó un incremento en la competencia electoral para las 
alcaldías y los concejos municipales, espacios que los dirigentes locales veían 
como posibilidad real de participación. En otras palabras, la Ley de 
Participación Popular fortaleció la política local y al mismo tiempo debilitó 
la política nacional. Sin embargo, se evidenció que las posibilidades de elec­
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ción en el poder local/municipal para las mujeres había sido coartado por las 
lógicas masculinas en el manejo del poder político acompañado con el inte­
rés económico. A su vez, la Ley de Participación Popular permitió, desde otro 
punto de vista, apuntalar y visibilizar los liderazgos femeninos locales, que 
fueron cooptados posteriormente por los partidos políticos para ganar o 
potenciar espacios de representación a nivel municipal. 

En este sentido, el proceso de descentralización política administrativa al 
nivel local tuvo efectos diferentes para hombres y mujeres. Como resultado de 
los cambios, un gran número de hombres decidieron hacer campaña para elec­
ciones locales, haciendo que la competencia política en este nivel fuera más difi­
cil para las mujeres, pero esto a la vez aumentó las oportunidades para las muje­
res en el nivel nacional (Van Cott, 2000: 230). También la Ley de Participación 
Popular introdujo cambios en el tipo de personas que buscaron los partidos 
como candidatos. Esto, de igual manera, significó efectos adversos para las muje­
res.Antes de la Ley de Participación Popular, los líderes de los partidos elegían a 
sus candidatos con base en la lealtad partidaria. Después de la Ley, los partidos 
han buscado candidatos que ya son líderes locales, con bases de apoyo popular 
ya establecidas.Estos candidatos tienden a ser en su mayoría hombres, y las muje­
res son una minoría de líderes de organizaciones en la sociedad civil. De esta 
forma, el nuevo sistema puso en desventaja a las mujeres que han trabajado 
durante años para mostrar su lealtad a los partidos (GrindJe, 2000: 141). 

Pese a las dificultades que las mujeres han tenido para realizar campañas 
políticas con recursos económicos propios, esto al mismo tiempo les ha per­
mitido visibilizarse y competir con los hombres en el nivel local más qm: en 
el nacional; este aspecto se refleja en las elecciones de 1999 cuando se obtiene 
un 32% de representación de mujeres a nivel municipal (ver Cuadro 1). 
Posteriormente se implementaron una serie de "estrategias de recuperación 
del poder" por parte de los líderes hombres de los partidos políticos, emplean­
do una serie de acciones de presión y represión para que las mujeres dejaran 
los cargos a favor de sus suplentes hombres. Estas estrategias son las que 
Ximena Machicao B. define como acoso político (Machicao, 2004:5). 

Se debe tomar en cuenta que las elecciones municipales de 1987, 1989 y 
1991 sólo se realizaban en las capitales de departamento" (nueve municipios 
urbanos). Estos concejos estaban compuestos por igual número de 
concejales/as (13) y las elecciones se realizaban cada 2 años; en las elecciones 
municipales posteriores (1993, 1999 Y2004) a la Ley de Participación y la Ley 

17 Cobija (Pando). Cochabamba, La Paz. Oruro, Potosí, Sama Cruz, Sucrc.Tarija yTrinidad (Beni) 
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de Descentralización Administrativa, se modificó el período de la gestion 
municipal a cinco años y se incorporó una nueva lógica de división territorial. 
Esto implicó la creación de nuevos municipios. Se pasó entonces de nueve 
municipios urbanos en capitales de departamento a 31 t municipios, incorpo­
rando por primera vez las áreas rurales. Posteriormente se elevó el número de 
municipios a 314 y actualmente a 327 1H 

• 

Las cuotas en la Ley de Partidos Políticos 

De la misma manera en que se incorporó el tema de las cuotas políticas 
para las mujeres en la reforma electoral de t 997, en el año t 999 se lograron 
introducir en la Ley de Partidos Políticos varios artículos para promover la par­
ticipación política de las mujeres, en igualdad de oportunidades de sus militan­
tes, hombres y mujeres. Con el fin de reducir las desigualdades de hecho, esta 
ley obliga a los partidos a establecer una cuota no menor del 30% para las 
mujeres en todos los niveles de dirección partidaria y en las candidaturas para 
cargos de representación ciudadana. La ley no hace otras especificaciones sobre 
la participación de las mujeres en el interior de los partidos políticos. 

Sin embargo, los partidos políticos inscritos y reconocidos por la Corte 
Nacional Electoral recién están incorporando en sus estatutos y reglamentos 
internos principios explícitos sobre la no discriminación de género que garan­
ticen una mayor participación política de las mujeres. Pese a la obligación de 
éstos, hasta la fecha, no se han evidenciado cambios en las estructuras internas 
ya que son pocos los partidos que han incorporado en su dirección a las muje­
res'", La mayoría de las mujeres militantes de partidos están ubicadas en man­
dos intermedios o como dirigentes zonales, barriales o en las Secretarías de 
Asuntos de la Mujer o Femeninos. La formulación del artículo 19 de Ley de 
Partidos Políticos, sobre el 30% de participación en cargos de dirección parti­
daria no se ha concretado hasta el momento. 

Los partidos políticos existentes en Bolivia, inscritos y reconocidos legal­
mente por la Corte Nacional Electoral, están incorporando paulatinamente en 
sus estatutos y reglamentos internos principios explícitos sobre la no discrimi­
nación de género. Los partidos políticos más representativos como el 

IH La creación de nuevos municipio, en Bolivia, principalmente rurale•. c.tá en relación al crecimiento 
poblacional del país. Este crecimiento ,\ 'u vez determina la composición de lo. concejo. municipales. 
Exisren concejos municipales con 11. 9. 7 Y 5 concejale•. 

19 Cabe hacer notar quc. a raíz de la ('mí- política quc ha vivido el pai-, en octubre del 20m y con la sali­
da del presidente boliviano Gonzalo Sánchez de Lozada, 'u partido político, el Movimiento 
N.ll'ionali,t.1 Revolucionario - MNR. ha sufndo una serie dc cambios en 'u dirección y actualmente 
lajefatura nacional esrá en mano, de una mujer: Mirtha Quevedo, 
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Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR) incluye el principio de la 
equidad de género en SllS estatutos; el Movimiento de Izquierda 
Revolucionaria (M]R) reconoce una Secretaría de la Mujer; Acción 
Democrática Nacionalista (ADN) incorpora una Secretaría de Asuntos 
Femeninos; tanto Nueva Fuerza Republicana (NFR) como Unión Cívica 
Solidaridad (UCS) incluyen en sus estatutos el principio de la no discrimina­
ción por sexo. Uno de los más avanzados en sus estatutos es el Movimiento 
Sin Miedo (MSM) que señala: "Promover el desarrollo de iniciativas que posi­
biliten la efectiva y equitativa participación cultural, política, económica y 
social de bolivianas y bolivianos en las políticas públicas municipales y nacio­
nales, sin ningún tipo de discriminación" e incluye a lo largo de todo el docu­
mento un lenguaje no sexista (Brañez, 2003:35). 

Llama la atención que en los partidos denominados "asistémicos" de recien­
te creación como el Movimiento al Socialismo -MAS- y el Movimiento 
Indígena Pachakuri _MIP_211, ambos caracterizados por su composición campesi­
na-indígena, no incorporan en su estructura interna a mujeres. Sin embargo, 
lograron, especialmente el MII~ cooptar liderazgos femeninos independientes en 
sus listas electorales para las elecciones municipales del año 2004. 

Las mujeres en la Ley de Agrupaciones Ciudadanas y 
Pueblos Indígenas 

Un avance importante en el sistema político boliviano es el reconocimien­
to legal de participación electoral de agrupaciones ciudadanas y pueblos indí­
genas, 10 que les permite, a partir de las modificaciones al Artículo 224 de la 
Constitución Política del Estado (2004), participar en Jos procesos electorales 
como candidatos a Presidente, Vicepresidente, senadores/ y diputados, consti­
tuyentes, concejales, alcaldes y agentes municipales en igualdad de condicio­
nes, rompiendo de esta manera con el monopolio de los partidos políticos 
como únicos mediadores para participar en procesos electorales (nacional y 
municipal). Posteriormente, esta reforma constitucional ha sido plasmada en la 
Ley de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas, que incluye una cláu­
sula en la que se exige que el SO% de las candidatas sean mujeres, aplicada por 
primera vez en diciembre del 2004 en las elecciones municipales. 

20 Ambo, partido. políticos ,~ proclaman como innovadorev en MI' estructuras partidarias y participarivas. 
•alejadas de las prdetica. de lo' partidos política- tradicionales, catalogados como corruptos, neolibera­
lev, etc. Evtos partidos políricos "a,¡,témicos". cspccialmcnrc el MAS. han logrado en la, últimas elec­
cienes nacionalcv una importante presencia campesino indígena en el parlamento boliviano (t 11% en la 
Cámara de Diputado, y un I J% en la Cámara de Senadores). Sin cmbargo.Ia participación femenina 
en esta bancada parlamentaria e_ de 12% como titulare. y 1J mujer", ocupan la. suplencias. 
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Sin embargo, como lo señala la publicación de la Asociación de Concejalas 
de Bolivia, la modificación a las leyes vinculantes como la Ley de Partidos 
Políticos y la Ley Electoral no han modificado el porcentaje mínimo al 50% 
y han mantenido el 30%. En esa lógica sólo han estado obligadas a incorpo­
rar en las listas electorales el 50% de mujeres las Agrupaciones Ciudadanas y 
los Pueblos Indígenas". 

La Corte Nacional Electoral en circular PRESo - VPE 05112004 de fecha 
17 de septiembre de 2004 señaló que "la lista en su conjunto, debe contener 
al menos el 30% de mujeres". Esto demuestra que si bien se logra incorporar 
el 50% en la Ley de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas, la Corte 
Nacional Electoral, instancia que debe vigilar el cumplimiento de la norma, 
más bien la obstaculiza y vela por los intereses político partidarios y mantiene 
su lógica patriarcal de funcionamiento. 

Cumplimiento de la Ley de Cuotas 

En Bolivia existe una serie de leyes encaminadas a proteger los derechos 
de los ciudadanos; no obstante, son pocas las leyes que son aplicadas realmen­
te. Si bien las cuotas han tenido efectos positivos en el incremento del porcen­
taje de mujeres elegidas a nivel nacional y local, no ha sido suficiente, ya que 
estos no han subido considerablemente en relación con elecciones nacionales 
anteriores a la aplicación de la Ley de Cuotas (ver cuadros 2 y 3). 

Aunque este instrumento legal no es la única vía, la experiencia demues­
tra que dichos sistemas se transforman en una eficaz manera de iniciar proce­
sos que conduzcan hacia una real igualdad entre hombres y mujeres, convir­
tiéndose en la actualidad en el mejor mecanismo para garantizar la equidad 
en el ejercicio de los derechos políticos y ciudadanos de las mujeres. De esta 
manera, se garantiza, a través de un principio jurídico, la participación en 
igualdad de condiciones para hombres y mujeres en procesos eleccionarios. 

Conceptualmente las cuotas son una medida de acción positiva, porque 
a través de ellas se busca generar un piso igualitario entre mujeres y hombres 
en el acceso a los cargos de poder en distintos ámbitos. La ley de cuotas 
como mecanismo de acción positiva se plasma en la elaboración de una ley 
o en la modificación de una ya existente. Este instrumento funciona estable­
ciendo cuotas máximas de participación por sexo (o cuotas mínimas de par­
ticipación por sexo) en candidaturas o porcentajes de cargos electos en e1ec­

21 Concejala. Uolctín Mensual Octubre, 2004 Asociación de Concejalas de Bolivia. 
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ciones municipales y parlamentarias. Es decir, las cuotas se aplican en la can­
tidad de candidatos/as y no en los cargos a ocupar. 

En Bolivia, a partir de 1995, las elecciones legislativas en la Cámara de 
Diputados se han regido por un sistema proporcional mixto: sesenta y ocho 
diputados son elegidos por voto mayoritario en los distritos uninominales y 
sesenta y dos son escogidos en nueve distritos regionales plurinominales. Las lis­
tas para candidatos plurinominales son cerradas y con candidaturas elegidas por 
los partidos políticos. El mecanismo de elección para Presidente,Vicepresidente, 
diputados plurinominales y senadores es por plancha o lista cerrada, es decir si se 
elige a X candidato para la presidencia se elige automáticamente a diputados 
plurinominales y senadores. El promedio de la magnitud del distrito es de cator­
ce; el mayor es el de La Paz con treinta y un representantes y el menor es Panda 
con cinco. Como en otros países latinoamericanos, todos los candidatos "titula­
res" se lanzan con uno alterno o "suplente." La cámara alta (senadores) está com­
puesta por veintisiete cundes, que corresponden a 3 senadores por departamen­
to El partido con la mayor cantidad de votos gana dos curules y el siguiente con 
más votación obtiene un curul. Es precisamente sobre este nuevo esquema del 
sistema político y electoral que se introdujo la Ley de cuotas en Bolivia, hacién­
dose efectiva en las elecciones posteriores a 1995: en las nacionales de 1997 y 
2002 y en las elecciones municipales de 1999 y 2004. 

Las elecciones nacionales de 1997 y de 2002 

Con la aplicación de la Ley de Cuotas en las elecciones nacionales de 1997 
el incremento de la representación de las mujeres en la vida política del país 
en niveles de decisión no se ha traducido en un aumento significativo del 
número de mujeres que acceden al Poder Legislativo. 

Sonia Montaño V. (1998: 33) señala que antes de la implementación de 
la Ley de Cuotas el número de senadoras titulares era uno (3,7%) y el de 
diputadas era diez (7,6%). Para la gestión 1997 - 2002 el número de senado­
ras se mantuvo en un 3,7% y el de diputadas aumentó a 13 representantes 
con un 10%, distribuidas en once diputadas plurinominalesf y dos uninomi­
nales. De igual forma, se incrementó la representación de senadoras suplen­
tes a un 33,3% y para diputadas suplentes a un 21,54%. Este aspecto nos 
muestra que en realidad los espacios cedidos para las mujeres en las listas 
electorales han estado concentrados en suplencias. (ver Cuadros 2 y 3) 

22 Se debe tomar en cuenta que la ley de cuotas del 30% sólo es aplicada. desde su aprobación hasta la 
actualidad. para la elecciones de diputadas plurinominales y para senadoras. estando ausente este 
mecanismo para la elección de diputados/as uninominales. 
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En las elecciones 2002 - 2007, se incrementó el porcentaje de representa­
ción de mujeres en la Cámara de Diputados a un 19% correspondiente a die­
ciséis diputadas plurinominales y nueve diputadas uninominales, en ambos 
casos titulares. Esto significa que de un 17,7% de diputadas plurinominales 
titulares de la gestión 1997-2002 se incrementó a un 25,81 % de titulares plu­
rinominales para la gestión 2002-2007 (ver Cuadro 3). 

Para la gestión 2002-2007 en la Cámara de Senadores se incrementó la 
presencia de mujeres a un 14,8%, contándose por primera vez con 4 senado­
ras (ver Cuadro 2). Actualmente, esta representación se mantiene pese a los 
cambios de escenario político que se han vivido en el país. 

CUADRO 2: COMPOSICiÓN CÁMARA DE SENADORES POR SEXO, 1993-2007 

PERioDO Totales Mujeres titulares % Totales Mujeres suplentes % 
1993 • 1997 27 1 3,7 27 I 3,7 
1997 - 2002 27 1 3,7 27 9 33,3 
2002 - 2007 27 4 14,8 27 6 22,2 

Fuente: Datos procesados con base en información proporcionada por la Corte Nacional Electoral 
Secretaría de Cámara. Bolivia: Abril, 2004. 
Sistema de Información para la vigilancia ciudadana desde un enfoque de género • CIDEIl.. 

CUADRO 3: COMPOSICiÓN CÁMARA DE DIPUTADOS, 1993-2007 

PERíODO 
1993 - 1997 

Totales 
130 

Mujeres titulares 
13 

% 
10 

Totales 
130 

Mujeres suplentes 
14 

% 
10,87 

1997 - 2002 
Plurinominales 
Uninominales 

130 
62 
68 

13 
11 
2 

10 
17.7 
3.4 

130 
62 
68 

28 
22 
6 

21.54 
35.45 

8.8 

2002 - 2007 
Plurinominales 
Uninominales 

130 
62 
68 

25 
16 
9 

19 
25,81 
13,24 

130 
62 
68 

28 
18 
10 

21,53 
29.03 
14,71 

Fuente: Datos procesados en base a información proporcionada por la Corte Nacional Electoral ­

Secretaria de Cámara. Bolivia: Abril, 2004.
 
Sistema de Información para la vigilancia ciudadana desde un enfoque de género - CIDEIl.
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Zabala indica que, 

haciendo un cotejo entre las candidaturas totales dc varones y mujeres, pos­

tulados en los periodos de referencia (93 y 97), las cifras arrojan igualmente 

un incremento en la presencia de mujeres de 14 puntos porcentuales, fruto 

sin duda del carácter coercitivo de la Icy, que actúa abriendo las listaspartida­

rias a la presencia femenina", donde cn 1993 de un total de 1621 candidatu­

ras J69 eran mujeres y en 1997 del total de 2638 de candidatos 646 eran 

mujeres (Zabala, 2002: 10). 

Se debe señalar que para las elecciones nacionales de 1997 no se tenía 
reglamentada la obligatoriedad de los partidos políticos de ubicar en las lis­
tas electorales a las mujeres en franja de seguridad para candidaturas titulares 
concentrando su participación en suplencias. 

Zabala señala al respecto que 

"si bien, para la Cámara de Diputados, el impacto de la cuota en la elección 

de titulares mujeres no logra remontar los niveles del pasado; en cambio, en 

un efecto perverso, despliega todo su poder en las suplencias, generando un 

escenario de posicionamiento para una masa critica (minorías consistentes) de 

parlamentarias en sus regiones (Zabala, 2002: 12). 

Esto, según las propias parlamentarias suplentes, ha permitido desarrollar 
un mayor protagonismo de las mujeres en el ejercicio de la política en ámbi­
tos territoriales que tiende a desnaturalizar y desactivar los estereoripos y las 

resistencias culturales sobre las capacidades públicas y políticas de las muje­
res, los que se constituyen en una barrera para el ejercicio político real de las 
mujeres en espacios de decisión a nivel local, como es el caso de las conce­
jalas y alcaldesas municipales. 

En las elecciones de 1997, los partidos se limitaron a cumplir estricta­
mente con lo establecido, nombrando a una mujer en cada tercer puesto de 
sus listas, como se ve en el cuadro 4. 
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CUADRO 4: MÉTODO MINIMALl5TA YfORMA ZIGZAG DE CUMPLIR CON LA CUOTA 

Método minimalista de cumplir con la cuota 
Titular Suplente 

Candidato I (hombre) Candidato I (hombre) 
Candidato 2 (hombre) Candidato 2 (hombre) 
Candidata 3 (mujer) Candidata 3 (mujer) 

Fórmula Zigzag de cumplir con la cuota 
Titular Suplente 

Candidato I (hombre) Candidato 2 (hombre) 
Candidata 3 (mujeres) Candidato I (hombre) 
Candidato 2 (hombre) Candidata 3 (mujeres) 

Esta interpretación "vertical" de la ley de cuotas hizo que fuera casi 
imposible que las mujeres fueran elegidas. Al igual, una legisladora de 
Chuquisaca declaró durante una discusión de las cuotas: "Esta interpretación 
viola el espíritu de la ley... si este sistema sigue en vigor, nunca ganaremos" 
(Comunicación personal, 15 marzo 2002). Las oportunidades de elegir 
mujeres siguieron disminuyendo con la práctica común de ubicar las cuotas 
nombrando mujeres como suplentes y no como titulares y en franjas de 
seguridad que garanticen su elección. 

El número de mujeres elegidas a la Cámara de Diputados (en puestos titu­
lares) subió de diez en 1993 a trece en 1997 (ver Cuadro 2). Estas cifras jus­
tifican el hecho de que la ley de cuotas no haya tenido mucho impacto en el 
número de mujeres elegidas. Sin embargo, estos resultados tienen que ser con­
siderados bajo la óptica de un sistema electoral mixto constituido por 62 dis­
tritos uninominales para un total de 130 curules, lo que ha significado un des­
nivel en las cuotas por el impacto negativo que los asientos uninominales 
tuvieron en la elección de mujeres. 

Para el período 2002 - 2007 el panorama varía en relación con los ante­
riores resultados, por el impulso que le da el Foro Político de Mujeres junto 
con la Articulación de Mujeres por la Igualdad y Equidad - AMUPEI23 para 
asegurar que las candidaturas para diputadas plurinominales y senadoras estén 
en lugares con opción de ser elegidas o en franjas de seguridad. 

23 La Articulación de Mujcrcs para la Equidad e Igualdad - AMUPEI-, conformada por la Coordinadora 
dc la Mujer, Plataforma de la Mujer, Campaña 28 de Septiembre por la despenalización del aborto, 
Católicas por el Derecho a Decidir. Red Ada y nueve comités departamentales, se constituye cn una 
instancia de negociación e incidencia política de propuestas elaboradas desde el movimiento de muje­
res hacia el Estado. 
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De 399 del total de candidatos plurinominales titulares para las elecciones 
2002 - 2007, 135 eran mujeres, es decir un 33,83%. De un total de 327 can­
didaturas para diputados suplentes plurinominales, 169 eran mujeres con un 
51,68%. En el primer caso se cumplió con la incorporación de mujeres del 
30% y en suplencias se consiguió casi la paridad en la inclusión en las listas.Sin 
embargo los resultados han sido distintos: pese a que en la actual gestión se ha 
incrementado la presencia de las mujeres en el parlamento nacional, no se llega 
al 30% de representación. 

Como se puede observar a partir de la aplicación de la ley de cuotas, la 
representación femenina en la cámara de diputados/as 

fucron incorporadas en suplencias, en los lugares menos privilegiados y con 

menor poder de decisión; en las últimas elecciones nacionales de 2002 estu­

vieron incorporadas dentro de la franja de seguridad (no en la totalidad de los 

partidos, pero sí en la mayoría). Esto se pudo conseguir gracias a la real inter­

pretación del Código Electoral (art. 112 inc. e), por parte del Foro Político 

Nacional de Mujeres, que sostuvo reuniones con la Sala Plena de la Corte 

Nacional Electoral ... y como observador al interior de la Corte Nacional 

Electoral en la presentación de listas por parte de los partidos políticos ejer­

ciendo de esta manera mecanismos de control social (Zabala: 2002:13). 

La consecutiva presencia en la Cámara de Senadores de una sola mujer en 
dos periodos legislativos se explica por el hecho de que esta cámara concentra 
la representación territorial y simboliza un espacio de mayor prestigio en la 
investidura parlamentaria, por lo que las opciones de las mujeres para llegar a 
estos espacios son menores. Sin embargo, cabe resaltar que en las últimas elec­
ciones nacionales (2002) se incrementó en la Cámara Alta de 1 a 4 senadoras, 
esto como resultado de la crisis de partidos políticos y del desgaste de los diri­
gentes políticos hombres que han buscado en las mujeres un aval social y de 
reconocimiento de su voluntad política de cambio y apertura. 

Una de las características importantes en las elecciones generales del 2002 
es que se reconfigura la composición parlamentaria, incrementándose conside­
rablemente la representación campesino indígena. Estos obtienen en la Cámara 
de Diputados un 18% de representación y en la de Senadores un 11%; sin 
embargo, la presencia de mujeres en estas bancadas parlamentarias es de sólo tres 
mujeres diputadas titulares y ninguna senadora. La mayor parte de las mujeres 
ha estado ubicada en las listas de estos partidos en suplencias. (Albó: 2002). 

Para las elecciones del 2002, el Foro Político intentó asegurar que las muje­
res ocuparan en las listas electorales lugares en franjas de seguridad. Las líderes 
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del Foro propusieron una interpretación diferente para colocar una candidata 
mujer en cada tercer puesto de la lista. El modelo negociado estaba basado en 
el "control zeta" o el método "zigzag", es decir, en vez de considerar las franjas 
de seguridad como listas separadas (ver Cuadro 4), el zigzag se aproximaba y 
contaría a través de la lista y luego abajo, como está indicado en el Cuadro 4. 

Las mujeres líderes del Foro Político, con base en este esquema de inclu­
sión de candidatas en las listas electorales, desarrollaron una estrategia de nego­
ciación e incidencia política para incorporar mujeres nombradas y posesiona­
das en la Corte Nacional Electoral. Se logró la incorporación de tres mujeres, 
de los siete miembros en la Corte Electoral, con el objetivo de lograr el apoyo 
para la propuesta en "zigzag". Al final, sin embargo, sus esfuerzos fallaron. Seis 
días antes de la fecha límite para presentar las listas de candidatos para las elec­
ciones nacionales de 2002, la Corte Nacional Electoral determinó asumir una 
interpretación "vertical" de la ley de cuotas. 

La aplicación a nivel municipal en 1999 

A partir de la promulgación de la Ley de Participación Popular, y en 
concordancia con la Ley Orgánica de Municipalidades'" y la Ley Electoral 
que incluye la ley de cuotas del 30%, se implementaron mecanismos de par­
ticipación directa de la sociedad civil con el objetivo de dar las mismas opor­
tunidades de participación y acceso a puestos de decisión a las mujeres en 
igualdad de condiciones. 

En el Cuadro 1 se pueden observar comparativamente los resultados de 
los procesos eleccionarios municipales. En el caso de los años 1993 y 1995, 
elecciones que fueron anteriores a la implementación de la Ley de Cuotas, 
se puede evidenciar un decremento sustancial de representación de mujeres 
en estos espacios de decisión local/municipal. El porcentaje aumentó nueva­
mente en el año 1999 cuando se alcanzó un porcentaje del 32% de conce­
jalas elegidas. 

Este cambio bruscose explica porque al promulgarsc la Ley de Participación
 

Popular se fortalecieron los municipios con mayores recursos económicos, lo
 

cualhizodelespacio de representación municipal un lugardeseado por lospar­


tidos políticos, conformados principalmente por hombres (Vclásquez, 2003).
 

24	 los municipios son unidades rcrrirorialcs, política y adminisrrarivamenrc organizadas, Están representa­
dos institucionalmente por las municipalidades. que son entidades autónomas de derecho público. con 
personalidad jurídica y patrimonio propino El Gobierno Municipal e~t:í conformado por el Concejo 
Municipal y Alcaklt' o Alcalde-a Municipal. El número de rcprewntanres que componen los concejos 
varían de acuerdo con la densidad poblacional, según daros del lnsriruro Nacional de Estadísticasde los 
Censos de Población. 
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CUADRO 5: ALCALDES Y PRESIDENUS DE LOS CONCEJOS DE BOI.IVIA POR SEXO, 1999-2004
 

Alcaldesas y Alcaldes Total Presidentas (es) de Concejo Total 
Mujer Hombres Mujer Hombres 

Total Nacional 27 8,60% 287 91,40% 314 57 18,15% 257 81,85 314 

Fuente; Datos procesados del MinisteriD H. de Participación Popular. Bolivia: Febrero, 2004 (Sistema de InfDrmación para 
la Vigilancia Ciudadana desde una penpectiva de género - CIDEM) 

Por otro lado, las elecciones de 1999, como lo refleja el Cuadro 5, logra­
ron hacer visible la participación de las mujeres en los concejos municipales 
como presidentas. En el cuadro, de igual manera, se evidencia el porcentaje de 
alcaldesas elegidas para la gestión 1999 - 2004. 

Como resultado de estas elecciones, un 1R,15% de mujeres lograron ser 
elegidas como Presidentas de Concejo y un 8,60% como alcaldesas de los 
314 municipios 25. 

Pese a las estrategias desarrolladas por las mujeres para ejercer vigilancia y 
control en las listas de candidatos presentadas a la Corte Nacional Electoral 
por los partidos políticos y garantizar el 30%, especialmente para las eleccio­
nes municipales de 1999, los partidos políticos han logrado transgredir las nor­
mas establecidas y el control ejercido por el Foro Político de Mujeres. Esta 
trasgresión la han hecho a través de la introducción de hombres con nombre 
de mujer!>, lo que ha permitido identificar los vacíos jurídicos y la falta de 
mecanismos de sanción en el Código Electoral. 

Finalmente, la incorporación de la participación de los pueblos indíge­
nas y las agrupaciones ciudadanas" permitió en las elecciones de 2004, por 
un lado, romper con el monopolio de los partidos políticos como único 
medio de participación como candidatos/as, y por otro, incorporar para estas 
agrupaciones ciudadanas la obligación del 50% (paridad) en las listas electo­
rales para hombres y mujeres. 

25	 Laselecciones munieipale...din COIIIO resultado IJ eleeción de con ecjak....Si e...<¡ucel candidato/a consigue 
ganar por mayoría absoluta (50'::, + 1). c, po....·,ion.ldo/a auromiticamcnre corno alcalde o alcaldesa. Sin 
embargo, en general, los rl...ulrados de la' eleeciouev son paro, IJ conformación del concejo municipal con 
los candidatos m;Í~ votados, Una vez instalado el concejo munieipal ehge a un/a presidente/a del eon cejo 
y ..... procede a la votación para elegir al alcalde,pron...o <¡ucC' definido sin IJ participación ciudadana sino 
que 'c realiza a tr;¡"é, de la correlación de fu,·rz.l\ políricav internas en el concejo municipal. 

26	 Aproximadamente I-tO hombres en repre.....nración de di,timO\ partidos se registraron COIIIO candidatas 
mujcre- insistiendo en quc 'c llamaban 'Juana" en vez de 'Juan:' por ejemplo, Estos concejales fueron 
denominado, "travevtiv," El fraude 'c reveló dc~pué, de la, elecciones....uando 1m hombres ve presen­
taron para la acreditación romo concejalev en vez de la, mujerev, Sin embargo, públicamente. no se 
conoce de nin~..una sanción personal o al partido polírico. 

27	 Ley N" 2771 de AgrupadOllc, Ciudadanas y Pueblov Indígena'. 
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De acuerdo con los datos publicados por la Corte Nacional Electoral, las 
candidaturas han estado distribuidas de la siguiente manera: 

CUADRO 6: TIPO DE CANDIDATURAS POR SEXO, ELECCIONES 2004 

Tipo de candidato/a Mujeres % Hombres % Total % 
Partido Político 3.491 34.10 6.746 65.90 10.237 100 
Agrupación Ciudadana 1.116 41.27 1.588 58.73 2.704 100 
Pueblo Indígena 213 41.93 295 58.07 508 100 
TOTAL 4.820 35.84 8.629 64.16 13.449 100 

Fuente: (orte Naóonal Electolill, enero 2005. Sistema de Información palil la vigilancia ciudadana desde una perspectiva 
de género - C1DEI1. 

Como se puede ver en el cuadro 6, sólo los partidos políticos han cum­
plido con lo establecido en el Código Electoral", sobrepasando el 30% de 
candidaturas establecido al presentar en las listas un total de 34,10% de can­
didatas. En el caso de las agrupaciones ciudadanas o pueblos indígenas no se 
cumple con lo establecido en la ley 2771, en donde se exige el 50% de muje­
res en las listas de candidaturas. Las agrupaciones ciudadanas a nivel nacional 
han incorporado un 41,27% Y los pueblos indígenas un 41,84%. 
Adicionalmente, como resultado de las elecciones municipales 2004, tene­
mos a nivel nacional un 18,6% de concejalas titulares (ver Cuadro 7). 

CUADRO 7: NÚMERO DE CONCEJALES TITULARES ELECTOS POR SEXO, ELECCIONES 2004 

Bolivia Concejales/as Titulares 
Hombres Mujeres SI Total 

Total 1453 80,1% 337 18,6% 23 1,3% 1813 

Fuente: (orte Nacional Electoral, enero 2005. Sistema de Información palil la vigilancia ciudadana desde una perspectiva 
de género - (IDEI1 
SI: Sin identificar 

Por otro lado, el cuadro 8 nos muestra el resultado de concejales elegi­
dos según sexo y organización política. Allí se evidencia que el 16,9% de las 
mujeres elegidas lo han hecho a través de la candidatura de un partido polí­
tico; un 23,6%, lo han hecho a través de una Agrupación Ciudadana y un 
27,9% por Pueblo Indígena. 

28	 Como se analiza en el primer acápice de este documento, el Código electoral no ha modificado la cuota 
del 3mr. 1'''ra los partidos políticos. 
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CUADRO 8: NlIMERO DE CONCEJALES POR ORGANIZACiÓN POLíTICA, ELECCIONES 2004 

Organizacion politica Concejalesl as titulares 
Mujeres Hombres Si Total 

Partidos políticos 234 16.9% 1137 82.0% 15 1.1% 1386 
Agrupaciones ciudadanas 75 23.6% 240 75.5% 3 0.9% 318 
Pueblos indigenas 29 27.9% 75 72.1% O 0.0% 104 
Sin datos O 0.0% O 0.0% 5 100.0% 5 
Bolivia 338 18.6% 14.52 80.1% 23 1.3% 1813 

Fuente: Corte Nacional Electoral. enero 2005. Sistema de Información para la vigilancia ciudadana desde una penpectiva 
de género-CIDE 11 
SI: sin identificar 

Estos resultados reflejan que las mujeres postuladas no han estado ubicadas 
en franjas de seguridad que aseguren su elección como concejalas. Por otro 
lado, hace evidente que las acciones de vigilancia y control realizado por el 
movimiento de mujeres, y particularmente por el Foro Político de Mujeres, no 
ha dado resultados positivos. 

Conclusión 

En términos de impacto, se puede afirmar que las cuotas políticas para las 
mujeres generó, a nivel nacional, un incremento del 8% en el número de muje­
res elegidas para el Congreso. Este incremento es consistente con la tendencia 
de las cuotas para las mujeres en América Latina. Oc igual forma, la adopción de 
las cuotas ha llevado a que los partidos reconozcan la presencia de mujeres cali­
ficadas que militan en el interior de ellos, muchas de las cuales sirvieron duran­
te años a su partido sin que nunca fueran nominadas como candidatas. 

De la misma forma, se debe subrayar que en el proceso de adopción del sis­
tema de cuotas en Bolivia han sido fundamentales los esfuerzos que las mujeres 
han realizado para exigir su cumplimiento a los partidos a fin de lograr que real­
mente se cumpla lo establecido en la normatividad. Por un lado, las mujeres han 
denunciado el incumplimiento de la Ley y le han exigido a la Corte Nacional 
Electoral (CNE) poner en marcha la obligatoriedad de la misma, aunque no se 
ha logrado sanciones reales.De igual manera, las diferentes expresiones del movi­
miento de mujeres junto con el Foro Político han organizado grupos de vigi­
lancia del funcionamiento de la norma y de apoyo a las mujeres electas, en 
donde, entre otras cosas se les ha enseñado prácticas efectivas de cabildeo, lo cual 
fortalece el sistema democrático y político boliviano. 
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Por su parte, la existencia de las cuotas políticas para las mujeres ha incre­
mentado y posibilitado la sensibilización de la población en su conjunto sobre 
la importancia de los temas de género en la arena política del país y ha cam­
biado la naturaleza del discurso sobre el rol de las mujeres en la política. Este 
proceso ha permitido que los parlamentarios reconozcan las capacidades de sus 
colegas parlamentarias, proceso que continúa. Así mismo, la experiencia del 
Foro Político de Mujeres y del movimiento de mujeres en negociación, inci­
dencia política y control ciudadanos ha permitido mantener el tema en la 
agenda política y pública. 

En el nivel local, las cuotas políticas para las mujeres también han tenido 
un impacto positivo ya que fueron adoptadas para contrarrestar el efecto nega­
tivo que tuvieron las reformas de descentralización en la elección de las muje­
res en el nivel municipal. La medida de las cuotas a nivel local, estipulada en la 
reforma al Código Electoral que tuvo lugar en 1999, neutralizó el incremen­
to de la competencia política creada por la descentralización. 

Dentro de este contexto, se debe señalar, sin embargo, que las cuotas para 
las mujeres han encontrado obstáculos en su aplicación. Por un lado, han teni­
do un menor impacto si se les evalúa desde las medidas convencionales del 
comportamiento legislativo (por ejemplo, la votación legislativa, la presenta­
ción de proyectos de ley y el papel desempeñado en las comisiones del 
Congreso) (Costa 13enavides: 2003). Al observar la dinámicas de las cuotas a 
través de estas medidas, se encuentra que el papel de las mujeres para adoptar 
una Ley de cuotas y obligar a los partidos políticos a cumplirlas es mayor en 
los procesos electorales que en los procesos legislativos. 

De igual forma, uno de los problemas más difíciles que enfrentan las 
mujeres alcaldesas y concejalas ha sido nombrado acoso político. El término 
se refiere a presiones que los concejales hombres realizan sobre las conceja­
las para que renuncien a sus concejalías y habilitar a sus suplentes varones. 
Por otro lado, el acoso político se da a través de los dirigentes de partidos 
políticos que presionan a las concejalas para que voten a favor de la línea 
política partidaria, obligándolas a renunciar a los principios éticos y políticos 
de las mujeres. Esto ha sido denunciado constantemente por la Asociación de 
Concejalas de Bolivia; sin embargo, no existen mecanismos legales que per­
mitan a la Corte Nacional Electoral sancionar a los "acosadores". Asimismo, 
las mujeres concejalas se han visto obligadas a renunciar por las presiones que 
las organizaciones de base sindicales y movimientos sociales han realizado 
por el "supuesto incumplimiento" de las promesas electorales de las mujeres. 
Estas presiones en muchos casos han terminado en el uso de violencia física 
e, incluso, en la amenaza de asesinato contra las mujeres. 

165 



En efecto, el acoso político en Bolivia es un fenómeno de complejas y 
amplias dimensiones que se manifiesta sobre todo en las secciones munici­
pales rurales. No se trata de un hecho aislado sino que son conductas y acti­
tudes permanentes que hacen de este fenómeno un problema social y polí­
tico que la democracia y el sistema político boliviano deben encarar para 
buscar soluciones y sancionar con todo rigor de la ley a quienes cometen 
este delito (Machicao B: 2004). 

De hecho, según el estudio realizado por Machicao, las líderes femeninas 
municipales han registrado más de cien quejas de abuso político. Estas quejas 
van desde abuso psicológico hasta extrema violencia física: cachetear, golpear 
y empujar. Quizás en el peor de los casos, asaltantes desconocidos secuestraron 
a una presidenta municipal y la llevaron a una localidad remota, donde la for­
zaron a firmar una carta de renuncia que otorgaba al concejal alterno a tomar 
su lugar. En respuesta a estos casos, ACOBOL convocó una audiencia pública 
con el Comité para la Descentralización y la Participación Popular en la 
Cámara de Diputados en noviembre del 2000. 

¿Cómo vemos el futuro de las cuotas para las mujeres en Bolivia? La 
escena política boliviana ha entrado en una nueva fase durante los últimos 
años como resultado de las nuevas formas de poder que han ido obtenien­
do los grupos indígenas. La destitución del Presidente Gonzalo Sánchez de 
Lazada y el éxito de los candidatos de "organizaciones autónornas't'" lega­
lizadas para competir en las elecciones municipales a finales del año 2004 
han debilitado el poder de los partidos políticos y de la "elite" que dominó 
la esfera política del país en la década de los años ochenta y noventa. Tal vez 
es apresurado determinar el efecto que estos importantes cambios tendrán 
para la mujeres en el contexto político; sin embargo, una hipótesis es que las 
normas jurídicas desde el derecho positivo (occidental) en relación con las 
mujeres y la cultura tradicional de las comunidades indígenas y originarias 
en Bolivia, que afirman tener una "igualdad real" entre hombres y muje­
res'", sin embargo, las mujeres permanecen excluidas de los espacios de deci­
sión municipal/local. Lo anterior puede significar que la llegada al poder 
de líderes hombres provenientes de las comunidades indígenas genere, más 
bien, una disminución del poder embrionario de las líderes femeninas, 

Sin embargo, al mismo tiempo se constituye en un reto para las organiza­
ciones de mujeres incorporar sus demandas de participación y representación 

29 Plasmadas posteriormente en la Ley de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas. 
30 En el discurso de los pueblos indígenas y originarios se hace refercucía al chacha-warmi: es decir del 

acceso de las mujeres en igualdad de condiciones en espacios de decisión comunal. Sin embargo, las 
nujjcres sólo son acompaüanres del marido, padre, hijo. etc. 
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en la Convocatoria de la Asamblea Constituyente incluyendo el 50% de muje­
res en los 3 niveles de representación, nacional, departamental y local. Y que 
éste 50% se plasme en la Asamblea Constituyente. 

Por último, se debe señalar que es necesario recuperar las experiencias de las 
mujeres de organizaciones de base, donde han sido las propias mujeres quienes se 
han apropiado del instrumento o mecanismo de las cuotas políticas del 30%. Si bien 
no existen datos estadísticos, en la práctica cotidiana de las mujeres, en su interlocu­
ción con el mundo público político y de negociación en el interior de las organi­
zaciones mixtas (sindicales y/o Organizaciones Territoriales de Base - OTB's y 
Juntas Vecinales),se ha incorporado la figura de la ley de cuotas exigiendo un 30% 
de participación y representación para lograr espacios de decisión. Sin embargo, se 
han visto enfrentadas al manejo masculino, vertical y patriarcal de las mismas. 
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La cuota electoral en Ecuador:
 
Nadando a contracorriente
 

en un horizonteesperanzador
 

Silvia Vega Ugalde 

Introducción 

El título escogido para este artículo pretende recoger el sentido de la 
lucha por la aplicación de la cuota electoral de las mujeres en Ecuador, desde 
1997 hasta la fecha, caracterizado por grandes dificultades que se han inter­
puesto por parte de los organismos políticos y electorales para la plena apli­
cación de la ley, particularmente para su aspecto más sensible que constituye 
la obligatoriedad de ubicar a las candidatas bajo la modalidad de alternabili­
dad y secuencia en las listas pluripersonales. Junto con este esfuerzo de nadar 
contra la corriente dominante, masculina, que impregna el sistema político 
electoral ecuatoriano, divisamos un horizonte esperanzador marcado por las 
tendencias a la democratización de los espacios partidarios y privados que 
acarrearía la aplicación de esta medida de acción positiva, que han sido saca­
das a la luz por algunas investigaciones recientes. El horizonte esperanzador 
se delinea también desde la reflexión sobre las potencialidades que tendría la 
incursión creciente de las mujeres en la arena política, si ésta se articula desde 
una posición crítica hacia los patrones dominantes de la política, haciendo 
valer la "diferencia" sexual como anclaje teórico político para interpelar los 
paradigmas de la ciudadanía universal construida al amparo del republicanis­
mo occidental androcéntrico. Aprovechamos este artículo para insertarnos en 
una discusión necesaria para el movimiento de mujeres y para las mujeres 
políticas, sobre las intersecciones entre la representatividad de género y la 
representación general, que se pone a la orden del día al cuestionamos sobre 
la cuota electoral desde una perspectiva cuantitativa y cualitativa. I 

Ecuador es el primer país de la Región Andina que consagra una cuota 
electoral para las mujeres, a través de la llamada "Ley de Amparo Laboral" en 
enero de 1997. Su contenido se modifica en el año 2000 con una reforma a la 
ley orgánica de elecciones que establece su formulación vigente hasta hoy. A 
partir de entonces se aplica parcialmente, pues se cumple el porcentaje asigna­
do pero no las condiciones de alternancia y secuencialidad que establece la ley. 

Esta distinción entre rcprescntatividad de género y representación política aparece en el texto de Nélida
 
Archcnri que reflexiona sobre la aplicación de la cuota en Argentina. (2003).
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En la primera parte del artículo describimos las vicisitudes de este pro­
ceso, refiriendo con algún detalle tanto las formulaciones expresas de la ley 
y sus reglamentaciones como los distintos recursos legales interpuestos por 
las organizaciones de mujeres para garantizar su cumplimiento, Para las ecua­
torianas/os, esta síntesis supone conservar una memoria reciente del proce­
so, que nos recuerda los esfuerzos desplegados por las mujeres que hemos 
luchado por nuestros derechos políticos y las innumerables cortapisas halla­
das en este camino. Para lectores/as de otros países puede ser útil esta reseña 

para identificar el tipo de dificultades que encierra esta legislación particular 
y el andamiaje institucional que se ha puesto en juego en la disputa de inter­
pretaciones que rodea la aplicación de la ley de cuotas. 

No obstante que la aplicación de la cuota electoral no ha sido plena duran­
te los siete años de su vigencia, los resultados electorales muestran interesantes 
perspectivas, no sólo por la evidencia de la creciente presencia de mujeres, sino 
porque los datos cuantitativos disponibles, que incluyen los procesos electorales 
del año 20()(), 2002 Y2004, permiten plantear algunas hipótesis sobre la inciden­
cia de los factores del sistema electoral en los efectos de la cuota, que en ciertos 
casos contradicen algunas aseveraciones realizadas en otros contextos latinoame­
ricanos. Factores como el tamaño de las circunscripciones electorales, el método 
de asignación de escaños, el sistema de listas cerradas vs. la votación personaliza­
da son, entre otros, problematizados en la segunda parte del artículo. 

En la tercera y última parte, nos centramos en las discusiones sobre los 
cambios cualitativos que se evidencian ya o podrían potenciarse a raíz de la 
incursión creciente de mujeres en la política pública posibilitada por la cuota 
electoral, que ha sido sin duda la palanca de este fenómeno, pues antes de su 
vigencia hubo algunas mujeres pioneras que se arriesgaron a intervenir en 
política, pero su presencia no alcanzó, ni de lejos, el nivel de generalización 
al que hoy asistimos. 

Este artículo constituye una síntesis y un esfuerzo de sistematización de 
investigaciones propias y de otros/as autorcs/ns" y se basa también en algunas 
entrevistas breves a líderes del movimiento de mujeres y en la revisión de un 
prolijo archivo documental facilitado por la Fundación Equidad y Desarrollo. 

:1	 María Fernanda Cañete. Rafael Quintero. EI\a María Casrro, Gioconda Herrera/ María Cristina 
Carrillo son lav/os autores de Ia\ principales invesngaciones consultadas. Insriruciones como el Centro 
de Investigación de los Movimientos Sociales del Ecuador (CEDI ME). la Coordinadora Política de 
Mujeres Ecuatorianas. la Fundación Equidad y Desarrollo y.recientemente, la Faculrad Latinoamericana 
de Ciencias Sociales (FLACSO). son las que han realizado un seguimiento '¡'temálico del proceso polí­
tico de las mujeres, de cuya pcrveverancia no> heme. beneficiado para este articulo. 
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Una tortuosa historia 

La primera formulación de una cuota electoral para mujeres en el Ecuador 
se concibió en el marco de la Ley de Amparo Laboral' junto con otras medi­
das tendientes a la equidad en el empleo, -no como medida referida a los dere­
chos políticos- bajo el considerando de que el grado de preparación alcanza­
do por la mujer ecuatoriana, le capacita para participar en condiciones de 
igualdad con el hombre, en todas las actividades productivas. Así, se establecía 
la obligatoriedad de contratación de un porcentaje mínimo de trabajadoras 
mujeres en las empresas, según lo establezcan las comisiones sectoriales del 
Ministerio de Trabajo, se determinaba una cuota del 20% de candidaturas de 
mujeres en las listas pluripersonales de elecciones nacionales y seccionales y se 
incluía también la integración de las Cortes Superiores y del cuerpo de jue­
ces, notarios, registradores y curiales con un mínimo del 20% de mujeres. La 
Ley de Amparo Laboral por tanto, planteó reformas al Código de Trabajo y a 
la Ley Orgánica de la Función Judicial, tanto como a la Ley de Elecciones. 

Itinerario de la aplicación de la ley 
de cuotas electorales en Ecuador 

Enero 1997: Ley de Amparo Laboral: 20% de participación electoral 

Junio 1998: Constitución de la República: garantía de equidad en la partici­

pación política de las mujeres.
 

Febrero 2000: reforma a la Ley orgánica de elecciones: 30% como cuota
 
mínima, con incremento del 5% en cada procesoelectoral hasta llegar al 50%,
 
forma alternada y secuencial de ubicación de candidaturas.
 

Marzo 2000: reglamentación de la Lcy que incluye interpretación del
 
Tribunal Supremo Electoral sobre alternancia y secuencialidad.
 

Demanda de inconstitucionalidad del arto 40 de la Ley de Elecciones y del
 
Instructivo electoral. ante Tribunal Constitucional (Te) y Recurso
 
Administrativo de Reposición ante el Tribunal Supremo Electoral (TSE),
 
por parte de Coordinadora Política de Mujeres y Diputada Anunziata Valdez,
 

Junio 2000: TSE deja sin efecto instructivo (luego de proccso electoral de
 
mayo 2(00).
 

3 Publicada cn el Registro Oficial. N° 124 del (, de fcbrero de 1997. 
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Julio 2000:Te contesta demanda indicando que un pronunciamiento sería 
inoficioso por cuanto elTSE suprimió el instructivo, 

Agosto 2002: Nueva demanda de inconsrirucionalidad de la Coordinadora 
Política de Mujeres y Diputada Anunziata Valdez, contra el arto -1-0 del 
Regiamente de la l.ey de Elecciones. 

Noviembredel 2002: Pronunciamiento delTribunal Consrirucional favorable a 
lademandade la, mujl'1\.~. (Pmtrrior a proce-o electoral de octubre del 2(02). 

Julio 200-1-: Resolución del Tribunal Supremo Electoral disponiendo que la 
altcrnabilidad y secuencia de las candidaturas de hombres y mujeres, srr.í 
definida por los partido- politices, 

Ago,to 200-1-: impugnaciones de li,t.\~ por partr del movimiento de mujeres 
por no respetar alrcrnabilidad y secuencia y otras acciones legales y políticas. 

No había elecciones en el horizonte inmediato cuando esta ley se aprobó, 
pero, con la caída del gobierno de Abdalá Bucaram en febrero de 1997, ocurri­
da poco después de aprobada la Ley, se abrió un panorama político nuevo que 
concluyó con el nombramiento de un gobierno interino y la convocatoria a 
Asamblea Constituyente. El movimiento de mujeres se organizó para incidir en 
ese espacio tanto con propuestas de reforma constitucional como a través de la 
elección de mujeres asambleístas. Varias integrantes de las organizaciones de 
mujeres decidieron estructurar listasexclusivas de mujeres en Guayaquil y Quito 
para candidatizarse como Asambleístas y otras intervinieron como candidatas de 
partidos políticos reconocidos. En las elecciones para la Asamblea se aplicó por 
primera vez la cuota del 20% (Vega: 1998):' 

Entre las propuestas de reforma constitucional que levantó el movimiento 
de mujeres se incluyó las de derechos políticos, consiguiendo que la nueva 
Constitución sancionada en 1998 consagrara el derecho a la equidad en la par­
ticipación política de hombres y mujeres: 

"El Estado promoverá y garantizará la participación equitativa de mujeres y 
hombres como candidatos en los procesos de elección popular,en las instan­

cias de direccióny decisión en el ámbito público, en laadministración de jus­

ticia, en los organismos de control y en los partidospolíticos"(Art. 102) 

"Se reconocerá a las mujeres la participación del veinte por ciento en las lis­

tasde elecciones pluripersonales, así como todos losderechosy garantías con­

sagrados en leyes y tratados internacionales vigentes". (Disposición constitu­

cional transitoria décimo séptima) 

4 Un análisisde este proceso se encuentra en SilviaVega Ugalde:"Asamblea Nacional: Balance de la par­
ticipación de las mujeres y reflexiones para el fiuuro" CPME-PNUI>. QUilO. 1998 (mimeo). 
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La norma constitucional ecuatoriana se refiere no solamente a la equidad 
entre hombres y mujeres en la participación electoral sino en otras instancias 
del ámbito público. No obstante, esa disposición no ha sido complementada 
con leyes específicas y las organizaciones de mujeres no han promovido su apli­
cación en esos otros ámbitos. La lucha se ha centrado en el terreno electoral. 

El siguiente hito por la cuota electoral de mujeres fue el impulso de la 
reforma a la Ley de Elecciones, precedida de un extenso trabajo de las orga­
nizaciones de mujeres que fueron convocadas por la Comisión Parlamentaria 
de la Mujer y el Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU) para discu­
tir propuestas legislativas en sendas mesas de trabajo sobre di rerentes ternas." 
Una de ellas, referida a los derechos políticos, concibió el texto de la refor­
ma electoral que fue propuesto en el marco de la discusión general de refor­
mas a la ley electoral que se aprobó en febrero del 2000, estableciendo las 
disposiciones que se hallan vigentes en la actualidad: 

"Las listas de candidaturas pluripersonales deberán presentarse con al menos 

el treinta por ciento (30%) de mujeres entre los principales y el treinta por 

ciento (30%) entre los suplentes; en forma alternada y secuencial, porcentaje 

que se incrementará en cada proceso electoral general, en un cinco por cien­

to (5%) adicional hasta llegar a la igualdad en la representación. Se tomará en 

cuenta la participación étnica cultural" (Art. 58 de la Ley Orgánica dc 

Elecciones). 

"Para los efectos determinados en el artículo anterior. se aplicará obligatoria­

mente la siguiente fórmula de representación en el proceso de inscripción de 

candidaturas. 

En elecciones pluripersonalcs donde deban elegirse tres representantes se ins­

cribirá, al menos, una candidata mujer como principal y una como suplente; 

en donde se elijan de cuatro a seis representantes, por lo menos dos candida­

tas mujeres principales y suplentes; en donde se elijan de cuatro a seis repre­

scntantcs, por lo menos dos candidatas mujeres principales y suplentes respec­

tivamcnre; en donde deban elegirse de siete a llueve dignidades, almcnos tres 

candidatas mujeres como principales y tres como suplentes: en elecciones de 

diez a doce representantes, cuatro candidatas mujeres mínimo como princi­

pales y suplentes, respectivamente; y, así sucesivamente. 

En elecciones donde deban elegirse dos representantes, uno de los candida­

tos preferentemente será mujer, de igual forma en el caso de los suplentes. 

Este proccso contó con el apoyo dcl Fondo de Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) según infor­
mación proporcionada por la ex diputada Anunziata Valdcz. 

5 
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Esta proporciónse incrementará en el porcentaje señalado en elartículoante­
rior hasta llegar a la representación igualitaria". (Art. 59, Ley Orgánica de 
Elecciones). 

"ElTribunal Supremo Electoral y lostribunales provinciales electorales, nega­
rán,de oficio o a petición de parte,la inscripción de aquellas listas de candi­
daturas pluripersonales que no incluyan un mínimo de treinta por ciento 
(30%) de mujeres como candidatas principales y de treinta por ciento (30%) 
de entre los suplentes, de forma alternada y secuencial, en las listas presenta­
das por las organizaciones políticas y candidatos independientes". (Art. 61, 
LeyOrgánica de Elecciones). 

Como se ve, la norma incluye tres aspectos importantes: un piso del 30%, 
el aumento progresivo de un 5% en cada proceso electoral hasta llegar a la 
igualdad y el carácter de alternancia y secuencialidad en la ubicación de las 
candidaturas femeninas, aspecto este último que ha sido objeto de las más 
diversas interpretaciones, dando lugar a sucesivas acciones de algunas organi­
zaciones de mujeres para hacer respetar el sentido de equidad que se busca­
ba con la mencionada ley. 

Para las elecciones de mayo del 2000, el movimiento de mujeres y par­
ticularmente la Coordinadora Política de Mujeres Ecuatorianas" impulsó 
una campaña activa por los derechos políticos de las mujeres, que incluyó la 
conformación de comités de vigilancia electoral en varias provincias para 
constatar la aplicación de la cuota y para impugnar listas que no la hubie­
ran respetado. La campaña incluyó también la sensibilización y cabildeo con 
los partidos políticos para propiciar la inclusión de mujeres en sus listas, la 
producción de materiales comunicacionales de promoción del voto por 
mujeres, la capacitación de algunas candidatas en aspectos básicos de la cam­
paña electoral y la difusión de un dossier con extractos de leyes favorables a 
la participación ciudadana y a las mujeres y con algunas propuestas de la 
agenda del movimiento de mujeres de las que se esperaba sean portavoces las 
candidatas. (Castro, s/f 26-36). Organizaciones de mujeres de lmbabura, la 
Red de Mujeres de Loja, el Movimiento de Mujeres de El Oro, entre otras 
organizaciones también impulsaron acciones de veeduría, de capacitación a 

candidatas, de cabildeo con partidos políticos y de presencia pública en 
apoyo a la participación política de las mujeres en otras ciudades del país. 

6 La Coordinadora Política de Mujeres es una de las organizaciones nacionales del movimiento de muje­
I"CSecuatoriano. 
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Trampas y cortapisas: el tira y hala de la Ley 

El Ecuador está dividido en 22 provincias, 219 cantones y 1162 parroquias 
urbanas y rurales (Quintero, 2004:2). El Prefecto/a Provincial es la autoridad de 
nivel provincial elegida por voto popular mientras que el Gobernador/a es 
designado por el Ejecutivo también como autoridad provincia!. El Consejo 
Provincial constituido por diferente número de consejeros/as provinciales de 
acuerdo a la población provincial, es el órgano colectivo de gobierno provincia!. 

A nivel cantonal, se eligen alcaldes como autoridades locales, tanto en las 
ciudades capitales de provincia como en otros municipios. Los concejos can­
tonales son los entes colectivos de gobierno municipal, formados también 
por diferente número de concejales/as, según el tamaño de la población. 
Finalmente, en el nivel territorial más pequeño, las parroquias, se eligen las 
juntas parroquiales en el ámbito rural, conformadas por 5 miembros, inde­
pendientemente del tamaño de la población parroquia!. 

Las autoridades provinciales, municipales y parroquiales se eligen cada 
cuatro años en periodos alternados a los de las autoridades nacionales 
(Presidente, Vicepresidente y Diputados) que también se eligen cada cuatro 
años, Concejales/as municipales y Consejeros/as provinciales duran cuatro 
años en funciones pero se renuevan por mayorías y minorías cada dos años, 
por lo que estas elecciones coinciden una vez con la de autoridades nacio­
nales y otra vez con la de autoridades seccionales. 

En las elecciones de mayo del 2000 en las que se eligieron Alcaldes, 
Prefectos, Concejales Municipales, Consejeros Provinciales y miembros de 
Juntas Parroquiales, fue la primera vez en la que se aplicó le cuota electoral 
de mujeres, luego de la reforma a la Ley de Elecciones. Su aplicación, sin 
embargo, fue parcial, ya que fue tamizada por un reglamento y un instructivo 
expedido por el Tribunal Supremo Electoral en el que interpretaba los con­
ceptos de alternancia y secuencialidad, estableciendo modalidades de ubica­
ción de las mujeres en las listas que perjudicaban su posibilidad de ser electas," 

El Reglamento de la Ley de Elecciones estipulaba: 

Pese a que rige en el Ecuador el sistema de elección personalizada. por el cual. las/os electores pueden 
escoger candidatos/as ubicados en cualquier puesto de cualquier lista. no obstante predomina la ("05­

tumbre de votar por plancha. )' en ese caso la ubicación en los primeros puestos efecrivamente favore­
ce las posibilidades de elección. 

7 
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"Lascandidaturas pluripersonales deberán presentarse con, al menos, el 30% 
de mujeres entre losprincipales y el 30%entre lossuplentes. 

La altcrnabilidad y secuencia en la presentación de listas deberá seguir el 
orden par o impar. 

Alternabilidad es la distribución en la lista cn forma sucesiva, entre hombres 
y mujeres. 

Secuenciaes la serie de combinaciones que pueden realizarse en la lista, sal­
tando los lugares de inscripción de la lista, al tratarse de representaciones de 3 
a 5 dignidades, saltandouno o dospuestos; de 6 dignidades en adelante. pasan­
do entre dosy trespuestos y así sucesivamente".(Art. 40,Reglamentoa la Ley 
de Elecciones"). 

El Tribunal Supremo Electoral (TSE) está conformado por siete vocales 
designados por el Congreso Nacional en representación de los partidos polí­
ticos con mayor votación nacional; no ha existido hasta el presente ninguna 
mujer como vocal de ese organismo. Mediante el instructivo dictado por el 
TSE se establecían ejemplos para concretar el reglamento, planteando como 
modalidades legalmente aceptables una lista conformada por cuatro hombres 
y cuatro mujeres, o por tres hombres y tres mujeres y no intercalando hom­
bres y mujeres de uno en uno, como las organizaciones de mujeres interpre­
taban la secuencialidad garantizada en la ley. 

Este instructivo fue objetado por la Coordinadora Política de Mujeres y la 

Diputada Anunziata Valdez, que presentaron una demanda ante el Tribunal 
Constitucional y un recurso administrativo de Reposición ante el Tribunal 
Supremo Electoral. Frente a estas acciones, el organismo electoral dejó insub­
sistente el instructivo, pero en fecha posterior a los plazos de impugnación 
establecidos, por lo que, en la práctica estuvo vigente para el proceso electoral 
del 2000. Entre las razones que el propio Tribunal reconoció para dejar insub­
sistente el instructivo señaló "que debió ser dictado, motivado por la urgencia 

de establecer normas para el efecto de este proceso". La demanda de incons­

titucionalidad del instructivo fue contestada también en fecha posterior a las 
elecciones, indicando que "si bien es evidente que en el instructivo objeto de 
la presente demanda, no se respeta la participación alternada y secuencial de 
las mujeres, no es menos cierto que, habiendo sido derogado el mismo, un pro­
nunciamiento por parte del Tribunal Constitucional se tornaría inoficioso"." 

11 Resolución Tribunal Supremo Electoral No. l. ROl Sup 3'.1. de 20 de Marzo del 2000. 
9 Resolución N. 133-2000-Ti> del Tribunal Constitucional. ('.1 de julio dc 2000. 
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Posteriormente, en enero del 2002, la Comisión de la M ujer, el Niño, la 
Juventud y la Familia del Congreso Nacional, el Consejo Nacional de las 
Mujeres (CONAMU), la Dirección Nacional de la Mujer de la Defensoría 
del Pueblo y la Coordinadora Política de Mujeres Ecuatorianas habían diri ­
gido al Tribunal Supremo Electoral una petición para que deje sin efecto el 
arto 40 del Reglamento a la Ley de Elecciones, por oponerse a la Ley de 
Elecciones. El TSE no dio respuesta a este pedido y más bien dictó un nuevo 
instructivo para el proceso electoral de octubre del 2002, en el que no se 
decía nada respecto de la aplicación de los principios de alternabilidad y 
secuencialidad, 10 que también, por omisión, inducía a confusión. 111 

En abril del 2002, hubo el intento por parte del Congreso Nacional de 
modificar la Ley de Elecciones, afectando los artículos referidos a la equidad 
de género. La entonces Diputada Anunziata Valdez se opuso a que dichas refor­
mas sean tratadas y este intento provocó una importante movilización de alre­
dedor de 1000 mujeres al Congreso para oponerse a lo que en la práctica 
habría significado la derogatoria de la ley de cuotas garantizada en la reforma 
electoral del año 2000. 11 La diputada inició el trámite de un juicio político al 
Presidente del Tribunal Supremo Electoral, en septiembre del 2002, apoyada 
por 31 diputados y diputadas, que no se lo continuó porque se logró un con­
venio entre el Tribunal Supremo Electoral, la Comisión Parlamentaria de la 
Mujer y el Consejo Nacional de las Mujeres para que cualquier cambio refe­
rido a la cuota electoral se lo discuta y consensúe entre las tres instituciones, 
lo que no se cumplió posteriormente. 

Previo al nuevo proceso electoral de octubre del 2002, en el que se elegirla 
Presidente. Vicepreseidente, Diputados y minorias de Concejos Municipales y 
Consejos Provinciales, la Coordinadora Política de Mujeres y la Diputada 
Anunziata Valdez presentaron una nueva demanda de inconstitucionalidad, esta 
vez sobre el arto40 del Reglamento de la Ley de Elecciones. El punto central de 
esta demanda objetaba la definición de alternabilidad y secuencia establecida en 
el reglamento y proponía otra derivada del "sentido natural y obvio" de las pala­
bras definidas por el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española: 

Alternar: "variar las acciones diciendo o haciendo ya unas cosas, ya otras y
 
repitiéndolas sucesivamente. Hacer o decir algo por turno. Sucederse unas
 

cosas a otras repetidamente. Acción o derecho que tiene cualquier persona o
 

comunidad para ejecutar algunas cosas o gozar de ellasalternando con otras".
 

10 El arto 13 del Instructivo selialab3:"I~"'\Ialdad de género. En 1.1, elecciones plnripcrsonalev la' li,t.l~ debe­
r.ín contener al mcnov el 35%de candidata. mujere, entre lo, principal....y 35% entre los suplente•. de 
conformidad con In establecido en la Ley" 

1I información proporcionada por la ex diputada Anunziata V.IIl!ez. 
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Secuencia: "perteneciente o relativo a la secuencia; continuidad, sucesión 

ordenada, serie o sucesión dc cosas que guardan entre sí cierta relación; orde­

nación específica de cada una de las unidades; conjunto de cantidades u ope­

raciones ordenadas de tal modo que:: cada una determina la siguiente". 

El Tribunal Constitucional se pronunció favorablemente a la demanda de 
las mujeres, e! 12 de noviembre de! 2002, es decir en fecha posterior al pro­
ceso electoral en el que la ley de cuotas se aplicó a medias.'? 

En el texto de esa Resolución en la que se declara "la inconstirucionalidad 
por e! fondo del arto 40 del Reglamento a la Ley General de Elecciones", el 
Tribunal Constitucional argumenta su decisión en los siguientes considerandos: 

"Que el artículo impugnado realiza una definición de lo que es la alternabi­

lidad y la secuencia, definiciones cuyo contenido no garantizan la participa­

ción equitativa entre varones y mujeres; mucho menos cuando al referirse a 

la secuencia regula la forma en que deben realizarse las combinaciones en 

serie, atentando a la igualdad de condiciones al establecer que una mujer 

podría ser ubicada en la papeleta electoral luego de haber sido ubicados dos 

o tres varones; 

"Que en la comprensión de que el estado ha asumido el deber de eliminar 

las condiciones de desigualdad en la participación electoral entre hombres y 

mujeres, es necesario evitar los efectos de toda disposición que menoscabe 

este objetivo por cuanto resultarán inconstitucionales; y por el contrario, 

resulta una obligación de toda autoridad u órgano administrativo regular en 

beneficio de lo quc se conoce como acciones positivas,yaexplicado anterior­

mente" ." 

Los partidos políticos: últimos dirimentes 

Incapaces de aceptar la derrota juridica, los miembros de! Tribunal Supremo 
Electoral se inventaron otra salida para e! proceso electoral de octubre del 2004 14, 
esta vez fuera del terreno legal.Ahora su "gran jugada" fue remitir la interpreta­
ción de la Ley a la discrecionalidad de los partidos políticos, o mejor dicho de 
los líderes hombres de esos partidos. 

12	 Resolución N. 028-2002-TC, 4 de noviembre del 2002. 
13	 Agradezco a Jennifer Carnacho de la Fundación Equidad y Desarrollo. el haberme facilitado copia de 

la resolución del Tribunal Constitucional y a LolyValladares el proporcionarme información sobre esta 
fase del proceso. 

14	 En este proceso se eligió a Alcaldes, Prefectos y mayorías de: Concejos Municipales y Consejos 
Provinciales, 
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En junio de 2004, la Fundación Equidad y Desarrollo había solicitado al 
TSE conformar una comisión conjunta con las organizaciones de mujeres para 
redactar un nuevo artículo 40 del Reglamento a la Ley de Elecciones, que sus­
tituyera al que fue declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional. 
La Fundación incluso adjuntó una propuesta inicial de redacción para garan­
tizar la alrernabilidad y la secuencia." 

Veinte y siete diputadas y diputados se adhirieron al pedido de la Fundación 
Equidad y Desarrollo a través de una carta dirigida al máximo organismo elec­
toral, así como la Comisión Permanente por los Derechos Políticos de las 
Mujeres, que se constituyó el 15 de junio por iniciativa de la misma Fundación 
e impulsó las acciones referidas al cumplimiento de la ley de cuotas en el pro­
ceso electoral de! 2004 11

,. 

Un intenso cabildeo de esta Comisión con los miembros de los partidos 
políticos representados en e!TSE se produjo durante el mes de junio y media­
dos de julio del 2004, para persuadidos de aprobar una resolución que posibi­
lite la aplicación de la alrernabilidad y la secuencia en la conformación de las 
listas electorales. Se consiguieron tres de los siete votos de los miembros del 
TSE para la fórmula propuesta por las mujeres, que fue refrendada por uno de 
los informes jurídicos del Tribunal. Uno de esos votos fue del mismo ex 
Presidente del Tribunal Electoral que en periodos anteriores había defendido 
el instructivo y reglamento lesivo a estos principios. Los votos favorables fue­
ron del Partido Democracia Popular, Izquierda Democrática y del 
Movimiento Pachakutik, ubicados en el espectro político de centro izquierda. 
Los votos contrarios fueron del Partido Renovador Institucional Acción 
Nacional, del Partido Social Cristiano y del Partido Conservador, ubicados en 
la tendencia de centro derecha. Uno de los miembros, del Partido Roldosista 
Ecuatoriano, no concurrió a la sesión en la que se votó el tema, pero fue el 
proponente del informe jurídico que finalmente se aprobó, contrario a los 
planteamientos de las organizaciones de mujeres". 

La nueva maniobra del Tribunal Supremo Electoral se consumó en una 
resolución del 1ó de julio del 2004, en la que, por un lado dice acatar la reso­
lución de inconstitucionalidad del arto 40 del reglamento de la Ley de 

15 Agradezco a Alcxandra Andrade de 1.1 Fundación Equidad y 1)~'-Irrollo por haberme facilitado una amplia 
documentación sobre el proceso k,!t:Il seguido en daño 200-1. 

16 E,tJ Comisión e<toÍ conformada por mujeres de partidov polírico-, organizacionev de nlllJ~res y por muje­
re, en ejercicio de fimciones públicas, Su carácter l" nl.Í, insnrucional y menos xocinl y ~c expre....a c<p~­
cialmenre en Quito. En otras ciudades dd paí, han actuado la, propias organizaciones de mujeres exisrcn­
tev en el ámhíro local. 

17 Frente al empare que se produjo en /.1 votación, el Presidente del Tribunal Supremo Electoral, perrenecien­
te al Partido R.~no\'.ldor lnsrirucional Acción Nacional, dirimió con su voto la propuesta contraria a 1.1 kj'. 
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Elecciones, suprimiendo dicho artículo y, por otro se establece un nuevo texto 
para el arto 41 del mencionado reglamento, del siguiente tenor: 

"La alternabilidad y secuencia en la ubicación de puestos de mujeres y hom­
bres. será definida por laorganización política el momento de la presentación 
de la lista, la que contendrá la aceptación de dicha ubicación por parte de 
todosy cada uno de los candidatos y candidatas"." 

Al dejar la aplicación de la alternancia y secuencia al arbitrio de los parti ­
dos políticos, el Tribunal se lavó las manos y tácitamente se declaró incompe­
tente para garantizar un derecho ciudadano de las mujeres legalmente funda­
mentado, trasladando esa obligación a sujetos políticos particulares. 

Más allá de las connotaciones legales, la decisión del Tribunal Supremo 
Electoral, revela la consumación del pacto masculino para impedir la igual­
dad de participación política de hombres y mujeres. Primero intentaron 
manipular la ley a su favor, y cuando el mecanismo legal les resultó contra­
rio, escogieron el atajo de la discrecionalidad de los partidos políticos -orga­
nismos masculinos por excelencia-." 

No obstante esta evidcncia.Ias mujeres continuaron usando los mecanis­
mos legales para reclamar su derecho. Cuando se inscribieron las listas de 
candidatos en octubre del 2004, la Comisión por los derechos políticos de 
las mujeres, en Quito, impugnó, a través de mujeres candidatas, un total de 
66 listas de consejeros provinciales y concejales municipales de la provincia 
de Pichincha, que representaban el 77% de las listas inscritas. En otras pro­
vincias como Guayas, Laja, lmbabura, El Oro se instalaron veedurías de las 
organizaciones de mujeres para el cumplimiento de la ley -similares a las que 
se habían realizado en los procesos electorales anteriores- y se hicieron tam­
bién las impugnaciones a un alto porcentaje de listas que incumplían o el 
porcentaje establecido o la secuencia y alternaucia.r" 

Como era de esperar, los Tribunales provinciales de esas provincias desecha­
ron las impugnaciones, que habían sido planteadas con abundantes argumentos 
jurídicos y especialmente por el incumplimiento a la Resolución del Tribunal 

18 RJE-PLE-TSE-I-16-7-2004
 
19 Ningún Partido Político legalmenre inscrito en el Ecuador, tiene a una mujer como autoridad máxi­


ma. 
20	 En el año 2002. elTSE había rechazado la, impugnaciones realizadas por la, organizacionev de muje­

re. por no considerarlas"sujetos políticos", Con esta experiencia, en el proceso de 200'¡. fueron muje­
re. candidata, cercanas al movimiento de mujeres quienes realizaron la impugnación, y como tale. 110 

pudieron ser rechazadas, 
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Constitucional. En el caso del Tribunal Electoral de Pichincha, su decisión la 
tomó bajo el razonamiento de que "la interpretación y alcance quc se pretende dar 
a las normas que sciiala CI/ la ¡mpu,-'lllación, SOl/ forzosas y salen del contexto legal que 
enmarca la reptescutadén de las lIIujcres,,21, por lo que habría que entender que la 
resolución del Tribunal Constitucional es calificada por el Tribunal Electoral de 
Pichincha, en esos mismos términos. 

Las candidatas en Quito apelaron de esa decisión al Tribunal Supremo 
Electoral, y también como era de esperar, éste se pronunció desechando el 
recurso de apelación y ratificando lo resuelto por el tribunal inferior. 

La Comisión por los derechos políticos de las mujeres acordó presentar nue­
vas acciones legales en contra de los miembros del TSE que desconocieron los 
derechos políticos de las mujeres. Una de ellas fue la solicitud al Presidente de la 
Corte Suprema de Justicia de levantamiento de la inmunidad de los vocales del 
Tribunal Supremo Electoral, como condición previa para realizar un juicio penal 
en su contra, por los delitos de desacato a la resolución del Tribunal 
Constitucional y de prevaricato. Otra acción legal fue un recurso de queja ante 
elTribunal Constitucional en contra del TSE, interpuesto por las dos candidatas 
que impugnaron las listas de candidaturas de Pichincha que incumplían la norma 
de alternabilidad y secuencia. Finalmente, se planteó al Tribunal Constitucional 
un pedido para que exija el acatamiento de su decisión alTSE. Ninguna de estas 
tres acciones legales ha merecido el trámite pertinente. 

Con el apoyo del Fondo de Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y 
del Programa de Naciones Unidas p:lra el Desarrollo (PNUD) se logró la pre­
sencia de una comisión internacional de apoyo técnico conformada por repre­
sentantes de IDEA (Instituto de Investigaciones Electorales), Asociación Civil 
Transparencia de Perú y una experta de Costa Rica, que visitaron el Ecuador y 
se reunieron con autoridades electorales nacionales y provinciales entre el 23 Y 
27 de agosto del 2004. Esta comisión ha emitido su informe con importantes 
recomendaciones que incluyen la necesidad de un esclarecimiento jurídico de la 
interpretación de los términos de alternancia y secuencia, así como una serie de 
estrategias que liguen la cuota electoral de mujeres con temas globales como la 
democracia y ciudadanía, interesando en su defensa a un amplio espectro de 
actores sociales y políticos. El informe recomienda también varias líneas de 
acción para fortalecer la presencia política de las mujeres y las labores de veedu­
ría ciudadana electoral con enfoque de género, incluyendo la necesidad de inte­
resar a la misión de observadores de la OEA para futuros procesos electorales. 

21 Providencia notificad. a la. candidatas impugnantes. 
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Situación actual de la aplicación de la ley de cuotas 

Del relato de este proceso, queda claro que las organizaciones de mujeres 
que han estado impulsando la vigencia de la cuota electoral en el Ecuador, han 
agotado todos los mecanismos legales a su alcance, pero han constatado tam­
bién el manejo caprichoso de la Constitución, leyes, reglamentos e instructi­
vos por parte de los organismos electorales y políticos, llamados a hacerlas 
cumplir. Este comportamiento institucional y de los actores políticos expresa 
las debilidades del sistema democrático ecuatoriano, donde no se puede hablar 
de reglas del juego claras ni de permanencia y respeto a las normas acordadas, 
situación que se evidencia también en otros aspectos del devenir político y 
electoral. Este marco general está impregnado intrínsecamente por un marca­
do androcentrismo que aún impera en el accionar político ecuatoriano, a 10 
que se suma la debilidad que han experimentado las organizaciones de muje­
res, -pese a sus notables esfuerzos y movilización de varios años- para legitimar 
contundentemente el tema de las cuotas electorales, no sólo como una reivin­
dicación por derecho propio de las mujeres, sino como una exigencia de la 
democratización general del sistema político. 

La diversificación de estrategias además de las de tipo legal parece ser una 
exigencia urgente que deberán asumir las organizaciones de mujeres y los 
organismos estatales responsables de los derechos de las mujeres para hacer 
respetar la vigencia de la cuota electoral en los procesos electorales venide­
ros. Lamentablemente, esta posibilidad se ve limitada porque el interés en el 
tema reaparece en las vísperas de cada proceso electoral y no se han podido 
generar hasta el momento estrategias más sostenidas que permitan mayor efi­
cacia en los momentos críticos. 

Para el propio movimiento de mujeres no es actualmente un tema prio­
ritario; en ciertos sectores se lo ve como una reivindicación exclusiva del 
sector de mujeres políticas y no como -una confrontación contra el andro­
centrismo imperante en la sociedad y esto tiene que ver, en cierta medida, 
con el distanciamiento del movimiento respecto de las mujeres ubicadas en 
los aparatos institucionales de poder, distanciamiento que se explica como 
una reacción de una parte del movimiento de mujeres a un periodo -el ante­
rior durante la década del 90- en el que se priorizó, quizás con demasiado 
énfasis, la vinculación con el Estado. Para el movimiento de mujeres hay 
otros temas que concitan la atención y el interés, mucho más vinculados al 
mejoramiento de las condiciones de la vida cotidiana. 

Más allá de lo que sigamos haciendo o no las organizaciones de mujeres 
en torno a la cuota electoral, hoyes un hecho visible la mayor presencia de 
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mujeres en el mundo político. El porcentaje de participación no ha podido ser 
eludido por los partidos y el crecimiento de este porcentaje en cada proceso 
electoral, que prevé la legislación ecuatoriana, ha provocado un amortigua­
miento del efecto negativo de la no observancia de la alternabilidad y secuen­
cia en la ubicación de candidaturas. En los dos siguientes capítulos intentamos 
dimensionar este hecho a través de los resultados electorales, para luego entrar 
en el análisis de los significados más trascendentes y de largo plazo. 

La aplicación de la cuota en cifras 

Igual que en otros países latinoamericanos donde se ha aplicado la cuota 
electoral de las mujeres, es significativo el incremento de la presencia femeni­
na en organismos políticos como el Parlamento Nacional, los concejos muni­
cipales y los consejos provinciales. 

CUADRO 1: EVOLUCiÓN DE LA PARTICIPACiÓN DE MUJERES COMO DIPUTADAS EN EL CONGRESO NACIONAL, 
1978·2002 

Año Número de Total de % de 
mujeres diputados mujeres 

1978·79 O 69 O 

1984 3 71 4,22 
1988 5 71 7,04 
1990 5 72 6,97 
1992 4 77 5,19 
1994 7 72 9,72 
1996 5 82 6.09 

1998 16 121 13,22 
2002 17 100 17,00 

Fuente y elaboración: Herrera, Gioconda y Maria Cristina Carrillo. Las Mujeres en los Partidos Políticos en el Ecuador. 

HAGO, 2004, p. 26. 

Desde el año 1998 -en que se aplicó una cuota del 20%- el porcentaje de 
mujeres se duplicó en el Parlamento. En el período siguiente, a partir del 2002 
-en que la cuota electoral fue del 35%- el porcentaje de mujeres asciende a 
17%, superior al porcentaje global de representatividad de las mujeres parla­
mentarias en América Latina y.EI Caribe, que llega al 14% (Guzmán: 2003,23). 
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También el incremento se evidencia en los poderes locales, en las conce­
jalías municipales y consejerías provinciales: 

CUADRO 2: EVOLUCiÓN DE LA PARTICIPACiÓN DE LAS MUJERES COMO CONCEJALAS MUNICIPALES YCON­
CEjERAS PROVINCIALES. TOTAL NACIONAL (1988-2004) 

Concejalas municipales Consejeras Provinciales 
Año Número Total de % Número Total % 

de Mujeres Concejales Mujeres de Consejeros de Consejeros Mujeres 
1988 69 1076 6.41 O 151 O 
1996 67 817 8.20 5 79 6.32 
2000 266 887 30.00 16 89 18.00 
2002 148 677 22.00 1I 67 16.41 
2004 285 919 31.00 29 91 31.87 

Fuente y elaboración: 1998-2002: Herrera, Gioconda y lIaria Cristina Carrillo. Las lIujeres en 105 Partidos Políticos en 
el Ecuador. HAGO, 2004. 

Procesos electorales con cuota: problematizando los resultados 
cuantitativos 

Como explicamos antes, la cuota electoral de mujeres se aprobó en 1997, 
por lo que, su primera aplicación se dio para la elección de miembros de la 
Asamblea Constituyente. En ese entonces, con una cuota del 20% se postu­
laron 191 mujeres sobre 908 candidatos, o sea el 21 % (Vega, 1998: 29) y fue­

ron electas 7 mujeres entre 70 escaños, es decir el 10%. 

La introducción de la cuota electoral, tal como rige actualmente en la Ley 
Orgánica de Elecciones reformada en febrero del año 2000, se aplicó a partir 
del proceso electoral de ese año, 

Un primer aspecto que llama la atención es que, desde el año 2000, se 
han superado las cuotas de candidaturas establecidas. En el 2000, hubo 36.4% 
de candidatas a consejeras,42.4% de candidatas a concejalas y 37.9% candi­
datas a miembros de lasJuntas Parroquiales, cuando la cuota vigente era del 
30% (Quintero, 2002:92) 22. En el 2002, hubo 42.47% de candidatas prin­
cipales a diputadas provinciales, 40.82% de candidatas a consejeras y 39.54% 
de candidatas a concejalas, cuando la cuota era del 35% (TSE-ClDE; 2002, 
10). En el 2004, se postularon 47.6% de candidatas a concejalas, 44% a con­
sejeras y 43.24% a juntas parroquiales, cuando la cuota vigente era del 40%. 
(F. Equidad y Desarrollo). 
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Este hecho puede explicarse, porque si bien está establecida una cuota, ésta 
se calcula de distinta manera de acuerdo al número de dignidades a elegirse. 
Así por ejemplo, en el proceso electoral del 2004, en aquellas circunscripcio­
nes pequeñas donde se elegían 3 dignidades debía haber al menos una mujer 
candidata, es decir el porcentaje llegaba a menos del 40%, que fue la cuota 
vigente para ese proceso, igual que en donde el número de candidatos a elegir 
era 6 debían ser al menos 2 mujeres (33%) o si eran 8 o 9 debía elegirse al 
menos 3 (38% Y 33% respectivamente). En cambio donde se elegían 4 o 5, el 
porcentaje fue superior o igual al 40%, porque se debían elegir al menos 2 
mujeres (50% y 40% respectivamente). 

También podría pensarse, por otra parte, que hay voluntad de las mujeres 
por participar y hay capacidad de los partidos por captar candidatas mujeres, 
aún por encima de la cuota establecida, lo que quita evidencia a la dificultad 
que dicen enfrentar los partidos para cumplir con la cuota electoral femenina. 

CUADRO 3: MUJERES POSTUlADAS COMO CANDIDATAS. TOTAL NACIONAL (2000-2004) 

Procesos electorales Cuota vigente Concejalas Municipales Consejeras Provinciales Diputadas 
2000 30% 42.40% 36.40% No se eligió 
2002 35% 39.54% 40.82% 42.47% 
2004 40% 47.60% 44.00% No se eligió 

Fuente: Rafael Quintero (2000). m (2002). F. Equidad yDesarrollo (2004). Elaboración: Autora 

Analizando los resultados de las elecciones, se tiene que en el 2000, fueron 
electas un 18% de consejeras, un 30% de concejalas y un 24.5% de miembros 
de juntas parroquiales", Estos resultados indican que un 7.3% de candidatas a 
consejeras, un 12.5% de candidatas a concejalas y un 19.8% de candidatas a 
juntas parroquiales, recibieron la preferencia del electorado. 

En las elecciones del 2002, fueron electas un 16.33% de consejeras, un 
22% de concejalas y un 23.26% de diputadas, en los casos en que se aplicó 
la cuota electoral, es decir, menos mujeres que en el 2000 a las dignidades 
seccionales." Hubo provincias donde se elegían solamente dos puestos y no 
se aplicó la cuota. En esos casos, se eligieron 16.67% de mujeres consejeras, 
23.53% de concejalas y ninguna diputada. Salvo el caso de las diputaciones, 

23 Por primera vez en el Ecuador. '" eligieron 1'11 el año 2000 con votación universal a 10' miembros de 
786 Junta, Parroquiales rurales. Fueron clectav 963 mujen-, sobre 3.930 miembros. 

2-1 En las cleccionev del 2000 no se eligieron diputadas, pue, \l' elige esta dignidad cada cuatro .Iñm. 
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se observa un porcentaje levemente mayor de mujeres electas a dignidades sec­
cionales en estas provincias donde no estuvo vigente la cuota, porque es obvio 
que la cuota no actúa sola, sino en conjunción con otros factores de inciden­
cia en los procesos electorales." En el proceso de 2004, se eligieron un 31% 
de mujeres concejalas y un 31 .8% de mujeres consejeras provinciales." 

La baja de mujeres electas en el proceso electoral intermedio del año 

2002, en ambas dignidades seccionales, podría explicarse porque en él se eli­
gieron minorías de concejales y consejeros, por lo que hubo menos escalios a 
repartir. "La experiencia reciente demuestra que un mayor número de esca­
ños por distrito favorece, sin lugar a dudas, la representación femenina. En este 
sentido, cuánto más grande sea la magnitud del distrito, mayor proporciona­
lidad se obtendrá y.por tanto, mayores serán las probabilidades de que un par­
tido consiga un número mayor de escaños en una circunscripción. Con cir­
cunscripciones pequeñas se reduce drásticamente la efectividad del sistema de 
cuotas" (Bou, 2003:S). También podría explicarse porque en la elección del 
año 2000 hubo un menor porcentaje de mujeres candidatas ubicadas en los 
tres primeros puestos de listas, como se refleja en el Cuadro 4, lo que podría 
haber incidido en una menor oportunidad de resultar electas. 

En el año 2004, que comparativamente es el mismo tipo de proceso elec­
toral del año 2000, el porcentaje de concejalas electas es igual al del año 2000 
(30%), pero crece significativamente el porcentaje de consejeras provinciales 
electas, que llega al 31 .87% frente al 18% del mio 2000. En el 2004, varió el sis­
tema de asignación de escalios, bajo el denominado método "lrnpcriali":" que 
favoreció a los partidos políticos más votados, lo que podría haber beneficiado 
a la elección de un mayor número de mujeres, puesto que, en un sistema pro­
porcional, la asignación de escalios es más distribuida entre listas y, generalmen­
te son electos los candidatos que se ubican en los puestos principales de éstas. 
Dado que las mujeres generalmente no ocupan esos puestos principales, tienen 
menos opción de ser elegidas bajo el método de proporcionalidad. 2M 

25 En América Latina. NicJrJ~'\I.I. que no tiene vigente una cuota electoral par.1 mujerev, ocupa el tercer 
lugar en número de diputadav (20.7%). después de Costa Rica y Argcntina. 

26 Hasta la fecha de cierre de este artículo el TSE 110 publicaba aún 1m resultados electorales de Junta, 
PJrrotluiales. 

27 En lov proceso, electorales anteriores estuvo vigente el ,¡,ICIl1Jde ~ lonr, quc establecía divisores amplios 
'Iue posibilitan un reparto de e,calio, con mayor proporcionalidad entre listav,El método lmperiali, en 
cambio, c-rablccc divisorev má, pequeños, lo que redunda en una asignación de escaños que favorece a 
la, lista' más votadas. en perjuicio de la proporcionalidad de IJ rcprcscuración. 

2H E~tJ hipótesis debe ver confirmada con un anjli,i, má, pormenorizado de 10\ rcsulradov electorales. 
haciendo el ejercicio de calcular el reparto de escaño. con los do, métodos. 

186 



María Fernanda Cañete ha demostrado que la ubicación de las mujeres en 
los tres primeros puestos de las listas resulta definitiva para garantizar su posi­
bilidad de elección, ya que la mayor parte de mujeres electas desde 1998 han 
provenido de esas ubicaciones. Esto muestra la preeminencia del voto en plan­
cha que rige en el Ecuador. 

CUADRO 4: RELACiÓN DE MUJERES ELEaAS CON SU UBICACiÓN EN LAS LISTAS, 1998·2002. 

Proceso (uota % de mujeres candidatas ubicadas % de mujeres candidatas ubicadas 
en los tres primeros puestos de listas en los tres primeros puestos de listas 

1998 20% 64.79% 75.35% 
2000 30% 53.61% 85.14% 
2002 35% 75.29% 93.99% 

Fuente: Cañete, "F: junio 2004: 5 ("imeo). Elaboración: Autora 

Los datos del cuadro nos muestran que la ubicación de mujeres candida­
tas en los tres primeros puestos de las listas ha sido superior al 50% en todos 
los procesos electorales, incluso en el de 1998 cuando no estaba vigente la 
norma de la alternabilidad y la secuencia. El cuadro revela con elocuencia la 
efectividad de la elección en relación con esa mejor ubicación, pues, más de 
las tres cuartas partes de las mujeres electas provienen de ese tramo de la lista, 
llegando casi a la totalidad en el proceso electoral del 2002. 

Comparando a los hombres y mujeres postulados como candidatos y elec­
tos en los comicios del año 2004 se observa que, salvo el caso de las 
Prefecturas, en todas las demás dignidades existe una mayor proporción de 
hombres electos en relación con el porcentaje de postulados. Habría que inda­
gar si este resultado se explica por una mayor preferencia electoral por los 
hombres o deviene directamente de su mejor ubicación en las listas. Parece ser 
este último aspecto el determinante, puesto que el voto personalizado es toda­
vía minoritario en el comportamiento electoral ecuatoriano y, como veremos 
más adelante, se ha expresado más bien en un sentido favorable a las mujeres. 

En el Ecuador, la mayoría de votos se consignan por listas cerradas, pero 
no deja de haber un pequeño margen de votos que obedecen a la selección 
individual, y que, al menos en el último proceso electoral, evidenció una pre­
ferencia del electorado femenino por candidatas mujeres que pudieron sor­
tear la ubicación en las listas y colocarse como electas por encima de sus 
colegas hombres. 
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CUADRO 5: PROPORCiÓN DE HOMBRES Y MUJERES ELECTOS/AS EN RElACiÓN CON EL PORCENTAJE DE 
CANDIDATURAS. ELECCIONES 2004 

Sexo Prefectos Alcaldes Concejales Consejeros 
Cand % Eleet % Cand % Eleet % Cand % Eleet % Cand % Eleet % 

Hombres 118 90.7 18 81.8 1124 89.1 206 94 3250 52.4 634 68.9 395 55.9 62 68.1 
Mujeres 12 9.23 4 18.8 137 10.8 13 5.9 2952 47.6 285 31.1 311 44 29 31.8 
Total 130 100 22 100 1261 100 219 100 6202 100 919* 100 706 100 91 100 

Fuente: Fundación Equidad y Desarrollo. Elaboración: Autora 
*Existe un desfase en la fuente consultada respecto al resultado de concejales electos que deben ser 893. Sin embargo, dada la 
notable brecha entre hombres y mujeres electos para esa dignidad, el desfase no altera la tendencia que muestra el cuadro. 

En efecto, en el proceso de 2004, una candidata ubicada en el último pues­
to de su lista,se ubicó quinta y ganó un escaño como concejala de Quito." Otra 
candidata, de otra lista, ubicada tercera, llegó como primera y también ganó un 
escaño en el Concejo Municipal de Quito." En las consejerías provinciales, una 
candidata ubicada tercera en su lista, llegó primera y ganó un escaño en el 
Consejo provincial de Pichincha"; otra candidata ubicada segunda en su lista de 
consejera del Guayas, se ubicó con la más alta votación de la provincia", 

En todos estos casos, existió entre un 2 y 3% de votos de mujeres que 
exceden a los votos válidos femeninos de las respectivas circunscripciones, por 
lo que es evidente una mayor preferencia de mujeres por mujeres, haciendo 
uso del sistema electoral personalizado, de listas abiertas. 

Este hecho, pone en entredicho una afirmación de algunos autores/as 
citados por Bou, en el sentido de que "las listas abiertas y desbloqueadas, 
acentúan el protagonismo de determinados líderes ya consolidados y presen­
tes en la arena política, en detrimento de las mujeres recién llegadas. Por el 
contrario, las listas cerradas y bloqueadas, siempre y cuando existan disposi­
ciones que aseguren una distribución coherente por razón de género, favo­
rece la inclusión de las mujeres" (Bou: 2003, 4). 

En los casos referidos del proceso electoral del 2004, dos de las candida­
tas electas en forma preferencial eran mujeres conocidas: una por haber sido 
ya concejala y otra por ser presentadora de televisión. Las otras dos mujeres, 
en cambio, eran desconocidas en la arena política, por tratarse de su prime­
ra participación electoral, y sin embargo obtuvieron triunfos, por encima de 

2'.1 Patricia Ruiz, de la Izquierda Democrática.
 
30 Luz Elena Coloma, de la alianza Movimicmo Quito cn Acción-Partido Socialisra-Frcnre Amplio.
 
31 Ximena Toro, de la alianza Movimicmo Quito cn Acción-Partido Socialista-Frente Amplio.
 
32 Soledad Diab, del Partido Social Cristiano,
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sus colegas hombres, en algunos casos más conocidos que ellas. Esto nos hace 
pensar, que el voto preferencial de mujeres por mujeres, si bien no alcanza 
índices mayoritanos.P se expresó como reacción al desacato de los partidos 
de la alternabilidad y secuencialidad de hombres y mujeres, que fue inob­
servada por el Tribunal Supremo Electoral al entregar a los partidos la potes­
tad de interpretación de esta norma. 34 

De hecho, la lucha por la aplicación de la alternancia y secuencialidad, 
trascendió en los medios de comunicación colectiva, en los meses previos al 
proceso electoral. Según el reporte de cobertura informativa del equipo de 
comunicación de la Comisión por los Derechos Políticos de las Mujeres, en 
julio y agosto del 2004, hubo 80 minutos dedicados por los canales de tele­
visión a difundir las posiciones de las mujeres, sea mediante entrevistas y 
reportajes; 123 minutos, dedicados por las radiodifusoras y 15 páginas de 
periódicos en Quito y Guayaquil. Según información de mujeres de otras 
ciudades del país, los medios de comunicación dieron una amplia cobertura 
a sus acciones de veeduría e impugnación de listas. La tónica de la comuni­
cación difundida fue más bien positiva, es decir se dio espacio para la expre­
sión de la posición de las organizaciones de mujeres, aunque los medios de 
comunicación no tomaran posición abiertamente, salvo el caso de algunos/as 
periodistas prestigiosos. Sin embargo, el tema de la cuota electoral de las 
mujeres, fue el menos tratado por los medios de comunicación en compara­
ción con la polémica surgida en torno al método de distribución de escaños 
y la aplicación de la ley de gasto electoral, dos aspectos que cruzaron las dis­
cusiones durante el reciente proceso electoral. 

El contraste en las elecciones unipersonales 

La postulación de mujeres a las funciones de Alcaldías y Prefecturas con­
trasta notablemente con la participación en listas pluripersonales. En forma 
"espontánea" sin mediar la cuota electoral, el incremento de participación 
femenina en candidaturas unipersonales locales y provinciales es de 3% y 1% 
respectivamente, lo que haría necesarios 52 años para lograr la igualdad entre 
hombres y mujeres que se postulen a alcaldes y 164 años para lograrla en la pos­
tulación de prefectos, al ritmo de crecimiento observado en este cuatrienio. 

33 El 2 o 3% de diferencia de la votación femenina preferencial en las jurisdicciones mencionadas repre­
sentaba alrededor de 3000 VOIOS. 

34 Ya ames, en el proceso electoral del aúo 2002, se constató también que. en lodos los casos de binomios 
presidenciales que incorporaron presencia de mujeres, obtuvieron una ma)'or proporción de electora­
do femenino. Por ejemplo. el binomio de lvonne Juez y Cesar Frixone. obtuvo el 66% de VOlOS de 
mujeres frente al 3-1%de ,'OIOS de varones; el binomio de León Roldós y Dolores Padilla OblUVO el 56% 
de velos de mujeres frente al +,% de "OIOS de hombres. entre OITO) casos. (FLACSO. 200-1; -16). 
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CUADRO 6: MUJERES POSTULADAS Y ElECTAS AALCALDESAS Y PREFECTAS. 2000-2004 

Dignidades Elecciones 2000 Elecciones 2004 
Candidatas Electas Candidatas Electas 

Mujer Total % Mujer Total % Mujer Total % Mujer Total % 

Alcaldes 80 1000 8% 6 215 2.8% 136 1261 11% 13 219 6% 
Prefectos 8 102 8% O 22 O 11 126 9% 4 22 18% 

Fuente: Rafael Quintero (2000). m (2004). Elaboración: Autora 

El incremento de mujeres electas para las dignidades locales y provinciales 
aumenta significativamente en términos relativos entre las dos elecciones: se 
duplica el número de alcaldesas y se cuadruplica el de prcfectas. Sin embargo, 
en términos absolutos, la presencia de mujeres continúa siendo muy pequeña 
en las dignidades unipersonales. 

CUADRO 7: CCONTRASU DE PARI'lCIPACIÓN FEMENINA EN DIGNIDADES PLURIPERSONAlES y UNIPERSONALES 
CON Y SIN LA CUOTA ELECTORAL (2000-2004) 

Elecciones Mujeres Candidatas Mujeres Electas 
% Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer 

Alcaldesas Concejalas Prefectas Consejeras Alcaldesas Concejalas Prefectas Consejeras 
2000 8 42.40 8 36.40 2.8 30 O 18.00 
2004 11 47.60 9 44.00 6 31 18 31.87 

Fuente: Rafael Quintero (2000). TSE (2004). Elaboración: Autora 

La cuota electoral más allá del número 

Nos interesa reflexionar aquí, por una parte sobre la cuota electoral de 
las mujeres en el contexto del sistema político democrático ecuatoriano, 
tanto desde el punto de vista de cómo éste influye en la vigencia de la cuota 
como en relación a los potenciales cambios quc ella puede generar en las 
prácticas y culturas democráticas. Nos interesa señalar, por otra parte, algu­
nas líneas de análisis sobre la incidencia y transformación del sistema de 
género que puede asociarse a la incursión generalizada de las mujeres en la 
política pública:'; 

35 M" baso par.1 "'1" acápitc "11 lov h.lllazgm de invc-tigaciones realizada-, por CEDIME )' FLACSo. 
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La cuota electoral en el sistema político ecuatoriano 

Gioconda Herrera, tomando los estudios realizados sobre el sistema políti­
co ecuatoriano, menciona algunas de sus características fundamentales: "su frag­
mentación, su carácter regional, la débil institucionalidad; prácticas c1ientelares 
y corporativas presentes en la gran mayoría de los partidos; la auto reproduc­
ción de las elites políticas y la desconfianza ciudadana" (FLACSO, 2004: 8). 

La fragmentación hace alusión a la diversidad de los numerosos partidos 
existentes en el Ecuador, algunos de ellos con efimeros periodos de existencia 
y otros más estables, que impide la consolidación de alianzas y bloques políti­
cos más sólidos y duraderos. A esta fragmentación se une el carácter regional 
de los partidos políticos, unos con mayor peso en la costa y otros en la sierra 
y prácticamente ninguno con representatividad nacional. La incidencia de este 
hecho sobre la participación política de las mujeres es que potencia la presen­
cia de mujeres pertenecientes a los partidos más votados con un peso regional 
centrado en la costa y con un signo ideológico ubicado en el centro y la dere­
cha. Es decir, la presencia política de mujeres se inscribe en el panorama polí­
tico existente y no puede por sí misma alterarlo en lo más mínimo. 

Ciertamente, el cuadro muestra la presencia de mujeres en un relativamente 
largo periodo de tiempo (20 años), en el que ha variado la proporcionalidad de 
representación regional de diputados y en el que han variado también los matices 
ideológicos de los partidos políticos; especialmente los que hemos ubicado en el 
centro político, han tenido, a lo largo de este periodo, un comportamiento más ape­
gado a la derecha o a la izquierda, conforme los vaivenes políticos coyunturales. 

Si este mismo cuadro lo repetimos exclusivamente para el actual perio­
do parlamentario, tendríamos la presencia de mujeres diputadas de sólo las 
dos regiones más pobladas del país, con un leve predominio de la costa, per­
tenecientes a siete de los nueve partidos con representación parlamentaria 
actual, principalmente del centro político. 

Los partidos de mayor influencia electoral en la costa (pSC y PRE) no con­
templan en sus estatutos ningún criterio específico de promoción de la partici­
pación de las mujeres (FLACSO, 2004: 31). Es más, militantes del Partido Social 
Cristiano consideran que "no necesitan medidas especiales porque sus mujeres 
están participando en igualdad de condiciones'F". Por efecto de la obligatorie­
dad introducida por la cuota electoral de mujeres, han tenido que incluirlas y hoy 
representan el mayor porcentaje de mujeres en el Congreso Nacional. 

3(, Información proporcionada por Gioconda Herrera. 
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CUADRO 8: DIPUTADAS POR PARTIDOS, REFIONES y SIGNO IDEOLÓGICO. 1984·2004. 

PARTlDOSCOSTA SIERRA AMAZONIA GALAPAGOS TOTAL TOTAL 
POLITICOS DER CEN IZQ DER CEN IZQ DER CEN IZQ DER CEN IZQ PARTIDOS IDEOLO 

SOCIAL 
CRISlIANO 7 10 DERECHA 
CONSERVADOR 
ECUATORIANO 2 2 
DEMOCRACIA 
POPULAR 4 8 CENTRO 
ROLDOSISTA 
ECUATORIANO 6 7 
IZQUIERDA 
DEMOCRATICA 2 6 
SOCIEDAD 
PATRIOTICA 
RENOVADOR 
INSTITUCIONAL 2 2 
RADICAL 
ALFARISTA 2 
SOCIALISTA 
ECUATORIANO 2 2 IZQUIERDA 
POPULAR 
DEMOCRATICO 2 
PACHAKUTlK I I 
TOTAL 7 14 5 9 4 O 2 O O O 43 
TOTAL 
POR 
REGIONES 22 18 2 43 

Fuente: Herrera, Gioconda y "aria Cristina Carrillo. Las "ujeres en los Partidos Políticos en el Ecuador: FLACSO, 2004 
(corregido), 2004, pp. 27-28. Elaboración: autora 

Los partidos con mayor influencia electoral en la sierra, contemplan 
algunas referencias a la promoción de la equidad de género" y en algunos 
de ellos, sus militantes mujeres están promoviendo acciones de ernpodera­
miento, pese a que, en términos numéricos tienen una presencia algo menor 
en la representación electoral. Es por eso que hablamos de la incidencia de 
la cuota más allá del número. 

37	 La Izquierda Democrática. inrrodujo en 1997 un artículo e-tatutario quc plantea el objetivo de 1.1 par­
ticipación "equivalente y alternada' en la, clcccionev inrcrnav y externas. El Movimiento Plurinacional 
Pachakutik establece una cuota del 40% de mujerc para la conformación de su Congre-o Nacional. La 
Democracia Popular reformó sus estarutov en el 2(0). estableciendo la garantía de "participación equi­
tativa de mujeres y hombres como candidatos en lo, procesos electivos". (FLACSO. 2004;49-50). 
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CUADRO 9: DIPUTADAS POR PARTIDOS. REGIONES YSIGNO IDEOLÓGICO (2002-2006)
 

PARTIDOS COSTA SIERRA 
pOLíTICOS DER CEN IZQ DER CEN IZQ 
SOCIAL 
CRISTIANO 4 
DEMOCRACIA 
POPULAR 
ROLDOSISTA 
ECUATORIANO 
IZQUIERDA 
DEMOCRATlCA 
SOCIEDAD 
PATRIOTlCA 
RENOVADOR 
INSTITUCIONAL 2 
SOCIALISTA 
ECUATORIANO 

TOTAL 
PARTIDOSIDEOLOGIA 

TOTAL 

DERECHA 
5 

CENTRO 
11 

4 

2 
IZQUIERDA 

I 
TOTAL 4 o 6 17 17 
TOTAL 
POR 
REGIONES 9 8 17 

Fuente: FLAesO, 2004: 28. Elaboración: autora 

Tomando como base al partido Democracia Popular, María Fernanda 
Cañete sostiene la hipótesis de que "la aplicación de la cuota electoral está 
incidiendo, particularmente en determinados partidos, en la constitución de 
una dinámica que tiende a modificar la situación interna de sus militantes 
femeninas (sic), tanto con respecto a su propio rol como al de sus agrupa­
ciones. Las mujeres han debido asumir e insertarse con mayor intensidad en 
la dinámica del poder debido a la competencia en la cual ahora se encuen­
tran para convertirse en elegibles, lo cual pasa por tener mayor participación 
en las funciones de su organización y ocupar puestos internos considerados 
claves" (Cañete, 2004 (1): 3-4) 

En efecto, Cañete identifica un cambio en la autoimagen de las militan­
tes partidistas que hoy, por efecto de la cuota, están concientes de su posibi­
lidad de terciar como candidatas, cuestión que hasta hace pocos alias, estaba 
fuera de sus horizontes. Ello ha provocado, según la autora, un cambio acti­
tudinal de las mujeres dentro de los partidos, que se plasma en su interés por 
entrar al juego político, disputando espacios de dirección, asumiendo la res­
ponsabilidad de estar informadas y de formarse políticamente e involucrarse 
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en las reuniones partidarias. De hecho, en la Democracia Popular, cuatro de 
sus siete máximos dirigentes nacionales son mujeres" y han desarrollado 
estrategias como la captación de la Secretaría de Capacitación o la realiza­
ción de Congresos de mujeres previos a la reunión de asambleas generales 
del partido, para potenciar una participación más cualificada y con concien­
cia de género en los espacios mixtos. 

La pregunta que cabe es si esta experiencia de un partido político es 
generalizable y podría expresar una tendencia que se estuviera incubando a 
nivel general, o por lo menos de varios otros partidos. Podría ser que la cri ­
sis del Partido Democracia Popular tras el derrocamiento del Presidente 
Mahuad, afiliado suyo, en el año 2000, creó un vacío que posibilitó una 
mayor presencia de las mujeres. 

Según la misma autora, en otro artículo, muestra que la tendencia gene­
ral, hoy vigente, es la incorporación inorgánica de candidatas para cumplir 
con la norma de la cuota electoral. Los partidos proponen a último momen­
to, a mujeres populares o conocidas (reinas de belleza, presentadoras de tele­
visión, artistas o mujeres que han logrado representatividad pública fuera del 
partido), de igual forma que lo hacen con algunos hombres (deportistas 
famosos o periodistas conocidos). Generalmente vinculan a mujeres parien­
tes o amigas de los líderes principales y reposa en ellos la decisión de su ubi­
cación, con criterios poco explícitos. (Cañete, 2004 (2). 

Aquellas mujeres -y hombres- se mantienen por lo general, al margen de 
la vida partidaria, que, por otra parte, se activa casi exclusivamente en los perio­
dos electorales, evitando "la puesta en marcha de estrategias para potenciar 
políticamente a las militantes de los partidos" (62) y más bien, en muchos 
casos, generan resistencias de éstas que se sienten desplazadas por candidatas 
consideradas por ellas como "advenedizas"." 

Este proceder de los partidos se inscribe en las características del sistema 
político que se mencionaron antes; se trata de estructuras con poca institu­
cionalización donde "los procesos de intercambio y de negociación política 
tienden a ocurrir fuera de las instituciones propias del sistema político" y 

38	 Es de anotar que, algunas de ellas han sido miembros activos de la Coordinadora Política de Mujeres, 
organización del movimiento de mujeres comprometida con el impulso de sus derechos políticos. 

39	 ..Entre las militantes parece estarse propiciando la tendencia a unirse con la finalidad de bloquear el paso 
de mujeres que, sin pertenecer a su agrupación ni haber trabajado por ella. pretenden incursionar dircc­
tamcnre como candidatas al amparo de uno o varios dirigentes.... Entre las militantes empieza a predo­
minar la lógica de la defensa de su derecho a ser postuladas como reconocimiento de sus aportes y capa­
cidades" (Cañete. 2004 (1): 11-12). 
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donde "las prácticas clientelares y corporativas, hacen que los sectores ciuda­
danos accedan al estado no a través del juego de la representación política 
sino a través de canales corporativos que privilegian a los que tienen poder" 
(FLACSO, 2004: 10). En ese escenario, las mujeres -como otros grupos 
excluidos- tienen la desventaja de estar fuera de los circuitos de toma de 
decisiones, por lo que su incorporación como candidatas, en ciertos casos, 
suele estar al margen de consideraciones de calidad de las/os postulantes. 
Priman criterios como la popularidad, la capacidad de aporte financiero a las 
campañas más que la preparación e idoneidad ética de las personas. De allí 
que, es totalmente deleznable la "crítica" que algunos sectores políticos hacen 
a la utilidad de la cuota electoral señalando que se potencia la presencia de 
mujeres que no realizan ningún aporte a la política, o que, en el peor de los 
casos, se inscriben en las corruptelas y vicios de la política tradicional. Este 
hecho, -igual para los hombres como para las mujeres- no es atribuible a la 
cuota, sino a las debilidades del sistema político ecuatoriano; por lo que, "ser 
hombre o ser mujer no hace al buen político/a, al patriota servidor/a públi­
co, y se hace mal en cuestionar la cuota electoral a cuenta de pedirle lo que 
no puede dar" (Vega, 2004 (2): 17). 

Podríamos señalar que la tendencia de la cuota electoral de mujeres sí 
parecería potenciar una democratización de los partidos políticos en aquellos 
casos en que exista de parte de las mujeres candidatas una adscripción más 
orgánica a los partidos que las postulan y un trabajo de articulación interna 
entre las mujeres militantes y las mujeres electas. El tipo de acciones que ellas 
llevarían adelante apuntan a modernizar las estructuras partidarias, institucio­
nalizando ciertas prácticas democráticas en la capacitación y formación de 
cuadros políticos, en los procedimientos de designación de dirigencias y can­
didaturas'", entre otros aspectos, que no sólo beneficiarían a las mujeres en 
particular, sino a otros grupos excluidos de la acción política pública. Existe 
la percepción de que se está produciendo "un cambio de brújula de los núcle­
os y frentes femeninos, de una actitud más apegada a lo social, lo festivo y lo 
cultural, se pasa a reflexionar sobre la participación, sobre las líneas del parti­
da. Hay un paso de la rifa a los derechos" (FLACSO, 2004: 55). 

Depende, por otra parte, de la voluntad de los partidos políticos de asumir 
los retos de su democratización, administrando la obligación de la cuota impues­
ta desde fuera a favor de cambios internos que mucha falta les hace. Quizás uno 

40	 Un aspecto que resaltan las mujeres militantes de la Democracia Popular como favorable para la inclu­
sión de mujeres "probadas" en candidaturas partidarias es la descentralización en la designación de can­
didaturas '1uc ha promovido su partido a raíz de una reforma interna, pues es más fácil negociar con las 
dirigencias provinciales, que, por lo general, son más accesibles <)ue la dirigcncia nacional. a la promo­
ción de nuevas figuras (FLACSO. 2004: 47). 
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de los mecanismos que aceleraría este proceso sería la inclusión de una reforma 
legal en la ley de partidos que los obligue al establecimiento de una cuota inter­
na de mujeres en los puestos de dirección partidaria. Por otra parte, el movi­
miento de mujeres podría también jugar un papel importante si se plantea ejer­
cer una influencia social externa para la selección de mujeres que se ajusten a un 
perfil deseable de una "nueva política". En algunas provincias donde se ha inten­
tado esto por la vía de ofrecer a los partidos capacitación política para sus mili­
tantes mujeres, la experiencia de las organizaciones de mujeres ha sido un tanto 
desalentadora pues a la hora de escoger las candidatas, generalmente los partidos 
han postulado a otras mujeres, dejando de lado a aquellas más formadas y que 
han trabado lazos de relación con el movimiento de mujeres. Como ya mencio­
namos antes, priman los criterios de popularidad de las candidatas, y aunque 
"pueden asumir durante la campaña el discurso de género, cuando ganan un 
espacio, lo archivan y olvidan, volviéndose muy dificil mantener una relación 
consistente entre movimiento y mujeres políticas electas"." 

Entre la representatividad y la representación política 

Experiencias como la indicada han creado en el seno del movimiento un 
cierto escepticismo sobre la utilidad de la cuota electoral de mujeres, cuestio­
nando el hecho de que las que resultan electas "no representan los intereses de 
las mujeres" cuando es común la expectativa de que las diputadas, concejalas o 
consejeras se comprometan con la agenda del movimiento de mujeres. Sin 
embargo, actores diferentes a las mujeres organizadas, aspiran poder votar por 
mujeres esperando que ellas respondan a intereses más generales que las de su 
propio género. Este dilema entre representación general y representatividad de 
género es el que buscamos problernatizar en este acápite. 

Veamos primero, desde un acercamiento más empírico, ¿cuáles son las áreas 
de intervención de las mujeres que incursionan en política, para inferir de ello 
el tipo de intereses que defienden en sus iniciativas? 

Parece existir en las propias mujeres y en los políticos varones la idea de que 
las áreas que obligatoriamente se deben asignar a las mujeres electas son las socia­
les y aquellas vinculadas "a los niños y la familia", áreas de las que ellos se auto­
excluyen por considerarlas de menor importancia. Estudios realizados en otros 
países muestran patrones diferentes de actividad política de mujeres parlamenta­
rias." En Perú, Eliana Villar encontró que las diputadas que ejercieron sus 

41 Opinión expresada por Nívea Vélez. dirigente de la Red de Mojcres de Loja.
 

.f2 Son todavía escasos los estudios sobre el accionar político de las mujeres en los espacios locales.
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funciones entre 1980 y 1990 -antes de la vigencia de la cuota electoral- par­
ticiparon en comisiones e impulsaron proyectos de ley en "temas que se ajus­
tan a los roles tradicionales de las mujeres, aquellos ligados a la familia, la 
esfera reproductiva y los servicios a la comunidad; no así a las comisiones 
destinadas a las esferas productivas. También es interesante constatar su pre­
sencia en aquellas ligadas a la moral pública, lo que parece confirmar la con­
vicción de otros estudios sobre la preocupación de las mujeres por la ética. 
Finalmente, se ha evidenciado una creciente preocupación de las mujeres por 
las comisiones ligadas a cuestiones ecológicas, conservación del medio 
ambiente. A través de ellas se consolida la preocupación de las mujeres por la 
vida, mediante el cuidado del entorno" (Villar, 1994: 97). 

En cambio, en Argentina, según el estudio de Nélida Archenti, "las dipu­
tadas electas no orientaron principalmente su actividad legislativa a proyectos 
vinculados a la defensa de intereses femeninos, legislaron en relación a todos 
los aspectos de la vida nacional. Durante el periodo 1993-1997, el número de 
firmas de legisladoras en proyectos con contenido de género es sustancialmen­
te menor que en proyectos no referidos específicamente a mujeres, y hubo 
algunas diputadas que no auspiciaron ninguna iniciativa relacionada con muje­
res. No obstante, "entre 1993 y 1997, primer periodo legislativo con vigencia 
de la cuota, las diputadas presentaron 323 proyectos con contenidos de géne­
ro referidos a diversos temas" (Archenti, 2003: 8-9). 

En el caso ecuatoriano, según la información proporcionada por el estudio 
de FLACSO, las pocas diputadas que actuaron en los años en que no estuvo 
vigente la cuota electoral, tuvieron participación en las comisiones de presu­
puesto y de lo económico, en la de lo civil y penal, en la de lo laboral y social 
y en la de gestión pública y seccional que tuvo un importante rol en la apro­
bación del marco legal de la descentralización. En el primer periodo de vigen­
cia de la cuota, la presencia de mujeres se ubicó en las comisiones de gestión 
pública, en la de descentralización, de asuntos internacionales y defensa nacio­
nal, en la de la mujer, el niño, la juventud y la familia, en la de salud y medio 
ambiente, en la de educación, cultura y deportes, en la de asuntos indígenas y 
en la de desarrollo urbano. En el último periodo, han participado en las comi­
siones de asuntos amazónicos y desarrollo fronterizo, en la de asuntos constitu­
cionales, asuntos internacionales y defensa nacional, en la de lo civil y penal, de 
lo laboral y social, en la de derechos humanos, desarrollo urbano y vivienda, 
descentralización, educación, cultura y deporte, fiscalización, gestión pública y 
seguridad y en la de la mujer, el niño y la familia.f 

-13 No existe en el Ecuador un estudio lJuc de cuenta de 1:15 iniciativas legislativas de 13S mujere.. diputadas. 
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Interpretando esta información, podría decirse que, en la etapa precuota, 
se impuso el perfil profesional personal de las pocas diputadas en comisiones 
de importancia macro económico y social. Con la inserción más numerosa de 
mujeres, se diversifica su participación en comisiones mayoritariamente referi­
das a temas sociales, en el primer periodo (1998-2002) y se evidencia un 
mayor equilibrio de temas en el segundo periodo (2002-2006), a tono con la 
ampliación del número de diputadas. Es probable que, la primera oleada de 
mujeres que llegaron al ejercicio de la diputación por efecto de la cuota elec­
toral, se hayan visto impelidas moralmente a asumir en primer lugar las reivin­
dicaciones de las mujeres y las de carácter social con prioridad a otras y que, a 
la vez, hayan sido orilladas a esos temas por sus colegas varones. 

De estos tres ejemplos reseñados podría establecerse una conclusión pro­
visional referida a que los campos de acción política de las mujeres diputadas 
varían por dos factores principales: la experiencia personal y el número de par­
ticipantes en una instancia política. De no mediar estos factores se impone la 
asignación de funciones tradicionales, que constituyen una extensión de los 
roles domésticos y de temas vinculados a su socialización femenina. Cuando 
hay mujeres individualmente destacadas en un campo profesional consiguen su 
ubicación en comisiones afines a ese perfil, incluso en aquellas consideradas 
"importantes" por los políticos varones": cuando son numerosas las mujeres 
que ejercen una función política, por fuerza se diversifica su presencia en 
varios temas. Cuando no ocurre ni lo uno ni lo otro, la presencia de mujeres 
tiende a ligarse con prioridad a los temas considerados tradicionalmente como 
de interés femenino. 

Desde un acercamiento más teórico, la disyuntiva que plantea la repre­
sentación y la representatividad de género nos remite a las nociones de ciu­
dadanía liberal y al cuestionamiento que puede hacerse a ella desde nocio­
nes de diferencia e identidad. 

En el pensamiento republicano, se supone que "al participar en la discu­
sión pública y en las decisiones colectivas, los ciudadanos trascienden sus 
vidas autointeresadas particulares...para adoptar un punto de vista gene­
ra!.. ..La ciudadanía es una expresión de la universalidad de la vida humana; 
es un dominio de racionalidad y libertad como algo opuesto al dominio de 
las necesidades, deseos e intereses particulares" (Young: 1996: 102). "Este ideal 
de ciudadanía universal conlleva al menos dos significados: ... a) la universa­

44	 En el caso ecuatoriano, las diputadas que ejercieron en el periodo previo a la vigencia de la cuota fueron 
dos economistas prestigiosas: Cecilia Calderón yTeresa Minuehe y mujeres con trayectorias políticas con­
solidadas: Floripa Mejía. Elsa Bucaram, María Eugenia Lima. Susana Gonzálcz, Monserrate Butiñá y 
Aracclly Moreno. 
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lidad definida como general en oposición a lo particular, es decir, lo que los 
ciudadanos/as tienen en común como antítesis de aquello en que difieren; y 
b) la universalidad en el sentido de leyes y reglas que enuncian lo mismo para 
todas las personas y que se aplican a todas de idéntica forma, o lo que es 10 
mismo, leyes y reglas ciegas a las diferencias individuales" (99). 

La incursión de las mujeres en el espacio político, reclamando la vigencia de 
uno de sus derechos: el ser elegidas y representar a otras ciudadanas y ciudada­
nos, podría contravenir este sentido histórico, si se afirma la necesidad de un ejer­
cicio de la igualdad política que no se traduzca en la exclusión de la diversidad 
y las diferencias y que permita construir un escenario democrático que amplíe 
los horizontes de sentido de la identidad y posibilite el ejercicio político de 
diversos conglomerados sociales. Podría suponer también otra interpelación a la 
noción liberal de ciudadanía, que se basa en el individuo como unidad central 
de la vida democrática defendiendo un individualismo abstracto si las mujeres, a 
través de su organización como movimiento social y su proyección como acto­
ras políticas, ejercieran su ciudadanía reconceptualizándola como ejercicio colec­
tivo, basado en las identidades -cambiantes y múltiples- de género. 

Esta incursión crítica de las mujeres en la arena política no ha madurado 
todavía en el Ecuador, tanto porque no se la ha problematizado teóricamen­
te entre las mujeres políticas y entre las organizaciones del movimiento de 
mujeres, como por las propias condiciones del sistema político que constitu­
ye el escenario de acción. 

Según Felipe Burbano, la lógica de la representación política liberal, basa­
da en un distanciamiento de los elegidos respecto de sus electores, en aras de 
superar el particularismo y constituir una "voluntad colectiva", un "interés 
general", no se aplica a sistemas políticos como el ecuatoriano, en el que, a su 
juicio, "la política no encarna ni crea valores colectivos.... sino que se convier­
te en la defensa de los intereses particulares de una variedad de grupos... ; las 
mujeres entran en un escenario de disputa de elites y en esa disputa, su lealtad 
se juega más con un partido y un caudillismo político que con su propia con­
dición de género.... Lucha de intereses, lucha de clases, lucha regional, lucha de 
partidos, lucha de liderazgos personales. Las mujeres no pueden escapar a este 
juego; quedan atrapadas en él". (Burbano de Lara: 2004:92). 

Este destino, aparentemente trágico, debería tener una alternativa que no 
condene a todos los hombres y mujeres que incursionan en política a reprodu­
cir los mecanismos perversos de una representación en el fondo antidemocráti­
ca. Archenti señala que "es en el encuentro entre la voluntad representativa y el 
reconocimiento del vínculo de representación donde se dan las condiciones para 

199 



la constitución de un sistema de representación que se caracterice por su plura­
lismo y por la coexistencia y el entrecruzamiento de intereses diversos" 
(Archenti, 2003: 13). O sea que, lo deseable sería que las mujeres políticas no 
abandonen su voluntad representativa de los intereses de las mujeres y reconoz­
can en ella el vínculo de su representación general, combinándola con las distin­
tas fuentes de identidad que las constituyen como sujetos políticos. No hay que 
olvidar sin embargo que "la representatividad es una construcción social" (5) y 
supone la interlocución desde dentro y fuera del sistema político formal, entre 
las mujeres políticas y el movimiento o grupos organizados de mujeres. 

El movimiento de mujeres ecuatoriano tiene la evidencia de que la arti­
culación entre la presión social agitacional y la alianza con legisladoras/es 
sensibles a los temas de género, constituye una fórmula exitosa para posicio­
nar los derechos de las mujeres y lograr su reconocimiento político. Leyes 
como la de violencia contra la mujer (1995), maternidad gratuita (1998) y 
de cuotas electorales (2000) fueron fruto de esa alianza y se hicieron posibles 
por el proceso de construcción social de representatividad de género, que en 
su momento fue asumido por las legisladoras en funciones. ~5 

Lamentablemente hoy, cuando el número de parlamentarias ha crecido, ha 
sido dificil sostener este proceso, tanto por el reflujo que se observa en el 
movimiento social de mujeres, como por el distanciamiento conciente que 
una parte de organizaciones han interpuesto con el estado, para marcar con­
trastes con la estrategia predominante en la década del noventa. 

Para l3urbano, el problema para salir del entrampamiento de la represen­
tación "es cómo volver a conectar esta presencia de las mujeres en la políti­
ca de la representación con una agenda feminista; cómo acompañar la con­
quista y redefinición de los espacios ciudadanos, públicos, con una política 
de la diferencia que siga deconstruyendo las formas hegemónicas de la polí­
tica que condenan a las mujeres a mayor pobreza, desempleo y 
violencia.... Este es el gran reto de la política contemporánea: no abandonar 
las particularidades, sino tratar de satisfacer esa diversidad de intereses desde 
formas más convenientes para todos" (93-94). 

El potencial democratizador de la cuota electoral de mujeres no estaría 
entonces solamente ni principalmente en la apertura de puertas para el ejerci­
cio práctico de la "igualdad" política, sino en la posibilidad que esta igual par­
ticipación crea para la exteriorización de las características de diferencia sexual 
y social de las ciudadanas y ciudadanos y el potencial critico de esta perspec­
tiva diferente respecto de la política hegemónica. 

45 R uth Moreno. Mónica Cevallos y AI11111Zi313 Valdcz, respectivamente. 
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En una época de vibrante eclosión de identidades, es un imperativo redefinir 
las nociones de ciudadanía, como lo pretende el feminismo, para dar cabida a 
esa multiplicidad social que interpela las nociones universales construidas 
desde un paradigma único de politicidad de los hombres blancos y occidenta­
les. La cuota electoral de mujeres, ideada desde el paradigma de la "igualdad de 
oportunidades", podría paradójicamente contribuir a redefinir el concepto 
liberal de ciudadanía, si junto con el "acceso" al espacio masculino de la polí ­
tica, las mujeres políticas asumieran su representarividad de género intersectán­
dola con otras fuentes de representación. Será más dificil que lo hagan solas; 
se requiere espacios para la retroalimentación feminista de la práctica política 
y la presencia vigorosa de un movimiento social de mujeres que sostenga 
socialmente la agenda feminista. 

Cambios en el sistema de género 

La participación política de las mujeres no se da, ni mucho menos, en un 
lecho de rosas. Está plagada de dificultades, temores y tensiones que, en gran 
medida provienen de la lenta modificación -mucho más lenta que la incur­
sión en la política- de los sistemas de género prevalecientes en nuestra cul­
rura;" que son bien caracterizados por jutta Marx. 

La incursión de las mujeres en política se da, según esta autora, dentro de 
los patrones establecidos por la hegemonía masculina; la predominancia mas­
culina se traduce "en la vigencia de un código de conducta que a las muje­
res les resulta parcialmente desconocido, que se opone a la vez en gran medi­
da a sus propias escalas de valores y a las expectativas de roles sociales que les 
corresponden...Dicho código genera en muchas de ellas contradicciones y 
rechazo....El lenguaje y los horarios de la política y los mecanismos de la 
competencia se contraponen a las necesidades del contexto familiar que les 
fue encomendado a las mujeres; las cualidades tradicionales necesarias para 
participar en el juego del poder -agresividad, impulso de dominación, lograr 
imponer una postura-están excluidas en la socialización femenina y son acep­
tadas sólo para varones". (Marx: 126) 

Los hombres políticos actúan de manera hostil a través de actitudes como 
no escucharlas, no valorar sus aportes, ridiculizarlas y, al no haberse transforma­
do o redistribuido las obligaciones domésticas, las mujeres políticas están sorne­

-16	 Por sistema de género nos referimos a "los conjuntos de prácticas, símbolos. representaciones, normas 
y valores socialev tlue las sociedades elaboran a partir de 1.1 diferencia sexual anátomico-fisiológica y quc 
dan sentido a la satisfacción de los impulso, sexuales, a la reproducción de la especie humana y en gene­
ral, JI rclacionamícnto entre la, personas" (De Barbieri: 1992: I 1-1). 

201 



tidas a la presión de adecuarse a los códigos vigentes para ser aceptadas, y al 
mismo tiempo no dejar de ser "femeninas" y cumplir los roles que se esperan 
de ellas. La tensión entre el mundo doméstico y el público supone una sobre­
carga de trabajo para las mujeres, y un traslape entre uno y otro que genera sen­
timientos de extrañamiento con ambos espacios y sentimientos de culpa o insa­
tisfacción por no cumplir bien sus roles preasignados culturalmente. 

Los estudios sobre la participación política de las mujeres ecuatorianas, 
confirman esta realidad, a través de las percepciones y testimonios de las pro­
pias mujeres protagonistas, que señalan como obstáculos: el poco tiempo dis­
ponible para el quehacer político al continuar de responsables principales de 
sus hogares, el poco apoyo de sus familias, la imposibilidad de dejar de traba­
jar durante los periodos de campaña, la falta de dinero para afrontar campa­
ñas electorales, su falta de experiencia para desenvolverse en espacios políti­
cos y el temor de ser objeto de insultos y maltratos (Cañete, 2004 (2): 66). La 
deslegitimación social de la actividad política partidaria debido a las debilida­
des del sistema político ecuatoriano, adiciona otros elementos de recelo para 
incursionar en política, sumado a la sutil resistencia de los círculos masculinos 
a "ser invadidos" por mujeres ajenas a ellos (FLACSO, 2004: 49). 

De todos estos obstáculos, que en algún grado pueden estar presentes en otros 
actores políticos, la oposición del mundo público y privado -y las desigualdades 
que de ello se derivan- es el que caracteriza significativamente la experiencia polí­
tica de las mujeres. Ellas ven constreñida su participación política activa por sus 
ocupaciones domésticas y reproductivas que no las asumen los hombres. Desde 
las activas democracias griegas, los ciudadanos varones estaban liberados para la 
política gracias a la labor de las mujeres, los extranjeros y los esclavos. El espacio 
privado debía resolver los problemas emanados de "la necesidad" para hacer posi­
ble el ejercicio de "la libertad" en el espacio público. 

En los orígenes de la modernidad occidental, los argumentos que se esgri­
mieron para defender el derecho al sufragio femenino, cuando sus opositores 
decían que ellas no combaten por el reino, fue que las mujeres como "madres" 
cumplían una actividad tan vital para la nación como la guerra. Mientras los hom­
bres lograron su ciudadanía como soldados y trabajadores, las mujeres lo hicieron 
como madres, y por eso, desde sus orígenes, el pacto político que fundó la demo­
cracia, sancionó o legitimó la división sexual del trabajo (phillips: 1996). 

Para las mujeres "ambicionar una candidatura no siempre es una opción 
clara; prefieren adoptar posiciones y roles secundarios que les permitan entrar y 
salir de la vida del partido en las diferentes etapas de su vida sin causar mucho 
revuelo en la tradicional división sexual del trabajo que les coloca la responsa­
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bilidad del cuidado de la familia" (FLACSO, 2004: 47). Eliana Villar documen­
ta las estrategias que asumían las parlamentarias peruanas para compatibilizar sus 
"responsabilidades domésticas" con su actividad política: desde pagar servicio 
doméstico remunerado, hasta encargar a otras mujeres de la familia el apoyo 
para la administración de la casa, pasando, en más bien pocos casos, por la cola­
boración e involucramiento mayor de sus esposos en el ámbito privado. 

¿Cuánto durará este dilema? es la pregunta que se impone cuando esta 
realidad ya no es de unas pocas mujeres sino de un creciente número de el1as 
que incursionan en la actividad pública por efecto de la cuota electoral. El 
efecto cuantitativo de generalización de una situación puede provocar cam­
bios cualitativos en los sistemas de género?Villar sostiene que "salir al mundo 
público implica una negociación y redefinición de las responsabilidades 
domésticas y no hay salida que no tenga repercusiones sobre la estructura 
interna del hogar" (Villar, 1994: 90-91). El efecto demostrativo de carreras de 
mujeres políticas exitosas es otro factor coadyuvante para impulsar a más 
mujeres a asumir los retos que entraña la incursión política pública (Cañete, 
2004 (2),65) ya sortear las consecuencias que el1a acarrea: "una aprende con 
el tiempo que si le insultan no me pasa nada a mi, ni les pasa nada a mis 
hijos", es un testimonio revelador de esa nueva predisposición de las muje­
res (FLACSO, 2004: 48). 

De allí que sostenemos que la vigencia de la cuota electoral provocará 
modificaciones importantes no sólo en el sistema democrático ecuatoriano 
sino también, aunque a mediano plazo, en los patrones culturales de género. 
La situación planteada supone la claridad y la decisión de las mujeres para 
lograr modificar las actuales relaciones de poder de género en el mundo 
público y privado y la sabiduría y generosidad de los hombres para hacer 
menos difíciles estos cambios, que tienen un empuje histórico incontrastable. 
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Las Cuotas de Mujeres en el Area Andina:
 
Inferencias de una Comparación
 

María 1-':111111a Wills Obregón 

En muchos rincones del mundo, organizaciones de diversa índole vie­

nen luchando por alcanzar un trato paritario para las mujeres en el campo 

político. Estos esfuerzos por lograr una real inclusión femenina adquieren 
visibilidad internacional en los setenta del siglo pasado, cuando entidades 
nacionales e internacionales y la Organización de Naciones Unidas' ponen 
de presente los datos que sobre participación de las mujeres en política se 

han compilado. Las cifras, casi sin excepción, son descorazonadoras'' y 
demuestran de manera fehaciente que las mujeres, a pesar de haber obteni­
do el derecho a sufragar y a ser elegidas desde tiempo atrás, continúan sien­

do en política abrumadorarnenre una minoría. 

En la misma década, en los países escandinavos, bajo la presión de orga­

nizaciones de mujeres, algunos partidos, primero de izquierda y luego de 
otras tendencias políticas, aprobaron la aplicación de cuotas en sus niveles 
directivos o en listas para elecciones. Los países de la entonces llamada 
Europa Oriental, cobijados bajo regímenes comunistas, implementaron 
también cuotas exclusivamente reservadas para las representantes de las 
organizaciones oficiales de mujeres (Dahlerup, 20(2). 

Durante esa década, en el continente latinoamericano, la situación era 

otra. Mientras unas corrientes feministas optaban por buscar la transforma­
ción de la discriminación femenina en política a través de acciones empren­
didas básicamente en el terreno socio-cultural, otras por el contrario impul­
saban estrategias que combinaban iniciativas en el terreno de los partidos y 

En 1975. la, Naciones Unida, lanzan elAño Internacional de la Mujer, con una Conferencia Mundial 
que ,e llevó a cabo en la Ciudad de México, 1)ur,nllC 'u realización. 'e declara la ~iguiclIll' década 1'.175­
19l15. la Década de Nacionev Unida, sobre lgualdad, De,arrollo y Paz de la~ Mojercv, En 
hnp:/ /www.ilo.org/publiL-/.pa.ü.h/region/.nnpro/cilllerfor/tcma./gender/oicigu/i,m_illl/in't_iIll2. 
hnn 
En 1970. por ejemplo en Canadá. no había ni una sola mujer ell'ct,1 .11 parlamento, y sólo 2 de '.Illcon­
grc~i,ta' eran mujcn« en EEUU yen Francia. 3 de 97 en Bagic.l. 1 de 99 en España y Bolivia. Para 
1995. veinticinco años después en 10\ E\tad", Unidos, sólo había un 10% de mujeres en el parlamento 
y un 15% en el gobierno: en Bélgica, 9'Yt. en el parlamento y 11% en el gobierno: en Francia. Ii% en el 
parlamento y 7% en el gobierno: en el Reino Unido, 9% en parlamento y gobiemo.Ver Uriarte, Edurne 
). Arantxa Elizondo, 1997: 330-331. Para el 2002. en EEUU.I.I cifra en Cámara era apella' de 14.3% y 
1:11sellado de 14%: y en I'r.lI1cia.del 12% Yel 16.')':(, revpcrtivarnentc. Para el 2001. en el Iteillo Unido. 
el porcenuje en la Cámara 13aja era de 17.9 Y en la Aha de 16.7% en http://www.ipu.org/wlIlll­
L'/are/da"if31 II191 14.lltIn 
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la sociedad civil" Sin embargo, quienes defendían esta última posición no 
lograron introducir en sus propios partidos sistemas de cuotas. Por esta razón, 
se puede afirmar que en ese momento, el mecanismo de las cuotas para 
aumentar la presencia de las mujeres en política no logró irradiarse y con­
vertirse en una herramienta avalada por una agenda global compartida. 

Como lo mencionan los artículos en este libro, las cuotas para impulsar 
una presencia más sustancial de mujeres en política recibieron un primer 
espaldarazo a nivel internacional en 1979 con la aprobación de la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW). Esta convención en su artículo cuarto estipula 
que los Estados parte podrán adoptar "medidas especiales de carácter tem­
poral encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la 
mujer" y en su artículo séptimo conmina a esos mismos Estados a que 
tomen "todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra 
la mujer en la vida política y pública del país". 4 A partir de ese momento, 
en las conferencias mundiales' sobre la condición femenina, y en particular 
en la de Beijing celebrada en 1995, se empieza a hacer hincapié en la nece­
sidad de que las mujeres estén, en condiciones paritarias con los hombres, 
en todos aquellos lugares donde se toman las decisiones políticas cruciales 
de una sociedad (León y Holguín, este libro). 

Hacia finales de los noventa, en Colombia, Perú, Bolivia y Ecuador, en un 
clima internacional propicio, se aprueban e implementan distintas versiones de 
cuotas. ¿Es esto una mera coincidencia? ¿Quiénes son los y las promotoras de 
las cuotas en cada país? ¿Qué ingeniería institucional caracteriza las distintas fór­
mulas adoptadas? ¿Qué procesos se desencadenan a raíz de su aprobación? ¿Qué 
eficacia tiene su aplicación? ¿Cómo explicar la variación en los desenlaces? 

Justamente, los cuatro estudios que componen este libro son los que per­
miten en las siguientes páginas formular respuestas a las preguntas anteriores. 
Cada uno de ellos describe las trayectorias de aprobación de estas medidas, las 
demarcaciones entre opositores y promotores, las luchas a las que su aprobación 
y luego implementación dieron lugar, los recursos con los que cada campo 
contó, los efectos cuantitativos y en algunos casos cualitativos que se desenca­
denaron a partir de su promulgación. Más que repetir sus aportes, las reflexio­
nes que siguen ponen a dialogar los cuatro artículos y comparan trayectorias y 
desenlaces con el fin de responder a una pregunta central sobre las cuotas: ¿qué 

3 Este debate se cristalizó en los Encuentros feministas Latinoamericanos y del Caribe realizados a par­
tir de 1981 y dividió a las feministas en las"pro-doble militancia" y 13.~ feministas radicales.Verjaramillo, 
1982: y los artículos de Navarro. Saporta, Churchryck y Álvarez. 1992. 2002. 

4 http://www.geocities.com/rima_web/cedaw.html 
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factores del contexto y de los procesos de aprobación e implementación expli­
can los distintos grados de eficacia alcanzados por estas medidas en cada país? 

Pero ¿cómo medir los grados de eficacia alcanzados por la aplicación de 
las cuotas? En primer término, es necesario precisar que las cuotas objeto de 
evaluación de este libro pretenden transformar una esfera en particular, la 
política, de tal suerte que miembros de un grupo históricamente excluido de 
ella, el de las mujeres, tenga garantizado un mínimo acceso. Siendo la polí­
tica un escenario complejo, es además necesario aclarar que las cuotas son una 
herramienta que sólo pretende transformar algunos de sus aspectos. En par­
ticular.Ias cuotas aquí evaluadas buscan intervenir en los procesos de recluta­
miento y nominación de las dirigencias políticas para que las mujeres se abran 
paso hacia su interior y por sobre todo hagan parte de los círculos que toman 
las decisiones y que por tanto concentran mayor poder. Es decir que las cuo­
tas aquí investigadas buscan pluralizar la composición de las élites políticas en 
términos de género. Para lograr este cometido, las cuotas pretenden influir 
sobre los procedimientos de designación a cargos de autoridad en el Estado 
o/y, en caso de regímenes democráticos, en los procesos de conformación de 
las directivas de los partidos o de listas para la competencia política. Desde 
este ángulo, el grado de eficacia de las cuotas diseñadas para incluir a las 
mujeres en política se mide, como bien lo señalan los artículos, en términos 
de un aumento numérico de la presencia femenina en los órganos represen­
tativos, en las directivas de los partidos o en los cargos de designación. 

Por otra parte, en la evaluación de esta herramienta se requiere también 
tener en cuenta el marco histórico en el que emergieron las luchas por la 
ampliación de la ciudadanía femenina en América Latina. Las cuotas, para 
muchos feminismos y organizaciones de mujeres nacidos al calor de las 
movilizaciones antidictatoriales y de la nueva izquierda de los setenta del 
siglo pasado", tienen sentido dentro de un proyecto mayor de sociedad y 
Estado que le apueste a una ampliación de la ciudadanía femenina y a una 
profundización de la democracia. Esta expectativa, ligada a los orígenes de la 

5	 Los feminismos de segunda ola, en contraste con los de primera ola que buscan priorirariamcnte la 
aprobación del sufragio de bs mujeres, se centran en suv orígenes en luchas por la identidad y el dere­
cho a la diferencia, En Améric« Latina. estas corrientes surgen además como fuerzas contestatarias que 
abogan por un retorno a la democracia en contextos muchas veces represivos. Además emergen cuan­
do la izquierda clásica. apoyada en concepciones de antagonismos de c1'ISe, se está renovando bajo el 
impacto de los nuevos movimientos sociales que demuestran que otros conflictos irrigan las sociedades 
capitalistas y que por lo tanto el campo de los antagonismos sociales es mucho más complejo y plural. 
E~ también el momento en el que se cuestiona la "dictadura del proletariado" por el autoritarismo que 
la inspira y se recuperan las bases emancipadoras de una democracia que como régimen y orden social 
ya no se quiere desechar sino ampliar. Por esa filiación histórica es que siempre se ha asumido en el 
continente quc feminismos y democratización van de la mano. Una de las VOCl'S más lúcidas al re~pec­
ro fue Kirkwood.julieta (1984). 

209 



segunda ola de feminismos y movilizaciones femeninas en el continente, 
hace que las cuotas sean percibidas por los grupos que impulsan su aproba­
ción como medidas que coadyuvan a una profundización democrática en sus 
países. Por esta razón, estas medidas, en nuestro contexto, deben ser evalua­
das no solo en términos de eficacia numérica sino también en términos de 
construcción democrática de la representación política. 

Desde un punto de vista democrático, la representación política se entien­
de no solo como resultado de una elección sino también como la culminación 
de un proceso complejo donde intervienen, por un lado la esfera pública y los 
contrapúblicos" terrenos de expresión de múltiples y muchas veces encontradas 
visiones sobre la diferencia de género; por otra parte, la sociedad política encar­
gada, vía partidos y movimientos políticos, de articular la pluralidad de voces, 
conflictos y diferencias en torno a proyectos mayores de nación y Estado; y final­
mente un Estado sólido, capaz de garantizar los derechos asociados al pluralismo 
político, cultural y social y a los disensos, y de implementar las políticas defen­
didas por los gobiernos electos (Wills, 20(4). Así, la representación política 
democrática, para darse, debe ser el resultado de una serie de dinámicas sociales, 
políticas y estatales, que no obstante los conflictos y la competencia que las 
nutre, se alimentan y enriquecen entre sí. Desde un punto de visto de profun­
dización democrática, evaluar las cuotas implica entonces también medir qué 
tanto estas normas han servido como oportunidad para dinarnizar los movi­
mientos y redes de mujeres (momento de pluralización de la esfera pública) y 
para impulsar la conformación de escenarios de encuentro entre partidos, orga­
nizaciones civiles e instituciones públicas (momento de la articulación política). 

Más concretamente, se trata de ver a partir de la reconstrucción que los cua­
tro artículos hacen de la trayectoria de las cuotas en Colombia, Perú, Bolivia y 
Ecuador, qué tanto su aprobación y luego aplicación alienta un debate de reso­
nancias públicas; qué tanto mujeres líderes sociales se animan a competir en el 
campo político y encuentran en las estructuras partidistas los incentivos para 
hacerlo; qué tanto organizaciones, redes y movimientos sociales, vigilan su 
cumplimiento porque consideran importante para sus vidas que otras mujeres 
lleguen a cargos de dirección política; qué tanto las instituciones encargadas de 
hacer cumplir las cuotas se comprometen con esta nueva responsabilidad; y qué 
tanto, gracias al debate y a la visibilización de las organizaciones y movimien­
tos femeninos, las mujeres electas o designadas agencian discursos que politizan 

(,	 Por conrrapúblicos se entienden 10\ circuito, de comunicación por donde circulan discursos e inter­
pretaciones alternativas y disidente, de orden social, buena vida. buen gobicrno.juvicia, y de las con­
cepciones tradicionales sobre identidades de género. raza. opción sexual. por poner alguno, ejemplos. 
Son "contra" públicos en la medida en que desde ellos e' que 'e gestan resisrenciav sociales y política, 
al orden establecido. Para mayor detalle. ver Frascr, 1')')7. 
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las distintas necesidades, expectativas, valores, e intereses de las mujeres, y de esta 
manera representan una diferencia de género en el campo político. 

Por las razones anteriores, la comparación de los grados de efectividad 
alcanzados por las cuotas en Colombia, Perú, Bolivia y Ecuador basada en los 
artículos que componen este libro, elabora primero una descripción del tipo de 
dispositivo de cuotas que se aprobó en cada país (ingeniería institucional y elec­
toral), luego hace un sucinto balance de los desenlaces en términos cuantitati­
vos; para en un tercer punto abordar la pregunta por los efectos desencadena­
dos por las cuotas en términos de las dinámicas de la representación política; y 
en un último punto señalar los factores que explican los diferentes resultados. 
Finalmente, en las conclusiones se hacen unas reflexiones sobre los aprendiza­
jes y los interrogantes que estos estudios comparados aportan no sólo a las 
mujeres y a otros grupos tradicionalmente discriminados sino a los estudiosos 
de la democracia en general y de la representación política en particular. 

Las Cuotas: las distintas ingenierías 

Curiosamente y no obstante las grandes diferencias en términos de contex­
tos políticos, en el mismo año (1997), los parlamentos de Perú, Bolivia y Ecuador 
aprueban algún tipo de cuota; y en Colombia ocurre 10 propio dos años después. 

La primera gran diferencia en la generación inicial de medidas aproba­
das entre los países se refiere al escenario donde se aplica. Por ejemplo, en 
Colombia, la cuota se aplica en los cargos de máximo nivel decisorio del 
Estado (León y Holguín, este libro) mientras en Perú y Bolivia, las cuotas se 
emplean para la formación de listas de candidatos a Congreso (Hurtado y 
Baldéz y Brañez, este libro). En Perú, ese mismo año las cuotas también se 
usan en las listas de regidores municipales. En Ecuador, la primera mención 
que se hace a este tipo de herramientas hace parte de una Ley de Amparo 
Laboral que exige la incorporación de mujeres a empresas privadas, rama 
judicial y listas electorales (Vega, este libro). 

El segundo rasgo que distingue estas reformas tiene que ver con su grado 
de especificidad. Por ejemplo la ley de cuotas colombianas contempla sancio­
nes por incumplimiento que pueden llegar hasta la destitución del cargo de la 
autoridad transgresora; y estipula la entidad encargada de recoger las estadísti­
cas necesarias para vigilar su cumplimiento (Departamento Administrativo de 
la Función Pública). Según lo que relatan los artículos que componen este 
libro, las otras leyes de esa primera generación son menos específicas en cuan­
to a formas de aplicación, supervisión y sanción. 
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Sin embargo, a partir de ese primer paso, mientras en Colombia no se pro­
duce un efecto de "bola de nieve", en los otros tres países se aprueban medi­
das de "segunda generación". Esto sorprende aún más si se tiene en cuenta que 
en Colombia, durante la discusión de la reforma a los partidos y al sistema 
electoral (2003), varias organizaciones de mujeres hicieron un esfuerzo de 
cabildeo que se reveló, a posteriori infructuoso (Leon y Holguín, este libro)", 
En contraste, en Perú, en el 2002, en la ley de elecciones regionales se aplican 
las cuotas; y en el 2003, en la ley de partidos se introduce la exigencia de que 
el porcentaje de candidatas a cargos de elección o designación no sea menor 
a un 30%. Por lo demás en ese mismo año se empiezan a discutir proyectos de 
ley sobre alternancia en las listas,y cuotas para altos cargos de designación en 
el Estado (Hurtado Meza, este libro). En Ecuador también,luego de aprobada 
la Ley de Amparo Laboral, en el 2000 se consagra una ley de elecciones que 
exige la presencia de un 30% de mujeres en cargos principales y un 30% en 
suplencias, de forma alternada y secuencial en las listas. Este porcentaje además 
se incrementará en un 5% en cada fecha electoral y el Tribunal Supremo 
Electoral tiene la potestad de no inscribir las listas que no cumplan con estas 
exigencias. Sin embargo, la formula para su aplicación ha dado lugar a enfren­
tamientos entre las organizaciones de mujeres y el Tribunal Superior Electoral, 
como se verá más adelante (Vega Ugalde, este libro). Por último en Bolivia, en 
1999, el nuevo código electoral exige un 30% mínimo. Además estipula que al 
primer concejal hombre-mujer le corresponda una suplencia mujer-hombre 
y que la segunda y tercera concejalías titulares sean asignadas de forma alter­
nada. Esta fórmula, como en el caso de Ecuador, ha dado pie a numerosos 
enfrentamientos por su aplicación entre las mujeres y la Corte Nacional 
Electoral. En las listas de senado una de cuatro candidatos debe ser mujer y en 
elecciones de diputados una de tres. Ese mismo año también se aprueba una 

7	 Otros intentos por implementar cuota, han sido infructuosos hastael momento, Hasta tanto no se aprue­
ben, no podemos realmente hablar del efecto 'bola de nieve' en Colombia. Por ejemplo, cn la legislatu­
ra de 2004. se discutió en el Congreso colombiano un proyecto que busca implementar las cuotas de 
mujeres para cargos de dirección en el sector privado. Aunquc indudablemente importante, este proyec­
to no busca implementar cuotas en las li,ta, para elecciones. El partido liberal. desde lov e,r.1tuto, de 1963. 
cn su artículo JI! estipula la aplicación de cuotav de mujeres en 1m directorios municipales y regionales, 
no así en los de nivel nacional; y el partido conservador, en sus cstaturos de 1'.193, determina que 1m 
comandos femeninos postularán un(a) candidato/a al directorio nacional. Sin embargo, la aplicación de 
estas cuotas a nivel regional y municipal ha sido dificil porque los mecanismos de sanción no se han apli­
cado y por lo menos hasta finales de los ochenta del siglo pasado el Tribunal de Garantías del propio par­
tido no se había comprometido con garantizar UI aplicación. Ver Wills, 2llll5. Hoy, esta situación parece 
estar cambiando y el Partido Liberal ~' encuentra discutiendo la aplicación de cuotas fcmcnínashasta en 
el Directorio Nacional. Además, varias figuras femeninas se han ido abriendo paso al interior del parti­
do.Por ejemplo. Zulcma jatrin, representante, es hoy en día su presidenta de la Cámara, yen el Directorio 
Nacional del Partido Liberal. cuatro de los diez miembros, son mujeres: la senadora Piedad Córdoba, es 
la única mujer entre los cinco codirectores del partido a nombre del sector político: Marrha Diago, una 
de los tres codirectores a nombre del sccror social; y Clara Mosquera y Edith Camargo, codirectoras a 
nombre del sector abierto. Vl'r http://www.partidoliberal.org.co/indl.x.php/index.php?option=con­
tent&task=blogcategory&id= 12&ltemid=27 

212 



ley de partidos que exige la presencia en Jos órganos directivos de mínimo 30% 
de mujeres. Recientemente en el 2004, la ley de agrupaciones ciudadanas y 
pueblos indígenas establece la exigencia de un 50% de candidatas con la debi­
da alternancia (Baldez y Brañez Cortez, este libro). 

Además de que la aprobación de las primeras cuotas desencadena en tres 
de los cuatro países otras reformas, esta escueta descripción permite señalar 
cómo hay un proceso de aprendizaje en el diseño. Tanto en Bolivia como en 
Ecuador, las organizaciones de mujeres implicadas en el cabildeo, intentaron 
introducir la secuencialidad y la alternancia pero las fórmulas finalmente 
adoptadas se han prestado para conflictos que siguen en ambos países sin 
dirimirse (Baldez y Brañez Cortez;Vega Ugalde, ambos en este libro). 

Finalmente sobre la ausencia del efecto 'bola de nieve' en un solo país, 
Colombia, se podría pensar que la longevidad de sus partidos y su aún 
importante capacidad de seguir estructurando la política, hace de estas colec­
tividades organizaciones más resistentes al cambio y más capaces de vetar las 
acciones de las mujeres. Por el contrario, la inestabilidad del sistema de par­
tidos en Bolivia, Ecuador y Perú estaría jugando a favor de las mujeres, que 
tendrían, en estas circunstancias de redefinición permanente de reglas de 
juego y actores, mayores posibilidades de promover cuotas en sus estructuras 
directivas y de insertarlas en las lógicas electorales que afectan sin lugar a 
dudas de manera directa los eslabones del poder político". 

Los efectos desencadenados: 
lo que nos dicen los números 

En términos cuantitativos, las cuotas sí produjeron en todos los casos un 
aumento de la presencia de mujeres en distintos niveles. Sin embargo, el 
grado de efectividad numérica varía de país a país. 

Teniendo en cuenta las cifras reportadas en los artículos y sólo desde el 
punto de vista cuantitativo, los casos ecuatoriano y boliviano aparecen como 
los más exitosos. En Bolivia, a peSJr de altibajos registrados en las primeras 
elecciones con cuotas, la ley a nivel de los concejos municipales ha ido alcan­
zando poco a poco buenos resultados, para situarse en las elecciones de 2004 
en un nada despreciable 43 % entre titulares y suplentes. En cuanto a las 
cifras de mujeres electas para alcaldías donde no se aplican las cuotas, la dife­
rencia entre estos resultados y aquellos obtenidos a través de las cuotas, es 

R Este argumento también es señalado por Dahlcrup, Drude (2002: 159-172). 
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enorme. En Ecuador, las mujeres en el 2004 no salió ni una mujer electa 
como alcaldesa, y en Bolivia en el 2002, hubo 8.6% de mujeres alcaldesas 
(para cifras en detalle, ver Baldez y Brañez Cortez, y Vega Ugalde, este libro). 

El éxito ecuatoriano por lo demás pone entre paréntesis el argumento 
de que las listas abiertas con voto preferente colocan en desventaja a las 
mujeres, A la vez los datos confirman que la mayor parte de las mujeres 
electas provienen de los tres primeros renglones de las listas (Vega Ugalde, 
este libro). Esto indica que el voto preferente no va en desmedro de las 
mujeres pero que el lugar que ellas ocupen en las listas sí es determinante 
en su elección. Por esta razón, la reglamentación por la cual aún se lucha 
en estos países no sólo debería exigir la alternancia en cremallera sino ade­
más que esta fórmula se aplique desde los primeros lugares de las listas. 

En Perú, en términos de cifras, el éxito alcanzado es importante, aunque 
en menor medida que aquel obtenido en Bolivia y Ecuador, quizás porque en 
su regulación no se menciona ningún tipo de alternancia". Como en los dos 
otros casos, las cifras de alcaldías son deplorables (Hurtado Meza, este libro). 

En los tres casos, el peruano, el ecuatoriano y el boliviano, el número de 
candidatas supera la cuota establecida, pero el porcentaje de electas no aumen­
ta en la misma proporción, no sólo indicando que el lugar y el tipo de lista 
influyen en el resultado sino que también las preferencias ciudadanas expresa­
das en el voto obviamente determinan los resultados. De allí se infiere que 
para aumentar el porcentaje de éxito de las mujeres sea no sólo necesario tra­
bajar en la adopción de regulaciones sobre alternancia y lugar más específicas 
sino también en estrategias de sensibilización del electorado en general. 

En Colombia, caso muy distinto a los anteriores porque las cuotas se apli­
can a los cargos de designación y no dependen de las lógicas electorales, a 
nivel nacional, el presidente Pastrana (1998-2002) no dio cumplimiento 
exacto a la ley, pero en la administración siguiente, bajo la conducción de 
Álvaro Uribe (2002-2006), las cifras mejoraron sustancialmente, superando 
con creces la exigencia del 30%. Por otra parte, el grado de cumplimiento 
de la ley varía significativamente de una gobernación a otra, y de una alcal­
día a la siguiente (León y Holguín, este libro). A partir de las cifras reporta­
das en el artículo sobre Colombia, es necesario reconocer que las paredes de 
cristal que asignan cargos asociados con los estereotipos tradicionales de la 
feminidad se han transgredido en Colombia, pero que la disparidad en la apli­
cación de la ley indica que aún falta por avanzar en términos cuantitativos. 

'J	 T.1I1to en Ecuador como en Uolivia lo, artículo- sobre cuota, mencionan la alternancia y el debate \c halla 
en cómo esa alternancia debe ser aplicada. En Perú, l••, 1t"}·C\ ni ,illuicra mencionan la alrcrnanria. 
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¿Qué se puede inferir de las cifras en general? En primer lugar, que la pre­
sencia de la mujer en los lugares donde se aplican cuotas si ha aumentado. En 
segundo lugar, para lograr un mayor rendimiento de estas medidas en térmi­
nos cuantitativos, es necesario no sólo trabajar la alternancia sino también exi­
gir que las mujeres ocupen los primeros renglones en las listas. Las diferencias 
producto de listas abiertas y cerradas no está clara y habría que confirmar con 
más investigación que las listas cerradas favorecen a las mujeres. 

Los efectos cualitativos: una evaluación en términos 
de las dinámicas de la representación política 

En esta parte, de manera muy sintética se recogen las evaluaciones ade­
lantadas por los cuatro artículos en términos de representación política. 
Empecemos primero por los casos que en términos cuantitativos electorales 
arrojaron un mayor aumento para evaluar qué tanto cantidad y calidad se 
desenvolvieron de manera simultánea. 

En Bolivia, tanto en el cabildeo para la aprobación de la ley como luego 
en el forcejeo por su adecuada aplicación, las mujeres construyeron escena­
rios de articulación entre institucionalidad, parlamentarias y redes y organi­
zaciones femeninas. Estos escenarios recibieron un primer impulso de la 
Subsecretaría de Asuntos de Género (SAG) 11I que convoca a mujeres involu­
cradas en política (parlamentarias) y organizaciones de mujeres de la socie­
dad civil para impulsar una ley de cuotas en un proyecto de reforma de los 
partidos. A partir de esta primera iniciativa, surgen distintos escenarios de 
articulación: en 1996, se crea el Foro de Mujeres Políticas que agrupa a mili­
tantes de distintos partidos y que refuerza el trabajo adelantado por la Unión 
de Mujeres Parlamentarias. Poco después, el Foro se amplia a organizaciones 
de la sociedad civil y adquiere un nuevo nombre: "Foro Político de 
Mujeres". En 1998, a raíz de los resultados electorales a nivel de concejos, 
se crea la Asociación de Concejalas de Bolivia (ACOBOL). Luego, a estos 
escenarios se le une la Articulación de Mujeres por la Igualdad y la Equidad. 
Todas estas instancias se han mantenido en el tiempo, algunas llegando a ins­
titucionalizarse!', y han acompañado la implementación de las cuotas, 

10 La Subsecretaría de Asumo, de Género, SAG. hace parte de la Secretaria Nacional de Asumo, Indígena" 
Género y Generaciones creada en l 'J'J3 al interior del Organismo Nacional del Menor. Mujer y 
Familia, ONAMFA. dependiente de Ministerio de Desarrollo Social. La SAG es re-pensable del 
Programa Nacional de la Mujer, La insritución y el programa fueron ambos creado. en l 'J<)3. Ademá, 
de utilizar el articulo de Baldez y Brañez sobre Bolivia incluido en este libro. he recogido para e,ta 
informacrón invtitucional los aporte, de Nata-ha Loayza,2003. 

I I Según Loayza, el "foro se ha ampliado. mantiene reunionc- periódica, y acrualmentp por elección 
democrática forma parte del Comité Inrcrgubcnamenral de Negociación, CIN". (20fl3)' 
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luchando para que las mujeres incorporadas a las listas ocupen lugares desta­
cados. ACOBOL por lo demás también se ha convertido en una ONG que 
presta asistencia técnica y legal a las concejalas y que cumple una función de 
vigilancia a nivel local (Baldez y Brañez Cortez, este libro y Loayza, 2003). 

¿Por qué si en el caso boliviano las mujeres han logrado conformar estos 
escenarios de articulación y de reforzarniento mutuo entre organizaciones 
sociales, mujeres en política y funcionarias públicas, no se ha avanzado más? 
En primer lugar, porque los partidos han cumplido con las cuotas pero a 
regañadientes. La mayoría de mujeres incorporadas a listas ocupan puestos de 
suplencia y muy pocas han logrado abrirse un espacio en los puestos de 
seguridad (elegibles). Por lo demás, en lo local los partidos han hecho tram­
pa, introduciendo hombres candidatos con nombre de mujer (los llamados 
travestís). A esto hay que agregarle que no han sido escasos los casos de 
"acoso político" o peor aún "abuso político" que van desde la violencia psi­
cológica hasta la fisica (cachetear, empujar, golpear, y en un caso, llegar al 
extremo de secuestrar). Finalmente, aun cuando la Corte Nacional Electoral 
ha rechazado la inscripción de listas que no cumplen con el 30% exigido por 
ley y adoptó un sistema de conteo que revisa las listas por balance de géne­
ro, esta instancia se ha negado a refrendar el sistema "cremallera" por el cual 
el Foro, ACOBOL y las demás organizaciones han cabildeado con tanta 
insistencia (Baldez y Brañez Cortez, este libro). 

Frente a este panorama, dos interpretaciones del balance arrojado por la 
implementación de las cuotas se confrontan. Por un lado están quienes rele­
van el hecho de que las mujeres quc acceden a cargos pOI· este sistema se 

siguen enfrentando al "manejo masculino, vertical y patriarcal" (Baldez y 
Brañez, esta publicación) que sigue impertérrito en las estructuras partidis­
tas y en los escenarios de representación política. En otras palabras, estas 
visiones sugieren que las cuotas se estrellan frente a patrones culturales de 
vieja data y muestran su incapacidad transformativa en la práctica. 

La otra lectura de los resultados arrojados es más optimista, y parte de la 
base de que "es la sociedad la que se apropia de esta ley frente al escepticis­
mo de las dirigentes del movimiento de mujeres ... (Así) no es que el movi­
miento social de mujeres esté en crisis sino que los escenarios de acción de 
las mujeres se multiplican así como se pluralizan las mujeres actuando en el 
escenario público, que quieren ser gestoras de cambio pero que no necesa­
riamente se identifican con el movimiento institucionalizado" (Loayza, 
2003). La única manera de dirimir estas evaluaciones encontradas es con un 
mayor nivel de investigación que no sólo se proponga responder a la pre­
gunta sobre la cantidad de mujeres que acceden a cargos de elección sino 
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que se interrogue por lo que hacen las electas una vez asumen sus funcio­
nes. ¿Se convierten ellas en gestoras de proyectos orientados hacia las muje­
res? ¿Desarrollan habilidades para alcanzar lo que se proponen en concejos, 
asambleas, Congreso? ¿Insisten ellas en desarrollar una carrera política o por 
el contrario, una vez cumplido su período, prefieren ellas regresar a sus acti­
vidades comunitarias o profesionales en otros campos? Sólo con entrevistas, 
etnografias y bases de datos sobre proyectos presentados por las mujeres 
electas, y aprobados o rechazados por los órganos representativos correspon­
dientes, se podrá responder adecuadamente a estas preguntas. 

En el caso del Ecuador, la cuota de mujeres tiene un origen distinto al boli­
viano. Es el bloque parlamentario del Partido Roldosista Ecuatoriano (PRE) 
bajo la dirección de Abdalá Bucaram, el que impulsa en el Congreso una Ley 
de Amparo Laboral que incluye la exigencia de una cuota política de 20% en 
listas electorales. Este impulso que, al decir de Vega Ugalde (artículo en este 
libro) toma de sorpresa a las organizaciones de mujeres, resulta más inteligible 
si se tiene en cuenta que el PRE es de tendencia neo populista12 y como otros 
congéneres del mismo tipo en América Latina tiende a buscar el apoyo políti­
co de las mujeres para sus propias causas electorales. Luego, en el 2000, con la 
aprobación de la ley de elecciones, como en el caso boliviano, se potenciaron 
espacios de articulación como la Coordinadora Política de Mujeres 
Ecuatorianas (CPME). Ésta, en alianza con la diputada Valdez, denuncian un 
instructivo expedido por el Tribunal Nacional Electoral (TNE) en el que no se 
reconoce la alternancia. Dos años después, la alianza se expande para incluir 
apoyos institucionales como la Comisión de la Mujer, el Niño la Juventud y la 
Familia del Congreso, el Consejo Nacional de la Mujer (CONAMU) y la 
Dirección Nacional de la Mujer de la Defensoría, Luego de que el Tribunal 
Constitucional declara inconstitucional el artículo 40, en el forcejeo para que 
el Tribunal Nacional Electoral redacte un nuevo articulo, se unen primero la 
Fundación Equidad y Desarrollo y la Comisión Permanente de Derechos 
Políticos de las Mujeres, impulsada entre otros por veintisiete diputados. Todos 
estos escenarios de articulación presionan a la rama electoral para que de cum­
plimiento a la ley, encontrando muy poco eco tanto en el Tribunal Nacional 
Electoral como en los tribunales regionales (Vega Ugalde, este libro). 

12 Sobre los no siempre clara- vínculos entre populismos y derechos de las mujeres, ver Luna. Lola,Sobre el 
PR.E en particular, es de anotar llue en 19!11l EI~a Bucaram lOS electa Alcalde ..., de Guayaquil y en Mayo 
de 19H9 La Abogada Rosa Pulley de Bucaram es designada Directora Suprema. De nuevo aquí se plas­
ma otro de los rasgO'i de los populismos: involucrar en política mujeres familiares para que ocupen cargos 
de autoridad denrro de las estructuras del partido y sirvan de puente hacia el electorado femenino. Para 
ver los estatutos del PRE Y su trayectoria. ver Imp://www.viviendolademocracia.orglpre.hrm y 
freidenbcrg. Flavia: Incentivos electorales y selección de candidatov en organizaciones neo populistas: El 
Partido Roldosista Ecuatorianoí198-1-2(00)* en Imp://wwwizepes.org. \'e/R.evi<ta%20ultima%20edi­
cion.hrm 
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Haciendo un balance general Vega Ugalde concluye que las cuotas, no 
obstante poner en evidencia la falta de consistencia y compromiso institu­
cional de las instancias electorales del Ecuador, también han 'propiciado que 
las mujeres se involucren con más fuerza en política y en las estructuras par­
tidistas. En Democracia Popular, por ejemplo, cuatro de los siete directivos 
son mujeres. En cuanto al papel que han cumplido las mujeres en el parla­
mento, según la autora, la aplicación de las cuotas ha producido un aumen­
to del número de parlamentarias que ha tenido efectos cualitativos. En el 
primer período, con menos mujeres en el Congreso, las parlamentarias se 
ubicaron sobre todo en comisiones sociales asociadas con los estereotipos 
femeninos tradicionales, pero en el segundo período, el mayor número con­
dujo a una diversificación, y las mujeres ocuparon un lugar en todo tipo de 
comisiones, "sin dejar de asumir temas de interés particular de las mujeres". 
En parte esta filiación con asuntos de género podría tener que ver, como 
bien lo señala la autora, con el hecho de que las mujeres electas "se hayan 
visto impelidas moralmente a asumir en primer lugar las reivindicaciones de 
las mujeres" (Vega Ugalde, este libro) 

Sin embargo, Vega Ugalde es consciente de que existe también el ries­
go de que las mujeres incorporadas a las estructuras partidistas lo sean por 
razones de popularidad mediática -reinas, presentadoras de televisión, figu­
ras del deporte-con escasos vínculos con el movimiento de mujeres.Y este 
vínculo entre electas y movimiento, fórmula de éxito según ella en el pasa­
do, es el que en la actualidad parece diluirse pues mientras aumenta el 
número de parlamentarias, simultáneamente el reflujo del movimiento 
social de mujeres ecuatoriano se hace cada vez más evidente. 

Justamente esta falta de sincronía es la que mejor ilustra la complejidad 
de construir democráticamente la representación política. Este proceso de 
fabricación supone, para conservar su carácter democrático, que entre socie­
dad civil y sociedad política, movimientos sociales y estructuras partidistas, 
momento de pluralización social y momento de articulación política, exis­
ta una distancia mínima. Es esta distancia la que garantiza que la sociedad 
civil conserve su pluralismo y no se transforme en una mera correa de 
transmisión de los intereses partidistas. Pero es también esta distancia y 
autonomía entre una y otra esfera la que impide que exista siempre y nece­
sariamente una sincronía y complemenrariedad entre dinámicas políticas y 
dinámicas sociales. 

218 



En el último caso donde se aplicaron las cuotas vía listas electorales, el de 
Perú, un consorcio de organizaciones feministas, Foro Mujer':', abogó por pri ­
mera vez en 1990 y luego insistió el 8 de marzo de 1994 en un proyecto de 
cuotas a aplicarse en partidos y elecciones. A partir de ese momento, gracias 
a la iniciativa de once parlamentarias, se creó un escenario de articulación en 
el Congreso de la República, la Comisión de la Mujer que adquiriría un 
tiempo después la facultad de presentar proyectos legislativos al pleno. A pesar 
de estos avances en términos de la construcción de escenarios que promue­
ven bancadas femeninas en el parlamento, cuando se presentó el proyecto de 
cuotas, la mayoría de parlamentarios, incluidos los fujimoristas, manifestaron 
su rechazo. Fue sólo gracias a la intervención directa del Presidente Alberto 
Fujimori quién llamó al orden su bancada, mayoritaria en el parlamento!', 
que se aprobó la ley. Un año después, por lo menos un 40% de los candida­
tos inscritos en listas eran mujeres, pero éstas ocupaban en muchos casos los 
últimos lugares y cumplían el papel de "relleno".VamosVecino, la red fujimo­
rista en ese momento, captó un grupo importante de mujeres. A pesar de ocu­
par los últimos renglones, el incremento numérico en el Congreso, consejos 
y regidurías es mucho más alto que cuando las cuotas no habían sido aproba­
das, mostrando que estas medidas sí se han convertido en una oportunidad 
para que más mujeres, incluidas indígenas y campesinas, se abran paso en la 
política, sobre todo a nivcllocal (Hurtado Meza, este libro). 

Pero más allá de los números, el balance de los resultados arrojados por la 
aplicación de cuotas en el Perú es de los más complejos de llevar a cabo. 
Alberto Fujimori, desde una presidencia que ocupó por más de diez años, 
logró el repliegue o hasta la derrota total, como lo afirman algunos, de 
Sendero Luminoso y del Movimiento Revolucionario Tupac Amarú 
(MRTA); y estabilizó la economía del país que se encontraba a principios de 
los noventa a la deriva. Sin embargo estos éxitos se lograron a costa de las ins­

1J	 En !IJIJO se integró Foro Mujer, instancia que reunía a centros feminl\tas y otras organizaciones de muje­
re•. como la asociación Aurora Vivar. Centro de Documentacióu sobre la Mujer. Centro de la Mujer 
Peruana Flora Trisrán, CESII~ CLADEM; Movimiento Manuela Ramos y Mujer y Sociedad, con el obje­
tivo de trabajar, activamente, en la promoción de lo, derecho. de la, mujeres. En Yáñez, Ana María 
(11)1)11: IS). 14 En su primer período. Cambio 90. el movimiento que respalda a Fujimori, l'" minoría en 
el Congreso. Pero en 1IJ1J2, Fluimori cierra el Congreso y cOI1\'Oca a una Asamblea Nacional 
Consriruyenre que expide una nueva carta constitucional en 11J9J.La volatilidad de la. filiaciones parti­
distas en Perú se plasma en los rt....ultados electorales del Congreso par.l el período IIJIJS-2000: en ese 
momento, Cambio-vü-Nueva Mayoría, la fireraa fujimori<ta controla 67 de los 120 escañov del Congre...o. 
y la firerza que le sigue,Unión por el Perú. apenas saca 17 .iIIa<. Ver WiII<. María Emma (20()J: 31). 

14	 En <u primer período. Cambio 90. el movimiento que respalda a Fujimori, es minoría en el Congreso, 
Pero en 1992. Fluimori cierra el Congreso y convoca a una A,amblea Nacional Constituyente que 
expide una nueva carta consritucional en 199J. La volatilidad de la. filiaciones partidistas en Perú se 
plasma en los resultados electorales del Congreso para el período 19IJS-2000: en ese momento. 
Cambio-90-Nueva Mayoría, la fuerza fujimorista controla 67 de lo, 120 escaños del Congreso, y la 
fill'rza que le sigue. Unión por el Perú, apenas saca 17 sillas,Ver WiII<. María Emma (20()J; JI). 
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tituciones democráticas y gracias a la venta precipitada de las empresas estata­
les peruanas cuyos dineros alimentaron, gracias a prebendas y compras de leal­
tades políticas, la red de adeptos fujimoristas. Por lo demás, las iniciativas del 
Presidente modificaron las reglas del juego político hasta el punto que pro­
piciaron una transición de régimen. Durante sus años en el poder, en medio 
del desbarajuste de los partidos tradicionales, Fujimori puso gradualmente en 
pie un régimen populista-autoritario que combinaba la realización periódica 
de elecciones con el desmonte de la separación de poderes, la concentración 
de las decisiones en el ejecutivo, el control sobre el aparato estatal a través de 
la alianza con el Servicio de Inteligencia Nacional bajo la dirección del funes­
to Vladimiro Montesinos, y la construcción de una red de adeptos fujimoris­
tas gracias a una bien orquestada campaña de distribución de prebendas y 
recursos estatales, al mejor estilo clientelista-populista15. Por esta razón, y 
como lo afirman varias de las entrevistadas en el artículo sobre Perú publica­
do en este libro, Fujimori, siguiendo la tradición populista de épocas anterio­
res, tenía su propia agenda cuando respaldó las cuotas. Seguramente como su 
congénere Abdalá Buchararn en Ecuador, la intención presidencial era la de 
"consolidar e incrementar su base social de apoyo femenino" con el fin de 
mantenerse en el poder y ganar una tercera elección. Pero a diferencia de 
Bucharam cuyo paso por el Ejecutivo fue fugaz, la estadía de Alberto Fujimori 
en Perú fue prolonga. En parte, las organizaciones de mujeres, sobre todo 
populares, fueron durante ese decenio uno de los pilares del régimen. 

Del caso peruano surge un interrogante, imposible de desconocer por 
lo crucial: La aplicación de una herramienta como la de las cuotas en medio 
de un contexto populista autoritario ¿pone en entredicho el sentido demo­
cratizador que le imputan muchas de las organizaciones de mujeres que la 
impulsan en América Latina? El hecho de que más mujeres accedieran al 
poder político y se hicieran visibles en cargos de autoridad durante los dos 
períodos de Fujimori ¿desacredita la medida de las cuotas? Hoy, pasados 
cinco años de depuesto Fujimori ¿cómo evalúan las peruanas los resultados 
promovidos por la ley de cuotas? 

Para responder estas preguntas, lo primero que se debe tomar en cuenta 
es que la "segunda generación" de medidas positivas en el Perú -cuotas del 
30% aplicadas a las listas de Consejos Regionales y cuotas aplicadas para car­
gos de dirección en los partidos-se aprueban en el 2002 y 2003 respectiva­
mente, una vez la transición democrática entablada. Además, en el 2001, la 
lucha por la correcta aplicación de las cuotas motivó un escenario de encuen­
tro entre la Defensoría del Pueblo, la Comisión de la Mujer del Congreso, y 

15 Ibídem. 
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el Movimiento Manuela Ramos, alianza que solicitó al Jurado Nacional de 
Elecciones enmendar una resolución por medio de la cual se redondeaba 
hacia abajo el porcentaje de mujeres necesario en las listas. En otras palabras, 
nuevos mecanismos se adoptan bajo un régimen de estirpe más claramente 
democrática que el anterior, y se inician procesos de convergencia entre polí­
ticas, funcionarias y el movimiento Manuela Ramos. Estos hechos en prin­
cipio tenderían a darle la razón a Ana María Yañez, abogada y directora del 
Manuela Ramos, cuando declara que "aún con todas las contradicciones y 
debilidades, cualquier reforma democratizadora sí tiene un valor en sí misma 
que va más allá de quién la motivó. El autoritarismo (fujimorista) pasó y las 
normas y las instituciones permanecen. Es responsabilidad de la clase políti­
ca dotarlas de democracia. Las normas, al margen de cómo y quién las dio, en 
la medida que incrementen y mejoren la ciudadanía, estarán contribuyendo 
a la democracia" (Yañez, 2004: 127 citado en Hurtado Meza, este libro). 

Sin embargo, otras voces son menos optimistas pues señalan como "la 
presencia tan visible de mujeres en las instancias públicas del régimen ante­
rior (de Fujimori), por ejemplo en el Congreso, terminó envileciendo el 
papel de las mujeres en política" (Barrig, 2002: 163 citado en Hurtado Meza, 
este libro). Por otra parte, con el retorno a la democracia, hoy, en Perú hay 
menos mujeres en las instancias de decisión y el Presidente Alejandro Toledo 
cuenta entre sus más cercanos colaboradores a personas vinculadas al Opus 
Dei que han emprendido una campaña contra los derechos sexuales y repro­
ductivos de las peruanas, en un clima de desprestigio de las parlamentarias 
electas, algunas acusadas de corrupción y nepotismo. "Vemos entonces que 
un régimen democrático tampoco asegura mayores derechos a las mujeres" 
(Yañez, 2004:128 citada por Hurtado Meza, este libro). 

El caso peruano entonces abre un debate sobre el vínculo entre medidas 
de ampliación de la presencia femenina en política, y sus efectos sobre los 
regímenes políticos en los que se adoptan. Esta discusión será justamente 
retomada en las conclusiones de este trabajo. 

Finalmente, para evaluar el caso colombiano es necesario tener en cuenta 
que la ley de cuotas aprobada en 1999 y refrendada por la Corte Constitucional 
en el 2000 obtiene su primer aval del texto mismo de la Constitución Nacional 
de 1991 (León y Holguín, este libro). Esta Carta Magna, como en otros países, 
se convierte en un marco de oportunidades para presentar diversas iniciativas a 
favor de distintos grupos discriminados, entre ellos las mujeres. Sin embargo, a 
pesar de recibir este impulso, el proyecto de cuotas se presentó en siete ocasio­
nes y sólo nueve años después de sancionada la constitución de 1991, la ley por 
fin entró en vigencia (León y Holguín, este libro). 

221 



El proyecto que finalmente tuvo éxito contó con varios factores a su 
favor. En primer lugar, gracias al trabajo mancomunado de funcionarias de 
la DINEM, la Red Nacional de Mujeres como expresión de! movimiento 
social de mujeres y parlamentarias se logró que el proyecto se debatiera en 
e! tiempo requerido y lograra e! voto mayoritario de los congresistas. Luego, 
la Corte Constitucional, como en el caso de Perú postfujimorista o en algu­
nos momentos en Ecuador, respaldó la medida y le otorgó aún mayor legi­
timidad (León y Holguín, este libro). 

A raíz de esta aprobación, y para vigilar su cabal cumplimiento, se creó el 
Observatorio Mujeres y Participación Política (OMPP), escenario de articula­
ción de redes de mujeres, académicas y fundaciones extranjeras para ejercer un 
pape! de control y vigilancia sobre su cumplimiento (León y Holguín, este 
libro). En el 2001, el OMPP Y la Red Nacional de Mujeres interpusieron una 
acción de cumplimiento porque e! gabinete de! Presidente Pasrrana incumplía 
la ley", y tres años después, Sisma -Mujer como punto de enlace de la Red 
Nacional de Mujeres, impulsó acciones en ocho departamentos y en dieciséis 
municipios para evaluar el cumplimiento de la ley.Por su parte, la Secretaría de 
Equidad de Género para las Mujeres de la Gobernación de Antioquia también 
hizo seguimiento sistemático en el departamento y encontró que de ciento 
once municipios que reportaron información, un 30.64% incumplen con ella'"; 
y la Red Departamental de Mujeres de San Andrés y Providencia interpuso una 
acción de cumplimiento que sí obtuvo el visto bueno del Tribunal competen­
te (León y Holguín, este libro). Por último en el 2004, la Dirección de Empleo 
Público del Departamento Administrativo de la Función Pública presentó una 
revisión minuciosa de los cargos ocupados por mujeres en las distintas instan­
cias donde se aplica la ley de cuotas, informe que le fue presentado, como lo 
indica la ley,al Congreso y a la Procuraduría General de la Nación. 

No obstante estas resonancias en las redes de mujeres y en unas instancias 
institucionales, e! cumplimiento de la ley, como lo indica el artículo incluido 
en este libro, "ha sido variable ... siendo las instancias locales y descentralizadas 
las de menor cumplimiento." Además, como lo señalan las autoras, falta aún 
difundir la ley y lograr que en lo local se 1\1 conozca y se la apropien las orga­
nizaciones de mujeres. Por estas razones, León y Holguín concluyen que "la 
aplicación juiciosa de la ley depende en gran medida de la voluntad política 
de los gobernantes". A este balance se le podría agregar la tesis de que a pesar 
de que las distintas iniciativas de los movimientos sociales, las redes, las muje­
res en política y las instituciones estatales, se encuentran y refuerzan en 

16 Vcr Bolctín no. 3 del OMPP en hup://www.fcsco1.org.co/Doc%20PDF/Bolctin%20No%203.pdf 
17 En hllP://www.gobant.gov.c0/organisl11os/sequidad/docul11cntos/inforl11cequidad200S.htl11 
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momentos esporádicos, aún no logran escenarios de articulación instituciona­
lizados que promuevan acciones de impacto nacional. 

Estas mismas razones podrían explicar por qué, cuando se discutió el nuevo 
régimen electoral que aplica hoy en Colombia, las organizaciones de mujeres 
no lograron las alianzas y los apoyos suficientes al interior de los partidos y del 
parlamento como para lograr que las cuotas se aplicaran en las listas electorales. 

Por último, y como lo mencionan León y Holguín, las cuotas se aplican 
allí donde son más visibles, como en el gabinete ministerial. Pero ¿quiénes 
son las mujeres que acceden a estos cargos? Son, por sobre todo mujeres pro­
fesionales, todas con estudios universitarios, lo cual en el país todavía indica 
una proveniencia de clase media o alta. En otras palabras, las mujeres que se 
visibilizan en estas instancias rompen el estereotipo de género que asocia los 
cargos de poder a un sexo en particular, pero no así el de clase: las mujeres 
populares, indígenas o campesinas no aparecen en estos lugares de toma de 
decisiones. Las cuotas aplicadas a los cargos de designación en un país como 
Colombia en este sentido remedian la discriminación pero para un grupo de 
mujeres privilegiadas en otros sentidos". 

Aprendiendo de la comparación 

Del balance cuantitativo y cualitativo ¿que se puede inferir? ¿Qué expli­
cación dar a los diversos desenlaces? 

En primer lugar, es necesario resaltar que las cuotas se aprueban en países 
que atraviesan contextos políticos muy disímiles:mientras Colombia busca pro­
fundizar su democracia por la vía de una nueva constitución y se hunde para­
dójicamente en una guerra cada vez más degradada, Perú en la misma década 
de los noventa vive una involución democrática pero el Estado logra recupe­
rar el monopolio de la fuerza y derrotar a los grupos armados. Paralelamente, 
en Bolivia y Ecuador las reglas de juego político son cambiantes y los sistemas 
de partidos son inestables y frágiles, en contraste con unas organizaciones indí­
genas poderosas por momentos, capaces de poner en jaque a los gobiernos de 
turno'". No obstante la "ingobernabilidad de estos países", y en contraste con 

18 A excepción del Ministerio de Trabajo CJu~ ha sido ocupado en algunas ocasiones por hombres lJu~ 

provienen del xindicalismo, los varones de origen popular o CJUL' \~ han forjado como lídcrev en 10< 
movimientos sociales t.11111'0CO acceden a ~.tO' cargov, Esto indie .• lJU~ revolver la discriminación de 
género por medio de cuotas no nrrasrra consigo resolver Ia< discriminacione-, de clase o de raza en la. 
altas dirigenrias estatales. 

19 En Ecuador. en el 2005. la\ organizarionev indlgcnas viven un proc~'o de renujo y fragmentación. 
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la situación colombiana, la violencia política no se presenta como una opción 
para los actores en pugna. Por otra parte, durante esa década, los cuatro países 
promueven reformas constitucionales, pero siendo los contextos tan dispares, las 
nuevas reglas del juego, los arreglos institucionales y los nuevos derechos con­
sagrados generan desenlaces políticos muy distintos entre los que no figuran 
desafortunadamente escenarios de consolidación democrática. 

En este sentido, es importante llamar la atención sobre las diferencias que 
se esconden detrás de las llamadas transiciones democráticas en el continente. 
Si bien en los ochenta, muchos países latinoamericanos iniciaron transiciones 
de régimen en medio de un clima de optimismo y esperanza (o profundizacio­
nes democráticas como en Colombia), los noventa se convirtieron en la déca­
da de la moderación, y para algunos del desencanto. En este sentido, y como 
bien lo han señalado varios politólogos (Linz y Stepan, 1996), iniciar una tran­
sición democrática no es equivalente a consolidar un régimen democrático, dis­
tinción totalmente pertinente para los países latinoamericanos. Por esta razón, 
lo primero que nos enseñan los casos de la región andina es que las cuotas no 
se aplicaron, como suele afirmarse, en contextos similares de democratización. 

En segundo lugar, sorprende que, a pesar de las amplias diferencias en 
términos de actores en el poder, conflictos y antagonismos sociales, institu­
cionalidad de género, capacidad de los movimientos de mujeres, alianzas y 
recursos, y bancadas parlamentarias femeninas, en los cuatro países se aprue­
ben leyes de cuotas, o en el mismo año (en Ecuador, Perú y Bolivia en 1997) 
o dos años después (1999). ¿Cómo interpretar esta coincidencia? 

En primer lugar, la simultaneidad de la aprobación de cuotas es prueba del 
impacto que han tenido los escenarios globales de discusión sobre la condi­
ción de la mujer promovidos por Naciones Unidas desde 1975. En particular, 
la IV Conferencia celebrada en Beijing en 1995, con su Plataforma de Acción, 
logró establecer una agenda compartida y sugirió estrategias concretas para 
alcanzar las metas de equidad de género fijadas de común acuerdo por los 
Estados firmantes. Entre los propósitos fijados, se encontraba la igualdad en la 
participación entre mujeres y hombres en 10 que respecta a cargos de poder y 
procesos de toma de decisiones. Este aval internacional, como lo señalan los 
artículos que componen este libro, en parte se convierte en un incentivo para 
que países que atraviesan coyunturas políticas disímiles o han alcanzado muy 
distintos niveles de desarrollo adopten estas medidas, hasta el punto que ya para 
el 2003 en el mundo existen 81 naciones aplicando algún tipo de cuota'", 

20	 Por ejemplo. Uganda, Venezuela, Serbia. Nepal, Nigeria, Reino Unido. Francia ver http://www.quota­
projecr,org/cou ntry.cfin 
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Sin embargo, los casos aquí analizados muestran que estos lineamientos 
generales pueden ser utilizados por gobiernos poco comprometidos con los 
marcos generales sobre derechos humanos que enmarcan propuestas como las 
contenidas en la Plataforma de Acción de Beíjing". En este sentido, la "pater­
nidad/maternidad" de estas leyes en cada país pesa. Las cuotas no tienen el 
mismo sentido político cuando su aprobación responde a la acción convergen­
te de parlamentarias, funcionarias y organizaciones sociales de mujeres en con­
textos democráticos, que cuando son producto de la iniciativa directa del jefe 
del Ejecutivo, como en el caso de Ecuador y Perú, y sobre todo de un 
Ejecutivo en campaña electoral, con fuertes inclinaciones populistas autorita­
rias como ocurrió con Alberto Fujimori. En otras palabras, las cuotas pueden, 
en contravía de ciertas expectativas que las han rodeado, ser aplicadas por regí­
menes, tanto democráticos como autoritarios'F. No tienen en si mismas nada 
que garantice que van a servir para "profundizar la democracia". 

Por otra parte, la mayor presencia y visibilidad de mujeres en el poder 
durante el régimen neo populista autoritario de Alberto Fujimori y su con­
traste con su desdibujamiento durante la presidencia de Toledo sugiere que 
no existe, ni siquiera hoy a principios de este nuevo milenio, una inclina­
ción innata y amigable de la democracia hacia las mujeres. Los regímenes 
autoritarios pueden incorporar en sus estructuras decisorias a mujeres para 
reforzar proyectos verticales de poder que en nada modifican los arreglos 
patriarcales imperantes en la sociedad. En este sentido, y como bien lo 
sugiere Degregori, es necesario estar atentas al hecho de que "tal vez sea 
más facil la incorporación de mujeres a proyectos autoritarios pues implica 
compromisos negociados con el patriarcalismo tradicional y no una ruptu­
ra profunda con él" (Degregori, 2002, citado por Hurtado Meza, este libro). 

Ahora bien, aunque la paternidad/maternidad le imprime un sentido 
político a las cuotas, ella no se convierte en un destino pues no determina el 
desenlace final. Por ejemplo, si Perú y Ecuador se asimilan en el punto de 
partida porque en ambos países los impulsores son dirigentes populistas, 

21 En el informe sobre la IV Conferencia Mundial. en el punto 8 los Estados firmantes "Reafirma(n su) 
compromiso de: Defender 10\ derecho, y la dignidad humana inrrinveca de la. mujerev y los hom­
brev, todos lo. demás propósitos y principio' consagrados en la Carta de las Naciones Unidas. la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y otro. instrumentos inrcrnacionales de derechos 
humanos. en particular. la Convención sobre la eliminación de toda. la. formas de discriminación 
contra la mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño, a,í como la Declaración sobre la di­
minación de la violencia contra \J mujer y la Declaración sobre el derecho al desarrollo" en 
http://www.onu.org/documentos/conferenciasz l995/bcijing/211.pdf 

22 Por lo dcm:i•. y como bien lo ,cliala Dahlerup en el artículo ya citado, la. cuota, para mujeres se apli­
caron durante la era comunista cn pJi,e, de Europa Centr.•1y Oriental.justamente señalando cómo hi,­
róricamenre c'ta, cuotas se pueden combinar con regímcne•. de...dc otra. dimensiones, autoritario•. 
Dahlerup, Op. Cit. 
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luego divergen en las trayectorias posteriores. En Ecuador, Abdalá Bucharam 
no pudo consolidarse en el poder y a partir del año 2000, la Coordinadora 
Política de Mujeres del Ecuador se apropió de las cuotas y se responsabilizó, 
en asocio con otras expresiones del movimiento social de mujeres, de difun­
dir los derechos políticos de las mujeres. La debilidad del gobierno y el dina­
mismo del movimiento de mujeres le dieron entonces un giro al proceso y 
la aplicación de las cuotas en Ecuador que culminó en este país en un des­
enlace muy distinto a aquel que se dio en el Perú. 

Los resultados propiciados por las cuotas en los cuatro casos bajo análisis 
también responden al tipo de ingenierías institucionalesv', En el caso de las 
cuotas aplicadas a listas electorales, la resistencia de los partidos es enorme, por­
que como bien lo señala Drude Dahlerup, "es durante los comicios cuando el 
sistema de cuotas afecta de manera más aguda a los cimientos del sistema 
democrático" (Dahlerup, 2002) y nosotras añadiríamos, en el caso de los paí­
ses andinos, a las redes clientelares que sostienen el sistema político. Incorporar 
una mujer implica sacar a un hombre y profundizar la competencia, ya de por 
si reñida, para ingresar a una carrera política. Por eso, aún en aquellos casos en 
que la ley estipula la alternancia y la secuencialidad, ha sido tan dificil que se 
aplique en los primeros lugares de las listas, sobre todo en los casos en que las 
listas son cerradas y bloqueadas. Pero aún en las listas con voto preferente las 
mujeres incluidas corren el peligro de que se les asigne los últimos lugares. 

En cuanto a las diferencias que emergen entre aplicar cuotas a listas de 
elección o a cargos de designación, del contraste entre Colombia y los otros 
países se infiere una cuestión fundamental. En Colombia, como bien lo seña­
la el artículo de León y Holguín, las cuotas sirvieron para hacer más visibles 
mujeres en altos cargos del Estado. Sin embargo, estas mujeres, en la medida en 
que son designadas y no electas, no tienen el incentivo de buscar los votos o 
el apoyo de otras mujeres en tanto electoras. Su cargo no depende de las pre­
ferencias ciudadanas expresadas en la competencia electoral o del apoyo que 
ellas conciten al interior de las expresiones del movimiento de mujeres. En esta 
medida este tipo de cuotas logran enviar el mensaje fuerte de que ciertas muje­
res (las profesionales) pueden ocupar de manera idónea y en algunos casos con 
mucho éxito cargos de poder y responsabilidad. Pero el hecho de que las 

23	 En este balance de lo, artículo, no se profundizó en el impacto de las reglas generales del sistema elec­
to ra1. No se evaluó los efectos de la representación proporcional o del sistema de mayoría. y el efecto 
de otra. regla, de juego como umbralev y distintas regla, aplicada, en 1m ,i,tema~ de represcnración 
proporcional. Para un análisis detallado del impacto de e'tm di'limm vistemas en la postulación. nomi­
nación y elección de mujerev, ver Marland. Richard (2002): "Esrraregias p:lra amplia la participación 
femenina en el parlamento. El procC\o de selección de candidatos legi,lativm y los sistemas elecrorale-," 
y Htun, Mala (2002). 
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mujeres ocupen estos cargos por designación genera pocos incentivos para 
que ellas agencien discursos o políticas que evidencien una preocupación par­
ticular por la condición de la mujer'", Por otra parte, el caso colombiano pone 
en evidencia que las cuotas de mujeres resuelven una de las discriminaciones 
que acompañaron el surgimiento de las democracias en Occidente, la de géne­
ro, pero deja incólume otras, como las de clase, raza o etnia. 

En contraste con las cuotas aplicadas a cargos de designación, aquellas 
destinadas a procesos electorales pueden incitar a las candidatas a buscar, 
entre otros, el voto de las mujeres y por tanto a desarrollar discursos dirigi­
dos específicamente al electorado femenino. En este sentido, aunque las cuo­
tas electorales no garantizan más mujeres en altos cargos de designación del 
Estado", sí pueden generar más incentivos para que se produzca la articula­
ción entre mujeres electas y mujeres en movimientos sociales, y se geste una 
representación política de la diferencia de género. 

Además de estos factores, los distintos desenlaces responden a la capacidad 
que desplieguen los movimientos de mujeres, las mujeres en política y las fun­
cionarias para apropiarse de la ley y gestionar espacios de articulación en torno 
a su aplicación. Un contraste importante en este punto se presenta entre 
Colombia, Perú, Bolivia y Ecuador. En los tres últimos países, se construyen 
escenarios de articulación de bancadas parlamentarias de mujeres "; mientras 
en el último los esfuerzos por lograrlo han sido inútiles hasta el momento. En 
parte, este hecho es manifestación del peso quc los partidos políticos y sus riva­
lidades aún juegan en la política colombiana. Además, teniendo en cuenta el 
papel crucial que estas bancadas han jugado en los otros casos, la ausencia de 
ella en este país pone en evidencia la necesidad de adelantar acciones de sen­
sibilización de las parlamentarias frente al tema de género. 

Por otra parte, la L11ta de una bancada de mujeres parlamentarias en 
Colombia es también manifestación de la polarización política que caracteriza 
al país. La guerra y sus actores generan posiciones totalmente encontradas entre 
las mujeres en política, y crean un clima saturado dc suspicacias y desconfian­
zas. Mientras unas apoyan la estrategia de seguridad democrática del Presidente 
Uribe, otras consideran que estas iniciativas están llevando al país hacia un régi­

24 En otro articulo próximo a publica....e, hablo además del "víndrome de la~ mujeres de éxito". es decir 
del rechazo de mucha, de e,[a, mujeres haci •• discu rvo, de ¡¡<·nero. Win,. M.lrí.l Emma (2005). 

25 En Ecuador. Bolivia y Perú los artículos n1UC'tr;1Il una baja presencia de mujeres en l"m~ altos cargos, 
2(, La Comisión de la Muj~r del Congreso en Perú. activamente cabildeando en torno a la aplicación de 

la lev de cuotas; LJ Comisión de la M1Uer.el Niño, 1.1 juventud }' la Familia del Congreso Nacional en 
Ecuador lJue en alianza con otra, expresiones dcl movinuento de mujeres el articulo 40 del reglamcn­
m electoral; la Unión de Mujeres Parlanu-nrarias, parte del Foro Político de Mujeres en Bolivia que tan 
activamente se ha involucrado en fJ defensa de la medid••en este paí, 
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men autoritario. Mientras unas creen en la negociación, otras apoyan la salida 
militar. Estas fracturas son tan profundas que se convierten en serios impedi­
mentos para que las mujeres actúen como bloque en torno a cuestiones de 
género. Como bien lo señala Mala Htun, "Después de todo, las mujeres no 
están (ni pueden estar) por encima de la política" (Htunt, 2002: 39). 

Además de estos contrastes, de la comparación emerge una constatación. 
La coyuntura de aprobación de las cuotas en el Congreso puede corresponder 
con un momento de auge o de repliegue del movimiento de mujeres, y de for­
talecimiento o debilitamiento de la institucionalidad dedicada a promover la 
equidad de género. Sin lugar a dudas, el escenario más propicio para que las 
cuotas sean efectivas es aquel en el que herramientas legislativas, dinámicas del 
movimiento y capacidad institucional de género se encuentran y se refuerzan 
mutuamente. Sin embargo, no hay nada en las propias cuotas que garantice la 
sincronía entre sociedad política, sociedad civil y aparato estatal. A medida que 
las sociedades se modernizan, estos tres terrenos se separan y adquieren algún 
nivel de autonomía entre sí, cuestión que explica justamente la complejidad 
que adquieren los procesos políticos y sociales. En otras palabras, el que exista 
una distancia entre estas esferas, como lo requiere una sociedad democrática, 
quiere decir justamente que no hay nada que garantice de antemano que las 
tres se desenvuelvan al mismo ritmo ni en una misma dirección. Bien por el 
contrario, entre las tres puede haber dislocaciones y fracturas. 

Finalmente, de la reconstrucción de las cuatro trayectorias se pueden rele­
var, por un lado estructuras poco inclinadas a apoyar políticas que promueven 
la paridad entre hombres y mujeres -este es el caso de los partidos políticos 
en toda la región-, pero simultáneamente instancias más afines a estas causas, 
como por ejemplo las cortes constitucionales. Aunque en Ecuador, elTribunal 
Constitucional jugó primero un papel de aliado y luego un rol más ambiguo, 
en los casos de Perú y de Colombia sus intervenciones a favor de las cuotas 
fueron claves. En parte, esto puede responder al hecho de que las constitucio­
nes aprobadas en Colombia, Bolivia y Ecuador reconocen derechos que cobi­
jan específicamente a las mujeres. Por otra parte, los debates que atraviesan dis­
ciplinas como el Derecho parecen estar estimulando la preparación de jueces 
más afines al multiculturalismo y al respeto a Ia diferencia. 

Conclusiones 

¿Qué se aprende de la experiencia de las cuotas en los países andinos 
sobre reglas de juego adoptadas para incluir en la política a las poblaciones 
otrora excluidas, como la femenina? 
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Las reglas en sí mismas no pueden garantizar los desenlaces que se des­
encadenen a partir de su aplicación. 

Aun cuando las nuevas reglas SI garantizan por lo general un aumento 
en el número de miembros de estas poblaciones en cargos de designación y 
representación, su presencia en sí misma en los círculos del poder no culmi­
na necesariamente en una ampliación democrática. El caso del Perú es reve­
lador en este sentido. 

Esto de nuevo muestra la pertinencia que aún guarda la vieja idea de que 
la experiencia de la exclusión no genera en si misma actores democráticos. 
Se puede haber estado por fuera del poder por muchos años pero esa con­
dición de exclusión no garantiza en si misma que las poblaciones discrimi­
nadas tengan o desarrollen las destrezas necesarias para ser democráticos una 
vez ingresen a los círculos del poder. 

En otras palabras, nadie nace demócrata. La democracia y su comple­
mento inseparable, la ciudadanía, con sus valores y sus habilidades, no son 
una condición innata a los seres humanos, ni siquiera en quienes han sufri­
do la exclusión y la desigualdad. Vivir en democracia, ejercer el poder en un 
sentido democrático, ser ciudadana/o, más que una vivencia espontánea, es 
un aprendizaje político. De allí que todos las iniciativas pedagógicas que se 
emprendan para divulgar entre las poblaciones discriminadas los principios, 
las destrezas y las reglas que fundamentan una democracia, son fundamenta­
les para garantizar que medidas como las cuotas culminen en procesos de 
profundización y ampliación democrática. 

Como bien lo señaló Robert Dahl en su libro clásico 'La poliarquía', las 
élites en el poder se pueden hacer más heterogéneas e incluir dirigencias de 
nuevos actores sociales y políticos, y no por ello esa expansión garantiza otras 
dimensiones de la democracia relativas a la existencia de una institucionali­
dad y unos derechos imprescindibles para que se respete el disenso y las 
expresiones contestatarias en el terreno público. Sin la posibilidad del disen­
so, muere el pluralismo político y social, eje de las democracias modernas. 

No hay nada en el diseño de las nuevas reglas que garantice que su apli­
cación culmine en la representación política de los intereses, valores y expec­
tativas de las poblaciones que se pretende 'incluir por esta vía. Entre incluir y 
representar hay un buen trecho. Para que además de inclusión se produzca la 
representación, tiene que gestarse una dinámica virtuosa entre movimientos 
sociales, partidos políticos e instituciones que no se produce de manera 
espontánea. Bien por el contrario, esta suma positiva entre sociedad civil, 
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sociedad política y Estado depende del buen tino y las estrategias que adop­
ten las mujeres en los movimientos, las mujeres en política y las funcionarias. 

Si los intereses a representar en política no son innatos sino que también 
son construidos históricamente, entonces esa construcción, en democracia, 
se hace justamente en los escenarios de encuentro y de debate públicos. De 
allí la relevancia de apoyar y estimular la multiplicación y la consolidación de 
escenarios de comunicación entre mujeres de distintas proveniencias socia- . 
les y posiciones políticas para que se discutan estrategias de apropiación y 
potenciación de las cuotas. Es desde estos escenarios que pueden emerger 
distintas propuestas sobre lo que constituyen los intereses de las mujeres a ser 
representados en los círculos del poder. Y es también desde estos escenarios 
que pueden emerger propuestas que le apuntan a modificar los arreglos de 
género imperantes en una sociedad. De no estar acompañados por estas diná­
micas de debate, las cuotas pueden servir para legitimar regímenes poco 
democráticos o para simplemente aumentar el número de mujeres en el 
poder sin modificar necesariamente los arreglos de género que legitiman la 
subordinación de 10 femenino a lo masculino. 
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